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			Resumen. Este artículo describe el consumo de calorías y micronutrientes sobre la distribución de riqueza y los niveles de escolaridad en los hogares mexicanos. Empleando datos de la ENIGH-2018 se estiman regresiones semiparamétricas del consumo calórico, así como de cinco micronutrientes a lo largo de la distribución de gastos y de los años de educación del jefe de hogar. A mayor nivel económico se registra más consumo de calorías y de micronutrientes; cuando se controla por la escolaridad, los hogares con menor capital humano realizan consumos energéticos elevados en detrimento de la ingesta de nutrientes. Se revela también que conforme la escolaridad se incrementa, los hogares consumen cantidades calóricas cercanas a las recomendadas y tienen preferencias por alimentos más ricos en micronutrientes.

			Palabras clave: consumo de calorías; nutrición; escolaridad; hogares; nivel económico; regresiones semiparamétricas. 

			Clasificación JEL:  C14; D12; I12; L66.

			

			Effects of Education on Calorie and
Nutrient Intake in Mexican Families

			Abstract. This article analyzes calorie and micronutrient intake in relation to wealth distribution and education levels in Mexican households. Using data from the National Survey on Income and Household Expenditure, 2018 (ENIGH-2018), semiparametric regressions of intake of calories and five micronutrients are estimated across the distribution of expenditure and the head of household’s education level. Higher economic status households consumed more calories and micronutrients; when controlled according to level of education, however, households with lower human capital demonstrated an increased caloric intake while simultaneously demonstrating a reduced nutrient intake. Findings also showed that as education level increases, households consume closer to recommended caloric intakes and show a preference for more micronutrient-dense foods.

			Key Words: calorie intake; nutrition; education; households; economic status; semiparametric regressions.




		

		
			1. Introducción

			

			Durante las últimas décadas, la malnutrición es cada vez un problema más complejo y de alcance mundial (OMS, 2018). Si bien en América Latina la desnutrición solía ser un fenómeno extendido en la región, hoy en día se observa lo que la Comisión para América Latina y el Caribe (CEPAL) define como la doble carga de la malnutrición; esto es, la coexistencia de malnutrición tanto por déficit como por exceso de calorías y nutrientes (Fernández et al., 2017). Aunque existen varias explicaciones que dan cuenta de los cambios en el perfil nutricional de los mexicanos (Torres, 2017), el tema no es de menor importancia, pues ya desde el 2000 los índices de sobrepeso y obesidad se han incrementado drásticamente (Rivera et al., 2017), mientras la desnutrición todavía afecta a casi 24% de la población (CONEVAL, 2015).

			Buena parte de los estudios que estiman la ingesta de calorías y nutrientes sugieren que la capacidad financiera de las familias es uno de los principales determinantes del consumo alimenticio (Drewnowski y Darmon, 2005; Drewnowski y Specter, 2004; Hernández et al., 2017). Aunque dichos estudios han obtenido resultados relevantes sobre la importancia del ingreso para analizar disparidades en el consumo de calorías, existe poca claridad respecto a los efectos del nivel socioeconómico sobre la ingesta de micronutrientes. Estos análisis tampoco incluyen otros controles sociodemográficos que pueden incidir en la alimentación de las familias. Por ejemplo, la escolaridad es una variable que no sólo informa sobre la acumulación de capital humano, sino que es indicador de muchas de las capacidades presentes en el seno familiar.

			El objetivo de este trabajo es caracterizar el perfil de consumo de calorías y de micronutrientes a lo largo de la distribución socioeconómica de los hogares mexicanos y estimar los efectos de la escolaridad sobre el mencionado consumo. Para ello, se emplean datos de las cantidades de alimento consumidos dentro y fuera del hogar contenidas en la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (ENIGH) de 2018. A diferencia de otros estudios que se centran en el consumo de energía, el presente trabajo incluye información adicional sobre hierro, zinc, calcio, vitamina A y vitamina C. El estudio parte de la transformación de cantidades de alimentos en consumo calórico y de micronutrientes para estimar regresiones no paramétricas y semiparamétricas de dichos consumos sobre la distribución de gasto y sobre los años de educación del jefe de familia, controlando por un conjunto de características sociodemográficas de los hogares.

			Los resultados muestran que, a mayor nivel socioeconómico y de gasto se tiene un mayor consumo de calorías y micronutrientes en los hogares; sin embargo, cuando se controla por el nivel de escolaridad, se observa que en los hogares con baja o nula escolaridad del jefe de familia se tiende a realizar un consumo energético elevado por encima de los estándares recomendados sacrificando el consumo de micronutrientes. Conforme la escolaridad se incrementa, los hogares consumen cantidades calóricas cercanas a las recomendadas por diversos organismos de salud, y muestran una mayor preferencia por alimentos ricos en micronutrientes. Dichos hallazgos coinciden con otros trabajos aplicados al caso de México, como los de Hernández et al. (2017), Pérez y Minor (2011) y Martínez y Villezca (2005).

			Este artículo se estructura en cinco secciones incluyendo esta introducción, en la segunda sección se presenta una revisión de la literatura sobre nutrición, nivel económico y escolaridad; en la tercera sección se desarrolla la estrategia de identificación, se inicia una descripción del perfil nutricional adulto-equivalente de las familias con la ENIGH-2018, se presentan además modelos usados para el análisis de los efectos de la escolaridad sobre el consumo de calorías y micronutrientes; en la cuarta sección, se exponen los resultados de las estimaciones de los determinantes del consumo de calorías y micronutrientes; en la quinta sección, a manera de conclusión, se discuten las implicaciones de las desigualdades educativas y nutricionales de los hogares en México

			

			2. Estudios sobre nutrición, nivel económico y escolaridad

			

			La nutrición es uno de los factores con mayor influencia en los resultados de vida de las personas; el estado nutricional posee efectos sobre el aprendizaje y la productividad de los individuos, por lo que el análisis de su comportamiento es de gran interés para el crecimiento y desarrollo económico. El consumo energético y de nutrientes se considera en la literatura económica como una inversión en capital humano (Schultz, 1961 y 1962); sin embargo, enfoques más recientes como el de capacidades, tratan los aspectos nutricionales como un elemento estratégico de la forma en que las personas pueden alcanzar estados del ser y realizar actividades valiosas (Nussbaum, 2011).

			En general, la relación entre salarios y consumo energético se plantea de forma bidireccional; por un lado, los salarios definen la cantidad y calidad 
de calorías y nutrientes que consumen los hogares; y por otro, la cantidad y calidad de la alimentación puede influir sobre la productividad y los salarios. La mayoría de los estudios sobre nutrición y economía no abordan los problemas de endogeneidad presentes en la omisión de factores que afectan ambas variables; más bien se concentran en correlaciones entre variables como ingreso y consumo de calorías. La literatura sugiere que la ingesta de calorías y nutrientes está relacionada con la capacidad financiera de las familias (Drewnowski y Darmon, 2005; Hernández et al., 2017); sin embargo, se registra menos claridad sobre cómo es dicha ingesta a lo largo de la distribución de gasto en particular.

			Respecto a la relación entre ingreso, consumo de calorías y padecimiento de enfermedades crónico-degenerativas, Drewnowski y Darmon (2005) afirman que las altas tasas de obesidad en Estados Unidos no son el resultado de una falla biológica, sino de un fenómeno sociodemográfico y económico. Ello se debe a que las personas de bajos ingresos suelen establecer el consumo de alimentos en términos de costo y sabor, dejando de lado otros aspectos como la variedad y el impacto de éstos sobre la salud. Cabe destacar que dichos resultados se concentran en el nivel socioeconómico en términos del ingreso, dejando de lado otras variables que pueden incidir en la ingesta energética.

			En el caso de México, Hernández et al. (2017) encuentran que el costo de las calorías viene disminuyendo, que los patrones de consumo de alimentos varían a lo largo del tiempo, que los hogares más pobres prefieren alimentos con baja variabilidad en el precio y que obtienen la mayor parte de las calorías que consumen de alimentos con alta densidad calórica por lo que son más propensos a padecer malnutrición. Por otro lado, Martínez y Villezca (2005) muestran que los hogares más pobres no consiguen cubrir el total de sus requerimientos energéticos y nutricionales, a pesar de que usan más de la mitad de su ingreso corriente, mientras hogares más ricos satisfacen sus requerimientos proteínicos e incluso superan los calóricos con apenas una quinta parte de su ingreso. 

			Pérez y Minor (2011) muestran que, a la luz del encarecimiento de los alimentos durante la crisis de 2006 y 2008, los hogares rurales en México sustituyeron los alimentos costosos por otros más baratos, con mayor contenido energético y menor aportación nutrimental. El estudio analiza la composición del gasto en alimentos de un sector poblacional de referencia, para identificar cuáles son los alimentos que se consideran como básicos y analizar los cambios derivados de la crisis internacional de los alimentos. Destaca de este trabajo que incluye en su análisis información sobre algunos minerales y vitaminas a diferencia de estudios previos. 

			En México son escasos los estudios que incorporan la educación como elemento diferenciador del consumo de calorías y nutrientes. Experiencias en otros países sugieren que la escolaridad de los individuos puede significar un freno a la obesidad. Monteiro et al. (2001) para Brasil señala que una mayor escolaridad puede disminuir el riesgo de padecer obesidad, ya que los individuos pueden tomar mejores decisiones sobre su dieta. Por su parte, Harding et al. (2018) analizan la relación entre la escolaridad materna y el estatus del consumo de micronutrientes de sus hijos en varios países; los autores encuentran que la escolaridad materna está asociada a menores deficiencias en el estatus nutricional de los niños; sin embargo, señalan que los resultados varían según el nivel de ingreso de los países. 

			Esta revisión da cuenta de cómo la capacidad financiera está relacionada con el consumo energético y de micronutrientes, pero también de la existencia de heterogeneidad no observable en la relación entre estado nutricional y la posición socioeconómica familiar. Para el presente trabajo se parte de la idea de que la riqueza financiera por sí sola no representa de manera adecuada el estatus socioeconómico del hogar; por ello, se incluye la escolaridad del jefe de familia como información no sólo sobre el nivel socioeconómico, sino también sobre las ventajas, desventajas y capacidades de las familias.1

			

			3. Identificación: nutrición en la ENIGH y modelos estadísticos

			

			Este artículo estudia las cantidades de calorías y micronutrientes que se consumen en los hogares mexicanos según sus niveles gasto y la escolaridad del jefe de familia, con base en datos de la ENIGH-2018. Las calorías representan la cantidad de energía que el consumo de alimentos aporta para mantener el funcionamiento del organismo y llevar a cabo diversas tareas; mientras que los micronutrientes son elementos que forman parte de la dieta y en cantidades pequeñas resultan esenciales para un correcto funcionamiento del organismo. Existe evidencia de que un consumo excesivo o deficitario de energía y de micronutrientes puede tener consecuencias negativas asociadas con un menor desarrollo físico, cognitivo o incluso con el desarrollo de enfermedades crónico-degenerativas.

			

			

			Tabla 1. Requerimiento energético por grupos de edad 

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Edad

						
							
							Clasificación

						
							
							Mujer

						
							
							Hombre

						
					

					
							
							1 a 11 años

						
							
							Menores

						
							
							1 510 

						
							
							1 619 

						
					

					
							
							12 a 17 años

						
							
							Adolescentes

						
							
							2 250 

						
							
							2 810 

						
					

					
							
							18 a 64 años

						
							
							Adultos

						
							
							2 219 

						
							
							2 681 

						
					

					
							
							65 años o más

						
							
							Adultos mayores

						
							
							1 950 

						
							
							2 213 

						
					

				
			

			

			Notas: kilocalorías relativas al promedio entre actividad física sedentaria y moderada.

			Fuente: elaboración propia con base en Bonvecchio et al. (2015).

			

			Tabla 2. Requerimiento de micronutrientes para adultos y adultos mayores 

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Micronutriente

						
							
							Adulto

						
							
							

						
							
							Adulto mayor

						
					

					
							
							Mujer

						
							
							Hombre

						
							
							

						
							
							Mujer

						
							
							Hombre

						
					

					
							
							Vitamina A

						
							
							600 µg

						
							
							600 µg

						
							
							

						
							
							800 µg

						
							
							1,000 µg

						
					

					
							
							Vitamina C

						
							
							100-200 mg

						
							
							100-200 mg

						
							
							

						
							
							100-200 mg

						
							
							100-200 mg

						
					

					
							
							Hierro

						
							
							21 mg

						
							
							9.1 mg

						
							
							

						
							
							21 mg

						
							
							9.1 mg

						
					

					
							
							Calcio

						
							
							1,000 - 1,200 mg

						
							
							1,000 - 1,200 mg

						
							
							

						
							
							1,000 - 1,200 mg

						
							
							1,000 - 1,200 mg

						
					

					
							
							Zinc

						
							
							10 mg

						
							
							10 mg

						
							
							

						
							
							10 mg

						
							
							10 mg

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Martínez-Puga y Lendoiro (2005).

			

			Las tablas 1 y 2 muestran los consumos de calorías y micronutrientes, recomendados por especialistas, según el grupo etario y el sexo de la población. Los valores corresponden al promedio de las ingestas relativas a actividad física sedentaria y moderada, considerando la poca actividad física que muestra la población mexicana. Estas cantidades de referencia son importantes porque en los casos en los que no se satisfacen las ingestas sugeridas de micronutrientes, las personas pueden padecer malnutrición, independientemente de que las cuotas calóricas sean satisfechas.2 

			La estrategia de análisis de este ejercicio se centra en regresiones polinómicas no paramétricas y semiparamétricas que se controlan por las características socioeconómicas y demográficas del hogar, tanto para el consumo de calorías como para el consumo de los cinco micronutrientes seleccionados. Se estiman modelos no paramétricos del consumo de calorías sobre las distribuciones de gasto y de los años de escolaridad del jefe de hogar como variables indicadoras de la riqueza y del capital humano de las familias. Posteriormente, se realizan regresiones semiparamétricas en dos etapas: en la primera, se estima el consumo de calorías y micronutrientes controlando por características demográficas y económicas; en la segunda, se realizan estimaciones no paramétricas como las del primer modelo, después de haber controlado por variables de la primera etapa.

			

			Nutrición de los hogares mexicanos en la ENIGH-2018

			

			Uno de los principales objetivos de la ENIGH es ser fuente de información detallada sobre el consumo de los hogares mexicanos. Para calcular el consumo de calorías y micronutrientes en este trabajo, se tomaron las cantidades de alimento del módulo de gasto de la encuesta y se multiplican por el aporte calórico y nutricional de cada alimento propuesto en las tablas de composición nutrimental de Muñoz de Chávez et al. (2010).3 El consumo entre hogares y al interior depende del número y la edad de sus miembros, por lo que se incorpora la escala de equivalencia paramétrica OCDE-Oxford4 propuesta por Mancero (2001) para obtener el consumo aparente diario equivalente de calorías y micronutrientes de cada hogar.5

			El módulo de gastos en alimentos y bebidas de la ENIGH-2018 incluye 39 categorías que se dividen en 236 subgrupos. La encuesta organiza dicha información en ocho grupos alimenticios: i) pan, tortillas y cereales; ii) carnes; iii) pescados y mariscos; iv) leche, derivados de leche y huevo; v) aceites y grasas vegetales; vi) frutas y hortalizas; vii) azúcar, café y refrescos envasados; y viii) otros alimentos. En este trabajo, en lugar de clasificar la población por ingreso, se dividió en tres grupos por nivel de educación; i) baja escolaridad: hogares con jefes de familia con educación básica primaria o menos; ii) media escolaridad: hogares con cabezas de familia que hayan cursado más que primaria hasta preparatoria o menos; y iii) alta escolaridad: familias con jefes de hogar con estudios universitarios o de posgrado.

			La tabla 3 muestra el monto del gasto en alimentos, su participación en el consumo total y las características sociodemográficas de los hogares mexicanos, por grupos de escolaridad. Se observa que 42% de los hogares son encabezados por jefes de familia con baja escolaridad; 45% de ellos cuentan con nivel secundaria o preparatoria y sólo 13% alcanzan estudios superiores. La mayor parte de los hogares con baja escolaridad se encuentran en localidades rurales; la jefatura de hogar es mayoritariamente masculina sin importar la escolaridad, aunque en los hogares con baja escolaridad se registra mayor participación de mujeres cabezas de familia. Asimismo, el promedio de edad de los jefes es mayor en familias de baja escolaridad. 

			En cuanto al gasto mensual en alimentos, se identifica una clara correlación entre los hogares encabezados por personas con alta escolaridad y un mayor gasto mensual en alimentos pese a que la participación de dicho gasto, como proporción del total, cada vez es menor. El gasto en alimentos en los hogares de escolaridad alta es cerca del doble de los hogares con jefes con educación primaria o menos. Una primera evidencia acerca de las diferencias estructurales en el consumo por nivel de escolaridad es aquella verificación empírica atribuida a Engel en sus estudios sobre consumo (Engel y Kneip, 1996; García, 2013), en la que el gasto en alimentos es una proporción menor del gasto total a medida que se incrementa el ingreso.

			La tabla 4 presenta la proporción de gasto y aporte calórico de los alimentos por nivel de escolaridad del jefe de familia agrupado por su densidad energética; los alimentos se clasificaron en grupos de alto, medio y bajo contenido calórico.6 La tabla muestra que la proporción de consumo de alimentos de alto contenido calórico y el monto de calorías consumidas disminuyen significativamente con el incremento de la escolaridad del jefe de hogar; también se observa un comportamiento inverso en términos del conjunto de alimentos de bajo contenido calórico que incrementa su proporción de consumo hasta en 20 puntos porcentuales entre los hogares con jefes de baja escolaridad y los hogares encabezados por personas con estudios superiores. 




			Tabla 3. Gasto en alimentos y demografía por nivel de escolaridad del jefe 

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Características del hogar

						
							
							Baja 

							escolaridad

						
							
							Media escolaridad

						
							
							Alta 

							escolaridad

						
							
							Promedio

						
					

					
							
							Gasto mensual promedio en alimentos 

						
							
							$ 2 871

						
							
							$ 3 769

						
							
							$ 5 652

						
							
							 $ 3 750

						
					

					
							
							Gasto en alimentos como proporción del gasto total

						
							
							46%

						
							
							41%

						
							
							33%

						
							
							42%

						
					

					
							
							Jefatura masculina

						
							
							67%

						
							
							74%

						
							
							74%

						
							
							71%

						
					

					
							
							Edad del jefe de hogar

						
							
							58.1

						
							
							44.1

						
							
							46.0

						
							
							49.8

						
					

					
							
							Localidad rural

						
							
							37%

						
							
							18%

						
							
							5%

						
							
							23%

						
					

					
							
							Proporción de hogares por nivel escolaridad del jefe

						
							
							42%

						
							
							45%

						
							
							13%

						
							
							100%

						
					

					
							
							Observaciones

						
							
							31 236

						
							
							33 312

						
							
							10 099

						
							
							74 647

						
					

				
			

			

			Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH-2018.

			

			Tabla 4. Proporción de gasto y aporte calórico diario por densidad energética de los alimentos y nivel de escolaridad del jefe de familia  

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Densidad energética

						
							
							Baja escolaridad

						
							
							

						
							
							Media escolaridad

						
							
							

						
							
							Alta escolaridad

						
							
							

						
							
							Promedio

						
					

					
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
					

					
							
							Alta

						
							
							21%

						
							
							1 462

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							1 055

						
							
							

						
							
							13%

						
							
							940

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							1 190

						
					

					
							
							Media

						
							
							34%

						
							
							1 175

						
							
							

						
							
							31%

						
							
							1 239

						
							
							

						
							
							22%

						
							
							1 107

						
							
							

						
							
							30%

						
							
							1 192

						
					

					
							
							Baja

						
							
							45%

						
							
							417

						
							
							

						
							
							51%

						
							
							458

						
							
							

						
							
							65%

						
							
							578

						
							
							

						
							
							52%

						
							
							463

						
					

					
							
							Total

						
							
							100%

						
							
							3 054

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 752

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 625

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 845

						
					

				
			

			

			Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH-2018.

			

			Destaca que la mayor parte de las calorías consumidas por las familias con jefes de baja escolaridad provienen de alimentos con alta densidad energética, lo que por lo regular se asocia con el incremento de la probabilidad de consumo de alimentos con bajo impacto nutricional. Las familias con media y alta escolaridad satisfacen sus requerimientos calóricos con base en alimentos de media densidad energética. Cabe mencionar que estos hallazgos coinciden con los resultados de Hernández et al. (2017) para los años de 1992, 2000 y 2010, lo que permite anticipar que no hay cambios importantes en los patrones de satisfacción de los requerimientos calóricos del país en cerca de los 30 años que cubren estos estudios. 

			En tanto, la tabla 5 presenta la proporción del gasto diario equivalente por grupo alimenticio y su respectivo aporte calórico. Se observan similitudes en la distribución del gasto de modo que los hogares asignan la mayor parte al consumo de carnes, harinas (pan, tortillas, cereales), vegetales y lácteos; sin embargo, también se observa una disminución del consumo de harinas conforme incrementa el nivel educativo del jefe de hogar acorde con la disminución de los alimentos de alta densidad energética. En cuanto al aporte calórico se observa que, a mayor nivel educativo menor es el consumo de calorías provenientes de harinas y azúcar; lo que sugiere que en hogares con mayor capital humano se privilegia el consumo de alimentos más ricos en nutrientes como pescados, frutas y hortalizas, frente al aporte calórico de estos alimentos; mientras que hogares con jefes de baja escolaridad sacrifican nutrientes en favor de alimentos con alto contenido calórico dado su precio.

			La misma tabla sugiere que los diferentes estratos educativos se vinculan con la variedad en la dieta que consumen los individuos diariamente. Si bien la proporción del consumo de carne parece constante a lo largo del nivel de escolaridad del jefe de hogar, para el estrato de baja escolaridad, la mayor parte del consumo de calorías proviene de tres fuentes adicionales: harinas, azúcar, café y refrescos, y frutas y hortalizas.7 Para el estrato de media escolaridad, las fuentes de energía son las mismas que en el caso anterior, pero dan un peso adicional al consumo de lácteos y otros alimentos. Por último, el estrato de alta escolaridad revela que la cantidad de calorías se distribuye de manera más uniforme entre los grupos alimenticios. 

			


			

			Tabla 5. Proporción de gasto y aporte calórico diario por grupo de alimentos y nivel de escolaridad del jefe de familia  

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Grupo de alimentos

						
							
							Baja escolaridad

						
							
							

						
							
							Media escolaridad

						
							
							

						
							
							Alta escolaridad

						
							
							

						
							
							Promedio

						
					

					
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
							
							

						
							
							Proporción del gasto

						
							
							Aporte calórico

						
					

					
							
							Pan, tortilla 

							y cereales

						
							
							21%

						
							
							1 186

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							831

						
							
							

						
							
							13%

						
							
							638

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							933

						
					

					
							
							Carnes

						
							
							22%

						
							
							227

						
							
							

						
							
							24%

						
							
							266

						
							
							

						
							
							23%

						
							
							266

						
							
							

						
							
							23%

						
							
							251

						
					

					
							
							Pescados 

							y mariscos

						
							
							2%

						
							
							18

						
							
							

						
							
							2%

						
							
							17

						
							
							

						
							
							4%

						
							
							33

						
							
							

						
							
							2%

						
							
							20

						
					

					
							
							Leche y derivados

						
							
							13%

						
							
							264

						
							
							

						
							
							14%

						
							
							307

						
							
							

						
							
							14%

						
							
							354

						
							
							

						
							
							14%

						
							
							299

						
					

					
							
							Aceites 

							y grasas

						
							
							2%

						
							
							216

						
							
							

						
							
							1%

						
							
							163

						
							
							

						
							
							1%

						
							
							116

						
							
							

						
							
							1%

						
							
							175

						
					

					
							
							Frutas

							y hortalizas

						
							
							19%

						
							
							345

						
							
							

						
							
							17%

						
							
							286

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							309

						
							
							

						
							
							18%

						
							
							312

						
					

					
							
							Azúcar, café 

							y refrescos

						
							
							12%

						
							
							586

						
							
							

						
							
							12%

						
							
							624

						
							
							

						
							
							11%

						
							
							573

						
							
							

						
							
							12%

						
							
							601

						
					

					
							
							Otros 

							alimentos

						
							
							9%

						
							
							212

						
							
							

						
							
							12%

						
							
							258

						
							
							

						
							
							16%

						
							
							336

						
							
							

						
							
							12%

						
							
							254

						
					

					
							
							Total

						
							
							100%

						
							
							3 054

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 752

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 625

						
							
							

						
							
							100%

						
							
							2 845

						
					

				
			

			

			Fuente: cálculos propios con base en la ENIGH-2018.

			

			Las tablas presentadas en esta sección dan indicios sobre las relaciones entre el monto, la proporción de gasto y el contenido calórico por nivel de escolaridad; en general se evidencia que la relación entre escolaridad del jefe de hogar y el consumo energético equivalente es inversa, ya que las personas que pertenecen a familias con bajo nivel educativo consumen en promedio 3 054 calorías a diario, mientras que en los casos de media y alta escolaridad sus consumos son de 2 752 y 2 625 calorías, respectivamente; también se observa que dicha disminución del consumo de calorías se da conforme incrementa el nivel educativo del jefe y es acompañada de un incremento del monto de gasto en alimentos y de una menor participación de dicho gasto en el total de consumo (véase tabla 3); mientras los hogares con alta escolaridad gastan cerca de MXN$188 diarios en 2 625 calorías, los hogares con jefes menos educados gastan sólo MXN$96 para consumir 3 054 calorías diarias en promedio.  

			Los hogares con menor capital humano acumulado dedican mayor proporción del gasto y consumen más calorías que provienen de alimentos con alto contenido energético y bajo impacto nutricional; estos productos menos convenientes en el proceso nutricional hacen a los miembros de estos hogares más propensos a padecer sobrepeso u obesidad como sugieren Hernández et al. (2017). En contraste, los hogares de media y alta escolaridad prefieren reducir la ingesta calórica derivada de harinas y azúcares para darle más peso a otros alimentos como pescados, lácteos y vegetales que resultan más ricos en micronutrientes, disminuyendo así la propensión al desarrollo de enfermedades asociadas con la malnutrición. En estos descriptivos se tienen indicios claros de que las desigualdades educativas en el país participan activamente en la explicación de las desigualdades nutricionales.

			

			Modelos no paramétricos y semiparamétricos

			

			Para estimar los efectos de la escolaridad sobre el consumo energético y de nutrientes de los hogares se observa el comportamiento del consumo de calorías, hierro, calcio, zinc y vitaminas A y C sobre el nivel de educación del jefe de hogar y la distribución de gasto, sin asignar una forma funcional preconcebida. Se estiman modelos no paramétricos como los usados por Delgado y Miles (1997) y García (2012), usando estimadores polinómicos derivados de una función Kernel: 

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ceballos_Eqn001.tif]

						
							
							(1)

						
					

				
			

			

			

			La variable [image: Ceballos_Eqn001_1.tif] en la ecuación (1) refiere al consumo de calorías, hierro, calcio, zinc, vitaminas A o C del hogar i. El residual [image: Ceballos_Eqn001_2.tif] es aleatorio e independiente de la variable explicativa. La función [image: Ceballos_Eqn001_3.tif] es una función no paramétrica de los años de educación del jefe de hogar [image: Ceballos_Eqn001_4.tif] o del logaritmo del gasto [image: Ceballos_Eqn001_5.tif] del hogar i, y se estima usando polinomios locales. Si se define la variable [image: Ceballos_Eqn001_6.tif] o [image: Ceballos_Eqn001_7New.tif], entonces para un nivel de educación o nivel de gasto xo de la ecuación [image: Ceballos_Eqn001_8.tif] se tiene una aproximación [image: Ceballos_Eqn001_9.tif]:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ceballos_Eqn002tif.tif]
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			donde K es una función Kernel que da mayor peso a los hogares cuya edad del jefe (o gasto familiar) tiene valores cercanos a xo. Con base en la propuesta de Gutierrez et al. (2003), la ecuación (2) para cada punto xo de los años de educación o del logaritmo del gasto, estima una aproximación m(xo), por lo que la función [image: Ceballos_Eqn002_1.tif] resulta muy flexible para capturar variaciones del consumo de calorías y micronutrientes sobre la escolaridad y el nivel económico de los hogares.8 

			Como una estrategia de contraste para dilucidar los efectos del nivel de escolaridad del jefe de hogar sobre el comportamiento del consumo de calorías y de micronutrientes a lo largo del nivel socioeconómico del hogar, se estiman regresiones semiparamétricas usando un modelo lineal parcial en dos etapas como el propuesto por Speckman (1988); el método combina estimadores paramétricos que se obtienen a partir de mínimos cuadrados ordinarios (mco) y estimadores no paramétricos derivados de una función Kernel como los expuestos en la ecuación (1) de la primera parte de este ejercicio de identificación. La regresión semiparamétrica general por estimar es:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ceballos_Eqn003.tif]

						
							
							(3)

						
					

				
			

			

			

			Igual que en la ecuación (1), la variable nutri refiere al consumo de calorías, hierro, calcio, zinc, vitaminas A o C del hogar i; y [image: Ceballos_Eqn003_1.tif] es función no paramétrica de los años de educación del jefe de familia o del logaritmo del gasto del hogar, que se estima usando polinomios locales como se explicó en la ecuación (2) del modelo no paramétrico. [image: Ceballos_Eqn003_2.tif] es un vector de características que incluye el sexo, la edad y la edad al cuadrado del jefe de familia; el número de integrantes y ocupados del hogar; si el hogar se encuentra en una localidad urbana o rural; la participación de los alimentos en el total de gastos fami-liares; e incluye un control sobre el decil de gasto (regresión sobre la escolaridad) o los años de escolaridad del jefe de hogar (regresión sobre el logaritmo del gasto). Finalmente, el residual [image: Ceballos_Eqn001_2.tif] es aleatorio e independiente de las variables explicativas. 

			Una diferencia importante entre la regresión no paramétrica de la ecuación (1) y la regresión semiparamétrica en la ecuación (3) es que la última se estima en dos etapas; en la primera se calculan de forma paramétrica los efectos de la escolaridad del jefe de hogar sobre el consumo de calorías y micronutrientes controlando por todas las características del vector [image: Ceballos_Eqn003_2.tif]; en la segunda se estiman de forma no paramétrica los efectos no lineales de la escolaridad y del nivel económico sobre el consumo de calorías y de micronutrientes, después de controlar por las características del hogar, es decir, usando los valores predichos en la primera etapa.

			Las regresiones propuestas en las ecuaciones (1) y (3) ofrecen la ventaja de su eficiencia para capturar los efectos no lineales del nivel de educación y del nivel económico sobre el consumo de calorías y micronutrientes, sin imponer restricciones y suposiciones previas sobre el comportamiento de los datos. La pérdida de eficiencia de la estimación en dos etapas del modelo semiparamétrico frente a una etapa única es justificada dadas las ventajas de la metodología lineal parcial para capturar los efectos no lineales del nivel socioeconómico sobre el consumo calórico y de micronutrientes. 

			

			4. Perfiles de consumo energético y de micronutrientes

			

			En esta sección se presentan los resultados gráficos de las estimaciones no paramétricas y semiparamétricas propuestas en la estrategia de identificación. La sección se divide en dos subapartados; en el primero se presentan los perfiles del consumo de calorías sobre los años de educación del jefe de familia y sobre el logaritmo de gasto del hogar; en el segundo se hace la revisión de los perfiles del consumo de minerales y vitaminas sobre el nivel socioeconómico del hogar representado en la escolaridad del jefe y el nivel de gasto.   

			

			Escolaridad del jefe de familia y nivel de gasto del hogar sobre el consumo equivalente de calorías diarias en el hogar

			

			La gráfica 1 en sus dos paneles muestra las estimaciones no paramétricas de los perfiles del consumo aparente de kilocalorías diarias (kcd) sobre el nivel socioeconómico de las familias mexicanas; del lado izquierdo se observa el consumo equivalente de kcd a lo largo del logaritmo del gasto como una representación del nivel económico de las familias; del lado derecho se observa cómo cambia dicho consumo de kcd con los años de educación del jefe de familia como representación del capital humano en los hogares; en ambos casos se modela el consumo energético sin imponer ninguna restricción adicional sobre su comportamiento tal y como se propuso en la ecuación (1).

			

			Gráfica 1. Consumo energético por nivel de gasto y educación

			Modelos no paramétricos

			[image: 1617.png]

			Fuente:cálculos propios con datos de la ENIGH-2018.


			

			Las estimaciones no paramétricas muestran que el consumo de calorías aumenta desde 2 400 hasta 3 200 kcd con el incremento del nivel económico a lo largo del logaritmo del gasto de los hogares; se identifica que familias con bajo nivel económico no alcanzan los umbrales de consumo energético recomendados, mientras dichos umbrales son superados en el extremo opuesto denotando efectos de la doble carga de malnutrición. Del lado derecho, con el incremento de los años de educación del jefe de familia, el consumo diario equivalente de calorías disminuye desde 3 200 kcd por persona en hogares con cabezas de familia con bajo nivel educación, hasta alrededor de 2 600 kcd conforme el nivel de escolaridad del jefe de hogar se acerca a estudios superiores. 

			Estos comportamientos opuestos del consumo de calorías a lo largo del nivel educativo y del nivel gasto, representan los efectos directos y sin controles adicionales del nivel económico de los hogares y su acumulación de capital humano; de este modo, mientras el consumo de calorías por persona en el hogar aumenta con el incremento del nivel económico familiar, disminuye con los años de educación del jefe de hogar, de forma que incluso se aproxima a los umbrales recomendados por los organismos internacionales.

			Como ya se mencionó, son muchas las variables que intervienen en la determinación del consumo energético del hogar; una cuestión inmediata es si los comportamientos del consumo de calorías, a lo largo del nivel de gasto y de educación del jefe de familia del modelo no paramétrico, se mantienen después de controlar por otros factores sociodemográficos como se propuso con la estrategia semiparamétrica.




			Tabla 6. Consumo de calorías sobre el nivel de gasto y de educación

			Modelos semiparamétricos-Primera etapa 

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Controles 

							sociodemográficos

						
							
							(1)

							Consumo de energético sobre la educación  

							(kcd)

						
							
							(2)

							Consumo de energético 

							sobre el gasto 

							(kcd)

						
					

					
							
							Localidad rural

						
							
							506.15***

						
							
							436.35***

						
					

					
							
							(16.93)

						
							
							(17.47)

						
					

					
							
							Número de integrantes del hogar

						
							
							-168.12***

						
							
							-171.56***

						
					

					
							
							(5.33)

						
							
							(5.59)

						
					

					
							
							Número de ocupados en el hogar

						
							
							106.42***

						
							
							87.10***

						
					

					
							
							(8.00)

						
							
							(8.48)

						
					

					
							
							Jefatura masculina

						
							
							12.14

						
							
							98.55***

						
					

					
							
							(16.67)

						
							
							(17.53)

						
					

					
							
							Edad del jefe de hogar

						
							
							33.69***

						
							
							30.97***

						
					

					
							
							(3.08)

						
							
							(3.21)

						
					

					
							
							Edad al cuadrado

						
							
							-0.25***

						
							
							-0.30***

						
					

					
							
							(0.03)

						
							
							(0.03)

						
					

					
							
							Proporción de alimentos en el total gasto 

						
							
							57.92***

						
							
							40.22***

						
					

					
							
							(0.69)

						
							
							(0.61)

						
					

					
							
							Logaritmo del ingreso per cápita del hogar

						
							
							-319.38***

						
							
							345.66***

						
					

					
							
							(15.33)

						
							
							(15.16)

						
					

					
							
							Logaritmo del gasto monetario del hogar

						
							
							831.43***

						
							
							2da. Etapa

						
					

					
							
							(12.67)

						
							
							

						
					

					
							
							Años de educación del jefe de hogar

						
							
							2da. etapa

						
							
							-16.24***

						
					

					
							
							

						
							
							(2.12)

						
					

					
							
							Constante

						
							
							-1,652.02***

						
							
							-781.05***

						
					

					
							
							

						
							
							(105.82)

						
					

					
							
							Observaciones

						
							
							74,573

						
							
							74,573

						
					

					
							
							R-cuadrado

						
							
							0.2083

						
							
							0.1287

						
					

				
			

			

			Notas: *** p<0.01; ** p<0.05; * p<0.1 Errores estándar robustos en paréntesis.

			Fuente: cálculos propios con datos de la ENIGH-2018.




			La tabla 6 presenta las estimaciones mco de la primera etapa de los modelos del consumo energético (1) sobre la escolaridad del jefe de hogar y (2) sobre el nivel de gasto de los hogares. Se controló por la localización geográfica de los hogares, identificando que personas en zonas rurales en promedio consumen entre 436 y 506 kcd más que aquellos individuos en zonas urbanas. Un integrante adicional en el hogar disminuye el consumo energético por individuo alrededor de 170 kcd, mientras un ocupado adicional en la familia incrementa dicho consumo en alrededor de 100 kcd. Efectos positivos más pequeños se identifican con la jefatura masculina del hogar y con el incremento de la edad del cabeza de familia.

			Al controlar el consumo de calorías por el ingreso per cápita del hogar en la primera etapa de los modelos semiparamétricos aparecen efectos diferenciados dada la alta correlación del ingreso con el gasto familiar; un incremento de 1% el ingreso disminuye en 3.19 kcd el consumo equivalente en el modelo semiparamétrico sobre la educación; mientras que aumenta dicho consumo energético en 3.45 kcd cuando el gasto no se incluye en la ecuación del modelo semiparamétrico del nivel económico. El gasto y la educación del jefe de familia confirman efectos positivos y negativos, respectivamente, tal como lo indicaban los modelos no paramétricos. En general, los efectos de la primera etapa en ambos casos muestran comportamientos bastante intuitivos y con los signos esperados alrededor de los efectos sociodemográficos sobre el consumo energético.

			Después de controlar en la primera etapa por el conjunto de factores sociodemográficos (véase tabla 6), la gráfica 2 presenta los resultados gráficos del modelo semiparamétrico en la segunda etapa; del lado izquierdo muestra que el consumo de calorías de los hogares mexicanos a lo largo del logaritmo del gasto tiene un comportamiento decreciente desde 3 100 hasta cerca de 2 600 kcd; es decir, una vez incorporados controles sociodemográficos en el análisis del consumo energético sobre el nivel gasto, se observa que a mayor nivel económico el consumo de kcd por persona se acerca a los niveles recomendados para una buena nutrición. En el caso del consumo energético a lo largo del nivel de la escolaridad del jefe de hogar, después de incorporar los controles de la primera etapa, el modelo semiparamétrico muestra que el comportamiento del consumo equivalente de calorías mantiene una pendiente negativa en principio; es decir, a mayor educación menor consumo calórico, igual que en el caso no paramétrico; sin embargo, después de que el jefe completa estudios de nivel preparatorio el comportamiento cambia, generando una forma de “U” del consumo energético a lo largo del nivel educativo.




Gráfica 2. Consumo energético sobre el nivel de gasto y de educación

[image: 1212.png]

Fuente: cálculos propios con datos de laENIGH-2018.


			

			Escolaridad del jefe de familia sobre el consumo de micronutrientes

			

			A continuación se presentan los perfiles de consumo de vitaminas y minerales de los hogares mexicanos a lo largo de la escolaridad el jefe de hogar de forma semiparamétrica, es decir, después de controlar en la primera etapa por variables sociodemográficas igual que se hizo con el consumo de calorías.

			La tabla 7 presenta las estimaciones mco del consumo en miligramos (mg) y microgramos (µg) diarios de hierro, calcio, zinc, vitamina A y vitamina C, cada uno explicado por las características sociodemográficas de los hogares. Como ocurre con el consumo energético, se observa que el consumo equivalente de los cinco micronutrientes en localidades rurales es mayor que en localidades urbanas, mientras que con el incremento del tamaño del hogar dicho consumo disminuye. El incremento del número de ocupados en el hogar aumenta el consumo de micronutrientes con excepción del consumo de calcio y de vitamina C que disminuyen en 22.60 y 2.87 mg, respectivamente. 

			Destaca en esta primera etapa del modelo el consumo de micronutrientes sobre el gasto y la escolaridad del jefe de familia que, si bien la jefatura mascu-lina incrementa el consumo energético del hogar, claramente disminuye el de los tres minerales y las dos vitaminas analizadas. El resto de los factores sociodemográficos se comporta con efectos en la misma dirección del consumo calórico; es decir, con el aumento de la edad del jefe de familia, de la proporción del gasto en alimentos y del gasto total del hogar se incrementa el consumo de micronutrientes, mientras que con el incremento del ingreso per cápita disminuyen dichos consumos a excepción de la ingesta de vitamina C.




			Tabla 7. Consumo de micronutrientes sobre la educación del jefe de familia

			Modelos semiparamétricos-Primera etapa 

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Controles Sociodemográficos

						
							
							(1)

							Consumo 

							de hierro

							 (mg) 

						
							
							(2)

							Consumo 

							de calcio

							 (mg) 

						
							
							(3) 

							Consumo 

							de zinc

							 (mg)

						
							
							(4) 

							Consumo vitamina A 

							(µg)

						
							
							(5)

							Consumo vitamina C

							(mg)

						
					

					
							
							Localidad rural

						
							
							2.56***

						
							
							92.28***

						
							
							1.37***

						
							
							33.44***

						
							
							5.30***

						
					

					
							
							(0.21)

						
							
							(6.84)

						
							
							(0.17)

						
							
							(8.89)

						
							
							(1.42)

						
					

					
							
							Número de integrantes del hogar

						
							
							-2.11***

						
							
							-25.25***

						
							
							-1.29***

						
							
							-35.92***

						
							
							-0.56

						
					

					
							
							(0.08)

						
							
							(2.16)

						
							
							(0.06)

						
							
							(2.63)

						
							
							(0.38)

						
					

					
							
							Número de ocupados 

							en el hogar

						
							
							1.55***

						
							
							-22.60***

						
							
							1.10***

						
							
							31.04***

						
							
							-2.87***

						
					

					
							
							(0.11)

						
							
							(3.31)

						
							
							(0.09)

						
							
							(4.19)

						
							
							(0.62)

						
					

					
							
							Jefatura masculina

						
							
							-0.97***

						
							
							-48.93***

						
							
							-0.17

						
							
							-51.80***

						
							
							-10.86***

						
					

					
							
							(0.20)

						
							
							(6.83)

						
							
							(0.16)

						
							
							(9.00)

						
							
							(1.22)

						
					

					
							
							Edad del jefe de hogar

						
							
							0.33***

						
							
							11.72***

						
							
							-0.18***

						
							
							14.43***

						
							
							2.38***

						
					

					
							
							(0.03)

						
							
							(1.08)

						
							
							(0.02)

						
							
							(1.43)

						
							
							(0.21)

						
					

					
							
							Edad al cuadrado

						
							
							-0.00***

						
							
							-0.07***

						
							
							-0.00***

						
							
							-0.10***

						
							
							-0.02***

						
					

					
							
							(0.00)

						
							
							(0.01)

						
							
							(0.00)

						
							
							(0.01)

						
							
							(0.00)

						
					

					
							
							Proporción de alimentos en el total gasto 

						
							
							0.48***

						
							
							16.85***

						
							
							0.31***

						
							
							14.36***

						
							
							2.03***

						
					

					
							
							(0.01)

						
							
							(0.24)

						
							
							(0.01)

						
							
							(0.30)

						
							
							(0.05)

						
					

					
							
							Logaritmo del ingreso per cápita del hogar

						
							
							-4.38***

						
							
							-85.95***

						
							
							-2.40***

						
							
							-70.18***

						
							
							7.81***

						
					

					
							
							(0.24)

						
							
							(5.70)

						
							
							(0.21)

						
							
							(7.18)

						
							
							(1.09)

						
					

					
							
							Logaritmo del gasto monetario del hogar

						
							
							7.11***

						
							
							256.90***

						
							
							4.82***

						
							
							220.67***

						
							
							37.47***

						
					

					
							
							(0.18)

						
							
							(4.38)

						
							
							(0.15)

						
							
							(5.93)

						
							
							(0.91)

						
					

					
							
							Constante

						
							
							-3.10**

						
							
							-477.29***

						
							
							-3.84***

						
							
							-682.08***

						
							
							-223.83**

						
					

					
							
							

						
							
							(38.21)

						
							
							(4.24)

						
							
							(52.63)

						
							
							(8.78)

						
					

					
							
							Observaciones

						
							
							74,573

						
							
							74,573

						
							
							74,573

						
							
							74,573

						
							
							74,573

						
					

					
							
							R-cuadrado

						
							
							0.1065

						
							
							0.1166

						
							
							0.0750

						
							
							0.0546

						
							
							0.0728

						
					

				
			

			

			Notas: *** p<0.01; ** p<0.05; * p<0.1 Errores estándar robustos en paréntesis.

			Fuente: cálculos propios con datos de la ENIGH-2018.

			

			Finalmente, la gráfica 3 presenta los perfiles de consumo equivalente de hierro, calcio, zinc, vitamina A y vitamina C a lo largo de la escolaridad del cabeza de familia. Similar al comportamiento del consumo de calorías sobre el nivel de educación, el consumo de minerales (hierro, calcio, zinc) y de vitamina A, tiene forma de “U”; en principio, con el aumento de los años de escolaridad del jefe de hogar, el consumo de minerales y de vitamina A tienen un comportamiento decreciente hasta que la escolaridad sobrepasa el nivel de educación preparatoria (12 años) y el consumo de hierro, calcio y zinc empieza a elevarse con el aumento de la escolaridad. 

			En el caso particular del consumo equivalente de vitamina C, el perfil sencillamente es creciente con el incremento de los años de educación del jefe de familia, con una marcada aceleración del consumo de esta vitamina después de que el cabeza de familia supera los 12 años promedio de escolaridad y se inserta en estudios de nivel superior y posgrado.

			

			Gráfica 3. Consumo de micronutrientes por nivel de educación

			Modelos semiparamétricos - Segunda etapa 
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			Fuente: cálculos propios con datos de la ENIGH-2018.

			

			5. Conclusiones

			

			Este estudio aportó evidencia estadística acerca de los factores que determinan el consumo de energía y de micronutrientes en los hogares mexicanos. Con el fin de estudiar la relación entre nivel socioeconómico y nutrición, se estiman modelos semiparamétricos del consumo de calorías y de micronutrientes sobre un conjunto de variables representativas de la riqueza y el capital humano de las familias; para ir más allá de la dimensión monetaria y lo acostumbrado por la literatura, el análisis hace énfasis en la identificación de los efectos de la escolaridad del jefe de hogar sobre el comportamiento del consumo calórico y de micronutrientes. Los resultados indican que la escolaridad actúa como un modificador de la alimentación de los hogares a lo largo de la distribución de gastos familiares; en particular, con el incremento del logro educativo del jefe del hogar después de la formación preparatoria, las familias controlan el consumo excesivo de calorías, mientras incrementan el consumo de micronutrientes como hierro, calcio, zinc y vitaminas A y C.

			El trabajo también aportó evidencia estadística de la importancia de la capacidad financiera para explicar la configuración del consumo alimentario y nutricional de las familias mexicanas. En general, el consumo de calorías y micronutrientes se incrementa con la riqueza monetaria de los hogares cuando no se introducen controles adicionales (modelo no paramétrico); sin embargo, una vez que se toman en cuenta las variables sociodemográficas del hogar (modelo semiparamétrico), las familias con bajos ingresos, ubicadas en la parte baja de la distribución del gasto monetario, consumen dietas que por exceso de calorías y por déficit de micronutrientes están alejadas de los niveles recomendados; mientras, los hogares con altos ingresos consumen dietas variadas y cercanas a los niveles que recomiendan los expertos y organismos de salud.

			Los resultados evidencian que el nivel de riqueza familiar puede afectar el consumo de energía y de micronutrientes según el logro académico alcanzado por el cabeza de familia. Cuando no se imponen restricciones, el modelo no paramétrico muestra que el consumo de calorías siempre disminuye con el incremento de los años de educación del jefe de hogar; pero, incluso después de controlar por variables sociodemográficas, incluyendo la riqueza en el modelo semiparamétrico, se confirma que con el incremento del nivel de educación del jefe disminuye el consumo de calorías; esto ocurre al menos hasta llegar al nivel de educación preparatoria, porque después de los 12 años de educación formal se registra un leve repunte del consumo energético, generando una distribución en forma de “U”. Asimismo, la forma de “U” sobre los años de educación es un comportamiento que se replica en el modelo semiparamétrico para el caso del consumo de micronutrientes con excepción del consumo de vitamina C que es creciente a lo largo de toda la distribución. 

			Del conjunto de resultados del análisis se destacan al menos tres implicaciones; por un lado, la limitada capacidad de la riqueza (representada en el gasto monetario) para determinar por sí sola el consumo energético y de micronutrientes de los hogares; segundo, el papel fundamental del capital humano, en particular del nivel educativo, como determinante de los resultados alimentarios y nutricionales de las familias mexicanas; y por último, la existencia de una acumulación de ventajas y desventajas basadas en la correlación entre la dimensión educativa y los estados nutricionales de las familias. Al respecto, se presentó evidencia de que el incremento del ingreso y los gastos del hogar, en ausencia del capital humano, no necesariamente conduce a niveles nutricionales adecuados. 

			Por último, es importante destacar que el nivel de educación alcanzado por el jefe de familia genera efectos diferenciados sobre el consumo energético y de micronutrientes del hogar. En particular, estudios preparatorios y superiores generan mejores resultados nutricionales, por lo que un fortalecimiento de la escolaridad repercute favorablemente en la salud de las personas, vía mejores hábitos alimenticios. En cambio, los niveles académicos asociados con menores niveles de escolaridad repercuten negativamente en la configuración de la dieta, generando resultados negativos que podrían desencadenar la misma dirección en otras dimensiones de vida. Bajo la reflexión previa y ante los alarmantes niveles de sobrepeso, obesidad y desnutrición que se observan en el país, resulta inaplazable revisar e incentivar el diseño de políticas públicas direccionadas sobre los niveles de escolaridad en hogares vulnerables, y a su vez el consumo de dietas equilibradas y variadas, a fin de romper y evitar la formación de desventajas en dichos hogares.
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			NOTAS




			
				
					1	Se empleó la variable escolaridad del jefe de hogar bajo el supuesto de que ésta vincula al resto de integrantes en su acumulación de capital humano y de que la cabeza de familia tiene un papel activo en las decisiones de consumo del hogar. Frente a opciones como el promedio de escolaridad en el hogar, esta variable tiene la ventaja del ciclo de formación escolar concluido y generar menor dispersión de los datos.

				

				
					2	Los micronutrientes incluidos en este trabajo de forma conjunta influyen en la capacidad de memoria, atención y estimulación motora, en especial durante la infancia; véase Martínez-Puga y Lendoiro (2005), Rosado et al. (1999), FAO (2003).

				

				
					3	Esta metodología es desarrollada con base en Hernández et al. (2017). Las cantidades de alimento semanales se dividen entre siete y se multiplican por la cantidad de calorías o nutrientes de las tablas de nutrición disponibles en Muñoz de Chávez et al. (2010).

				

				
					4	Esta escala determina la porción del consumo total que realiza cada miembro del hogar; asigna un valor de 1 al primer adulto, 0.7 por cada adulto adicional y 0.5 del primer adulto por cada niño menor de 12 años.

				

				
					5	Consumo aparente, ya que suele asumirse que las cantidades reportadas en la encuesta se consumen en su totalidad por los miembros del hogar, aunque no de manera homogénea (Martínez y Villezca, 2005).

				

				
					6	Con base en Hernández et al. (2017) se agruparon los alimentos por la cantidad de calorías que contienen en porción de 100 gramos o mililitros así: baja densidad energética de 4 a 145 calorías por cada 100g o ml; media densidad energética de 145 a 300 calorías por cada 100g o ml; y alta densidad energética de 300 a 900 calorías por cada 100g o ml.

				

				
					7	La escasa variación en el consumo de carne, a lo largo de los niveles de escolaridad, puede explicarse en la relevancia de este grupo de alimentos en la dieta de los hogares mexicanos; sin embargo, proporciones de gasto similares (o incluso de ingesta calórica) no implican que los hogares consuman productos idénticos, sino que al interior de este grupo alimenticio pueden existir variaciones importantes del tipo de productos cárnicos y de la calidad de los mismos.

				

				
					8	Gutierrez et al. (2003) plantean: [image: Ceballos_Eqn00Nota_pie.tif]. La ecuación (2) fija el grado de polinomio p en 0 y usa una función Kernel Epanechnikov; una configuración común en la aplicación de este tipo de modelos.
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			Resumen. El comercio autopartista se ha transformado en una fuente sobresaliente de déficit externo en América Latina, que plantea a la vez un problema macroeconómico y de política industrial. En Argentina, se han diseñado varias políticas para revertir este resultado, sobre todo desde la agudización del estrangulamiento externo en el periodo 2012-2015. En el estudio que aquí se presenta se evalúan los resultados del conjunto de políticas implementadas. Primero, un abordaje econométrico muestra que las medidas efectuadas no consiguieron modificar aspectos clave de la articulación internacional de la cadena automotriz. Segundo, se pretende explicar los resultados mediante la aplicación de entrevistas de profundidad a funcionarios involucrados en la implementación de dicha política. Se identifican así, un conjunto de obstáculos externos e internos al proceso de diseño y ejecución de la política industrial.
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			Industrial Policy and Exchange Restrictions: An Analysis of the Argentine Automotive Industry, 2012-2015




			Abstract. The automotive parts trade has become a major source of external deficit in Latin America. This poses both a macroeconomic and industrial policy problem. Argentina has designed several policies intended to reverse this situation, especially since external strangulation intensified during 2012-2015. This article evaluates the outcomes of the policies implemented. First, an econometric approach reveals that the measures adopted did not succeed in modifying key aspects of the automotive chain’s international articulation. Second, the article seeks to explain its findings by conducting in-depth interviews with officials involved in implementing policy. In so doing, a set of external and internal obstacles to the process of designing and implementing industrial policy can be identified.

			Key Words: industrial policy; external restriction; exchange rate policy; automotive sector; auto-parts imports; econometric analysis.




		

		
			1. Introducción

			

			El objetivo de este trabajo es discutir la efectividad del conjunto de políticas públicas implementado en Argentina en el periodo 2012-2015 en el sector automotriz, con el fin de estimular la integración de autopartes y componentes nacionales en la producción de vehículos finales. Durante dicho periodo, el déficit comercial del sector alcanzó máximos históricos, contribuyendo a generar una crisis de balanza de pagos que, a su vez, condujo al gobierno a adoptar medidas generalizadas de control cambiario inusualmente estrictas en las últimas décadas. 

			El análisis de esta experiencia concreta de política aporta elementos valiosos para la discusión de dos grandes áreas temáticas del desarrollo económico en América Latina: 1) la restricción externa al crecimiento, y 2) el rol de la política industrial.1 

			En el caso de Argentina, el complejo automotriz tiene una gran significación como causa de escasez de divisas durante el periodo en estudio. Durante 2012-2015, el déficit acumulado del sector representó más de 150% del superávit resultante del resto de las partidas de comercio del país.2 Situación no muy diferente en el resto de América Latina, donde el déficit del sector autopartista se equipara al superávit comercial resultante del resto de las partidas de comercio (Panigo et al., 2017). Esto hace del sector un caso de estudio paradigmático desde el punto de vista del problema de escasez de divisas en la región.

			La política industrial ha vuelto a ocupar un lugar central en el debate académico y de la política económica en los últimos 15 años, tanto en países en desarrollo como desarrollados (Aiginger y Rodrik, 2020). En ese marco, el régimen automotriz en Argentina constituye un caso de interés como régimen de política industrial. Entre otros motivos, debido a su importancia para el complejo industrial del país, pues representa más de 8% del valor bruto de la producción manufacturera en 2011-2014 y alrededor de 6.5% del empleo industrial (Centro de Estudios de la Producción, 2015). Más aún, contribuyó en 25% a la última gran recuperación de la producción industrial ocurrida entre 2002 y 2010 (Pinazo y Piqué, 2011).

			El periodo 2012-2015 reviste un atractivo singular para el estudio de este tipo de políticas, ya que durante el mismo tuvo lugar una coyuntura de escasez de divisas que llevó a las autoridades a redoblar esfuerzos de sustitución de importaciones, concentrando una gran cantidad de instrumentos relativamente diversos en términos de mecanismos de acción. Este conjunto de políticas se produjo en un marco general de controles cambiarios excepcionalmente restrictivos para los parámetros de la política cambiaria argentina de las últimas décadas, conocido como cepo cambiario.

			La pregunta central del trabajo es cuán efectiva resulta esta política a los fines de elevar la integración nacional en la producción de vehículos finales. Se emplearon datos de comercio para un conjunto de 70 partidas de autopartes y se evaluó en qué medida las elasticidades de importación de autopartes, ante cambios en la producción final de vehículos y el tipo de cambio real, se ven alterados por la introducción de los estímulos que resultan de la política pública. 

			El trabajo se encuentra estructurado de la siguiente manera: en la segunda sección, se construye un indicador de la evolución de los requerimientos de autopartes importadas. En la tercera sección se presenta el marco de política a evaluar en la que se describen los distintos componentes previos y las iniciativas adoptadas durante el periodo de estudio. A continuación, en la cuarta sección, se estima el impacto de este conjunto de políticas sobre la elasticidad de las importaciones de autopartes ante cambios en la producción de vehículos terminados (elasticidad producción) y en el tipo de cambio real multilateral (elasticidad precio). Para dar sentido a los resultados obtenidos, y siguiendo una tradición en la literatura internacional sobre el sector automotriz (Helper, 2000), se realizaron entrevistas de profundidad a funcionarios involucrados en la implementación de la política pública evaluada. En la quinta sección, se presenta la metodología de trabajo empleada para el registro de las entrevistas. Este trabajo cualitativo permite identificar una serie de obstáculos que se interponen en la consecución de los objetivos de la política analizada y se clasifican como los que resultan externos al proceso de formulación e implementación de la política pública y los internos al mismo. Por último, la sexta sección brinda una discusión sobre los principales resultados e implicancias del trabajo.

			

			2. El problema cambiario en el sector

			

			Las importaciones autopartistas crecieron sostenidamente en los últimos 15 años, hecho documentado por una amplia literatura (Pinazo, 2015; Manzanelli y González, 2012). Considerando que la producción local de vehículos terminados constituye el principal determinante de las importaciones autopartistas (Cantarella et al., 2017) resulta interesante analizar cuál ha sido la evolución de los requerimientos de importaciones de autopartes por unidad producida de vehículos terminados en el país (véase gráfica 1, elaborada a partir del cociente entre un índice de importaciones totales de autopartes y un índice de producción de vehículos terminados ambos iguales a 100 en 1994).3 

			La gráfica 1 muestra la evolución de este indicador de requerimientos de importación tanto para las importaciones tomadas en valores (Panel A, arriba) como en cantidades (Panel B, abajo). Asimismo, dado que es posible construir el indicador para cada una de las 70 posiciones consideradas, se muestran tres series: una correspondiente al percentil 25 de la distribución de indicadores de requerimientos de importación para cada año, una correspondiente a la mediana, y una correspondiente al percentil 75.

			La mediana de los requerimientos de importación en valores se triplica a lo largo de todo el periodo 1994-2017. Cuando las importaciones son consideradas en cantidades, la mediana del indicador de requerimientos sube a lo largo del mismo periodo, pero lo hace en menor medida (50%) y durante un periodo más acotado (hasta el 2000) para luego estabilizarse. Lo que muestra que una parte no despreciable del incremento de las importaciones en valores obedece a incrementos en los precios de importación, potencialmente afectados por la manipulación de precios de transferencia. 

			Sin embargo, hay sistemas/autopartes cuyos requerimientos de importación aumentaron a un ritmo sensiblemente mayor. Esto se comprueba al observar la evolución del percentil 75 de la distribución en ambas versiones del indicador, lo que señala que para 25% de las partidas de autopartes con mayor crecimiento de los requerimientos se quintuplicaron en valor y cuadruplicaron en cantidad. 

			Al mismo tiempo, hubo partidas que, consideradas en cantidad, redujeron sus requerimientos de importación por vehículo fabricado. Lo cual puede observarse en la evolución del percentil 25, en el Panel B de la gráfica 1.




			Gráfica 1. Coeficientes de requerimientos de autopartes importadas por unidad de vehículo terminado 

			1994-2017
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			Fuente: elaboración propia con base en ADEFA y COMTRADE.





			 3. El marco de política a evaluar

			

			Como se ha expuesto, el principal interés del tema en estudio consiste en evaluar el conjunto de medidas tendientes a contener la preferencia importadora de autopartes y elevar la integración local que tuvieron lugar durante el periodo 2012-2015. En dicho periodo, al igual que sucedió con otros sectores, se introdujeron una serie de medidas comerciales cambiarias y de política industrial que redoblaron la presión sobre el sector automotriz dirigidas a contener su tendencia importadora.

			En efecto, podría afirmarse que la intensidad de la política sustitutiva de importaciones durante en este periodo resultó inusualmente elevada: se organizaron mesas de sustitución de importaciones que reunían al gobierno, las empresas terminales4 y las firmas autopartistas; se realizaron intentos por modificar parámetros clave que regulan el comercio bilateral con Brasil y beneficios vinculados a las importaciones transitorias; se introdujeron regímenes de promoción fiscal para la sustitución de autopartes importadas; y se implementaron medidas comerciales y cambiarias muy restrictivas, que incluso entraron en conflicto con regulaciones de la Organización Mundial del Comercio (OMC). 

			A continuación se describirá cada una de estas políticas, así como algunos de sus resultados específicos basados en una multiplicidad de fuentes. Cuando es posible, se describe la política recurriendo a la normativa oficial, y se resumen las evaluaciones disponibles acudiendo a la bibliografía académica. Se emplea material periodístico cuando ofrece ilustraciones relevantes. Por último, la información obtenida en las entrevistas completa la descripción y evaluación particular, en especial, a partir de datos sobre propuestas frustradas de intervención que no llegaron a materializarse.

			


			La Política Automotriz Común con Brasil

			

			La Política Automotriz Común (PAC) con Brasil constituye un factor de primer orden en la explicación del resultado comercial del sector, dado que una proporción muy elevada del déficit externo se registra con ese país. De ahí que una parte importante de los esfuerzos de política durante el periodo estudiado estuvieran orientados a modificar los parámetros que regulan el comercio bilateral.5

			La información obtenida en las entrevistas indica que el principal foco de política en este campo se concentró en la elaboración de una propuesta de reforma del coeficiente flex que regula el comercio bilateral, estableciendo un máximo a la relación entre exportaciones e importaciones de bienes del complejo automotriz que cada país puede realizar. Sin embargo, por diversos problemas de diseño, esta regulación es ineficaz para contener el déficit de Argentina en los últimos años. 

			La alternativa considerada consistió en segmentar el coeficiente flex en dos partes: segmento de vehículos terminados y el de autopartes, provocando un significativo estrechamiento de los límites formales para el déficit con dicho país. Sin embargo, la propuesta no prosperó por las dificultades para acordarla en la negociación bilateral. Más adelante se presenta una discusión general de este límite externo encontrado por la política automotriz

			

			El Régimen de Aduana en Factoría (RAF)

			

			El Régimen de Aduana en Factoría (RAF) es un régimen de importaciones temporarias de insumos y bienes intermedios que son incorporados a bienes posteriormente exportados. El principal beneficio para las terminales consiste en que se exceptúa del pago de aranceles a las importaciones de insumos incorporados a productos exportados. Así, las terminales deben pagar el arancel únicamente para aquellas autopartes destinadas a vehículos vendidos en el mercado doméstico. Inclusive, la declaración del destino de la autoparte puede postergarse hasta un año desde el momento de ingreso del bien importado, otorgando grandes ventajas financieras a las empresas beneficiarias. Pero la consecuencia más importante de este régimen es que reduce significativamente la protección arancelaria para el conjunto de las autopartes. Algunas estimaciones indican que la protección efectiva se reduce a la cuarta o quinta parte de la establecida en la PAC (Cantarella et al., 2017).

			Por consecuencia, el RAF opera en la práctica como un estímulo a las importaciones autopartistas, cuyo potencial se incrementa en los años y para las firmas con mayores tasas de exportación. Buscando atenuar este efecto de estímulo a las importaciones, una de las iniciativas de política, que finalmente no prosperó, fue la propuesta de imponer a las terminales requisitos de integración más ambiciosos y específicos en ciertos segmentos (en particular, en los sistemas eléctricos-electrónicos) para obtener los beneficios del RAF. Según algunos entrevistados, esta iniciativa se vio frustrada en particular debido a la resistencia interna que suscitó en el Ministerio de Industria. Más adelante se presenta una discusión general sobre este límite interno encontrado por la política automotriz.

			

			Los regímenes de incentivos fiscales

			

			El periodo analizado coincide con la implementación de un régimen de incentivo a la integración local, creado en 2008 por la Ley de desarrollo y consolidación del sector autopartista nacional (Ley 26393), misma que se implementó durante el periodo 2009-2014, y que buscó estimular la integración local de autopartes en la fabricación de automóviles. Sin afectar el régimen aduanero y a los demás instrumentos que rigen sobre el sector, su principal mecanismo fue un reintegro en efectivo sobre el valor total de las compras de autopartes locales, que produciría por el término de tres años y su tasa iría decreciendo en el tiempo de 8 a 6% del valor ex fábrica de las autopartes locales.6 Para convertirse en beneficiarios, los fabricantes deberían acreditar un contenido máximo importado de 30% calculado sobre su valor ex fábrica. La información cualitativa registrada indica que, a pesar de ser un instrumento formal con un diseño sistemático y discutido con el sector, ninguno de los funcionarios entrevistados otorgaba gran relevancia práctica a estos regímenes. 

			Las limitaciones de este programa para ser aplicado en la práctica son varias. El mínimo de integración local para comenzar a percibir los beneficios fiscales resultaba demasiado alejado de los niveles vigentes en promedio. Además, las empresas no percibían un alto beneficio económico derivado del régimen (a lo sumo se percibía un reintegro de 8% del valor de las autopartes locales). Finalmente, las demoras en el cobro de los reintegros reducía aún más el atractivo financiero del beneficio. En consecuencia, fueron muy pocos los ingresos registrados en el régimen. En el Anexo A1 se observa que la incidencia presupuestaria de este programa, tanto en materia de crédito presupuestado como devengado, siempre resultó insignificante. Durante varios años incluso se destinó un presupuesto nulo. 

			Estos problemas de diseño, percibidos también en el marco de las mesas de sustitución de importaciones, motivaron una nueva ley aprobada finalmente en 2016. Con respecto al régimen de 2008, el más reciente incorpora una serie de ajustes que se pueden resumir en: i) disminuye notablemente el piso de integración local exigido; y ii) los reintegros son crecientes con el grado de integración local de autopartes. El impacto de este nuevo régimen, cuya vigencia se extiende desde junio de 2016, queda fuera del periodo de estudio del presente trabajo.

			

			Las medidas comerciales: Licencias No Automáticas y Declaraciones Juradas Anticipadas de Importación

			

			Como en general sucedió en otros países (Baldwin, 2009), con el colapso del comercio internacional tras la crisis de 2009, el exceso de oferta mundial desencadenó en Argentina una intensificación de las regulaciones comerciales. Dos medidas adquirieron especial protagonismo en ese contexto: las Licencias No Automáticas (LNA), primero, y las Declaraciones Juradas Anticipadas de Importación (DJAI), después.

			Las LNA se instrumentaban por medio de una autorización para importar ciertos productos de sectores sensibles. Desde 2012 fueron reemplazadas por las DJAI que funcionaban mediante la presentación de solicitudes de importación que, en caso de no ser observadas por la autoridad de aplicación en un plazo de 14 días, se daban por autorizadas. En la práctica ambas actuaron como un desincentivo a la importación (Heyn y Moldován, 2011).

			En el sector automotriz dichas restricciones cambiarias dieron lugar a la asignación de cupos de dólares que las firmas podían destinar a la importación de autopartes y bienes de capital. Estos cupos eran negociados con cada terminal desde 2011, en función del desempeño exportador, el volumen de empleo y los proyectos de inversión (Ceriotto, 2015; La Política Online, 2011).

			Estas medidas provocaron una denuncia por parte de la Unión Europea ante la OMC, que en 2014 dio lugar a un fallo por el cual Argentina quedó obligada a desmantelar las DJAI y las prescripciones relacionadas con el comercio PRC. De este modo, la vigencia de estas medidas comerciales y cambiarias no se extendió más allá del periodo de interés.

			

			Mesas sectoriales de sustitución de importaciones

			

			El Plan Estratégico Industrial 2020 lanzado en 2012 preveía la implementación de mesas sectoriales donde interactuaran el sector público y los actores privados de cada cadena. Su principal cometido sería solucionar problemas de coordinación e identificar cuellos de botella en 11 cadenas productivas (Lavarello y Saravia, 2017). La automotriz era una de las cadenas estratégicas seleccionadas. Para el sector automotriz se creó una mesa por cada uno de los grandes sistemas o subsistemas de autopartes. El trabajo en las mesas comenzaba a partir de planteos de firmas autopartistas que hacían del conocimiento de los funcionarios la pérdida de ventas de alguna pieza a una terminal o bien la posibilidad de abastecer a las terminales con piezas que estaban siendo importadas. 

			En general, cuando el diagnóstico preliminar indicaba que existía un problema de costos del proveedor local, el trabajo seguía con la elaboración de un informe por parte de los equipos de funcionarios que visitaban la planta de los proveedores, estudiaban la estructura de costos de las piezas en cuestión, y cotejaban dichos valores con precios internacionales o bien con información privada provista por las terminales. En esta fase del proceso algunos funcionarios advertían sobre la falta de un marco normativo que permitiera aumentar la efectividad del trabajo. Por último, en una nueva reunión los funcionarios exponían los resultados hallados y se analizaban los posibles cursos de acción. 

			Aunque existen matices, puede decirse que el balance de los funcionarios acerca de las posibilidades de éxito de este tipo de iniciativas es negativo. Si bien las mesas lograron algunos acuerdos favorables a los proveedores locales, fueron relativamente escasos y demandaron grandes esfuerzos. Además de la falta de un marco normativo claro, los principales límites encontrados fueron la falta de un conocimiento de los proveedores existentes por parte de las terminales, los problemas de costos de los autopartistas que limitaban su competitividad precio, y los exigentes requisitos de homologación de productos para comenzar a venderlos a las terminales.

			

			4. Explorando el impacto de la política de reintegros en las importaciones autopartistas

			

			Con anterioridad se encontró que el coeficiente de requerimientos de importación continuó aumentando en valores y cantidades para un alto porcentaje de posiciones arancelarias. A continuación se presenta el análisis cuantitativo de los efectos del conjunto de políticas implementadas durante el periodo bajo análisis (2012-2015). En particular, se evalúa su impacto sobre la elasticidad de las importaciones autopartistas ante cambios en sus determinantes más estructurales: la producción de vehículos terminados y el Tipo de Cambio Real Multilateral (TCRM). Esto es, ¿cuánto se modifican las elasticidades producción y tipo de cambio durante el periodo de vigencia del conjunto de políticas analizado?

			Además de los datos de producción de vehículos finales, extraídos de la ADEFA, se emplearon datos de TCRM elaborados por el Banco Central de Argentina. Dada la alta participación de Brasil como país de origen de las importaciones autopartistas, podría considerarse que sería más acertado utilizar el tipo de cambio (TCR) bilateral con dicho país. Se realizaron ejercicios que se presentan a continuación utilizando este TCR bilateral, en lugar del multilateral, y los resultados se mantienen en términos cualitativos. Dada su elevada correlación con el TCRM se optó por no incluir ambos tipos de cambio en un mismo modelo.

			Se realizó un análisis econométrico exploratorio a nivel de partida arancelaria. Para cada una de ellas se buscó determinar si existió o no un cambio en estas elasticidades, utilizando un modelo de mínimos cuadrados ordinarios, ya que no se estima usando la base en formato de panel, sino para cada partida de comercio en forma individual, y luego se analizan los resultados (las elasticidades) en forma conjunta, presentados en las funciones de densidad estimadas por medio de la técnica no paramétrica de Kernel.

			Con ese propósito, resultaría deseable estimar la siguiente ecuación para cada partida:
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			Donde log _impoit representa el logaritmo natural del valor corriente de las importaciones de la partida i en el año t, log _ prodt representa el logaritmo natural de la producción de vehículos terminados en el año t, log _tcrmt es el logaritmo natural del tipo de cambio real multilateral, política es una variable dummy igual a 1 para el periodo 2012-2015 y 0 en el resto del periodo. política * log _ prodt es el término de interacción entre la variable dicotómica anterior y el logaritmo de la producción de vehículos, mientras que política * log _tcrmt representa la interacción entre la variable dicotómica y el logaritmo del tipo de cambio real multilateral. Consecuentemente, los parámetros α1 y α2 representan las elasticidades producción y tipo de cambio, respectivamente. Mientras que los parámetros α3 y α4 representan los cambios en las elasticidades producción y tipo de cambio, respectivamente, durante el periodo 2012-2015, y constituyen el principal foco de interés. Finalmente, uit representa un error aleatorio.

			Sin embargo, la estimación de un modelo como el propuesto en la ecuación 1 resulta vulnerable a problemas de multicolinealidad, debido a la alta correlación que existe entre las variables incluidas en el mismo (véase cuadro 1).

			

			Cuadro 1. Matriz de correlaciones
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			Nota: el cuadro 1 presenta la matriz de correlaciones entre las variables de la ecuación 1. 

			Fuente: elaboración propia con base en COMTRADE.

			

			Frente a la imposibilidad de realizar una estimación confiable de la ecuación 1, se opta por estimar tres ecuaciones por separado. La capacidad de este procedimiento para captar el cambio producido en las elasticidades producción y tipo de cambio se ve limitada con respecto a la ecuación 1, dado que no incorpora los controles cruzados que se incluyen en ese modelo.
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			El interés se concentra en la magnitud y significatividad de los parámetros α4 y α5. En el cuadro 2 se resumen los resultados que surgen para las 70 partidas analizadas, indicando la cantidad de partidas en las que las elasticidades cambiaron en forma estadísticamente significativa (5%), si estos cambios son de signo positivo o negativo, y el cambio promedio que experimentó la elasticidad entre las partidas con cambios significativos. 

			Un desplazamiento de las elasticidades deseable desde el punto de vista de la política es un desplazamiento negativo. En efecto, para el caso de la elasticidad producción sería bueno que ante un cambio en el volumen de producción, las importaciones aumenten menos (variación negativa) que en ausencia de la política. Para el caso de la elasticidad tipo de cambio, el objetivo de la política es que ante una devaluación real, las importaciones se contraigan más (variación negativa) que en ausencia de la política. 




Cuadro 2. Resumen de impactos de la política automotriz, 2012-2015








	


	Cantidad de ramas con cambios significativos


	Negativos


	Positivos


	Promedio cambio elasticidad con cambios negativos %


	Promedio cambio elasticidad con cambios positivos

%




	Interacción Elasticidad Producción


	22


	8


	14


	-8.16


	2.59




	Interacción Elasticidad Tipo de Cambio


	22


	8


	14


	-23.35


	20.23









Fuente: elaboración propia.




			Puede observarse que la cantidad de partidas que experimentaron cambios negativos en las elasticidades es de 8 para ambos tipos de elasticidad. Para estas partidas específicamente, las elasticidades cambiaron en promedio 8% para el caso de la elasticidad producción, y en 23% para el caso de la elasticidad tipo de cambio, en relación con sus respectivos valores durante el resto del periodo. Mientras tanto, las partidas que observaron cambios significativos y positivos (en el sentido opuesto al perseguido por la política) fueron 14, con un cambio promedio de 2.6% en el caso de la elasticidad producción, y 20% en el caso de la elasticidad tipo de cambio.

			Otra manera de analizar el impacto del conjunto de políticas es observar si hubo un desplazamiento significativo de la distribución de las elasticidades producción y tipo de cambio por partida. Esto puede realizarse comparando la distribución de las elasticidades existentes en el periodo de aplicación de la política, con aquella distribución que se observa fuera del periodo de vigencia. Esto es analizado en la gráfica 2, donde se muestran las Funciones de Densidad Probabilísticas (FDP) de las elasticidades antes y durante la vigencia de la política estimadas mediante el método Kernel. Puede observarse que el desplazamiento de las FDP es prácticamente nulo. A los efectos de considerar posibles rezagos en el impacto de la política sobre la estructura productiva (véase Anexo A2) se incluye un análisis de robustez para estos resultados, donde el periodo considerado en lugar de ser 2012-2015, es 2015-2016. En términos generales, los resultados cualitativos son los mismos.

			En la segunda sección se mostró que el coeficiente de requerimientos importados tiende a aumentar durante el periodo de vigencia de la política evaluada. A ello se añaden los resultados presentados en esta sección, que indican que los cambios en las elasticidades producción y tipo de cambio que están en línea con los objetivos de política involucran apenas 10% de las partidas, y son compensados por otros cambios en sentido contrario. Por último, la FDP de las elasticidades para las distintas partidas se mantiene virtualmente igual. En resumen, puede decirse que este análisis cuantitativo exploratorio muestra escasos resultados positivos sobre la integración local y la corrección del déficit comercial autopartista. 

			

			Gráfica 2. Funciones de densidad Probabilística de Kernel de las elasticidades producción y tipo de cambio fuera (1994-2011 y 2016-2017) y dentro del periodo de política analizado (2012-2015)

			[image: 1313.png]

			Fuente: elaboración propia.


			


			5. Explicando el fracaso de la política 

			

			El interés principal del trabajo cualitativo es elaborar una explicación posible sobre la escasa efectividad de la política pública para modificar la tendencia importadora de autopartes, resultado que se desprende de la sección previa. El trabajo cualitativo también está orientado a conocer a mayor detalle el contexto particular en que se llevó a cabo la política, para detectar condicionantes distintos a los usuales de la literatura especializada. En efecto, de las entrevistas surgen con mayor claridad problemas vinculados a la organización interna y conflictos entre las dependencias involucradas en la ejecución de la política.

			

			Metodología del trabajo con entrevistas

			

			La selección de los entrevistados empleó muestreo intencional o muestreo teórico (Glaeser y Strauss, 1967). Esto es, se seleccionó un panel de entrevistados debido a su carácter de expertos en un área, o bien a sus testigos privilegiados de un evento. En este caso, el panel se conforma por un conjunto de funcionarios o “burócratas” que se desempeñaron en el Ministerio de Economía en un periodo entre 2012 y 2015, en dependencias que estuvieron a cargo de la implementación de la política pública vinculada al complejo automotriz. 

			Se entrevistaron a seis funcionarios. El tamaño del panel se definió en función del criterio de saturación teórica e indica que dejan de incluirse nuevos entrevistados cuando cada nueva entrevista deja de agregar información relevante a la obtenida en las anteriores (Glaeser y Strauss, 1967).

			Para la recolección de los datos se diseñó un instrumento de entrevistas semiestructuradas que fueron grabadas, transcritas y procesadas mediante el software Atlas.ti. Se realizó un análisis de codificación enfocado en tema (issue-focused analysis) (véase Weiss, 1994). Siguiendo a Maxwell (2013) se establecieron códigos en tres niveles: temáticos, sustantivos y teóricos.

			

			Obstáculos generales detectados en la investigación cualitativa

			

			La evaluación general que los funcionarios entrevistados realizaron acerca de los resultados de la política sectorial fue negativa. Puede afirmarse que ninguno de ellos considera que el conjunto de políticas implementadas haya logrado cambios significativos en la integración local o el desempeño externo del sector. No obstante, algunos rescatan logros puntuales, limitados a empresas específicas que iniciaron o incrementaron sus vínculos comerciales con las terminales en el periodo analizado. 

			¿Qué motivos explican los escasos resultados de la política sectorial? El análisis de las entrevistas permitió ordenar una respuesta a esta pregunta en dos grandes conjuntos de obstáculos. El primero de ellos se refiere a los obstáculos externos, vinculados a: i) las características técnicas del sector y la forma en que tiene lugar la articulación internacional de la cadena de valor automotriz; ii) las limitaciones normativas impuestas por la suscripción de acuerdos internacionales como la OMC, y iii) más puntualmente, las dificultades para modificar convenientemente la PAC con Brasil. 

			Por otro lado, aparecen un conjunto de obstáculos internos, que a su vez es posible descomponer en: i) el encontrarse condicionada la política a urgencias de corto plazo originadas en la coyuntura macroeconómica; ii) la falta de capacidades institucionales preexistentes para el diseño y la aplicación de política industrial en el sector, así como las dificultades para consolidar nuevas capacidades; iii) los conflictos entre dependencias y la captación de áreas del Estado por parte del sector privado. A continuación se discutirán a detalle cada uno de estos obstáculos.

			

			Obstáculos externos a la política

Los condicionantes estructurales del sector

			

			El conjunto de los entrevistados resalta como un primer y más significativo obstáculo para avanzar en la integración local el escaso interés de las empresas terminales en este objetivo. En efecto, varias acciones de las empresas terminales, e incluso de grandes proveedores del primer anillo, atentan contra la integración local de autopartes. Entre ellas, las más importantes se asocian al carácter global o internacional de la CGV automotriz, y a la tendencia a la adquisición, por parte de las terminales, de kits para ensamblaje (CKD) terminados que luego son ensamblados en la producción final del vehículo. 

			La literatura reciente indica que la articulación internacional implementada por la cadena de valor automotriz ha dificultado la integración local de la fabricación de vehículos en varios países, y relegado a un segundo plano a empresas de capital nacional. De esta forma, la experiencia de los funcionarios entrevistados confirma un hecho ampliamente documentado en otros casos nacionales. En particular, las entrevistas revelan aspectos más concretos en los que la configuración internacional de la CGV automotriz condiciona la posibilidad de integrar proveedores locales.

			Para empezar, un conjunto de límites al proceso de integración se derivan específicamente de la modalidad que asume la competencia en el sector terminal. La tendencia a una rotación cada vez mayor de modelos (Talay et al., 2014) condiciona las posibilidades de mantener o aumentar la integración local de autopartes. Por un lado, la alta rotación establece periodos demasiado breves para el desarrollo en países emergentes de proveedores para piezas o subensambles cuyo ciclo de vida en el mercado es de 4-6 años (Sturgeon y Van Biesebroeck, 2011). Esta dificultad se ve acentuada porque los modelos que comienzan a fabricarse en Argentina lo hacen varios años después de haberlo hecho en otros mercados,7 lo que implica que sus proveedores en el exterior ya están desarrollados y se encuentran en condiciones de abastecer a las filiales argentinas de inmediato. 

			Además, varios entrevistados mencionan como un obstáculo la resistencia de las terminales a establecer contratos de abastecimiento durante periodos prolongados, y su tendencia a sustituir proveedores locales por internacionales ante fluctuaciones de corto plazo en los precios. Este hecho puede constatarse en los relevamientos de la Cámara de Industriales Metalúrgicos y de Componentes de Córdoba (CIMCC), que certifican que éstos son motivos relevantes en la pérdida de ventas de piezas de empresas metalúrgicas a terminales y grandes proveedores (CIMCC, 2017). 

			Por último, estas limitaciones se ven fuertemente potenciadas por condicionamientos técnicos propios del tipo de los productos elaborados por el sector. El acceso a la posición de proveedor directo de una terminal conlleva elevadas barreras a la entrada asociadas al proceso de homologación de piezas y partes, así como a las garantías de calidad que el proveedor debe ofrecer. Lo que suele realizarse en la casa matriz de la terminal, se extiende durante un periodo prolongado y requiere una inversión considerable por parte del potencial proveedor. 

			En resumen, se detectan un primer conjunto de límites propios de la configuración estructural del sector, en particular, vinculados a la forma en que se estructura la CGV automotriz. En este sentido, puede decirse que la experiencia de los funcionarios entrevistados confirma la existencia de límites generales, ampliamente documentados en la literatura, para avanzar en la integración local de autopartes en países con tamaño de mercado menores.

			

			Ausencia de instrumentos formales

			

			Un segundo factor aducido por los entrevistados para explicar los escasos resultados obtenidos radica en la falta de instrumentos institucionales que obliguen a las empresas a cumplir objetivos de integración local y de comercio. Este déficit normativo ocurre en el contexto de los compromisos del Estado nacional con la OMC, y diversos acuerdos internacionales suscritos. Una extensa literatura internacional aborda la contracción del espacio para la política industrial de países en desarrollo que se deriva de la suscripción de este tipo de acuerdos (Gallagher, 2005). Para el caso automotriz argentino, se demostró que las DJAI o los cupos de dólares por empresa fueron impugnados en el marco de la OMC hacia 2014. 

			La falta de instrumentos específicos impidió avances significativos de las mesas de sustitución de importaciones. Por ejemplo, limitó a los funcionarios a verificar fehacientemente la veracidad o precisión de toda la información provista por las terminales. También llevó a que se establecieran compromisos demasiado laxos para “estudiar la posibilidad de sustitución” en condiciones y plazos que nunca pudieron terminar de definirse.

			Ahora bien, estos límites para la implementación de política industrial en el sector no significan que las autoridades hayan agotado las alternativas de intervención disponibles. La diversidad de experiencias de política industrial hacia el sector en países en desarrollo durante las últimas dos décadas muestra que ha sido posible establecer mayores exigencias de desempeño a las empresas del sector, sin suscitar la condena inmediata en instancias internacionales (Sturgeon et al., 2017). Los resultados del Plan Innova Auto en Brasil son un ejemplo de alternativas de política más eficaces, aunque se requeriría una comparación más cuidadosa que considere las diferencias entre países, en particular dados los distintos tamaños de mercado.

			

			Dificultades para renegociar la política automotriz común con Brasil

			

			Un tercer gran obstáculo externo para la consecución de los objetivos de política, lo constituyen las dificultades para renegociar la PAC con Brasil. Como se vio, constituye un fuerte factor explicativo de los resultados debido a que una alta proporción del déficit de autopartes es originado en el comercio con Brasil. Sin embargo, los intentos por modificar los parámetros que regulan el comercio intra-zona (puntualmente, la propuesta de segmentar el coeficiente flex) resultaron frustrados y terminó imponiéndose la posición de Brasil más favorable al libre comercio. 

			Las entrevistas con los funcionarios permitieron reconstruir una explicación más exacta de dicho fracaso. El acuerdo automotriz constituye apenas un capítulo de una relación bilateral más amplia que incluye a otros sectores, que fluctúa con el ciclo económico volviendo a las dificultades comerciales más o menos acuciantes dependiendo del momento. Además, está condicionado por factores de índole político. De modo que las modificaciones de la PAC que resultan favorables a la integración local en Argentina pierden prioridad cuando son colocadas en el contexto más amplio de la agenda de negociación bilateral.

			

			Obstáculos internos del proceso de implementación de la política sectorial

			

			Hasta aquí fueron analizados los obstáculos externos enfrentados por los hacedores de política a la hora de diseñar o implementarla. A continuación, se analizan los problemas internos detectados a partir de las entrevistas a funcionarios que se vinculan con el momento de intensificación de la política industrial, la falta de capacidades técnicas y la alta rotación de equipos que dificultó su consolidación, y los conflictos internos entre dependencias con distintos objetivos.

			

			Demoras para intensificar la política de sustitución de importaciones

			

			Puede señalarse como un primer problema interno la demora con que la política sustitutiva fue intensificada y tomada con mayor seriedad. Todo indica que, partiendo de un esquema de política pública que en términos netos resultaba contraproducente para la integración local de autopartes, la presión de política sobre el sector se intensificó hacia 2012. Esto es, una vez que la crisis de balanza de pagos se había instalado, y el gobierno ya había debido instaurar fuertes restricciones cambiarias en toda la economía. Puede pensarse que un resultado distinto tendría lugar, si se hubieran fijado objetivos más ambiciosos de política en momentos más tempranos del gobierno que inició su mandato en 2003.

			Esta limitación se encuentra en línea con críticas más generales formuladas a la política industrial argentina durante esos años. Por caso, Lavarello y Saravia (2017) afirman que el diseño del Plan Estratégico Industrial de 2010 obedeció a la necesidad de contribuir a la estabilidad macroeconómica en el marco de la restricción externa, antes que a criterios de desarrollo en el largo plazo.

			

			Falta de capacidades, coordinación y estabilidad de los equipos

			

			Algunos funcionarios destacan también la falta de capacidades técnicas del Estado para llevar a la práctica una política de sustitución de importaciones. En efecto, hacia 2011/2012 los funcionarios que comenzaron a trabajar sobre el sector no encontraron en el Ministerio una metodología ni un acervo de información consolidada, por el contrario, debieron comenzar el trabajo desde etapas muy preliminares recopilando información y manteniendo reuniones con las distintas empresas para conocer el estado de la situación. 

			A esto debe sumarse que, en el proceso de reconocimiento del sector, los diversos equipos técnicos trabajaban con relativa independencia uno de otro. Al menos dos funcionarios que trabajaron en equipos diferentes dentro del Ministerio afirman que comenzaron un proceso de recopilación sistemática de información en forma independiente. Por su parte, el Ministerio de Industria tenía su propia base de datos. 

			Por último, las dificultades para la consolidación de capacidades estatales en esta área de política se vieron acentuadas por la alta rotación de los equipos técnicos que se producía con el recambio de secretarios y subsecretarios. Esta inestabilidad de los equipos técnicos involucrados parece ser un aspecto clave en la explicación de las bajas capacidades técnicas, debido a la gran dimensión y extensión en el tiempo del trabajo requerido para sistematizar la información y establecer los vínculos con el sector.

			

			Conflicto entre dependencias y autonomía estatal

			

			Los conflictos entre dependencias constituyen un último inconveniente interno que las entrevistas permiten identificar. El principal foco de conflicto parece haberse desatado entre el Ministerio de Economía y el Ministerio de Industria. Según varios testimonios, esta última constituye el área de la burocracia con menor autonomía respecto de las grandes firmas del sector, y es por tanto, más permeable a sus requerimientos. Este conflicto dificultó el avance hacia políticas más exigentes. De todos los instrumentos evaluados, este conflicto parece haber afectado más los intentos de reforma del RAF.

			Esto remite a la discusión acerca del impacto de la relación entre el Estado y el sector empresario sobre la efectividad de la política industrial, que abordan autores como Evans (1995). En particular, este límite detectado por medio del trabajo cualitativo muestra que la falta de autonomía estatal frente a las grandes firmas constituye un obstáculo serio a la implementación de política industrial en el sector. 

			

			6. Síntesis y discusión 

			

			Se han considerado los resultados de un conjunto de políticas orientadas a acotar la tendencia importadora de autopartes durante el periodo 2012-2015, tiempo que se distingue por su particular intensidad y diversidad de instrumentos en este sentido. Los resultados econométricos presentados en la cuarta sección muestran que el conjunto de políticas analizadas no impidió que en algunas partidas de autopartes tuvieran lugar fuertes aumentos en el coeficiente de requerimientos importados. Tampoco impactaron significativamente sobre las elasticidades producción y tipo de cambio. Se constata así que los resultados en términos de la integración local de autopartes y sistemas han sido muy pobres, pese a la particular intensidad de las políticas. 

			En ese marco, las entrevistas a funcionarios permiten identificar distintos obstáculos para el logro de los objetivos de la política evaluada, y elaborar así una explicación del proceso que aporta nuevos elementos a los por lo general discutidos en la literatura. Se dividió el análisis de dichos obstáculos en externos o internos a la política (es decir, provienen de factores ajenos a, o bien propios de su diseño e implementación).

			Entre los factores externos se pueden mencionar los siguientes: el primero de ellos se refiere a la configuración estructural del sector, en particular la forma en que se organiza la CGV automotriz. Este elemento hace que las posibilidades de integración local se encuentren condicionadas críticamente a las estrategias productivas y de abastecimiento de terminales y grandes proveedores extranjeros. El segundo factor consiste en la falta de instrumentos formales que obliguen a las empresas a alinearse con los objetivos de desarrollo industrial de las autoridades y se conecta con la contracción del espacio para la política industrial derivado de la adhesión a la OMC y el conjunto de acuerdos suscriptos en ese marco. 

			Alrededor de este segundo factor se abre una controversia. Por un lado, en efecto, los instrumentos utilizados para regular el comercio y la utilización de divisas durante el periodo bajo análisis fueron impugnados por la OMC y debieron ser desmantelados. Por otro lado, tanto los funcionarios entrevistados como otras experiencias internacionales (la de Brasil, por caso) indican que existe un margen para realizar política industrial en el sector y no incurrir en faltas ostensibles a la normativa supranacional vigente. Así, este eje deja planteado un campo para explorar nuevos instrumentos de política. 

			El tercer factor externo consiste en las dificultades para renegociar la PAC con Brasil de modo que resulte más favorable a la integración local en Argentina. Como se ha visto esto se deriva de dos factores. Por un lado, del escaso interés que tienen los actores público y privados brasileños en avanzar en este sentido. Por otro, de la dificultad para posicionar las necesidades sectoriales en un lugar prioritario de la negociación bilateral con Brasil. 

			Entre los obstáculos internos o propios del proceso de diseño e implementación de la política pública pueden mencionarse los siguientes: en primer lugar, la demora de las autoridades en intensificar los esfuerzos de la política pública para elevar la integración local en el sector. Cabe preguntarse entonces, ¿cuál hubiera sido el impacto de estas medidas de haberse implementado con anterioridad? Un segundo factor se relaciona con la falta de i) capacidades técnicas e información acumulada en el sector público, ii) coordinación entre las diferentes dependencias, y iii) estabilidad de las burocracias estatales, que a su turno dificultan la acumulación de capacidades para implementar políticas que, como en este caso, requieren largos periodos de diseño e implementación para producir resultados. Tercero, las entrevistas con funcionarios permiten percibir la existencia de conflictos entre dependencias, y de obstáculos provenientes de la captura de funcionarios o dependencias estatales por parte del sector privado. 

			En suma, los escasos resultados de la política automotriz implementada en el periodo 2012-2015, en efecto obedecen a serios límites estructurales propios de la CGV y a condicionamientos institucionales que impiden diseñar instrumentos agresivos de política industrial. Inclusive, muchos de estos condicionamientos eran conocidos y previsibles de antemano. No obstante, las acciones de política emprendidas durante el periodo también resultaron deficitarias, y pueden identificarse áreas para su futura revisión, en tanto i) parecía existir un margen para implementar medidas más efectivas, aún dentro de las restricciones de la OMS, tal como lo demuestra el caso de Brasil; ii) los objetivos de política vinculados al sector no parecen haber recibido una prioridad suficiente en la agenda de negociación bilateral con Brasil; iii) la mayor presión ejercida sobre el sector para aumentar la integración local podría haber comenzado con antelación; iv) no parece haberse facilitado la consolidación de capacidades estatales para promover la sustitución de importaciones, ni la estabilidad de las burocracias involucradas; v) subsistieron conflictos de objetivos entre distintas oficinas estatales, e incluso dependencias capturadas por el sector privado.
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			Anexo A1

			

			Cuadro A1. Presupuesto asignado a Ley de Promoción Autopartista
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			Notas: el cuadro A1 muestra el crédito presupuestado y devengado correspondiente a la “Ley de desarrollo y consolidación del sector autopartista nacional”, de acuerdo con las leyes de Presupuesto Nacional. 

			Fuente: elaboración propia con base en <https://www.presupuestoabierto.gob.ar/sici/> (Millones de pesos corrientes).

			

			Anexo A2

			

			Cuadro A2. Resumen de impactos de la política automotriz en 2015-2016

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Cantidad de ramas con cambios significativos
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							37
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			Fuente: elaboración propia.

			

			

			Gráfica A2.1. Funciones de densidad probabilística de Kernel de las elasticidades producción y tipo de cambio fuera (1994-2014) y dentro del periodo de política analizado (2015-2016). 
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			Fuente: elaboración propia.


			

NOTAS




			
				
					1	Más en general, este caso es representativo de otras intervenciones de política implementadas sobre otros sectores que se erigieron como pilares de la industrialización sustitutiva en Argentina.

				

				
					2	Para la construcción de este dato se tomó el saldo comercial del sector, utilizando el sector 87 a dos dígitos del Nomenclador Común del MERCOSUR, con base en el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC) argentino.

				

				
					3	Los datos de producción de vehículos terminados son obtenidos de la Asociación de Fabricantes de Automotores (ADEFA), mientras que la suma de importaciones de autopartes de COMTRADE, utilizando el conjunto de partidas a seis dígitos construida por Panigo et al. (2014).

				

				
					4	Hace referencia a firmas líderes que se dedican al ensamblado final de los sistemas en los vehículos terminados. En Argentina, estas firmas son las filiales locales de FCA, Ford, General Motors, Honda Motor, Iveco, Mercedes-Benz, Nissan, PSA Peugeot-Citröen, Renault, Scania, Toyota y Volkswagen.

				

				
					5	Por cuestiones de extensión, no se desarrollarán los principales componentes de la PAC, ni sus problemas más sobresalientes. Un análisis de los mismos puede consultarse en trabajos Cantarella et al. (2017) y Garriz y Panigo (2015).

				

				
					6	Los beneficios variaban ligeramente según se trataba de una plataforma nueva exclusiva dentro del MERCOSUR o nueva únicamente, o si era la producción de ejes con diferencial. Para ver la definición técnica de plataforma, plataforma nueva y plataforma exclusiva véase Ley 26393, artículo 5o.

				

				
					7	Uno de los entrevistados resaltaba que en los últimos años esta modalidad de lanzamientos se ha ido reemplazando por lanzamientos globales simultáneos de modelos en distintos países avanzados o en desarrollo.
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			Resumen. El presente artículo estudia los determinantes de los costos agrícolas en Argentina y en particular su grado de dolarización. Para estimar la dolarización de los costos se construyó una base de costos agrícolas por región para los tres principales cultivos del país y se aplicó econometría de panel. Se argumenta que es relevante incorporar esta dimensión de análisis para el diseño de esquemas de devaluaciones compensadas, ya que un alto grado de dolarización reduce su eficacia como mecanismo de desacople de precios sin efectos distributivos. La presente investigación aporta evidencias empíricas para repensar las recomendaciones tradicionales sobre políticas económicas propias de la estructura productiva argentina a partir de las transformaciones tecnológicas y organizacionales del sector agrícola.

			Palabras clave: costos agrícolas; dolarización; cultivos agrícolas; política agrícola; análisis econométrico.

			Clasificación JEL: C23; N56; O13;  Q11; Q17.

			

			Dollarization of Agricultural Costs in Argentina

			Abstract. This article analyzes the determinants of agricultural costs in Argentina, giving special attention to their degree of dollarization. To estimate the dollarization of agricultural costs, an agricultural cost base by region was calculated for the country’s three primary crops, to which panel econometrics were then applied. The present article argues that incorporating this dimension of analysis is vital when designing compensated devaluation schemes, given that a high degree of dollarization reduces such schemes’ effectiveness as a mechanism for decoupling prices without distributive effects. This research contributes empirical evidence drawn from the technological and organizational transformations in the agricultural sector with which to rethink the traditional recommendations of the economic policies of Argentina’s productive structure.

			Key Words: agricultural costs; dollarization; agricultural crops; agricultural policy; econometric analysis.




		

		
			1. Introducción

			

			En los últimos 40 años el sector agrícola argentino ha experimentado enormes cambios a nivel tecnológico y organizacional. Como resultado, la producción se multiplicó por tres, el área sembrada se duplicó y la soja pasó de ser un cultivo marginal a representar más de la mitad de la producción agrícola. Tales transformaciones han llevado a diversos autores a repensar esta actividad y a considerar la existencia de un nuevo agro argentino (Teubal, 2001; Trigo, 2005; Bisang et al., 2008; Gras y Hernández, 2016). 

			La agricultura no está exenta del proceso de globalización registrado en la industria desde la década de los sesenta del siglo XX. En efecto, en el ámbito académico existe cierto consenso en que, al igual que en el sector industrial, el sector agrario pasó a organizarse en una lógica globalizada de cadena, con preeminencia de empresas multinacionales en los eslabones claves. Un aspecto en el que coinciden estas miradas es que las empresas transnacionales ligadas al desarrollo químico y biotecnológico comandan el proceso de innovación, siendo responsables y difusoras de las principales transformaciones tecnológicas y de cambios en los marcos regulatorios para aprobar el uso de nuevas tecnologías (Teubal, 2001; Pengue, 2005; Bisang et al., 2010). Diversos trabajos señalan que el sector pasó a organizarse como una Cadena Global de Valor (CGV) (Humphrey y Memedovic, 2006; Bisang et al., 2010; Lee et al., 2012).

			Algunos análisis sobre los cambios en el sector agropecuario se ubicaron en los costos (Bisang et al., 2008; Makler, 2008; Pierri, 2017; CREA, 2018). En esta dirección, Bisang et al. (2008) señalan que con la preeminencia de insumo plenamente transable se asistió a una dolarización1 directa de varios insumos claves. En el marco de la volatilidad cambiaria que atraviesa Argentina desde 2018, este aspecto ha adquirido relevancia en el debate público.

			Ahora bien, ¿qué magnitud real alcanza la dolarización?, ¿cómo afecta la misma al diseño de política económica? 

			En particular, si los costos agrícolas se encuentran dolarizados la instrumentación de devaluaciones compensadas debe ser reexaminada. En esta dirección, el presente trabajo analiza si el impacto de esta política, propia de países semi-industrializados y productores de alimentos, ha sido alterado por el cambio tecnológico y la transnacionalización del sector agrícola. En este sentido, el trabajo busca, desde la visión de un país periférico, realizar un aporte a las discusiones académicas recientes que señalan que el impacto de las políticas macroeconómicas se ha modificado a partir de la globalización y la organización de la producción en CGV (Kosacoff y López, 2008; Gereffi y Sturgeon, 2013; oecd, 2018).

			La investigación presenta un diseño cuantitativo y recurre al análisis de entrevistas semi-estructuradas2 para explicar los determinantes de los costos agrícolas y para construir los modelos econométricos con los cuales se estima el impacto del tipo de cambio sobre los costos.  

			El artículo se estructura en cinco secciones. En la sección 2 se desarrolla el origen y planteo de las devaluaciones compensadas, y se analizan los determinantes de los costos agrícolas. En la sección 3 se explica la metodología y las fuentes de información utilizadas para estimar la dolarización de los costos agrícolas. En la sección 4 se presentan los resultados, en especial las elasticidades de los distintos tipos de costos al tipo de cambio según cultivo. Por último, en la quinta sección se desarrollan las conclusiones y se presentan discusiones de política económica asociadas.

			

			2. Marco de análisis

			

			Debates en torno a la política cambiaria para el desarrollo 

			

			Diversos autores sostienen la conveniencia de aplicar un Tipo de Cambio Real Competitivo y Estable (TCRCE) en economías periféricas semi-industrializadas (Frenkel y Ros, 2006; Bresser-Pereira, 2007; Rodrick, 2007). Existen tres canales principales por los cuales un tipo de cambio real alto y estable es beneficioso para la economía (Frenkel y Ros, 2006):

			

			Canal de crecimiento: al reducir los costos en dólares de la producción local, esta política permite ampliar la producción de bienes transables al fomentar su colocación en el mercado interno y externo. 

			Canal de intensidad laboral: se basa en que el TCRCE modifica al alza la elasticidad entre el crecimiento económico y el empleo, al abaratar relativamente la mano de obra por sobre los bienes de capital (en particular los importados). De este modo, la creación de puestos de trabajo derivada del aumento de la actividad económica será potenciada por este efecto. 

			

			Canal de desarrollo: en el largo plazo el TCRCE da lugar a la aparición y la consolidación de nuevas y más complejas actividades productivas. En esta línea, se destaca que el impulso a la producción de bienes transables tiene un carácter estratégico para los países en desarrollo, en tanto en ese sector se encuentran las mayores posibilidades de learning by doing y de derrames tecnológicos hacia el resto de la economía (Razmi et al., 2012).

			

			Sin embargo, la estrategia de TCRCE para alcanzar el desarrollo económico ha recibido diversas críticas desde la perspectiva de una economía semi-industrializada especializada en la producción agraria. Las críticas apuntan al no cumplimiento de las relaciones planteadas y a los efectos regresivos en materia de distribución del ingreso que esta política conlleva. 

			El primer grupo de críticas se orienta hacia el canal del crecimiento. En línea con los argumentos de la devaluación contractiva (Diaz Alejando, 1963), se señala que en el corto plazo si los movimientos depreciatorios para alcanzar tipo de cambio competitivo generan alzas de precios que derivan en reducciones de salario real, el resultado será un menor nivel de actividad económica. En el mediano plazo, si la demanda doméstica no se recupera, a causa de la nueva distribución del ingreso más regresiva, el efecto sobre el crecimiento económico de los nuevos precios relativos se puede anular por completo (Fiorito et al., 2015; López, 2008).

			Por otro lado, el impacto en las exportaciones podría ser limitado. Los únicos productos que bajo los nuevos precios relativos se pueden vender al exterior son los que se encontraban cerca de un piso de rentabilidad mínima y cuya competencia en el mercado mundial se da vía precios (Crespo y Lazzarini, 2012). Asimismo, un incremento de las exportaciones de un país, debido a una devaluación, implicaría una menor cuota de mercado para otros países exportadores, que podrían usar la misma estrategia devaluatoria para recomponer la situación (Dvoskin y Feldman, 2015). 

			En cuanto al canal empleo, no necesariamente un incremento del tipo de cambio aumenta la intensidad laboral. No existe una causalidad inversa entre el precio de los factores y su demanda. Para producir una determinada mercancía se utilizan distintos tipos de bienes de capital, por lo que no se puede considerar al capital de manera homogénea. El problema entonces es que no podrá incrementarse la producción vía mayor intensidad laboral si no se modifica la forma física del acervo de bienes de capital. En este sentido es posible que una verdadera sustitución de capital por trabajo sólo pueda ser rebajando el salario real a un mínimo por debajo de la subsistencia (Fiorito et al., 2015; Dvoskin y Feldman, 2015). 

			La tercera crítica apunta a la sostenibilidad de este esquema. En línea con el análisis de Diamand (1972), las devaluaciones al reducir el poder adquisitivo del salario derivan en una puja distributiva donde los trabajadores intentan recuperar lo perdido. De esta manera se generaliza una espiral de precios y salarios que eleva el valor de los bienes no-transables al de los transables (Kicillof y Nahón, 2007; Dvoskin y Feldman, 2015).

			El conjunto de críticas desarrolladas apunta a entender por qué en economías basadas en la exportación de alimentos como Argentina podrían no cumplirse las relaciones planteadas por el primer conjunto de autores. Frente a estas particularidades de la estructura productiva argentina, Diamand (1972) encuentra un posible camino alternativo el programa de estabilización de 1967, al cual cataloga como una devaluación compensada. Este programa implicó conjuntamente la devaluación del tipo de cambio nominal con un incremento de los derechos de exportación. El resultado fue un incremento del tipo de cambio real para la industria, mientras que el del agro se mantuvo estable. En líneas generales, se define a una devaluación compensada como aquella que atenúa o anula los efectos inflacionarios y regresivos sobre la distribución del ingreso de una devaluación (López y Pacheco, 2002). Dada la estructura productiva argentina, se lograría principalmente a través de derechos de exportación sobre los productos agrícolas. Por lo tanto, el objetivo de esta medida sería evitar el impacto regresivo, y por tanto recesivo, que resulta del encarecimiento del precio de los alimentos tras una devaluación, mientras se favorece cambiariamente al sector menos competitivo (Abeles y Panigo, 2015).

			El presente artículo busca realizar un aporte al diseño de las devaluaciones compensadas para economías semi-industrializadas con preeminencia agraria. De esta forma, argumenta que los cambios en la estructura de las cadenas de valor agrícolas imponen nuevos desafíos que deben ser incorporados a la teoría. Esto se debe a que si los costos se encuentran total o parcialmente dolarizados, la aplicación de un derecho de exportación de la magnitud necesaria para evitar el traslado a precios locales de la devaluación captaría parte del excedente agrícola existente previamente, dado el incremento de costos –en moneda doméstica– resultante. Este fenómeno reviste implicaciones políticas que pueden condicionar o alterar la eficacia de las devaluaciones compensadas. 

			

			La determinación de los costos agrícolas

			

			El origen de que los costos agrícolas se encuentran dolarizados es político y se puede rastrear en 2002, cuando entidades agrarias reclamaban que “la devaluación [de ese año] no había beneficiado al sector agropecuario; por el contrario no sólo no mejoraba la competitividad del país, sino que además incrementaba los costos de los insumos y deterioraba los precios relativos” (Makler, 2008, p. 10). En relación con dicho episodio devaluatorio, Pierri (2017) señala que los costos de producción en moneda doméstica se incrementaron 181% entre 2001 y 2002, muy por encima de la suba del índice de precios al consumidor (29.5%). Concluye que el extraordinario aumento del ingreso en moneda doméstica de los productores, derivado de la devaluación, fue atenuado por el incremento de los ingresos de las firmas proveedoras de insumos y los contratistas. 

			Estos planteamientos se encuentran en línea coincidente con Bisang (2007, p. 220), quien señala que:

			La nueva conformación de la estructura productiva, articulada con una mayor preeminencia de “lo industrial” sobre el agro y con la presencia de insumos plenamente transables se produce una suerte de “dolarización” directa de varios de los insumos claves del modelo.

			A continuación se presenta una descripción de los determinantes de los principales costos agrícolas y su evolución en el nuevo modelo productivo.

			


			Semillas

			

			El costo de producción de una semilla fiscalizada acarrea en primer lugar los costos del propio commodity que se busca reproducir. A eso se le suma el costo de embolsado, fiscalización, marketing y el costo indirecto de innovación. Asimismo, cuando el evento transgénico o el germoplasma se encuentra patentado se agrega el pago de regalías por ello. Las firmas locales que participan en el desarrollo de semillas lo hacen a partir del uso de eventos transgénicos patentados –y muchas veces también de germoplasmas–, por los cuales deben pagar regalías a alguna compañía multinacional. En este sentido, un directivo de una importante semillera local planteó que en 2018 para empresas nacionales las regalías por utilizar el evento transgénico y el germoplasma desarrollado en una semilla intacta representó 60% del costo de producción (entrevista realizada en mayo de 2018). Según un miembro del equipo de investigación de la revista Márgenes Agropecuarios, en el caso de las semillas no fiscalizadas el costo del grano en el mercado se vuelve aún más relevante sobre el total (entrevista realizada en diciembre de 2018). El precio de la semilla no fiscalizada se establece a partir de la suma del precio del grano más el costo de limpieza, el costo del análisis germinativo (costo de laboratorio), el costo de almacenamiento y el costo de embolsado. 

			Por lo tanto, los costos dolarizados de las semillas son principalmente dos: el pago de las regalías que son fijadas en dólares, elemento muy relevante en el caso de semillas fiscalizadas de última generación que aún tienen patente vigente. Y el precio del commodity, ya que el grano de la cosecha anterior se convierte en insumo de producción tanto en la semilla fiscalizada como en la no fiscalizada. Habría que agregar que se incrementó el grado de transabilidad de las semillas, en particular en lo que refiere a las de maíz (Ministerio de Agroindustria, 2016). 

			

			Agroquímicos y fertilizantes

			

			Desde la Revolución Verde adquirió relevancia el uso de agroquímicos, los cuales en su mayoría son desarrollados y, al menos inicialmente, producidos por firmas multinacionales para todo el mundo. Cabe destacar que, aunque las patentes de herbicidas y fertilizantes tienen un plazo determinado, constantemente se desarrollan nuevas innovaciones por parte de las grandes marcas con las que sostienen su predominio en el mercado. No obstante, aun cuando las patentes se vencen, los precios tienden a fijarse en términos internacionales. Lo que se vincula con el grado de transabilidad internacional que adquirieron estos productos como resultado del proceso de homogeneización de las técnicas productivas a nivel global. Los principios activos de los principales agroquímicos son importados como producidos localmente y exportados. Tal es el caso de los herbicidas A 2, 4 D, Acetoclor, Atrazina y Glifosato como del insecticida Cipermetrina. Lo mismo ocurre con los fertilizantes de toda clase. Asimismo, entre los insumos básicos para la producción de agroquímicos y fertilizantes destaca el petróleo cuyo precio se fija a nivel internacional. Por último, un elemento central para explicar la evolución del precio de los agroquímicos, que surgió de la entrevista realizada a un investigador del Movimiento CREA, es su relación positiva con el precio de los granos (entrevista realizada en octubre de 2018). Esto se debe a disputas por la apropiación del excedente al interior de la cadena. 

			

			Labranza

			

			Los principales costos por la tarea de labranza son la mano de obra, el gasoil y las amortizaciones de la maquinaria. Se trata de la actividad de trabajo más intensiva y, por tanto, con mayor incidencia de costos en moneda local. No obstante, el pasaje a la siembra directa implica una menor cantidad de trabajos por hectárea, ya que elimina la tarea de roturar la tierra y los procesos asociados (Lódola, 2008). Esta dinámica puede haber comprendido una dolarización de los costos al reducir los correspondientes a la mano de obra. Asimismo, al interior de las labores (además de la siembra, incluye cosecha y tareas de cuidado) tendió a reemplazarse trabajo por capital, con lo cual se desplazó un costo típicamente en moneda local (salario), por otro más dolarizado: el costo de maquinarias y sus amortizaciones. Esto último atravesó distintas fases. En un primer momento se destacó la importación de maquinaria importada, pero en los últimos años se asistió a un importante proceso de sustitución de importaciones. No obstante, dado el creciente peso que tienen las exportaciones y los contenidos importados (partes y piezas) de la producción local, los precios tienden a moverse en línea con los internacionales. En línea con la maquinización de las tareas adquirió mayor relevancia el precio del gasoil cuyo grado de transabilidad es elevado.3

			

			Cosecha

			

			La cosecha, pese a usar insumos de producción similares, tiene una lógica distinta en la determinación de su precio. En primer lugar, para la cosecha se necesita una escala mayor, por lo que predomina la modalidad de contratista tal como refleja el Censo Nacional Agropecuario 2018 (INDEC, 2020). En segundo lugar, los contratos se pactan en su mayoría a porcentaje de la cosecha. La generalización de este esquema implicó una importancia creciente del precio internacional en la determinación de este costo, y, por ende, una relación directa con el tipo de cambio. Un investigador de una reconocida asociación de productores destacó que dicho porcentaje suele oscilar entre 5 y 7% de lo cosechado, fluctuando según las variaciones en el rinde y en los precios (entrevista realizada en diciembre de 2018). El costo de la cosecha, por su parte, puede variar entre zonas según la mayor o menor oferta de equipos disponibles (Vilulla y Chen, 2015). 

			

			Comercialización

			

			Los gastos de comercialización se dividen entre el flete y las tareas de acopio y acondicionamiento de los granos. Según la revista Márgenes Agropecuarios, las tareas de acondicionamiento en el caso de la soja son especialmente el secado y zarandeo, en maíz la paritaria y el secado, y en trigo la paritaria. El flete se divide en dos: corto y largo. El primero va del campo al centro de acopio, y el segundo de este último al puerto. El flete representa entre el 60 y 90% de los gastos comerciales en todos los cultivos y regiones, registrándose su menor incidencia en la soja por ser el cultivo donde se realizan más tareas de acondicionamiento. Asimismo, cabe destacar que cuanto mayor es la cercanía del campo al puerto menor es el costo del flete. Por ejemplo, en 2016 el flete representó 60.8% del total en el norte de Buenos Aires, y 83% en Salta, según datos de Márgenes Agropecuarios. El flete se pacta y paga en pesos. En cambio, los gastos de acopio y acondicionamiento conllevan una lógica más dolarizada, ya que se fijan a porcentaje de la cosecha, por lo que se relacionan directamente con los precios internacionales, y por ende están directamente relacionados con el tipo de cambio.

			

			3. Metodología

			

			Base de datos y econometría

			

			Con el objetivo de cuantificar el grado de dolarización de los costos se diseñó una base de panel que contiene los principales costos en dólares de cada uno de los tres principales cultivos del campo argentino: soja, trigo y maíz. La selección de éstos se debe a que representan 87.1% de la producción agrícola argentina. 

			El término “panel de datos” se refiere a la muestra de observaciones cross-section de las variables dependientes (costo de labranza, costo de semillas, costo de agroquímicos, costo de cosecha y gastos de comercialización) e independientes a través del tiempo. La información de costos fue obtenida de Márgenes Agropecuarios, que publica mensualmente datos de costos y márgenes en dólares del sector agropecuario. Para realizar las estimaciones que atañen al objetivo propuesto se utilizaron datos referidos a soja de primera4 (en adelante soja), maíz y trigo comprendidos entre enero de 2003 y diciembre de 2016. Si bien los datos son mensuales, se trimestralizaron a fin de reducir volatilidad y aumentar el poder explicativo de los modelos. La selección del periodo se debe a tres factores: 1) analizar un periodo de tiempo donde predominen las técnicas productivas que caracterizan al nuevo agro argentino, 2) en el cual se registra volatilidad en el tipo de cambio nominal y real, y 3) que contiene un elevado número de observaciones. 

			La muestra contiene 168 observaciones mensuales y 56 trimestrales para cinco regiones en el caso del maíz, cuatro en el caso del trigo y tres en el de soja (véase cuadro 1). Por cada cultivo y región se cuenta con dos tipos de rindes distintos. Asimismo, para algunas de las principales regiones se presenta información de más de una técnica. De todas las regiones y técnicas con información disponible se seleccionaron exclusivamente aquellas que presentan datos para la totalidad del periodo de análisis. 




Cuadro 1. Series por cultivo, región, técnica y rinde para el periodo 2003-2016










	ID


	Cultivo


	Región


	Técnica a


	Rinde b


	Observaciones


	Fecha de inicio


	Fecha de finalización




	11


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	1


	75


	168/56


	ene-03


	dic-16




	12


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	1


	95


	168/56


	ene-03


	dic-16




	21


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	2


	75


	168/56


	ene-03


	dic-16




	22


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	2


	95


	168/56


	ene-03


	dic-16




	31


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	3


	75


	168/56


	ene-03


	dic-16




	32


	Maíz


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	3


	95


	168/56


	ene-03


	dic-16




	41


	Maíz


	O. Buenos Aires


	4


	65


	168/56


	ene-03


	dic-16




	42


	Maíz


	O. Buenos Aires


	4


	85


	168/56


	ene-03


	dic-16




	51


	Maíz


	S. Entre Ríos


	5


	65


	168/56


	ene-03


	dic-16




	52


	Maíz


	S. Entre Ríos


	5


	85


	168/56


	ene-03


	dic-16




	61


	Maíz


	SE. Buenos Aires


	6


	70


	168/56


	ene-03


	dic-16




	62


	Maíz


	SE. Buenos Aires


	6


	90


	168/56


	ene-03


	dic-16




	71


	Maíz


	SO. Buenos Aires


	7


	55


	168/56


	ene-03


	dic-16




	72


	Maíz


	SO. Buenos Aires


	7


	70


	168/56


	ene-03


	dic-16




	81


	Trigo


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	8


	35


	168/56


	ene-03


	dic-16




	82


	Trigo


	N. Buenos Aires - S. Santa Fe


	8


	65


	168/56


	ene-03


	dic-16




	91


	Trigo


	SE. Buenos Aires


	9


	60


	168/56


	ene-03


	dic-16




	92


	Trigo


	SE. Buenos Aires


	9


	65


	168/56


	ene-03


	dic-16




	101


	Trigo


	SE. Buenos Aires


	10


	65


	168/56


	ene-03


	dic-16




	102


	Trigo


	SE. Buenos Aires


	10


	50


	168/56


	ene-03


	dic-16




	111


	Trigo


	SO. Buenos Aires


	11


	26


	168/56


	ene-03


	dic-16




	112


	Trigo


	SO. Buenos Aires


	11


	36


	168/56


	ene-03


	dic-16




	121


	Trigo


	SE. Córdoba


	12


	25


	168/56


	ene-03


	dic-16




	122


	Trigo


	SE. Córdoba


	12


	35


	168/56


	ene-03


	dic-16




	131


	Soja


	N. Buenos Aires


	13


	36


	168/56


	ene-03


	dic-16




	132


	Soja


	N. Buenos Aires


	13


	38


	168/56


	ene-03


	dic-16




	141


	Soja


	O. Buenos Aires


	14


	36


	168/56


	ene-03


	dic-16




	142


	Soja


	O. Buenos Aires


	14


	38


	168/56


	ene-03


	dic-16




	151


	Soja


	SE. Buenos Aires


	15


	26


	168/56


	ene-03


	dic-16




	152


	Soja


	SE. Buenos Aires


	15


	32


	168/56


	ene-03


	dic-16









Notas: a Combinación de insumos y labores. Los números son indicativos para diferenciar las técnicas; b Quintales producidos por hectárea.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios.




			Esta base provee las variables a explicar, las cuales son cada tipo de costo (labranza, semillas, agroquímicos, cosecha, comercialización y totales) para cada uno de los tres cultivos seleccionados. Para construir las variables explicativas se utilizaron diversas fuentes públicas y privadas. Los datos de tipo de cambio y salarios provienen de organismos públicos nacionales como el Banco Central de la República Argentina y el Ministerio de Trabajo, respectivamente. Los precios del gasoil provienen de la base de datos de CREA. Los precios internacionales de los distintos commodities se desprenden del Fondo Monetario Internacional (FMI). Los derechos de exportación se tomaron de un relevamiento realizado por la Bolsa de Cereales de Rosario. Dado que Márgenes Agropecuarios presenta los costos, medidos en dólares, a principio de cada mes, para realizar las regresiones se utilizará el valor del tipo de cambio oficial del primer día hábil del mes (al ser el vigente al momento de confección de los costos).5 Para las demás variables se tomará el dato del mes anterior, por ser el que influye en la determinación del costo del mes corriente. Por último, se incorpora también una dummy por cultivo para registrar cambios técnicos presentados por la revista y captar las variaciones en los costos derivadas de este efecto.6 Estos quiebres se registran en distintos periodos según el cultivo: la soja en octubre de 2006, el maíz en abril de 2012 y el trigo en diciembre de 2011.

			

			Cuadro 2. Variables explicativas y a explicar

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							Variable

						
							
							Fuente

						
							
							Unidad

						
					

					
							
							Variables explicativas

						
					

					
							
							Tipo de cambio nominal

						
							
							BCRA

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Salario medio

						
							
							Mtro. de Trabajo, Empleo y Seguridad Social

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Salario producción de semillas s.e.

						
							
							Mtro. de Trabajo, Empleo y Seguridad Social

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Salario producción de agroquímicos s.e.

						
							
							Mtro. de Trabajo, Empleo y Seguridad Social

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Salario peón s.e.

						
							
							CREA

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Gasoil

						
							
							CREA

						
							
							Peso arg.

						
					

					
							
							Precio soja

						
							
							FMI

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Precio maíz

						
							
							FMI

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Precio trigo

						
							
							FMI

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Precio petróleo

						
							
							FMI

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Derechos de exportación soja

						
							
							Bolsa de Cereales de Rosario

						
							
							Tasa

						
					

					
							
							Derechos de exportación maíz

						
							
							Bolsa de Cereales de Rosario

						
							
							Tasa

						
					

					
							
							Derechos de exportación trigo

						
							
							Bolsa de Cereales de Rosario

						
							
							Tasa

						
					

					
							
							Cambio técnico soja

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dummy

						
					

					
							
							Cambio técnico maíz

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dummy

						
					

					
							
							Cambio técnico soja

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dummy

						
					

					
							
							Variables dependientes

						
					

					
							
							Labranza

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Semillas

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Agroquímicos

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Gastos de comercialización

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Cosecha

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

					
							
							Costos totales

						
							
							Márgenes Agropecuarios

						
							
							Dólar

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia.

			

			

			Para realizar la econometría de panel se optó por un modelo de efectos aleatorios (Random Effects o RE). El mismo asume que existen diferencias entre regiones (dada la técnica productiva imperante en cada una) y que el efecto específico de la técnica es una variable aleatoria no correlacionada con las covariables. RE permite estimar un intercepto diferente para cada unidad transversal, en este caso para cada técnica productiva. El modelo se expresa como:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Wahren_Eqn001.tif]

						
							
							(1)

						
					

				
			

			

			

			 Donde [image: Wahren_Eqn001_1.tif]. 

			

			Esto quiere decir que el intercepto pasa a estar compuesto por una variable aleatoria con media en [image: Wahren_Eqn001_1.tif] y una desviación aleatoria ui. Sustituyendo [image: Wahren_Eqn001_1.tif] en (1), se obtiene:
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			La elección se fundamenta en que la prueba de Breush y Pagan reportó que existen diferencias entre técnicas, lo que implica que cada unidad transversal tiene un intercepto diferente que debe ser estimado. Si bien los mismos podrían ser estimados también por efectos fijos, el test de Hausman mostró que no existen diferencias significativas entre ambos modelos. En este sentido, conviene utilizar RE, ya que al estimar menos parámetros aumenta los grados de libertad. Resulta razonable que en el modelo desarrollado las variables independientes no se encuentren correlacionadas con el error, dado que las mismas son de carácter nacional por lo que particularidades regionales no deberían afectarlas.

			Por su parte, el test de Wooldbridge detectó presencia de autocorrelación en las regresiones planteadas. Asimismo, mediante el test de Wald y el de Pesaran se infiere presencia de heterocedasticidad en algunas de las regresiones y correlación contemporánea en la totalidad de las mismas. Por tales motivos, se complementarán las estimaciones de RE con los estimadores Mínimos Cuadrados Generalizados Factibles (Feasible Generalized Least Squares o FGLS) o Errores Estándar Corregidos para Panel (Panel Corrected Standard Errors o PCSE) (Beck, 2001) a fin de erradicar conjuntamente los tres problemas. Por último, cabe señalar que las series se trabajaron en diferencias para eliminar la estacionariedad detectada por el test Dicky Fuller Aumentado y por el test de Harris-Tsvalis. 

			

			Especificación del modelo

			

			A fin de aproximarse al grado de dolarización de los costos, se estimarán las elasticidades al tipo de cambio de cada uno de los principales costos agrícolas. El resultado esperado es que los costos, medidos y expresados en dólares, de los ítems típicos del nuevo modelo productivo (semillas y agroquímicos) tengan una sensibilidad menor. En otras palabras, incrementos del tipo de cambio tienden a dejar inalterado el precio en dólares de este primer grupo. Asimismo, se buscará conocer la sensibilidad de los costos totales al tipo de cambio. 

			En Argentina, Frenkel (1986) realizó una importante contribución para clarificar los determinantes directos de la inflación desde el enfoque de costos. Desde su punto de vista los precios se pueden descomponer en cuatro componentes: precios flexibles (p. flex), tipo de cambio (e), salarios (w) y precios regulados (p. gob). Cada uno de ellos tiene asignado un coeficiente y en su conjunto permiten explicar la dinámica de los precios generales de la economía. De este análisis se desprende una ecuación del tipo:

			

			[image: Wahren_Eqn003.tif]

			

			En un trabajo más reciente, Frenkel y Friendheim (2016) desagregaron esta ecuación en más componentes e incorporaron un componente autorregreresivo de los precios, como factor que incorpora la inercia inflacionaria e incorpora otros factores no incluidos. Asimismo, realizaron estimaciones para Argentina a partir de un modelo mensual en primeras diferencias. 

			Las ecuaciones que describen el comportamiento de los costos agrícolas se guiaron por los criterios propuestos en trabajos precedentes y fueron elaboradas considerando la literatura y las entrevistas en profundidad con actores del sector. Al igual que en los trabajos mencionados, se incorpora un componente autorregresivo, y las variables se presentan en logaritmos y en primeras diferencias. Cabe aclarar que en el caso de la cosecha se aplicó una media móvil de tres meses, dada su volatilidad. 

			

			Labranza

			

			Para cuantificar el impacto del tipo de cambio sobre el costo de labranza se controlará por el salario de los trabajadores agrarios y por el precio del gasoil. Se incorpora también una dummy para registrar el cambio técnico presentado por la revista y captar las variaciones en los costos derivadas de este efecto. 
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			Semillas

			

			En el caso de las semillas se controlará por el salario del sector, el precio internacional del cultivo en relación con los últimos tres trimestres y las retenciones. El hecho de tomar el acumulado de los trimestres se debe a lo recabado en las entrevistas, acerca de que la reacción a los precios tiende a demorarse y a comprobarse un mayor coeficiente de determinación al incluir la variable con rezago. Se incluyen las retenciones porque influyen sobre el precio que obtienen los productores locales. Por último, también se incorpora la dummy de cambio técnico.
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			Agroquímicos

			

			En el caso de los agroquímicos, se controla por el salario del sector, los precios internacionales del cultivo y los precios internacionales del petróleo en relación a tres trimestres atrás. El hecho de incluir el precio de los cultivos se asocia a la mencionada disputa al interior de la cadena. Por su parte, se incorpora el petróleo por ser uno de los principales insumos de producción de diversos agroquímicos y fertilizantes. Por último, se agrega la variable dummy de cambio técnico. 
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			Cosecha

			

			En cuanto a la cosecha, las variables de control son el salario, el gasoil, los precios internacionales al momento presente y las retenciones. Dado que el precio tiende a fijarse en relación con el grano recolectado influye el precio presente del cultivo. En este sentido, también se incorporan las retenciones por afectar la evolución del precio local de estos últimos. 
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			Comercialización

			

			Para los gastos de comercialización se controlará por el salario medio, gasoil, precios internacionales coyunturales y retenciones. Los primeros influyen fundamentalmente en el costo de transporte. Los segundos son relevantes para las otras tareas que componen estos costos como acopio, secado y zarandeo, ya que se valúan a porcentaje del precio de venta del producto.
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			Costos totales

			

			Por último, para los costos totales se incluirán todas las variables mencionadas anteriormente. 
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			4. Resultados

			

			Como se mencionó, se presentan las estimaciones por RE, FGLS y PCSE para cada uno de los ítems de costos y para los costos totales. Al analizar los resultados de la labranza se registra un impacto negativo significativo y de magnitud del tipo de cambio. En el caso del maíz, el coeficiente oscila entre -0.54 y -0.59 según el modelo. En el caso de la soja el impacto registrado es mayor, entre -0.69 y -0.70. Mientras que el trigo presenta la mayor amplitud entre los modelos, registrando un coeficiente de -0.42 por FGLS y de -0.65 con los restantes métodos. Los signos de las demás variables son los esperados. El salario y el gasoil, principales insumos de esta tarea, presentan coeficientes significativos y positivos. La única excepción es el salario en el caso de la soja al estimar por efectos aleatorios, donde el resultado es positivo, pero no significativo. Por su parte, el componente autorregresivo y la dummy de cambio técnico no resultan significativas salvo en la estimación FGLS del maíz. 

			En el caso de las semillas, el efecto del tipo de cambio es mucho menor en línea con lo esperado. Puntualmente en las semillas soja y el trigo, el impacto de sus variaciones no es significativo. En el caso del maíz, en las estimaciones RE y FGLS, el coeficiente sí es significativo y negativo, pero en una magnitud muy inferior a lo registrado en labranza (-0.15 en RE y -0.16 en FLGS). Los precios internacionales resultan significativos en todas las estimaciones, con excepción del maíz bajo PCSE. En todos los casos el signo es positivo. Como ya se mencionó, los precios internacionales impactan en los costos de las semillas por dos cuestiones: la primera, por ser el grano insumo de producción, y la segunda, por una tendencia de los actores del rubro a ser parte de los mayores ingresos derivados de precios internacionales más elevados. Las retenciones, en los casos donde son significativas, presentan signo negativo. Lo cual iría en línea con el impacto negativo sobre el precio de venta de los cultivos que esta medida genera. El salario de los trabajadores del sector sólo presenta significatividad en las estimaciones de maíz donde reporta signo positivo. El componente autorregresivo es significativo en la mayoría de las estimaciones y positivo. El cambio técnico tiene signo negativo en los dos casos donde presenta significatividad. 

			En el caso de los agroquímicos (incluidos fertilizantes) se observa una dinámica similar a la del sector semillas, con el que comparten el carácter industrial, un alto grado de transabilidad y en muchos casos el protagonismo de los mismos actores. El tipo de cambio no resulta significativo, con la única excepción del maíz estimado por RE. El precio de cada cultivo resulta significativo y positivo, lo cual en este caso parece asociarse más a la intención de los actores de aprovechar coyunturas favorables en los precios internacionales aumentándolos. En todos los casos, el coeficiente supera el 0.4. El precio del petróleo, insumo de producción relevante de diversos agroquímicos y fertilizantes, también resulta significativo y positivo. El salario del sector presenta resultados dispares. Siendo significativo y positivo en el caso del maíz bajo las estimaciones RE y FGLS; no significativo en maíz y significativo, pero negativo, en las estimaciones RE y PCSE de trigo. El componente autorregresivo resulta significativo y positivo, mientras que el cambio técnico es no significativo salvo en el caso del trigo bajo RE y PCSE, donde es significativo y levemente positivo. 

			En la cosecha el tipo de cambio vuelve a ser negativo para el maíz, bajo RE y FGLS, y en todas las estimaciones del trigo. En soja resulta no significativo. En cualquier caso, la magnitud de los coeficientes fue considerablemente inferior a la del caso de la labranza (en torno a -0.08 en maíz y de -0.16 en trigo). Los salarios resultaron significativos y positivos, salvo en las estimaciones PCSE para soja y trigo. En todas las estimaciones el coeficiente fue inferior al 0.10. En cambio, el gasoil resultó no significativo. La poca relevancia de los principales costos de esta tarea se asocia a la forma en que se determina el precio de la cosecha, que al ser realizada por un contratista se fija principalmente en función de los precios del producto levantado, con una cota inferior asociada a un mínimo de ingresos asegurado. En línea con este razonamiento, los precios de cada cultivo presentan coeficientes significativos y positivos. Por su parte, las retenciones, en los casos donde son significativas, presentan signos negativos. Por último, el coeficiente autorregresivo resulta significativo y positivo. 

			Tal como se esperaba, en los gastos de comercialización el tipo de cambio cumple un rol importante. El impacto de sus variaciones es significativo y negativo. En el caso del maíz, los coeficientes se ubican en línea a -0.57, en soja a -0.61 y en trigo a -0.50. Esta dinámica se asocia a que el principal gasto de comercialización es el transporte, cuyos costos operativos se encuentran poco dolarizados al requerir mano de obra y combustibles. En efecto, tanto el salario como el gasoil presentan coeficientes significativos y positivos. El precio de cada cultivo también tiene efectos positivos, lo que se asocia a otros tipos de costos de comercialización como acopio, secada o zarandeo que se realizan a porcentaje de lo entregado. El componente autorregresivo no resulta significativo. 

			Para finalizar, en los costos totales el tipo de cambio resulta significativo y negativo, con la única excepción de la estimación de trigo realizada por PCSE. Como era de esperar, su impacto es inferior al registrado en labranza y cosecha, pero superior al obtenido en los otros ítems. En promedio se ubica en -0.23, en soja en -0.27 y en trigo en -0.31. La menor elasticidad registrada en el maíz puede deberse al mayor peso que detenta el paquete tecnológico en este cultivo, el cual se asocia al mayor ritmo de innovaciones, mayores barreras a la entrada y dificultad para la imitación que se presentan las semillas de este cultivo (Sztulwark, 2012). Los componentes locales de los costos, como salarios y gasoil, presentan signo positivo, aunque su significatividad difiere según cada estimación. Los precios internacionales con rezago, tanto del petróleo como de cultivos, son positivos y significativos. No así los precios internacionales del cultivo contemporáneo, donde sólo el maíz se registra significatividad. Las retenciones presentan signo negativo, pero sólo son significativas en las estimaciones RE y FGLS de maíz. En la estimación de trigo por FGLS se registra un resultado no esperado, el signo significativo y positivo de las retenciones. El componente autorregresivo es positivo y significativo en la mayor parte de las estimaciones. Por último, el cambio técnico resultó no significativo. 




Cuadro 3. Resultados labranza












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	-0.5953***


	-0.5406***


	-0.5951***


	-0.7026***


	-0.6972***


	-0.6972***


	-0.6497***


	-0.4266***


	-0.6497***




	Labranza (-1)


	0.0133


	-0.0644*


	0.0109


	0.1215*


	0.0249


	0.0249


	0.0528


	-0.0468


	0.0202




	Salario


	0.2256***


	0.2126***


	0.2260***


	0.0608


	0.1073*


	0.1073*


	0.0985**


	0.2233***


	0.1071***




	Gasoil


	0.3412***


	0.3375***


	0.3409***


	0.2644**


	0.2609**


	0.2609**


	0.3144***


	0.2910***


	0.3071***




	Cambio técnico


	0.0097


	0.0148***


	0.0096


	0.0085


	0.0086


	0.0086


	-0.0082


	-0.0085


	-0.0097




	Constante


	0.0025


	0.0048


	0.0026


	0.0033


	0.0023


	0.0023


	0.0125**


	0.0093


	0.0134**




	Observaciones


	756


	756


	756


	324


	324


	324


	540


	540


	540




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54




	R2-between


	0.4187


	


	


	0.9996


	


	0.9261


	


	


	




	R2-within


	0.3797


	


	


	0.3063


	


	0.4257


	


	


	




	R2-overall


	0.3798


	


	


	0.3062


	


	0.4245


	


	


	




	R2


	


	


	0.3797


	


	


	0.3159


	


	


	0.4266




	Wald


	459.3309


	696.6127


	460.2611


	140.3666


	149.6246


	149.6493


	393.8168


	134.9934


	401.944









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0,001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, MovimientoCREAy Ministerio de Trabajo.





Cuadro 4. Resultados semillas












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	-0.1453**


	-0.1641***


	-0.1641


	0.0047


	0.0054


	0.0054


	-0.0639


	-0.0007


	-0.0608




	Semillas(-1)


	0.1588***


	0.1588***


	0.1588


	0.2214***


	0.2214***


	0.2214


	0.2091***


	0.2091***


	0.2091*




	Salario


	0.2762***


	0.2930***


	0.2930***


	-0.0106


	-0.0107


	-0.0107


	-0.0141


	-0.0068


	-0.0051




	Cambio técnico


	-0.0176**


	-0.0194***


	-0.0194


	0.0068


	0.0067


	0.0067


	0.0085


	-0.0015


	0.0083




	Precio cultivo (3q)


	0.1971***


	0.2006***


	0.2006


	0.6471***


	0.6460***


	0.6460***


	0.4345***


	0.3837***


	0.4551***




	Retenciones cultivo


	-0.2693**


	-0.3019**


	-0.3019


	0.1719


	0.1702


	0.1702


	-0.1207


	0.0289


	-0.1131




	Constante


	0.0035


	0.0035


	0.0035


	0.0057


	0.0057


	0.0057


	0.0092*


	0.0092*


	0.0092




	Observaciones


	742


	742


	742


	318


	318


	318


	530


	530


	530




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53




	R2-between


	0.9412


	


	


	1


	


	


	0.9642


	


	




	R2-within


	0.2096


	


	


	0.1939


	


	


	0.1669


	


	




	R2-overall


	0.2119


	


	


	0.1944


	


	


	0.1678


	


	




	R2


	


	


	0.2052


	


	


	0.1985


	


	


	0.1169




	Wald


	197.628


	191.2432


	40.1999


	75.0248


	78.7364


	78.7482


	105.428


	14.0829


	65.9756









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0,01; ***Significativo al 0.001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Ministerio de Trabajo, Fondo Monetario Internacional y Bolsa de Cereales de Rosario.






Cuadro 5. Resultados agroquímicos












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	0.0703*


	0.0669


	0.0669


	-0.0206


	-0.0361


	-0.0129


	-0.0547


	-0.0034


	-0.0536




	Agroquímicos(-1)


	0.2291***


	0.2390***


	0.2390**


	0.3369***


	0.3833***


	0.3810***


	0.3685***


	0.1461**


	0.3634***




	Salario


	0.1168***


	0.1185***


	0.1185


	-0.0195


	-0.0067


	-0.0005


	-0.0993**


	-0.0733


	-0.1006**




	Precio petróleo(3q)


	0.5650***


	0.5630***


	0.5630***


	0.6140***


	0.5945***


	0.5554***


	0.4012***


	0.3772***


	0.4022***




	Cambio técnico


	0.0016


	0.002


	0.002


	0.0171


	0.0176


	


	0.0214**


	0.0196


	0.0213**




	Precio cultivo(3q)


	0.5221***


	0.5158***


	0.5158*


	0.4974***


	0.4958***


	0.5490***


	0.5024***


	0.4397***


	0.5047***




	Constante


	-0.0084*


	-0.0084*


	-0.0084


	-0.0082


	-0.0082


	-0.0082


	0.0012


	0.0012


	0.0012




	Observaciones


	742


	742


	742


	318


	318


	318


	530


	530


	530




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53




	R2-between


	0.9205


	


	


	0.9999


	


	


	0.9959


	


	




	R2-within


	0.4849


	


	


	0.4792


	


	


	0.4985


	


	




	R2-overall


	0.486


	


	


	0.4793


	


	


	0.4987


	


	




	R2


	


	


	0.4931


	


	


	0.5184


	


	


	0.493




	Wald


	694.9454


	721.7716


	80.8907


	286.3191


	357.7116


	337.8379


	520.1991


	97.294


	489.5134









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0.001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Ministerio de Trabajo y Fondo Monetario Internacional.





Cuadro 6. Resultados cosecha












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	-0.0827***


	-0.0883***


	-0.0883


	-0.0342


	-0.0319


	-0.0319


	-0.1721***


	-0.1642***


	-0.1642*




	Cosecha (-1)


	0.5768***


	0.5122***


	0.5122***


	0.5261***


	0.4751***


	0.4751***


	0.6120***


	0.5925***


	0.5925***




	Salario peón


	0.0705***


	0.0690***


	0.0690*


	0.0437***


	0.0430***


	0.043


	0.0502***


	0.0493***


	0.0493




	Gasoil


	0.0193


	0.0141


	0.0141


	-0.0302


	-0.0305


	-0.0305


	-0.0298


	-0.0256


	-0.0256




	Precio cultivo


	0.1309***


	0.1154***


	0.1154***


	0.1297***


	0.1207***


	0.1207***


	0.1016***


	0.1012***


	0.1012***




	Retenciones cultivo


	-0.1601**


	-0.1281*


	-0.1281


	-0.0103


	0.0449


	0.0449


	-0.3608***


	-0.3241**


	-0.3241




	Constante


	0.0017*


	0.0022**


	0.0022


	0.0021*


	0.0024*


	0.0024


	0.0034***


	0.0034***


	0.0034




	Observaciones


	2296


	2296


	2296


	984


	984


	984


	1640


	1640


	1640




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	164


	164


	164


	164


	164


	164


	164


	164


	164




	R2-between


	0.9594


	


	


	0.999


	


	


	0.9961


	


	




	R2-within


	0.4503


	


	


	0.4486


	


	


	0.4578


	


	




	R2-overall


	0.4504


	


	


	0.4487


	


	


	0.4581


	


	




	R2


	


	


	0.3561


	


	


	0.3744


	


	


	0.4334




	Wald


	1900


	1300


	109.6267


	795.146


	589.1818


	123.9864


	1400


	1300


	203.9477









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0.001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Movimiento CREA, Ministerio de Trabajo, Fondo Monetario Internacional y Bolsa de Cereales de Rosario.






Cuadro 7. Resultados comercialización












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	-0,5686***


	-0,5715***


	-0,5715***


	-0,6113***


	-0,6198***


	-0,6198***


	-0,5087***


	-0,5084***


	-0,5084*




	Comercialización(-1)


	0.0527


	0.0429


	0.0429


	0.0644


	0.0509


	0.0509


	0.0596


	0.0419


	0.0419




	Salario


	0,2844***


	0,2912***


	0,2912*


	0,3056*


	0,3067*


	0,3067*


	0,2672**


	0,2522**


	0.2522




	Gasoil


	0,2571***


	0,2517***


	0.2517


	0,1615*


	0,1536*


	0,1536*


	0,2433***


	0,2341***


	0.2341




	Precio cultivo


	0,1010***


	0,0988***


	0.0988


	0,1268***


	0,1266***


	0,1266***


	0,1253***


	0,1238***


	0.1238




	Retenciones cultivo


	0.074


	0.0711


	0.0711


	0.4072


	0.3716


	0.3716


	0.2227


	0.2392


	0.2392




	Constante


	0.0045


	0.0045


	0.0045


	0.0115


	0.0115


	0.0115


	0.0045


	0.0045


	0.0045




	Observaciones


	756


	756


	756


	324


	324


	324


	540


	540


	540




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54


	54




	R2-between


	0.9511


	


	


	0.8613


	


	


	0.9107


	


	




	R2-within


	0.4318


	


	


	0.4517


	


	


	0.4125


	


	




	R2-overall


	0.4339


	


	


	0.4512


	


	


	0.4124


	


	




	R2


	


	


	0.431


	


	


	0.4467


	


	


	0.4059




	Wald


	574.0743


	572.7323


	84.2012


	260.583


	261.6341


	261.3643


	374.1559


	369.1094


	42.6093









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0.001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Movimiento CREA, Ministerio de Trabajo, Fondo Monetario Internacional y Bolsa de Cereales de Rosario.




Cuadro 8. Resultados costos totales












	Variable


	Maíz


	Soja


	Trigo




	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE


	RE


	FGLS


	PCSE




	TCN


	-0.2284***


	-0.2302***


	-0.2302*


	-0.2714***


	-0.2692***


	-0.2692***


	-0.3121***


	-0.0698


	-0.3119***




	Costos totales(-1)


	0.1127***


	0.1686***


	0.1686


	0.2885***


	0.3135***


	0.3135***


	0.2693***


	0.0631


	0.2513***




	Salario


	0.1945***


	0.1875***


	0.1875*


	0.0069


	0.013


	0.013


	0.0425


	0.1681


	0.0388




	Gasoil


	0.1028***


	0.1098***


	0.1098


	0.1536**


	0.1507**


	0.1507**


	0.1477***


	0.1606**


	0.1457***




	Cambio técnico


	-0.0014


	-0.0001


	-0.0001


	0.0066


	0.0068


	0.0068


	0.0069


	-0.0134


	0.0066




	Precio petróleo(3q)


	0.2431***


	0.2357***


	0.2357***


	0.2580***


	0.2528***


	0.2528***


	0.1857***


	0.1585**


	0.1885***




	Precio cultivo


	0.0894***


	0.0973***


	0.0973*


	-0.0171


	-0.0156


	-0.0156


	0.0069


	-0.0272


	0.0047




	Precio cultivo (3q)


	0.1488**


	0.1166*


	0.1166


	0.3384***


	0.3313***


	0.3313***


	0.2228***


	0.1981*


	0.2280***




	Retenciones cultivo


	-0.1638*


	-0.1530*


	-0.153


	-0.2439


	-0.2233


	-0.2233


	-0.1631


	0.2743*


	-0.1605




	Constante


	-0.0023


	-0.003


	-0.003


	0.0013


	0.0006


	0.0006


	0.0031


	-0.0017


	0.0037




	Observaciones


	742


	742


	742


	318


	318


	318


	530


	530


	530




	Grupos


	14


	14


	14


	6


	6


	6


	10


	10


	10




	Observaciones por grupo


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53


	53




	R2-between


	0.9831


	


	


	0.9981


	


	


	0.9882


	


	




	R2-within


	0.5511


	


	


	0.5918


	


	


	0.5632


	


	




	R2-overall


	0.5536


	


	


	0.5916


	


	


	0.563


	


	




	R2


	


	


	0.5883


	


	


	0.6157


	


	


	0.5479




	Wald


	907.61


	1100


	174.7026


	446.1506


	509.6644


	509.0729


	669.914


	145.6161


	623.3929









Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0.001.

Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Movimiento CREA, Ministerio de Trabajo, Fondo Monetario Internacional y Bolsa de Cereales de Rosario.

			


En resumen, en las distintas estimaciones se aprecia cómo en cada cultivo se repite la misma relación entre costos y tipo de cambio: 

			

			Un impacto significativo y muy negativo en labranza y comercialización. 

			Un impacto no significativo, o levemente negativo en los casos donde se registra significatividad, en semillas y agroquímicos.

			Un impacto negativo en cosecha, pero más leve y con un menor grado de significatividad.

			

			

			Cuadro 9. Impacto del tipo de cambio por tipo de costo

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Cultivo

						
							
							Estimación

						
							
							Labranza 

						
							
							Semillas

						
							
							Agroquímicos

						
							
							Cosecha

						
							
							Comercialización

						
							
							Costos totales

						
					

					
							
							Maíz

						
							
							RE

						
							
							-0.5953***

						
							
							-0.1453**

						
							
							0.0703*

						
							
							-0.0827***

						
							
							-0.5686***

						
							
							-0.2284***

						
					

					
							
							FGLS

						
							
							-0.5406***

						
							
							-0.1641***

						
							
							0.0669

						
							
							-0.0883***

						
							
							-0.5715***

						
							
							-0.2302***

						
					

					
							
							PCSE

						
							
							-0.5951***

						
							
							-0.1641

						
							
							0.0669

						
							
							-0.0883

						
							
							-0.5715***

						
							
							-0.2302*

						
					

					
							
							Soja

						
							
							RE

						
							
							-0.7026***

						
							
							0.0047

						
							
							-0.0206

						
							
							-0.0342

						
							
							-0.6113***

						
							
							-0.2714***

						
					

					
							
							FGLS

						
							
							-0.6972***

						
							
							0.0054

						
							
							-0.0361

						
							
							-0.0319

						
							
							-0.6198***

						
							
							-0.2692***

						
					

					
							
							PCSE

						
							
							-0.6972***

						
							
							0.0054

						
							
							-0.0129

						
							
							-0.0319

						
							
							-0.6198***

						
							
							-0.2692***

						
					

					
							
							Trigo

						
							
							RE

						
							
							-0.6497***

						
							
							-0.0639

						
							
							-0.0547

						
							
							-0.1721***

						
							
							-0.5087***

						
							
							-0.3121***

						
					

					
							
							FGLS

						
							
							-0.4266***

						
							
							-0.0007

						
							
							-0.0034

						
							
							-0.1642***

						
							
							-0.5084***

						
							
							-0.0698

						
					

					
							
							PCSE

						
							
							-0.6497***

						
							
							-0.0608

						
							
							-0.0536

						
							
							-0.1642*

						
							
							-0.5084*

						
							
							-0.3119***

						
					

				
			

			

			Nota: * Significativo al 0.05; **Significativo al 0.01; ***Significativo al 0.001.

			Fuente: elaboración propia con base en la revista Márgenes Agropecuarios, Banco Central de la República Argentina, Movimiento CREA, Ministerio de Trabajo, Fondo Monetario Internacional y Bolsa de Cereales de Rosario.

			

			5. Conclusiones

			

			El presente artículo busca conocer el grado de dolarización de los costos agrícolas. De las estimaciones realizadas, se concluye que el impacto del tipo de cambio sobre los costos medidos en dólares oscila entre -0.22 y -0.31 según el cultivo. Es decir, un incremento del tipo de cambio de 1% genera reducciones de los costos en dólares en la mencionada cuantía. Tres aspectos centrales en lo que se refiere al objeto de estudio se deducen del análisis precedente:

			

			Las depreciaciones cambiarias impactan en los ingresos que recibe el sector en moneda doméstica, pero también en sus costos, ya que sino la reducción de costos en dólares debería acompañar a la depreciación. Este efecto debe ser tomado en cuenta a la hora de analizar cómo evoluciona la rentabilidad.

			Según las estimaciones, los márgenes brutos promedio de los tres cultivos seleccionados se incrementan con las depreciaciones del tipo de cambio, tanto en dólares como en moneda local. Sin embargo, este aumento se ve suavizado por la lógica dolarizada de los insumos agrícolas.

			Un aspecto que explica la baja sensibilidad de los costos agrícolas (en dólares) a variaciones del tipo de cambio es el nuevo modelo productivo, por haber elevado el grado de transabilidad de insumos y establecido nuevas reglas de fijación de precios. Se observa que los aspectos claves del modelo (semillas y agroquímicos) son los más dolarizados. 

			

			Los aspectos mencionados en líneas precedentes permiten plantear algunas reflexiones vinculadas con las discusiones sobre política económica. Si como se desprende de la investigación, las depreciaciones del tipo de cambio impactan en los ingresos que recibe el sector, pero también en sus costos, este efecto debe ser considerado a la hora de analizar cómo evoluciona la rentabilidad. Asimismo, un aspecto adicional para tener en cuenta es la dinámica de los ingresos según cultivo. Pues, mientras que en la soja la traslación del tipo de cambio a los precios es inmediata –por ser un producto que se exporta casi en su totalidad–, en maíz y trigo los molinos y feed-lots median entre el precio establecido en la bolsa de cereales y el efectivamente pagado por las ventas el mercado interno. 

			Es preciso remarcar que los derechos de exportación constituyen una herramienta sumamente relevante para desacoplar precios, y que otros impuestos sobre el sector difícilmente puedan tener el mismo efecto. Sin embargo, de lo expuesto se desprenden dos aspectos que complejizarían el diseño de devaluaciones compensadas:

			

			El efecto negativo sobre el excedente agrícola de las retenciones no es equivalente a devaluaciones de igual magnitud, lo que derivaría en cambios distributivos con implicancias políticas.

			En caso de que la totalidad de la renta agrícola ya sea captada por los derechos de exportación, un incremento por encima de ese nivel podría generar dificultades en la propia reproducción de la actividad. 

			

			Como consecuencia, un esquema de devaluaciones compensadas que no afecte la rentabilidad del sector debería basarse en retenciones móviles que sigan variables de ingresos y de costos. Sin embargo, implicaría asumir el carácter regresivo de las devaluaciones compensadas, ya que los alimentos sufrirían incrementos de precios en función de los aumentos de los costos. Lo que se observa a partir de la dolarización de los costos agrícolas es una imposibilidad de implantar esquemas de tipo de cambio alto sin alterar la distribución del ingreso. En este sentido, los hacedores de política económica al elegir estos regímenes cambiarios deberán decidir entre afectar la rentabilidad de la cadena agrícola, disminuir el salario real, o distribuir ingreso desde otro sector económico o eslabón de la cadena. Por lo tanto, así como los efectos de diversas políticas económicas están siendo reexaminados a nivel internacional como consecuencia de la globalización, los efectos que ésta tuvo sobre el sector agrario imponen nuevos desafíos para el diseño de políticas económicas propias de la periferia. 
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			NOTAS




			
				
					1	La dolarización es entendida como una baja o nula elasticidad de un costo medido en dólares a variaciones del tipo de cambio.

				

				
					2	Referente a 12 entrevistas semi-estructuradas durante el periodo transcurrido entre marzo 2017 y marzo 2019. Para mayor información véase Wahren (2019). 

				

				
					3	Cabe aclarar que el precio del gasoil en Argentina atravesó por años de regulaciones que disociaron el precio local del internacional.

				

				
					4	Cabe señalar que la soja de primera representa aproximadamente 70% del cultivo total de soja (Bolsa de Cereales, 2018).

				

				
					5	En otras palabras, el efecto de las depreciaciones sucedidos en una fecha posterior a la publicación de la revista se puede observar recién al mes siguiente. Cabe agregar que, si bien entre noviembre de 2011 y diciembre de 2015 en Argentina existieron diferentes tipos de cambio, se utilizará el tipo de cambio oficial para todo el periodo dado que el efecto del no oficial sobre la inflación fue pequeño (Frenkel y Fridheim, 2016). 

				

				
					6	Márgenes Agropecuarios presenta los costos asociados a distintas técnicas productivas. El cambio técnico refleja cambios en la composición de los costos asociados a la introducción de nuevos productos tecnológicos que derivan en una nueva combinación de insumos. Al producirse el cambio se registra un quiebre relevante para cada cultivo que será captado por las mencionadas variables dummies.
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			Resumen. El presente artículo analiza el efecto de la adopción del maíz híbrido en la productividad por hectárea, utilizando datos de 1 622 productores de Ecuador. En particular, se estudia si existen diferencias entre los productores que lo adoptaron por cuenta propia, frente a los que lo hicieron a través de un paquete tecnológico –parcialmente subvencionado por el Estado–, que además de la semilla híbrida incluía tecnologías complementarias, capacitaciones y asistencias técnicas. Los resultados indican que la adopción de semilla híbrida influyó positivamente en la productividad por hectárea, independiente de que ésta fuese adoptada por cuenta propia o a través del paquete tecnológico; aunque el efecto fue mayor sin duda para los productores que adoptaron el paquete tecnológico.

			Palabras clave: tecnología agrícola; paquetes tecnológicos; productividad; productores agrícolas; maíz híbrido.

			Clasificación JEL: O13; O32; O33; O38; Q16; Q18.

			

			The Effect of Technological Packages on Maize Productivity in Ecuador

			Abstract. This article analyzes the effect of adopting hybrid maize on productivity per hectare, using data obtained from 1 622 producers in Ecuador. Special attention is given to examining whether there are differences between producers who adopted maize independently and those who did so through a technological package –partially subsidized by the state– which, in addition to hybrid seed, included complementary technologies, training, and technical assistance. The findings show that adopting hybrid seed had a positive impact on productivity per hectare, regardless of whether it was adopted independently or as part of a technological package. However, producers who adopted the technological package clearly saw the greatest increase in productivity.

			Key Words: agricultural technology; technological packages; productivity; agricultural producers; hybrid maize.




		

		
			1. Introducción

			

			En los países en desarrollo, el sector agrícola está ampliamente caracterizado por la presencia de pequeños productores que utilizan técnicas tradicionales y semillas de menor rendimiento (Lacki, 2011). Esto explica que el índice de productividad, entre la agricultura moderna y la campesina, fuera dos mil veces superior a principios del presente siglo (Carrillo, 2014). De acuerdo con la literatura, en los países en desarrollo, las bajas tasas de adopción se deben a que la nueva tecnología no sólo depende de la disponibilidad de recursos, sino de otros factores relacionados con imperfección de información, el riesgo, la incertidumbre, las restricciones institucionales, el capital humano de los adoptantes, la disponibilidad de insumos y los problemas relacionados con la calidad de las infraestructuras (Foster y Rosenzweig, 1996; Kohli y Singh, 1997). 

			Ante esta situación, los gobiernos –en su afán de corregir los bajos niveles de productividad agrícola– establecen subvenciones para que los pequeños productores adquieran nuevas variedades de semillas (Todaro y Smith, 2012). En muchos casos, dichas subvenciones se aplican a paquetes tecnológicos que, además de las semillas de mayor rendimiento, incluyen otros insumos (fertilizantes, pesticidas, enraizantes, etcétera); así como también asistencias técnicas sobre cómo producir con nuevas variedades. Esto con el objetivo de proporcionar a los agricultores conocimientos y activos complementarios necesarios para que la adopción de nuevas semillas se traduzca en incrementos de la productividad. Al respecto existe una extensa literatura que destaca que las empresas que adquieren nuevas tecnologías, pero que no invierten en tecnologías complementarias o realizan cambios en la organización de la producción o capacitaciones técnicas, tienen una menor probabilidad de generar ventajas competitivas que aquellas que sí invierten en activos complementarios y formación (Ouadahi, 2008; Boothby et al., 2010). No obstante, pese a la existencia de estos paquetes tecnológicos, persisten productores que todavía utilizan semillas tradicionales; así como también agricultores que adoptan las nuevas variedades sin recurrir a los paquetes tecnológicos.

			Ante este contexto, el presente artículo tiene como objetivo analizar si el efecto de la adopción de la semilla de maíz híbrido, sobre la productividad por hectárea, difiere entre los agricultores que la adoptaron por cuenta propia, frente a aquellos que recurrieron a un paquete tecnológico. Cabría esperar que los productores que recurren al paquete tecnológico, que además de la nueva semilla incluye insumos complementarios y capacitaciones técnicas, hagan uso más eficiente y, por tanto, muestren mayor productividad por hectárea. En consecuencia, la presente investigación no sólo supone una contribución a la hora de presentar evidencia sobre el efecto de la adopción del maíz híbrido en la productividad por hectárea en el caso de Ecuador, sino además proporciona evidencia sobre si los efectos de la adopción están supeditados a la existencia de conocimientos y tecnologías complementarias proporcionados a través de un paquete tecnológico.

			Para ello, se exploraron datos del Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG) correspondientes a los años 2015 y 2016 sobre un total de 1 622 productores de maíz duro, localizados en las cuatro principales provincias productoras de maíz de Ecuador: Los Ríos, Guayas, Manabí y Loja. Aunque el maíz duro se produce prácticamente en todo el país, más de 90% de la superficie cosechada se encuentra en las provincias mencionadas (SIPA, 2020). El caso ecuatoriano resulta idóneo para analizar el efecto de los paquetes tecnológicos agrícolas puesto que durante los años 2015 y 2016 el gobierno subvencionó un paquete tecnológico para la adopción de la semilla de maíz híbrido, que además de la semilla incluía fertilizantes compuestos (nitrógeno, fósforo, potasio), pesticidas, productos fitosanitarios y enraizadores. De manera paralela se brindaba asistencia técnica, capacitación y seguimiento, durante seis meses que iba desde el inicio del cultivo hasta la etapa de cosecha. Dicho paquete fue denominado kit semilla.

			Para el cálculo del efecto de la adopción de la semilla híbrida sobre la productividad por hectárea se controla el sesgo de selección. Esto debido a que la adopción de la semilla híbrida, sea por cuenta propia o a través del paquete tecnológico, no fue aleatoria, sino que estuvo supeditada a otras características de los agricultores que también podrían influir en su productividad por hectárea. Se utiliza el método de pareo por propensión (propensity score matching, PSM, por sus siglas en inglés) comparando los resultados de los algoritmos de emparejamiento Kernel y vecino más cercano.

			El resto del artículo se organiza de la siguiente manera: la segunda sección revisa la literatura sobre adopción tecnológica y sus efectos, a la vez que muestra la evidencia empírica sobre los efectos de la adopción del maíz híbrido. La tercera sección presenta datos, variables y metodología empleada. En tanto que, la cuarta sección discute las implicaciones de los resultados empíricos. Para finalmente presentar en la quinta sección las conclusiones.

			

			2. Revisión de la literatura

			

			En términos generales se pueden distinguir dos corrientes que abordan el problema de la adopción tecnológica (Ruttan, 1996). Por un lado, la corriente ortodoxa considera que la adopción tecnológica está caracterizada por un proceso de elección racional, mediante el cual el productor compara los beneficios derivados de la adopción con sus costes de adquisición. Asume que el productor siempre es capaz de seleccionar la tecnología que más le convenga (Ruttan, 1996). Por otro lado, la corriente evolucionista señala que la adopción tecnológica no debe ser considerada como una elección racional (Selis, 2000), puesto que los agentes toman sus decisiones en un entorno caracterizado por completa incertidumbre. En este sentido, los modelos evolutivos consideran que en el proceso de adopción tecnológica influyen otros factores más allá de los económicos. En consecuencia, para adoptar una nueva tecnología, entre otros factores, también es necesario contar con conocimientos y tecnologías complementarias necesarios para operar eficientemente (Teece, 1986 y 1988). Esto hace que el aprendizaje y el cambio organizacional sea fundamental para que la adopción de nuevas tecnologías genere mayores ganancias de productividad (Boothby et al., 2010). Es decir que en el proceso de adoptar una nueva tecnología influyen no sólo factores económicos, sino también tecnológicos, institucionales e individuales (Foster y Rosenzweig, 1996; Kohli y Singh, 1997). 

			Las características económicas de los productores influyen en la adopción de nuevas tecnologías, ya que los que cuentan con más recursos, que tienen acceso al crédito y que cuentan con mayores extensiones de tierra serán los más propensos a adoptar nuevas tecnologías (Feder y Umali, 1993). Mientras que, entre los factores tecnológicos, destaca la ventaja relativa de la nueva tecnología frente a la económica (Mwangi y Kariuki, 2015). En este sentido, existe evidencia de que la percepción y el conocimiento de los agricultores sobre las características de una nueva variedad de arroz influyó positivamente en su adopción (Adesina y Zinnah, 1993). Es decir, la experiencia y el conocimiento del agricultor influyen positivamente en la adopción de nuevas tecnologías. Por tanto, un productor más experimentado o con mayor formación puede presentar menor incertidumbre sobre el rendimiento de una nueva tecnología y ser más tendiente a adoptarla sin problema (Rogers, 1971). Otros factores tecnológicos, como la existencia de tecnologías complementarias, también son determinantes para la adopción tecnológica (Teece, 1986).

			Los factores institucionales, por su parte, también influyen en la adopción de una nueva tecnología, puesto que el capital social facilita y propicia el intercambio de información tecnológica (Mignouna et al., 2011). Otro factor institucional destacado es la presencia de agentes de cambio; dado que son los encargados de informar a los productores sobre la existencia y explotación eficiente de las nuevas tecnologías. Los agentes actúan como un enlace entre los productores de la tecnología y sus usuarios. Por tanto, un mayor contacto con estos agentes acelerará el proceso de adopción (Nazziwa-Nviiri et al., 2017). Otras características institucionales son las leyes y regulaciones que influyen en el entorno de mercado; además de las infraestructuras para el transporte y la comunicación (Mwangi y Kariuki, 2015; Nazziwa-Nviiri et al., 2017). 

			Estudios sobre adopción de tecnologías agrícolas destacan que ciertas características propias del agricultor influyen mucho en su propensión a adoptar nuevas tecnologías. En este sentido, existe evidencia de que la edad del productor influye negativamente en la adopción tecnológica, debido a que los productores de mayor edad tienden a ser más adversos al riesgo (Mauceri et al., 2007; Pan, 2014; Mason y Smale, 2013). El tamaño del hogar también puede afectar a la adopción tecnológica. Por un lado, los hogares de mayor tamaño tienen mayor disponibilidad de fuerza de trabajo, por lo que tenderán a adoptar tecnologías intensivas en trabajo (Tiamiyu et al., 2009; Mauceri et al., 2007) y, por otro, como exponen Saín y Martínez (1999), los hogares con más integrantes utilizan gran parte de sus ingresos para satisfacer sus necesidades básicas, y pueden presentar mayores restricciones al momento de adquirir nuevas tecnologías.

			En consecuencia, la adopción de una nueva tecnología agrícola está determinada por multitud de factores, que también condicionan los beneficios que los adoptantes pueden generar a través de su explotación. Es así que el rendimiento de una nueva tecnología depende de que el adoptante posea conocimientos y activos complementarios (Boothby et al., 2010). Los activos complementarios son aquellos requeridos para derivar valor a partir de una inversión en una nueva tecnología; es decir, los productores, para aprovechar el valor de sus inversiones en nueva tecnología necesitan de otras inversiones, conocimientos y activos que complementen su buen funcionamiento (Teece, 1986 y 1988). Por lo tanto, adquirir una nueva tecnología no garantiza buenos rendimientos, ya que algunos productores no son capaces de adaptar su modelo productivo a la misma. En este sentido, existe una amplia literatura empírica que muestra que las empresas que adquieren nuevas tecnologías y simultáneamente invierten en activos complementarios, capacitaciones e implementan cambios organizacionales en el modelo productivo tienden a generar mayores ganancias de productividad que las que no lo hacen (Grander, 2003; Bartel et al., 2007; Boothby et al., 2010). La idea central de dichos trabajos es que las ganancias en productividad que resultan de la adopción tecnológica dependen de que se adopten paquetes específicos de nueva maquinaria y equipo, de que se desarrollen cambios organizacionales, así como nuevas habilidades (Boothby et al., 2010). 

			Aunque los beneficios de adoptar una nueva tecnología agrícola están supeditados a la existencia de conocimientos y activos complementarios o bien a otros factores relacionados con el comportamiento de los precios agrícolas; por lo general la evidencia empírica señala que los adoptantes tienden a estar mejor que los no adoptantes (Besley y Case, 1993; Doss y Morris, 2001; Mendola, 2007; Becerril y Abdulai, 2010). En lo que respecta a los efectos de la adopción del maíz híbrido existen multitud de estudios que, en su mayoría, reportan que la adopción produjo impactos positivos en el bienestar de los agricultores (Kutka, 2011; Olaniyan y Lucas, 2004; Lunduka et al., 2012; Khonje et al., 2015; Karim et al., 2010; Abate et al., 2016; Setimela et al., 2017; Bellon y Hellin, 2011). Por ejemplo, utilizando pareo por propensión, Khonje et al. (2015) mostraron que los adoptantes de la semilla híbrida tenían mayor rendimiento, consumo y seguridad alimentaria que los no adoptantes. Becerril y Abdulai (2010) encontraron que, en los estados mexicanos de Oaxaca y Chiapas, la adopción de maíz híbrido tuvo un impacto positivo en el bienestar de los hogares. También hay evidencia sobre impactos positivos de la adopción del maíz híbrido sobre los beneficios de los productores en Nigeria (Olaniyan y Lucas, 2004). Recientemente, Akhter et al. (2020), también a través de pareo por propensión, presentan evidencia positiva de la adopción de maíz híbrido sobre la producción, el ingreso del hogar y la reducción de la pobreza en Pakistán.

			Pese a que existe una extensa literatura empírica sobre los efectos de la adopción del maíz híbrido, ningún estudio analiza sus efectos en Ecuador. Además, tal y como se introdujo, se pretende analizar si su efecto difiere entre los agricultores que lo adoptaron por cuenta propia, frente a aquellos que recurrieron al paquete tecnológico parcialmente subvencionado por el Estado. El interés principal del estudio reside en analizar su impacto en la productividad por hectárea que es una de las medidas de desempeño agrícola más utilizadas (Mason y Smale, 2013; Shively y Ricker-Gilbert, 2013; Tiamiyu et al., 2009). No obstante, la adopción del maíz híbrido podría afectar a otras medidas del bienestar de los productores, independientemente de su efecto en la productividad por hectárea. Por tanto, el hecho de que sólo se presente evidencia respecto a su impacto en la productividad por hectárea hace que no se deba extrapolar dicho efecto a otras medidas del bienestar de los produc-tores o de su entorno. En este sentido, existe evidencia de que el uso de semillas mejoradas produce efectos negativos tanto para el productor como para el medio ambiente. Desde el punto de vista del productor se observa que puede resultar afectado negativamente por la sustitución de cultivos claves para su nutrición (Shively y Ricker-Gilbert, 2013). Y desde el punto de vista ambiental, se observa que el cultivo de nuevas variedades de maíz puede tener un impacto negativo, derivado del uso de fertilizantes y agroquímicos, de sistemas de riego no sustentables, de la introducción de organismos genéticamente modificados, de la erosión del suelo y la deforestación (Nadal y Wise, 2019; Runge, 2002).

			

			3. Datos, variables y metodología

			

			La presente investigación emplea datos proporcionados por la Coordinación General del Sistema de Información Nacional (CGSIN) del MAG de Ecuador sobre encuestas realizadas a un total de 1 622 productores de maíz duro de las provincias de Los Ríos, Guayas, Manabí y Loja,1 correspondiente a los ciclos de siembra de invierno y verano de los años 2015 y 2016 (los datos pueden consultarse en https://bit.ly/2wQgFR3). La base de datos cuenta con información sobre factores económicos (producción, tamaño de finca, superficie cultivada, etcétera); factores tecnológicos (uso de semilla híbrida, uso de fertilizante, uso de maquinaria, tipo de siembra, el sistema de cultivo, el uso de kit tecnológico, etcétera); factores institucionales (pertenencia a una asociación agrícola, posesión de seguro agrícola, etcétera) y factores específicos del productor (edad, número de generaciones que se han dedicado al cultivo del maíz, origen principal de los ingresos, etcétera). 

			El cuadro 1 muestra una serie de estadísticas descriptivas a nivel provincial, sobre el cultivo del maíz duro. Tal y como se puede observar, el 98% de la superficie dedicada al cultivo del maíz duro se dá en estas cuatro provincias; sobre todo en las provincias de Los Ríos (45%) y Manabí (25%). En media el tamaño de la finca de los productores es bastante pequeño, oscila entre 4.8 ha en Manabí hasta 6.7 ha en Los Ríos. Adicionalmente, se observa que el maíz híbrido está ampliamente difundido en las provincias en estudio. La provincia con menor porcentaje de agricultores utilizando la semilla híbrida es Manabí (65%); mientras que la provincia con mayor difusión de la misma es Los Ríos, donde 76% de los productores la utilizan. Sin embargo, la difusión de los sistemas de riego es menor en estos lugares. Por ejemplo, en Los Ríos sólo 10% de los productores del maíz utilizan sistemas de riego; mientras que Loja es la que registra mayor porcentaje (27%). También se observan algunas diferencias provinciales en términos del porcentaje de productores que pertenecen a una asociación agrícola y que van de 24% para Loja hasta 43% en el caso de Los Ríos. 




Cuadro 1. Estadísticas descriptivas producción del maíz duro a nivel provincial









	Provincia


	Superficie cosechada con maíz respecto al total del país (%)


	Superficie de finca (hectáreas promedio)


	Superficie cultivada con maíz (hectáreas promedio)


	Productores que usan semilla híbrida (%)


	Productores con sistemas de riego (%)


	Productores que pertenecen a una asociación (%)




	Los Ríos


	45


	6.7


	4.9


	76


	10


	43




	Manabí


	25


	4.8


	3.9


	65


	18


	28




	Guayas


	16


	5.5


	2.6


	69


	27


	34




	Loja


	12


	6.5


	3.1


	70


	31


	24









Fuente: encuesta de laCGSINde los años 2015 y 2016 (MAG, 2018).




			La variable de resultado (VR) sobre la que se pretende estimar el impacto de la semilla híbrida, es la productividad de la tierra expresada en toneladas por hectárea y, de acuerdo a Castro (2016), se calcula a través de la siguiente expresión:

			

			

			

			[image: 1216.png]

			Donde:

			[image: Sanchez_Ec_1_corregida.tif]

			

			

			

			pc: calcula el peso de campo. Es un dato “bruto” que se ajusta considerando la humedad y las impurezas, para obtener la productividad (en toneladas por hectárea).

			porcentaje de humedad fija: 13

			porcentaje de impureza fija: 1

			mazorcas por hectárea: utilizando la distancia del surco y mazorcas por 10 metros.

			peso promedio de mazorca: promedio de los pesos de las mazorcas obtenidas.

			porcentaje de humedad e impureza: datos obtenidos en laboratorio de muestras.

			

			Para evaluar el efecto de la semilla híbrida adoptada por cuenta propia, se creó la variable de tratamiento SEMILLA, que es dicotómica y toma valor 1 para los productores que adoptaron la semilla híbrida, pero que la adquirieron por cuenta propia y 0 para los que no utilizan la semilla híbrida. Mientras que la variable de tratamiento que operacionaliza la adopción de la semilla híbrida a través del paquete tecnológico se la denominó KIT, que también es dicotómica y toma valor 1 para los productores que adoptaron la semilla híbrida, a través del paquete tecnológico kit semilla y 0 para los individuos que no utilizan la semilla híbrida. En este punto resulta pertinente aclarar que los productores de maíz duro que no acceden a la semilla híbrida comercial utilizan semilla reciclada de otros híbridos y semilla tradicional. Algunos agricultores en su afán de reducir los costos de la semilla híbrida comercial, utilizan semilla reciclada de sus cosechas pasadas o la adquieren de los vecinos. Se considera que estas semillas son 20% menos productivas, con alrededor de 40% menos poder germinativo y mucho más susceptibles al ataque de plagas y enfermedades (Zambrano, 2016). Mientras que la semilla tradicional se emplea en mayor medida en la provincia de Manabí, los materiales tradicionales más conocidos son los denominados “Salprieta”, “Criollo” y semillas de la raza “Tusilla” (Yánez, 2014).

			En el cuadro 2 se muestra el número de productores tratados y no tratados, para cada tratamiento, así como su media de la productividad por hectárea. Tal y como se puede observar, la mayor parte de los agricultores utilizan la semilla híbrida (1 436 frente a 163) y de ellos la mayoría la adquirió por cuenta propia (981 frente a 455). Finalmente, se puede observar que en media, los productores que utilizan semilla híbrida son más productivos por hectárea y que los que la adoptaron a través del paquete tecnológico son los que muestran mayores niveles de productividad por hectárea.




			Cuadro 2. Estadísticas descriptivas de la productividad de la tierra según las dos variables de tratamiento diseñadas

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tratamiento

						
							
							Descripción

						
							
							Tratados

						
							
							No tratados

						
							
							Media y desviación estándar de la VR

						
					

					
							
							Tratados

						
							
							No tratados

						
					

					
							
							KIT

						
							
							Agricultores que adoptaron la semilla a través del kit semilla

						
							
							455

						
							
							163

						
							
							5.88 

							(1.63)

						
							
							4.78 

							(1.76)

						
					

					
							
							SEMILLA

						
							
							Agricultores que adoptaron la semilla por cuenta propia

						
							
							981

						
							
							163

						
							
							5.65 

							(1.86)

						
							
							4.78 

							(1.76)

						
					

				
			

			

			Notas: desviación estándar entre paréntesis; VR= variable de resultado.

			Fuente: elaboración propia.

			

			

			Metodología

			

			Sea [image: 1254.png] una de las variables de tratamiento definidas en anteriormente (KIT o SEMILLA) y [image: 1266.png] la VR; el efecto promedio del tratamiento sobre los tratados (ATT, por sus siglas en inglés) se puede calcular de la siguiente manera:
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			Donde Y1i es la productividad por hectárea del productor i cuando éste recibe el tratamiento y Y0i  es la productividad por hectárea del mismo productor i si no hubiese recibido el tratamiento. En la ecuación (1) se puede observar el problema metodológico al que se hace frente a la hora de estimar el impacto de la semilla híbrida, pues [image: 1301.png] es un resultado no observable en la base de datos. Por tanto, con la información disponible, el efecto causal sólo puede estimarse por la diferencia de medias entre los individuos tratados y los no tratados, que formalmente se expresa de la siguiente manera:
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			Nótese que la ecuación (2) permitiría estimar el efecto causal si la asignación al tratamiento hubiese sido aleatoria; dado que en ese caso ocurriría que [image: 1334.png]. Esto último permitiría afirmar que T es independiente de los resultados potenciales; es decir:[image: 1345.png]. No obstante, dado que la asignación del tratamiento no es aleatoria, sino que son los productores quienes deciden adoptar la semilla, es posible que las diferentes características de los mismos, que influyeron en la adopción del tratamiento, también puedan influir en la VR. De tal manera que, con el objetivo de estimar el verdadero efecto causal, esta investigación utiliza el método de pareo por propensión (PSM) (Rosenbaum y Rubin, 1985). El PSM elimina el sesgo de selección construyendo un contrafactual a través de emparejar a los individuos tratados con los no tratados con base en la probabilidad de recibir el tratamiento (Rosenbaum y Rubin, 1985). Así, los individuos tratados son comparados con los no tratados, pero que tienen la misma probabilidad de recibir el tratamiento. 

			Por tanto, el primer paso metodológico comienza con la estimación para cada individuo (tratado y no tratado) de su probabilidad de recibir el tratamiento con base en una serie de características observables, que se conoce como puntaje por propensión (propensity score). Una vez estimados los puntajes por propensión, para estimar el efecto del tratamiento, se comparan los individuos tratados con los no tratados con un puntaje por propensión similar. Dentro de las estrategias de emparejamiento, un individuo tratado puede ser pareado con el individuo de control con el puntaje por propensión más similar o se puede emparejar al tratado con varios individuos del grupo de control. En este sentido, el algoritmo de emparejamiento vecino más cercano (nearest neighbour matching, NMN, por sus siglas en inglés) consiste en emparejar a cada individuo tratado con aquel no tratado con el puntaje por propensión más próximo (Rodríguez, 2012; Caliendo y Kopeinig, 2005), para posteriormente calcular la diferencia de medias de sus variables de resultado (Becker e Ichino, 2002). Por su parte, el algoritmo de emparejamiento Kernel (Kernel Based Matching, KBM, por sus siglas en inglés) calcula el contrafactual usando los promedios ponderados de los individuos en el grupo de control y asigna mayor peso a las observaciones más cercanas en términos de su puntaje por propensión. Este método compara las variables de resultado de tratados y no tratados, asignando mayor peso a estos últimos en función de cuán similares son sus puntajes por propensión (Handouyahia et al., 2013). Por lo tanto, este estimador proporciona algunas ventajas en términos de menor varianza, ya que utiliza más información que otros (Guerzoni y Raiteri, 2015; Caliendo y Kopeinig, 2005). 

			La validez de este método se basa en el cumplimiento de dos supuestos que se describen a continuación.

			Independencia de media condicional: el resultado potencial es independiente, condicionado a la probabilidad de recibir el tratamiento, que se escribe así:

			

			[image: 1362.png]

			donde p(x) es la probabilidad de recibir el tratamiento, condicional a un conjunto de covariables x o puntaje por propensión.

			Soporte común: cada individuo tiene una posibilidad de ser tratado y no ser tratado, dadas las covariables, se expresa de la siguiente manera:

			

			[image: 1377.png]

			

			Debido al supuesto de independencia de media condicional, en el cálculo del puntaje por propensión, resulta conveniente incluir todas las covariables relacionadas con la VR y con la probabilidad de recibir el tratamiento (Rosenbaum y Rubin, 1985) (véase cuadro 3). 

			En el cuadro 4 se muestran los resultados de la estimación de los modelos del puntaje por propensión para cada uno de los tratamientos, que dada la naturaleza dicotómica de los mismos, son estimados a través de modelos logit. 

			Los resultados del cuadro 4 muestran que, independientemente del modo de adopción, los productores con mayor tamaño de finca, más jóvenes, que provienen de más generaciones de productores del maíz y aquéllos cuya principal fuente de ingresos es el maíz fueron más propensos a adoptar el maíz híbrido. Estos resultados están acorde con lo encontrado en otros estudios empíricos sobre determinantes de la adopción de tecnologías agrícolas (Uaiene et al., 2009; Foster y Rosenzweig, 2014; Mason y Smale; 2013; Ali y Abdulai, 2010; Awotide et al., 2016). 

			Por otro lado, los resultados indican que los productores que pertenencen a una asociación agrícola fueron más propensos a adoptar la nueva semilla a través del paquete tecnológico y que la pertenencia a una asociación no está relacionada con la adopción por cuenta propia. En este sentido, existe evidencia que señala que la pertenencia a una asociación facilita la adopción de nuevas tecnologías agrícolas (Ali y Abdulai, 2010; Uaiene et al., 2009; Tiamiyu et al., 2009), puesto que los productores asociados interaccionan con otros, lo que permite el intercambio de información tecnológica. 

			Finalmente, los agricultores con cultivo mecanizado fueron más propensos a aquirir la semilla por cuenta propia; mientras que esto no está asociado con la probabilidad de adopción a tavés del kit semilla.

			

			Cuadro 3. Descripción de variable para el cálculo del puntaje por propensión

			
				
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Nombre

						
							
							Descripción

						
							
							KIT

						
							
							SEMILLA

						
							
							Control

						
					

					
							
							Tamaño finca

						
							
							Logaritmo natural del número de hectáreas

						
							
							1.56

							(0.79)

						
							
							1.36

							(0.94)

						
							
							0.88

							(0.86)

						
					

					
							
							Tipo de siembra

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 para monocultivo de maíz y 0 en caso contrario

						
							
							0.97

							(0.18)

						
							
							0.96

							(0.19)

						
							
							0.94

							(0.24)

						
					

					
							
							Mecaniza siembra

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor tiene siembra mecanizada y 0 en caso contrario

						
							
							0.27

							(0.45)

						
							
							0.25

							(0.43)

						
							
							0.21

							(0.41)

						
					

					
							
							Mecaniza cosecha

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor tiene proceso de cosecha mecanizado y 0 en caso contrario

						
							
							0.30

							(0.46)

						
							
							0.24

							(0.43)

						
							
							0.16

							(0.37)

						
					

					
							
							Pertenece a asociación

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor pertenece a una asociación agrícola y 0 en caso contrario

						
							
							0.57

							(0.50)

						
							
							0.28

							(0.45)

						
							
							0.22

							(0.42)

						
					

					
							
							Parroquia urbana

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor pertenece a una parroquia urbana y 0 si pertenece a una rural

						
							
							0.64

							(0.48)

						
							
							0.64

							(0.48)

						
							
							0.58

							(0.50)

						
					

					
							
							Edad agricultor

						
							
							Logaritmo natural de la edad del agricultor

						
							
							3.81

							(0.30)

						
							
							3.81

							(0.32)

						
							
							3.89

							(0.35)

						
					

					
							
							Primera generación

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor representa la primera generación dedicada al maíz y 0 en caso contrario

						
							
							0.13

							(0.34)

						
							
							0.19

							(0.40)

						
							
							0.31

							(0.46)

						
					

					
							
							Segunda generación

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor representa la segunda generación dedicada al maíz y 0 en caso contrario

						
							
							0.48

							(0.50)

						
							
							0.40

							(0.49)

						
							
							0.34

							(0.47)

						
					

					
							
							Más generaciones

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor viene de más de dos generación dedicada al maíz y 0 en caso contrario

						
							
							0.39

							(0.49)

						
							
							0.41

							(0.49)

						
							
							0.36

							(0.48)

						
					

					
							
							Fuente de ingresos

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el maíz representa la principal fuente de ingresos del productor y 0 en caso contrario

						
							
							0.86

							(0.35)

						
							
							0.81

							(0.39)

						
							
							0.67

							(0.47)

						
					

					
							
							Año2015_Invierno

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor sembró en el invierno de 2015 y 0 en caso contrario

						
							
							0.47

							(0.50)

						
							
							0.15

							(0.36)

						
							
							0.26

							(0.44)

						
					

					
							
							Año2015_Verano

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor sembró en el verano de 2015 y 0 en caso contrario

						
							
							0.33

							(0.47)

						
							
							0.23

							(0.42)

						
							
							0.19

							(0.39)

						
					

					
							
							Año2016_Invierno

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor sembró en el invierno de 2016 y 0 en caso contrario

						
							
							0.15

							(0.35)

						
							
							0.34

							(0.47)

						
							
							0.32

							(0.47)

						
					

					
							
							Año2016_Verano

						
							
							Variable dicotómica que toma valor 1 si el productor sembró en el verano de 2016 y 0 en caso contrario

						
							
							0.05

							(0.22)

						
							
							0.27

							(0.45)

						
							
							0.23

							(0.42)

						
					

				
			

			

			Nota: media y desviación estándar entre paréntesis.

			Fuente: elaboración propia.




			Cuadro 4. Estimación del puntaje por propensión para los tratamientos KIT y SEMILLA

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							KIT

						
							
							

						
							
							SEMILLA

						
					

					
							
							

						
							
							Coeficiente

						
							
							Error estándar

						
							
							

						
							
							Coeficiente

						
							
							Error estándar

						
					

					
							
							Tamaño finca

						
							
							0.422

						
							
							***

						
							
							0.08

						
							
							

						
							
							0.338

						
							
							***

						
							
							0.058

						
					

					
							
							Tipo de siembra

						
							
							0.302

						
							
							

						
							
							0.307

						
							
							

						
							
							0.302

						
							
							

						
							
							0.225

						
					

					
							
							Mecaniza siembra

						
							
							-0.151

						
							
							

						
							
							0.166

						
							
							

						
							
							-0.087

						
							
							

						
							
							0.123

						
					

					
							
							Mecaniza cosecha

						
							
							0.278

						
							
							

						
							
							0.163

						
							
							

						
							
							0.338

						
							
							**

						
							
							0.130

						
					

					
							
							Pertenece a asociación

						
							
							0.874

						
							
							***

						
							
							0.145

						
							
							

						
							
							-0.006

						
							
							

						
							
							0.118

						
					

					
							
							Parroquia urbana

						
							
							0.110

						
							
							

						
							
							0.135

						
							
							

						
							
							0.001

						
							
							

						
							
							0.103

						
					

					
							
							Edad agricultor

						
							
							-0.687

						
							
							***

						
							
							0.205

						
							
							

						
							
							-0.496

						
							
							***

						
							
							0.152

						
					

					
							
							Segunda generación

						
							
							0.595

						
							
							***

						
							
							0.174

						
							
							

						
							
							0.359

						
							
							***

						
							
							0.126

						
					

					
							
							Más generaciones

						
							
							0.468

						
							
							**

						
							
							0.179

						
							
							

						
							
							0.427

						
							
							***

						
							
							0.129

						
					

					
							
							Fuente de ingresos

						
							
							0.488

						
							
							***

						
							
							0.153

						
							
							

						
							
							0.367

						
							
							***

						
							
							0.111

						
					

					
							
							Factores ambientales

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Año2015_Invierno

						
							
							1.145

						
							
							***

						
							
							0.224

						
							
							

						
							
							- -

						
							
							

						
							
							- -

						
					

					
							
							Año2015_Verano

						
							
							1.054

						
							
							***

						
							
							0.225

						
							
							

						
							
							0.512

						
							
							***

						
							
							0.153

						
					

					
							
							Año2016_Invierno

						
							
							0.623

						
							
							**

						
							
							0.242

						
							
							

						
							
							0.446

						
							
							***

						
							
							0.140

						
					

					
							
							Año2016_Verano

						
							
							- -

						
							
							

						
							
							- -

						
							
							

						
							
							0.525

						
							
							***

						
							
							0.154

						
					

					
							
							Pseudo R2

						
							
							0.290

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							0.100

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Wald chi2

						
							
							128.080

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							84.900

						
							
							

						
							
							

						
					

				
			

			

			Notas: * p<0,05; ** p<0,01; *** p<0,001; La variable “Parroquia urbana” se entiende en Ecuador en un sentido de organización territorial; La variable “Primera generación” fue excluida del cuadro porque constituye la categoría de referencia para las otras variables de generaciones; - - dichas variables constituyen la categoría de referencia.

			Fuente: elaboración propia.

			 

			

			Antes de poder estimar los efectos de cada tratamiento es necesario comprobar si se cumplen los dos supuestos en los que se basa el método. El supuesto de independencia de media condicional requiere que, tras el emparejamiento, los individuos tratados y no tratados sean iguales en las covariables incluidas en el cálculo del puntaje por propensión y que se definieron en el cuadro 3. En tanto, los cuadros 5 y 6 muestran los resultados del test de diferencia de medias de las covariables entre tratados y no tratados antes y después del emparejamiento, tanto del NNM como del KBM. El cuadro 5 lo hace para el tratamiento KIT mientras que el cuadro 6 lo hace para el tratamiento SEMILLA. 




			Cuadro 5. Balance de las covariables luego de aplicado los algoritmos de emparejamiento (NNM y KBM) en el tratamiento KIT

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Antes del emparejamiento

						
							
							

						
							
							Emparejamiento con NNM

						
							
							

						
							
							Emparejamiento con KBM

						
					

					
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
					

					
							
							Tamaño finca

						
							
							0.875

						
							
							1.560

						
							
							***

						
							
							

						
							
							1.595

						
							
							1.530

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							1.549

						
							
							1.530

						
							
							NS

						
					

					
							
							Tipo de siembra

						
							
							0.938

						
							
							0.967

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.986

						
							
							0.966

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.985

						
							
							0.966

						
							
							NS

						
					

					
							
							Mecaniza siembra

						
							
							0.214

						
							
							0.274

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.347

						
							
							0.275

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.332

						
							
							0.275

						
							
							NS

						
					

					
							
							Mecaniza cosecha

						
							
							0.159

						
							
							0.303

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.207

						
							
							0.286

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.302

						
							
							0.286

						
							
							NS

						
					

					
							
							Pertenece a asociación

						
							
							0.221

						
							
							0.567

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.580

						
							
							0.555

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.525

						
							
							0.555

						
							
							NS

						
					

					
							
							Parroquia urbana

						
							
							0.576

						
							
							0.639

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.573

						
							
							0.636

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.560

						
							
							0.636

						
							
							*

						
					

					
							
							Edad agricultor

						
							
							3.891

						
							
							3.805

						
							
							***

						
							
							

						
							
							3.786

						
							
							3.810

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							3.800

						
							
							3.810

						
							
							NS

						
					

					
							
							Primera generación

						
							
							0.306

						
							
							0.131

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.155

						
							
							0.135

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.116

						
							
							0.135

						
							
							NS

						
					

					
							
							Segunda generación

						
							
							0.337

						
							
							0.476

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.395

						
							
							0.471

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.425

						
							
							0.471

						
							
							NS

						
					

					
							
							Más generaciones

						
							
							0.355

						
							
							0.391

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.449

						
							
							0.392

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.458

						
							
							0.392

						
							
							NS

						
					

					
							
							Fuente de ingresos

						
							
							0.668

						
							
							0.857

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.830

						
							
							0.853

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.823

						
							
							0.853

						
							
							NS

						
					

					
							
							Factores ambientales

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Año2015_Invierno

						
							
							0.263

						
							
							0.474

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.435

						
							
							0.460

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.478

						
							
							0.460

						
							
							NS

						
					

					
							
							Año2015_Verano

						
							
							0.190

						
							
							0.327

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.383

						
							
							0.336

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.339

						
							
							0.336

						
							
							NS

						
					

					
							
							Año2016_Invierno

						
							
							0.319

						
							
							0.147

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.117

						
							
							0.151

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.122

						
							
							0.151

						
							
							NS

						
					

					
							
							Año2016_Verano

						
							
							0.226

						
							
							0.050

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.063

						
							
							0.051

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.059

						
							
							0.051

						
							
							NS

						
					

					
							
							Rango de sesgo (%)

						
							
							7 – 83.2

						
							
							

						
							
							0.22-19

						
							
							

						
							
							0.28 – 15.7

						
					

				
			

			

			KBM= algoritmo de emparejamiento de Kernel; NNM= algoritmo de emparejamiento por vecino más cercano; NS= no significativo; * p<0,05; ** p<0,01; *** p<0,001.

			Fuente: elaboración propia.

			 

			

			

			Cuadro 6. Balance de las covariables luego de aplicado los algoritmos de emparejamiento (NNM y KBM) en el tratamiento SEMILLA

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Antes del emparejamiento

						
							
							

						
							
							Emparejamiento con NNM

						
							
							

						
							
							Emparejamiento con KBM

						
					

					
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
							
							

						
							
							Control

						
							
							Tratado

						
							
							

						
					

					
							
							Tamaño finca

						
							
							0.875

						
							
							1.360

						
							
							***

						
							
							

						
							
							1.285

						
							
							1.325

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							1.247

						
							
							1.325

						
							
							NS

						
					

					
							
							Tipo de siembra

						
							
							0.938

						
							
							0.964

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.982

						
							
							0.966

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.960

						
							
							0.966

						
							
							NS

						
					

					
							
							Mecaniza siembra

						
							
							0.214

						
							
							0.252

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.235

						
							
							0.248

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.217

						
							
							0.248

						
							
							NS

						
					

					
							
							Mecaniza cosecha

						
							
							0.159

						
							
							0.238

						
							
							**

						
							
							

						
							
							0.262

						
							
							0.228

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.252

						
							
							0.228

						
							
							NS

						
					

					
							
							Pertenece a asociación

						
							
							0.220

						
							
							0.282

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.277

						
							
							0.282

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.268

						
							
							0.282

						
							
							NS

						
					

					
							
							Parroquia urbana

						
							
							0.576

						
							
							0.637

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.631

						
							
							0.634

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.609

						
							
							0.634

						
							
							NS

						
					

					
							
							Edad agricultor

						
							
							3.891

						
							
							3.806

						
							
							***

						
							
							

						
							
							3.820

						
							
							3.812

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							3.820

						
							
							3.812

						
							
							NS

						
					

					
							
							Primera generación

						
							
							0.306

						
							
							0.194

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.194

						
							
							0.197

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.193

						
							
							0.197

						
							
							NS

						
					

					
							
							Segunda generación

						
							
							0.337

						
							
							0.399

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.400

						
							
							0.392

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.406

						
							
							0.392

						
							
							NS

						
					

					
							
							Más generaciones

						
							
							0.355

						
							
							0.405

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.404

						
							
							0.409

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.400

						
							
							0.409

						
							
							NS

						
					

					
							
							Fuente de ingresos

						
							
							0.668

						
							
							0.807

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.92

						
							
							0.804

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.810

						
							
							0.804

						
							
							NS

						
					

					
							
							Factores ambientales

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							Año2015_Invierno

						
							
							0.263

						
							
							0.152

						
							
							***

						
							
							

						
							
							0.138

						
							
							0.152

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.186

						
							
							0.152

						
							
							*

						
					

					
							
							Año2015_Verano

						
							
							0.190

						
							
							0.233

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.224

						
							
							0.232

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.229

						
							
							0.232

						
							
							NS

						
					

					
							
							Año2016_Invierno

						
							
							0.319

						
							
							0.339

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.380

						
							
							0.343

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.342

						
							
							0,343

						
							
							NS

						
					

					
							
							Año2016_Verano

						
							
							0.226

						
							
							0.274

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.255

						
							
							0.271

						
							
							NS

						
							
							

						
							
							0.241

						
							
							0.271

						
							
							NS

						
					

					
							
							Rango de sesgo (%)

						
							
							4.3 – 53.8

						
							
							

						
							
							0.2 – 8.4

						
							
							

						
							
							0.2 – 8.6

						
					

				
			

			

			KBM= algoritmo de emparejamiento de Kernel; NNM= algoritmo de emparejamiento por vecino más cercano; NS= no significativo; * p<0,05; ** p<0,01; *** p<0,001.

			Fuente: elaboración propia.

			

			Los resultados del cuadro 5 señalan que, previo al emparejamiento, los agricultores que adoptaron la semilla a través del kit eran distintos a los no adoptantes, en lo que respecta al tamaño de sus fincas, mecanización de la cosecha, pertenencia a una asociación, edad y número de generaciones dedicadas al cultivo. Sin embargo, tras el emparejamiento las diferencias de medias se reducen, principalmente, con el algoritmo KBM que sólo muestra una diferencia significativa; el 90% en lo que respecta a la variable pertenencia a una parroquia urbana. En consecuencia, este algoritmo ofrece resultados más confiables. Por su parte, el cuadro 6 también revela diferencias significativas previas al emparejamiento y que, tras aplicarse, ambos algoritmos consiguen balance entre covariables.

			Finalmente, el supuesto de soporte común requiere de la existencia de unidades, tanto en el grupo de control como en el de los tratados, con los mismos puntajes por propensión. Por tanto, debe existir solapamiento en las distribuciones del puntaje por propensión entre ambos grupos. Sin embargo, se darán casos de unidades que no dispongan de una misma probabilidad de recibir el tratamiento, lo que implica que la estimación del efecto se realice en la región de soporte común (Rodríguez, 2012). 

			La figura 1 muestra las densidades de los valores de propensión para cada uno de los tratamientos, antes y después del emparejamiento KBM.2 Tal y como se puede observar, las diferencias se corrigen después del procedimiento, las gráficas muestran que la concordancia de los puntajes por propensión reduce las disimilitudes en las distribuciones. El alto grado de superposición señala la buena calidad del procedimiento de coincidencia.

			Nótese que el cumplimiento del soporte común provoca la exclusión de los individuos que no disponen de superposición. Cuando la proporción de los individuos dejados fuera de análisis es pequeña, pueden suponerse pocos problemas (Becerril y Abdulai, 2010). En el presente estudio, el cumplimiento del soporte común provocó pocas pérdidas de observaciones: 2.6% para el caso del tratamiento KIT y 2% para el SEMILLA (véase cuadro 7). Por lo tanto, se puede desestimar las pérdidas de información durante la lectura de los resultados. 

			

			Cuadro 7. Número de individuos por tratamiento en estudio, junto con las pérdidas por el soporte común

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							Tratamiento

						
							
							Número de individuos tratados

						
							
							Número de individuos no tratados

						
							
							Pérdidas para lograr el soporte común

						
					

					
							
							KIT

						
							
							443

						
							
							163

						
							
							12 (2.6%)

						
					

					
							
							SEMILLA

						
							
							961

						
							
							163

						
							
							20 (2.0%)

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia.




			Figura 1. Evaluación de la superposición (algoritmo KBM): a) tratamiento KIT y b) tratamiento SEMILLA

			[image: 1572.png]

			Nota: KBM=algoritmo de emparejamiento de Kernel.


			Fuente: elaboración propia.




			4. Resultados

			

			El cuadro 8 muestra el efecto promedio sobre los tratamientos KIT y SEMILLA sobre la productividad por hectárea, tanto para el algoritmo de emparejamiento KBM como NNM. Tal y como se puede observar, los ATT estimados a través de ambos algoritmos son muy similares, lo que proporciona robustez a los resultados.

			

			Cuadro 8. Efecto promedio del tratamiento sobre los tratados de los tratamientos KIT y SEMILLA

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Algoritmo

						
							
							Tratamiento

						
							
							Tratado

						
							
							Control

						
							
							ATT

						
							
							Error estándar

						
							
							Estadístico “t”

						
					

					
							
							KBM

						
							
							KIT

						
							
							1.734

						
							
							1.461

						
							
							0.272

						
							
							***

						
							
							0.067

						
							
							4.07

						
					

					
							
							SEMILLA

						
							
							1.671

						
							
							1.549

						
							
							0.122

						
							
							**

						
							
							0.042

						
							
							2.88

						
					

					
							
							NNM

						
							
							KIT

						
							
							1.734

						
							
							1.485

						
							
							0.244

						
							
							***

						
							
							0.08

						
							
							3.06

						
					

					
							
							SEMILLA

						
							
							1.671

						
							
							1.567

						
							
							0.105

						
							
							*

						
							
							0.054

						
							
							1.94

						
					

				
			

			

			KBM= algoritmo de emparejamiento de Kernel; NNM= algoritmo de emparejamiento por vecino más cercano. * p<0,05; ** p<0,01; *** p<0,001. 

			Fuente: elaboración propia.

			

			Los resultados del cuadro 8 señalan que tanto los productores que adquirieron la semilla híbrida a través del kit semilla como aquellos que lo hicieron por cuenta propia presentan una mayor productividad por hectárea, que los productores que no adquirieron la nueva variedad de semilla y que, además, esto ocurre independientemente del algoritmo de emparejamiento seleccionado. Adicionalmente, los resultados del algoritmo Kernel muestran que los ATT obtenidos para el tratamiento KIT y para el tratamiento SEMILLA fueron de 0.272 y de 0.122, respectivamente; lo que indica que los productores que adoptaron la semilla junto con las tecnologías complementarias y la capacitación a través del kit semilla obteniendo un mayor incremento en la productividad por hectárea que los que la adoptaron por cuenta propia.

			En primer lugar, los resultados están en línea con la mayor parte de la evidencia empírica que señala los efectos positivos en la productividad de los adoptantes de la semilla de maíz híbrido (Besley y Case, 1993; Doss y Morris, 2001; Mendola, 2007; Becerril y Abdulai, 2010; Kutka, 2011; Olaniyan y Lucas, 2004; Lunduka et al., 2012; Khonje et al., 2015; Karim et al., 2010; Setimela et al., 2017; Bellon y Hellin, 2011; Akhter et al., 2020). No obstante, además sugieren que el rendimiento de la semilla es mayor cuando se acompaña con tecnologías complementarias y capacitaciones. Esto es así dado que los productores que adquirieron la semilla a través del paquete tecnológico presentan mayor productividad por hectárea que quienes la adquirieron por cuenta propia. Por tanto, estos resultados están en línea con la literatura empírica que señala que los productores que adoptan nuevas tecnologías y simultáneamente adquieren activos complementarios y conocimientos técnico-productivos, a través de capacitaciones, tienden a generar mayores ganancias de productividad que los que no lo hacen (Grander, 2003; Bartel et al., 2007; Boothby et al., 2010).

			Los resultados revelan la importancia de la difusión del maíz híbrido en Ecuador. Sin duda, las diferencias en el rendimiento por hectárea del maíz híbrido y el maíz tradicional explican la amplia difusión del maíz híbrido en estas cuatro provincias de estudio. Adicionalmente, los resultados justifican la idoneidad de complementar las subvenciones a las nuevas variedades de semilla con capacitaciones y tecnologías complementarias para que los productores puedan sacar un mayor rendimiento de las innovaciones agrícolas.

			

			5. Conclusiones

			

			El presente estudio analiza el impacto de la adopción del maíz híbrido sobre la productividad por hectárea de los productores de las cuatro principales provincias productoras de maíz duro de Ecuador en los años 2015 y 2016. Adicionalmente, se examina si el impacto de la adopción de la semilla difiere entre los productores que la adquirieron por cuenta propia de los que la adoptaron a través de un paquete tecnológico, que además de la semilla incluía una serie de tecnologías complementarias como fertilizantes, enraizantes, pesticidas y una capacitación sobre el uso de la nueva semilla. Para la estimación de los efectos de la adopción de la semilla híbrida, ya sea por cuenta propia o a través del paquete tecnológico, se utiliza la metodología de pareo por propensión (PSM) a través de los algoritmos de emparejamiento vecino más cercano y Kernel.

			Los resultados indican que los productores que adoptaron la semilla híbrida, independientemente del modo de adopción, presentan mayor productividad por hectárea que aquellos que utilizan la semilla tradicional. Por otro lado, se observa, un mayor efecto de la semilla cuando es adoptada a través del paquete tecnológico. Con base en estos resultados se argumenta que el rendimiento que un agricultor puede obtener de una nueva variedad de semilla depende de que posea o adquiera tecnologías, conocimientos y habilidades que el uso eficiente de la nueva semilla requiere. Lo que coincide con una extensa literatura que señala que las empresas que adoptan nuevas tecnologías y, simultáneamente, adquieren activos complementarios y conocimientos técnico-productivos generan mayores ganancias de productividad que las que no lo hacen (Grander, 2003; Bartel et al., 2007; Boothby et al., 2010).

			Los resultados obtenidos tienen claras implicaciones de cara a la implementación de políticas para la difusión de tecnologías agrícolas en países en desarrollo y emergentes. Esto es así puesto que sugieren que aquellas políticas que faciliten la adquisición de nuevas tecnologías agrícolas a través de subsidios y que, además ofrezcan tecnologías complementarias y capacitaciones, pueden hacer no sólo que los productores sean más propensos a adoptar nuevas tecnologías sino a que hagan un uso más eficiente de las mismas; mejorando así sus niveles de productividad. Es probable que implique la necesidad de coordinar las políticas que proveen incentivos para la adopción de tecnologías con aquellas que proveen de capacitaciones, formación y asistencia técnica. Por tanto, el incremento de la productividad agrícola requiere que los gobiernos implementen un amplio abanico de medidas que van desde incentivar la adopción tecnológica, financiar universidades y centros de investigación para la innovación agrícola y proveer de varios tipos de capacitaciones. En consecuencia, urge el fortalecimiento político-institucional de estos países para que las nuevas tecnologías se difundan con mayor rapidez y los productores obtengan un mayor rendimiento de éstas.

			Finalmente, cabe mencionar que a la hora de evaluar los efectos de la adopción del maíz híbrido sería pertinente analizar su impacto en otras medidas de bienestar de los agricultores. Analizar el impacto sólo en términos de productividad por hectárea podría ocultar que la adopción del maíz híbrido podría afectar a otros aspectos. Por tanto, resultaría pertinente extender este estudio a otras variables de resultado y evaluar entonces si el modo de adopción de la nueva semilla también genera impactos diferentes en otros aspectos que son relevantes para los productores agrícolas.
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NOTAS




			
				
					1	Los Ríos (56 m sobre el nivel del mar, temperatura 25.3°C, precipitaciones 2060 mm). Manabí (18 m, 25.7°C, 699 mm). Guayas (120 m, 23.7°C, 1181 mm). Loja (200 m, 24.9°C, 398 mm) datos consultados en Clima-data.org

				

				
					2	La figura correspondiente al algoritmo NNM está disponible solicitándola al autor principal.
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			Resumen. El artículo presenta la magnitud de la riqueza de las diferentes economías de América Latina y el proceso de concentración de ésta hacia los billonarios (superricos) y los tramos más altos en perjuicio de los pequeños ricos, las clases medias-altas y medias –a excepción de Chile, Perú y otras economías–. Si bien América Latina tiene una elevada concentración de la riqueza, su coeficiente Gini es menor al del resto de las regiones del mundo. En el periodo de estudio se registra una clara tendencia creciente en la concentración de la riqueza de la región y el mundo.
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			Concentration of Wealth in Latin America in the 21st Century

			Abstract. The article illustrates the degree of wealth in various Latin American economies and the process of wealth concentration towards billionaires (super-rich) and the highest economic strata to the detriment of the affluent, the upper-middle classes, and the middle classes –with the exception of Chile, Peru, and several other economies. Although Latin America has a high concentration of wealth, its Gini coefficient is lower than that of other regions of the world. A clear upward trend in the concentration of wealth in the region and the world can be seen throughout the period analyzed.
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			1. Introducción

			

			Hoy en día la elevada desigualdad económica es una preocupación internacional. Incluso en el Foro Económico Mundial (2018), que reúne a grandes empresarios y gobiernos del mundo, se señala como una de las tendencias y riesgos principales de la economía mundial. El incremento en las disparidades de la riqueza e ingresos comparte prioridad al igual que el cambio climático, el envejecimiento poblacional y el incremento de la polarización de las sociedades, entre otros temas, pues sus impactos son económicos, sociales y políticos en el corto, mediano y largo plazos. En otras palabras, el nivel y la variabilidad de la actividad económica se afectan negativamente (Ostry et al., 2014), se agudizan los conflictos sociales y aumentan las pretensiones de los grupos de poder económico respecto a condicionar las políticas de acuerdo a sus intereses particulares (OXFAM, 2016).

			Hay discusión y algunas coincidencias sobre la evolución de la desigualdad global y al interior de las economías. Bourguignon [2017 (2012)] y Milanovic [2017 (2016)] plantean a nivel global que desde el siglo XIX existe una tendencia ascendente respecto a la concentración del ingreso con una desaceleración y caída entre los años cincuenta y setenta; luego continúa la tendencia creciente. La discusión se presenta a partir de los años noventa dado el mayor crecimiento de las clases medias de las economías emergentes. Sin embargo, cuando se revisa la información al interior de los países queda claro que la distribución funcional del ingreso a favor del capital elevó su participación respecto de la cuota de los salarios de los años ochenta en adelante. Lo mismo ocurrió a favor de 10 o 1% más rico de la población (Piketty y Saez, 2003; OCDE, 2008; Piketty, 2014; CEPAL, 2018). 

			América Latina no resulta ajena a esta polémica.1 La distribución factorial del ingreso muestra una trayectoria sinusoidal en lo relativo a la cuota de los salarios y de las ganancias (Alarco, 2014 y 2017), donde a pesar de las particularidades nacionales el pico de la participación de los salarios se obtuvo en la edad de oro del capitalismo (los años sesenta). Se tienen mejoras en los últimos años, pero se explican más por el peso de las políticas implantadas sobre todo en Brasil y Argentina. Sin embargo, a partir de lo observado por Lustig y López-Calva (2010), entre otros, el Gini de la distribución personal del ingreso se redujo concluyendo que las reformas estructurales implantadas desde la década de los noventa resultaron exitosas. Sin embargo, se olvidan de que las encuestas de ingresos de los hogares omiten a los sectores de altos ingresos (y medios altos), a las ganancias del capital extranjero y a los crecientes procesos de fusiones y adquisiciones que concentran la propiedad del capital en pocas manos.2 Solimano (2016) también critica estas evaluaciones optimistas con información sobre los grupos de altos ingresos, distribución de la riqueza y datos tributarios que reflejan mayores niveles de desigualdad.3

			En la tradición de los economistas clásicos, el análisis de la distribución de la riqueza, en particular de la propiedad de los medios de producción o riqueza productiva, es un factor clave para explicar la distribución funcional del ingreso entre capital o trabajo. La riqueza se define como el total de activos productivos y financieros, propiedad de las personas físicas o naturales en una economía cualquiera; asimismo, cuando se trata de la riqueza neta se deducen las deudas o pasivos de esas personas. La posesión de activos productivos determina la existencia de ingresos o rentas a favor del capital o, al contrario, si se trata de ingresos por conceptos de remuneraciones (sueldos y salarios) o ingresos mixtos (por trabajo independiente). La distribución personal del ingreso está a su vez condicionada por la cadena de elementos anteriores afectada por un conjunto de factores estructurales y económicos (nacionales e internacionales), sociales, políticos, institucionales y personales. La política fiscal (tributaria y de gasto social) es una de las que impacta significativamente sobre los resultados distributivos (Baéz Melián, 2018).

			El presente texto evalúa la magnitud y concentración de la riqueza productiva en América Latina a través de la información obtenida por el Banco Mundial y estimaciones independientes elaboradas por Credit Suisse, Forbes y Knigth Frank. A diferencia de lo que ocurre en las economías desarrolladas, se acude a fuentes independientes, ya que desafortunadamente en la región no existen estadísticas oficiales derivadas de encuestas de activos y deuda de los hogares, registros de impuestos patrimoniales y de las herencias e información sobre ingresos por inversiones.

			El artículo pretende responder a las siguientes interrogantes: ¿cuál es el valor de la riqueza productiva en las principales economías de América Latina?, ¿cuál es la importancia de los billonarios en la región?, ¿cómo se distribuye y concentra la riqueza bajo diferentes estimaciones?, ¿qué ocurre con la desigualdad de esa riqueza intra, interregional y a través del tiempo? El artículo tiene cuatro secciones más la introducción y las conclusiones. En la primera, se presentan tanto los criterios de medición de la riqueza como las diferentes fuentes de información. En la segunda sección se muestran diversas mediciones absolutas de la riqueza para las diferentes economías de América Latina. La tercera sección presenta la información de los billonarios de Forbes; las estructuras de distribución de la riqueza más detalladas de Credit Suisse y Knight Frank. Por último, se observa la comparación interregional e intrarregional.4

			

			2. Medición de la riqueza, fuentes de información y metodologías

			

			Criterios y evolución general

			

			La contabilidad de la riqueza es una tarea compleja dado que la mayoría de los sistemas de información estadística no realizan un seguimiento pormenorizado de las cuentas de acervo o stock del capital para las economías nacionales. Un primer intento de medición de la riqueza a precios constantes se presenta en Goldsmith (1962) en el que se parte de los flujos de inversión bruta, inversión neta y los gastos en depreciación para cada tipo de activo considerado en el acervo nacional de Estados Unidos. Los acervos estimados consideran la vida útil de los activos y su valor se descuenta por el coeficiente de depreciación estimado para cada uno de ellos siguiendo la fórmula del inventario perpetuo. 

			Davies y Shorrocks (2000) utilizan un enfoque microeconómico para medir la magnitud de la riqueza y determinar su distribución basada en la información que se puede obtener de individuos y hogares, y se documentan fuentes de datos diferentes. El primer tipo de información se obtiene de las encuestas de hogares en las que se registran las tenencias de activos y deuda. Sin embargo, se hace menos confiable debido a los errores de muestreo o de reporte (algunos hogares no están capacitados, rechazan responder, subreportan la propiedad de ciertos activos o subvalúan los mismos). La segunda es la data impositiva sobre riqueza y patrimonio que se deriva de los registros de impuesto a la riqueza o que se obtiene de la construcción de multiplicadores relacionados con el impuesto al patrimonio. Algunos de los problemas de la información de impuestos a la riqueza es que puede dejar de considerar algún tipo de acervo de riqueza (por ejemplo, bienes de consumo duraderos) o brindar información subvaluada de algunos activos. Asimismo, la información del impuesto a la propiedad puede estar subestimada porque no incluye a la población con propiedades por debajo del umbral de cobro de impuestos o bien omite la porción de la riqueza que se acoge a exoneraciones.5

			La riqueza medida utilizando los datos sobre ingreso de capital se construye mediante el método de capitalización del ingreso (Giffen, 1913). Si se cuenta con información del impuesto a la renta, se puede dividir la información del ingreso por inversión sobre la participación del impuesto por ganancias del capital correspondiente. Finalmente, se pueden utilizar estadísticas publicadas sobre las tenencias de riqueza o activos de ciertos individuos o familias (información que se puede encontrar en bases de datos como las de Forbes o Fortune).

			Davies et al. (2010) construyen hojas de balance con información de la riqueza financiera y no financiera para los hogares con un enfoque macroeconómico. Su trabajo abarcó 19 países, en su mayoría de altos ingresos y otros clasificados como de ingresos medios altos. Para incluir estadísticas de regiones como Asia, África y América Latina y el Caribe se complementó con la construcción de tablas con datos que aparecen en las encuestas de hogares. Estos autores encuentran que la mayor riqueza de estos países está conformada por activos no financieros. Al tiempo que sostienen que activos como terrenos y granjas son más comunes en los países menos desarrollados, mientras que los activos financieros son más importantes en los países ricos. En economías en vías de desarrollo, los activos financieros son principalmente cuentas de ahorro, mientras que en los países más ricos son las tenencias de acciones. 

			Roine y Waldenström (2015) discuten el concepto de riqueza a partir de la revisión de literatura empírica que incluye la construcción de series de largo plazo. El concepto de riqueza neta consiste en la suma de los valores de los activos reales y financieros menos la deuda. El primer tipo incluye propiedades, terrenos, bienes de consumo duradero y algunos bienes de lujo. Los activos financieros incluyen efectivo, depósitos bancarios, cuentas de seguro, depósitos de pensiones, acciones, bonos y otro tipo de tenencias bursátiles. Las deudas aglomeran la suma de hipotecas y créditos al consumo, la inversión y la educación. Al valorizarse a precios de mercado, el valor de la riqueza neta se hace muy sensible a las fluctuaciones cotidianas. Las mediciones no incluyen las cuentas de pensiones ni los valores de los bienes de consumo durable por problemas de reporte o por dificultades de valorización. Los resultados para diferentes países europeos y Estados Unidos cubren el periodo 1740-2011. 

			Saez y Zucman (2016) reconstruyen la riqueza total de los hogares en Estados Unidos en dos pasos: el periodo posterior a 1945 según las hojas de balance de hogares tomada de las cuentas financieras de Estados Unidos y el periodo de 1913-1945 a partir de distintos trabajos de reconstrucción basados en dichas cuentas. Tras obtener dicho agregado se identifica la distribución del ingreso por capital a partir de los registros de impuestos de individuos obtenidos de fuentes oficiales o de distintas investigaciones. Por su parte, Alvaredo et al. (2019) presentan resultados de medición de la riqueza y su distribución para economías como Estados Unidos, Francia, España, Reino Unido utilizando una combinación de encuestas de riqueza de los hogares, impuestos sobre ingreso que utilizan el método de capitalización del ingreso y datos de impuestos a las herencias que emplean también un multiplicador de herencia. Asimismo, se tienen estimados para Alemania y Suecia, entre otras economías, que se comentan en Piketty (2019). En tanto, De Rosa (2019) utilizando las metodologías anteriores acaba de presentar resultados agregados para Uruguay.

			

			Metodologías y fuentes de información

			

			La información para este estudio proviene sobre todo de cuatro fuentes: Banco Mundial, Credit Suisse, Forbes y Knight Frank. La primera fuente registra información relativa al valor de la riqueza e información macroeconómica diversa. Para el Banco Mundial (2018a), el capital productivo se entiende como los activos fabricados o construidos, como maquinaria, equipos y estructuras físicas, incluyendo el valor del suelo urbano.6 La estimación del acervo de capital se realiza a través del método del inventario perpetuo adoptado por la mayoría de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Este organismo internacional aprovecha la información de la base de datos de Penn World Table 9,0 que utilizan esta metodología para estimar el stock de capital en 172 países desde 1970 hasta 2014. 

			Credit Suisse define la riqueza como el patrimonio neto que es el valor comercial de los activos financieros más los activos no financieros menos deudas. Los activos financieros consisten en efectivo, depósitos bancarios y acciones. Uno de los inconvenientes para calcular la riqueza, es que ningún país tiene una única fuente completa de información sobre la riqueza personal. Por ejemplo, los países de ingresos medios y bajos tienen poca data. La metodología es esencialmente un enfoque de abajo hacia arriba, comienza estableciendo el nivel promedio de riqueza en los diferentes países en los que se incluye el patrón de tenencia de riqueza derivado de las encuestas de hogares y otras fuentes.7 Por los problemas de subestimación se requieren de ajustes para construir estimaciones del número de individuos ricos y del tamaño de sus tenencias. La cola superior de la distribución de la riqueza suele ser aproximada mediante la distribución de Pareto.8 Además, para determinar la forma precisa de la cola de la riqueza superior se utiliza la lista proporcionada por Forbes. 

			Por otra parte, Knight Frank es más escueto. Al igual que la fuente anterior, incluye los activos financieros y no financieros menos deuda. Asimismo, su principal fuente de información es directa, ya que se basa en las respuestas de casi 900 de los principales banqueros privados y asesores de riqueza del mundo, que representan a más de 10 000 clientes con una riqueza combinada de alrededor de US$2 billones. New World Wealth9 le proporciona la distribución de riqueza, muestra su crecimiento histórico y previsto en cinco rangos a nivel regional, nacional y de principales ciudades.

			

			3. Mediciones absolutas

			

			Se presentan diversas estimaciones de la riqueza elaboradas tanto por el Banco Mundial como por Credit Suisse. Los resultados son diferentes en razón a las metodologías consideradas y a los diversos periodos bajo análisis de cada fuente: 2005 y 2014 en un caso y 2010, 2012 y 2016 en otro. En el cuadro 1 se muestra también el PIB de 2014 y la relación capital-producto obtenido como cociente de la riqueza productiva de ambas fuentes estadísticas entre el producto.

			De acuerdo a la información del Banco Mundial para 2014 la economía con mayores niveles de riqueza era Brasil, seguida de México y Argentina. A nivel intermedio se ubicó Venezuela, Colombia, Chile y Perú; mientras el resto de economías tuvo un valor de riqueza más pequeño asociado a su menor importancia. Por otra parte, debe anotarse que las estimaciones del Credit Suisse se encontrarían en todos los casos por debajo de las realizadas por el Banco Mundial con menores diferencias en los casos Chile, Costa Rica, El Salvador y Perú. Las razones para explicar estas diferencias pueden ser diversas.

			

			Cuadro 1. Estimaciones de la riqueza en diferentes economías de América Latina (US$ millones)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Economías

						
							
							Banco Mundial

						
							
							

						
							
							Credit Suisse

						
					

					
							
							

						
							
							2005

						
							
							2014

						
							
							PIB 2014

						
							
							Capital/PIB 

						
							
							

						
							
							2010

						
							
							2012

						
							
							2016

						
					

				
				
					
							
							Argentina

						
							
							 419 050

						
							
							1 627 611

						
							
							 526 320

						
							
							3.09

						
							
							

						
							
							 469 645

						
							
							 491 567

						
							
							 467 354

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							 18 364

						
							
							 69 983

						
							
							 32 996

						
							
							2.12

						
							
							

						
							
							 17 313

						
							
							 24 315

						
							
							 34 222

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							2 111 968

						
							
							6 608 300

						
							
							2 455 994

						
							
							2.69

						
							
							

						
							
							3 263 519

						
							
							3 280 533

						
							
							2 537 416

						
					

					
							
							Chile

						
							
							 313 974

						
							
							 801 024

						
							
							 260 584

						
							
							3.07

						
							
							

						
							
							 297 244

						
							
							 541 646

						
							
							 602 173

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							 320 329

						
							
							1 331 325

						
							
							 378 196

						
							
							3.52

						
							
							

						
							
							 514 952

						
							
							 748 085

						
							
							 609 333

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							 46 401

						
							
							 117 422

						
							
							 50 578

						
							
							2.32

						
							
							

						
							
							 58 787

						
							
							 82 684

						
							
							 105 032

						
					

					
							
							República Dominicana

						
							
							 76 145

						
							
							 226 933

						
							
							 66 065

						
							
							3.43

						
							
							

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							 100 549

						
							
							 325 517

						
							
							 101 726

						
							
							3.20

						
							
							

						
							
							 100 013

						
							
							 98 746

						
							
							 125 904

						
					

					
							
							El Salvador

						
							
							 35 788

						
							
							 62 396

						
							
							 22 586

						
							
							2.76

						
							
							

						
							
							 37 719

						
							
							 41 801

						
							
							 55 266

						
					

					
							
							Guatemala

						
							
							 67 657

						
							
							 153 028

						
							
							 58 722

						
							
							2.61

						
							
							

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
					

					
							
							Honduras

						
							
							 29 828

						
							
							 67 093

						
							
							 19 756

						
							
							3.40

						
							
							

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
							
							n.d.

						
					

					
							
							México

						
							
							2 197 860

						
							
							5 005 152

						
							
							1 314 385

						
							
							3.81

						
							
							

						
							
							1 759 846

						
							
							2 150 610

						
							
							1 621 280

						
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							 16 102

						
							
							 54 576

						
							
							 11 880

						
							
							4.59

						
							
							

						
							
							 9 079

						
							
							 11 435

						
							
							 12 408

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							 37 718

						
							
							 117 488

						
							
							 49 921

						
							
							2.35

						
							
							

						
							
							 36 132

						
							
							 49 776

						
							
							 57 141

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							n.d.

						
							
							 77 765

						
							
							 30 881

						
							
							2.52

						
							
							

						
							
							 26 238

						
							
							 37 056

						
							
							 42 277

						
					

					
							
							Perú

						
							
							 200 253

						
							
							 604 658

						
							
							 201 081

						
							
							3.01

						
							
							

						
							
							 262 990

						
							
							 325 345

						
							
							 520 450

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							 32 208

						
							
							 219 700

						
							
							 57 236

						
							
							3.84

						
							
							

						
							
							 89 003

						
							
							 107 157

						
							
							 89 685

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							 421 591

						
							
							2 153 203

						
							
							 482 359

						
							
							4.46

						
							
							

						
							
							 279 089

						
							
							 184 576

						
							
							 84 416

						
					

					
							
							América Latina 

						
							
							6 445 784

						
							
							19 623 174

						
							
							6 121 267

						
							
							3.21

						
							
							

						
							
							7 221 569

						
							
							8 175 334

						
							
							6 964 358

						
					

				
			

			

			Notas: n.d.: no determinado.

			Fuente: elaboración propia con base en Banco Mundial (2011 y 2018a) y Credit Suisse (2011, 2013 y 2017).

			

			

			4. Distribución de la riqueza




Billionarios latinoamericanos

			

			El número de billionarios10 de América Latina ha crecido a lo largo del tiempo. En el cuadro 2 se observa la información de Forbes para algunos años seleccionados. Entre 2009 y 2016 pasó de 36 a 87 latinoamericanos con una riqueza igual o superior al monto señalado. La economía con el mayor número fue Brasil, seguido por México, Chile, Argentina, Perú, Colombia y Venezuela. El resto de economías de la región no tienen billonarios. Debe notarse que entre 2014 y 2016 se redujo el número de billonarios en Brasil y México debido a la mayor depreciación de la moneda local. En términos absolutos, la mayor riqueza de los superricos está en Brasil con US$172 100 millones, seguido por México con US$116 700 millones y Chile con US$41 400 millones; en menor medida en Venezuela con US$5 100 millones y Perú con US$8 400 millones. En Argentina estos patrimonios netos suman US$12 400 millones.

			Los 87 billonarios de la región en 2016 tienen un patrimonio neto de US$373 200 millones superior al PIB nominal de Venezuela, Colombia o Perú. En términos relativos, los superricos de Chile tienen un patrimonio neto equivalente a 16.6% del PIB chileno, seguidos por los mexicanos con un monto equivalente a 10.9% del PIB del país y después de los brasileños con 9.6% del PIB nacional. Todos los billonarios de la región tienen patrimonios netos equivalentes a 8.3% del PIB regional. Cuando estos patrimonios netos se expresan respecto de la riqueza productiva reportada por el Banco Mundial para 2014, los billonarios de la región tienen 2.1% de la riqueza productiva total, con un mayor valor en Chile (5.2%), Brasil (2.6%) y México (2.3%). 

			La importancia de los billionarios tanto a nivel mundial como América Latina se muestra en la gráfica 1, en la que se presenta la participación porcentual de la riqueza de los billonarios del mundo entre el PIB mundial y de la riqueza de los billonarios de los países de la región América Latina entre su respectivo PIB para el periodo 1999-2016. Ambos cocientes permitirían evaluar la tendencia en la concentración de la riqueza en manos de los superricos en los dos ámbitos analizados.

			La tendencia en la participación de los billionarios del mundo sigue la línea de lo planteado por Milanovic [2017 (2016)] en que esta tendencia es creciente en el tiempo. En 1999 representaban poco menos de 4.3% del PIB mundial, mientras que en 2016 su participación era ligeramente superior a 10.1% del PIB anual. Esta misma tendencia se observa en el caso de los billonarios de la región. En 1999 tenían una participación equivalente a 3.5% del PIB, para mostrar en 2016 una cuota de 8.3% del PIB. En lo que va del siglo XXI se muestra un proceso claro de mayor concentración de la riqueza en manos de los más ricos del mundo. 

			

Cuadro 2. Billonarios de América Latina según Forbes 2009-2016 (número y US$ millones)











	País


	Número por años


	Sectores en los que participan

2016


	Total riqueza 2016




	


	2009


	2013


	2014


	2016


	US$

millones


	% PIB

anual


	% capital

productivo 2014




	Argentina


	1


	4


	5


	7


	Gas y petróleo, aeropuertos, banca, inmobiliarias, bienes raíces, comercio electrónico, farmacéutica.


	12 400


	2.23


	0.76




	Brasil


	18


	36


	54


	43


	Bebidas, medios de comunicación, retail, banca, construcción, minería, seguros, cosméticos, medicamentos genéricos, petroquímicas, hoteles, hospitales, industria de papel, azúcar-etanol.


	172 100


	9.59


	2.60




	Chile


	4


	5


	12


	12


	Minería, retail, papelería, finanzas, banca, minería, fertilizantes, madera.


	41 400


	16.56


	5.17




	Colombia


	2


	3


	3


	3


	Banca, bebidas.


	17 100


	6.11


	1.28




	México


	9


	11


	16


	15


	Telecomunicaciones, minería, bebidas, retail, químicos, banca, acero, peaje, medios de comunicación.


	116 700


	10.84


	2.33




	Perú


	0


	2


	6


	5


	Finanzas, lácteos, minería, cosméticos.


	8 400


	4.38


	1.39




	Venezuela


	2


	2


	3


	2


	Banca, medios de comunicación.


	5 100


	1.35


	0.24




	América Latina


	36


	63


	99


	87


	


	373 200


	8.25


	2.06









Fuente: elaboración propia con base en Forbes (2010-2017) y Banco Mundial (2018a y 2018b).





Cuadro 3. Distribución de la riqueza en principales economías latinoamericanas 2012 y 2016 (número de adultos)














	Rango por miles US$


	Argentina


	


	Brasil


	


	Chile


	


	Colombia




	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016




	> 1 000 000


	3


	5


	


	32


	47


	


	4


	13


	


	2


	2




	500 000 - 1 000 000


	5


	6


	


	46


	60


	


	6


	17


	


	4


	4




	100 000 - 500 000


	61


	72


	


	541


	619


	


	81


	176


	


	59


	51




	50 000 - 100 000


	103


	116


	


	887


	928


	


	139


	267


	


	110


	91




	10 000 - 50 000


	1 243


	1 261


	


	10 346


	9 506


	


	1 736


	2 711


	


	1 561


	1 152




	5 000 - 10 000


	2 086


	2 142


	


	16 961


	14 350


	


	2 982


	4 279


	


	2 924


	2 099




	1 000 - 5 000


	25 145


	24 436


	


	197 844


	146 985


	


	37 226


	43 789


	


	41 477


	28 387




	> 1 000


	27 884


	29 206


	


	266 710


	140 507


	


	36 765


	51 752


	


	59 694


	31 986




	100 - 1 000


	557 680


	496 502


	


	4 134 005


	2 529 126


	


	857 850


	750 404


	


	1 164 033


	735 678




	10-100


	7 946 940


	8 206 886


	


	42 540 245


	35 407 764


	


	6 188 775


	6 093 798


	


	10 177 827


	11 035 170




	< 10


	19 351 496


	20 502 612


	


	86 414 040


	102 429 603


	


	5 159 355


	6 029 108


	


	18 445 446


	20 183 166




	Total


	27 884 000


	29 206 000


	


	133 355 000


	140 507 000


	


	12 255 000


	12 938 000


	


	29 847 000


	31 986 000



















	Rango por miles US$


	México


	


	Perú


	


	Total




	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016




	> 1 000 000


	8


	14


	


	2


	10


	


	51


	91




	500 000 - 1 000 000


	15


	20


	


	3


	13


	


	79


	120




	100 000 - 500 000


	203


	232


	


	33


	133


	


	978


	1 283




	50 000 - 100 000


	371


	381


	


	57


	202


	


	1 667


	1 985




	10 000 - 50 000


	5 061


	4 437


	


	722


	2 018


	


	20 669


	21 085




	5 000 - 10 000


	9 234


	7 376


	


	1 252


	3 266


	


	35 439


	33 512




	1 000 - 5 000


	125 976


	86 515


	


	15 817


	33 256


	


	443 485


	363 368




	> 1 000


	143 998


	76 747


	


	18 496


	39 590


	


	553 547


	369 788




	100 - 1 000


	3 311 954


	1 841 928


	


	369 920


	574 055


	


	10 395 442


	6 927 693




	10-100


	28 799 600


	26 938 197


	


	5 511 808


	7 264 765


	


	101 165 195


	94 946 580




	< 10


	39 743 448


	47 890 128


	


	12 577 280


	11 896 795


	


	181 691 065


	208 931 412




	Total


	71 999 000


	76 747 000


	


	18 496 000


	19 795 000


	


	294 307 617


	311 596 917









Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2012 y 2016).






Cuadro 4. Distribución de la riqueza en principales economías latinoamericanas 2012 y 2016 (número de adultos)

















	


	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016


	


	2012


	2016




	Rango por miles US$


	Argentina


	


	Bolivia


	


	Brasil


	


	Chile


	


	Colombia




	> 1 000


	27 884


	29 206


	


	n.d.


	n.d.


	


	266 710


	140 507


	


	36 765


	51 752


	


	59 694


	31 986




	100 - 1 000


	557 680


	496 502


	


	16 956


	30 875


	


	4 134 005


	2 529 126


	


	857 850


	750 404


	


	1 164 033


	735 678




	10-100


	7 946 940


	8 206 886


	


	531 288


	561 925


	


	42 540 245


	35 407 764


	


	6 188 775


	6 093 798


	


	10 177 827


	11 035 170




	< 10


	19 351 496


	20 502 612


	


	5 103 756


	5 582 200


	


	86 414 040


	102 429 603


	


	5 159 355


	6 029 108


	


	18 445 446


	20 183 166




	Total


	27 884 000


	29 206 000


	


	5 652 000


	6 175 000


	


	133 355 000


	140 507 000


	


	12 255 000


	12 938 000


	


	29 847 000


	31 986 000




	Rango por miles US$


	Ecuador


	


	El Salvador


	


	México


	


	Nicaragua


	


	Paraguay




	> 1 000


	n.d.


	9 170


	


	n.d.


	3 919


	


	143 998


	76 747


	


	n.d.


	n.d.


	


	n.d.


	4 155




	100 - 1 000


	111 124


	146 720


	


	44 040


	62 704


	


	3 311 954


	1 841 928


	


	3 329


	10 974


	


	41 932


	45 705




	10-100


	2 307 960


	2 503 410


	


	994 570


	1 226 647


	


	28 799 600


	26 938 197


	


	243 017


	175 584


	


	911 068


	768 675




	< 10


	6 128 916


	6 510 700


	


	2 631 390


	2 625 730


	


	39 743 448


	47 890 128


	


	3 079 325


	3 471 442


	


	2 859 000


	3 340 620




	Total


	8 548 000


	9 170 000


	


	3 670 000


	3 919 000


	


	71 999 000


	76 747 000


	


	3 329 000


	3 658 000


	


	3 812 000


	4 155 000




	Rango por miles US$


	Perú


	


	Uruguay


	


	Venezuela


	


	Total


	


	


	




	> 1 000


	18 496


	39 590


	


	4 764


	4 894


	


	18 584


	n.d.


	


	576 895


	391 926


	


	


	




	100 - 1 000


	369 920


	574 055


	


	245 346


	149 267


	


	167 256


	59 997


	


	11 025 425


	7 433 935


	


	


	




	10-100


	5 511 808


	7 264 765


	


	1 169 562


	1 287 122


	


	3 122 112


	879 956


	


	110 444 772


	102 349 899


	


	


	




	< 10


	12 577 280


	11 896 795


	


	964 710


	1 003 270


	


	15 276 048


	19 059 047


	


	217 734 210


	250 524 421


	


	


	




	Total


	18 496 000


	19 795 000


	


	2 382 000


	2 447 000


	


	18 584 000


	19 999 000


	


	339 781 302


	360 700 181


	


	


	









Notas: n.d.: no disponible.

Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2012 y 2016).






			Gráfica 1. Tendencia de la participación de los ingresos de los billonarios de América Latina y el mundo respecto del PIB (%)

			[image: 1444.png]

			

			Fuente: elaboración propia con base en Forbes (2010-2017) y Banco Mundial (2018a y 2018b).





			Concentración por estratos




			En los cuadros 3 y 4 se presenta la estructura de distribución de la riqueza de las diferentes economías de la región; la diferencia reside en que en el primer cuadro se detallan 10 rangos para 6 economías de la región, mientras que en el segundo, sólo se distingue entre quienes tienen más de US$1 millón y los rangos inferiores para 13 economías de la región. Esta fuente de información no muestra mayores detalles de los que aquí se presentan. En términos absolutos, las economías con mayor número de millonarios son Brasil, México, Chile, Perú, Colombia y Argentina.

			Las personas que cuentan con una riqueza superior a US$100 millones han pasado de 1 108 personas en 2012 a 1 494 personas en 2016 con una tasa superior a 7.8% anual, mayor al crecimiento del PIB regional de 0.8% anual. Aún entre los que cuentan con un patrimonio neto entre US$50 y 100 millones pasaron a ser 1 985 personas en 2016 respecto de 1 667 personas en 2012 con una tasa de crecimiento promedio anual de 4.5%. Sin embargo, la situación del conjunto de economías analizadas es estacionaria entre los que tienen US$5 y 50 millones; mientras que el número de millonarios entre US$1 y 5 millones se ha reducido en Argentina, Brasil, Colombia y México por el menor valor de mercado de sus patrimonios netos. Sólo en Chile y Perú se observa un crecimiento significativo del número de millonarios en el rango entre US$1 y 5 millones. 

			Tanto en los cuadros 3 y 4 con 6 y 13 economías, respectivamente, queda claro que el número de adultos con patrimonios netos entre US$10 000 y 1 millón se ha reducido para los dos conjuntos de economías seleccionadas con lo que se vislumbraría una caída en los patrimonios netos de las clases medias y medias y medias-altas. Por el contrario, el número de adultos con un patrimonio neto menor a US$10 000 se ha incrementado significativamente en toda la región. Las únicas economías donde se ha incrementado el número de adultos con patrimonio neto entre US$100 000 y 1 millón son Bolivia, Ecuador, El Salvador, Nicaragua, Paraguay y Perú. Asimismo, en el periodo bajo análisis se ha elevado el número de adultos con un patrimonio neto entre US$10 000 y 100 000 en Argentina, Bolivia, Colombia, Ecuador, El Salvador, Perú y Uruguay.

			En tanto, en el cuadro 5 se muestra la proporción de la riqueza en manos de la población más rica de cuatro economías de América Latina: Brasil, Chile, Colombia y México y los grandes grupos regionales. Se detalla la participación en la riqueza total del 10, 5 y 1% de la población más rica. La data es de Credit Suisse para 2015 y 2016. No hay información para otras economías de la región ni otros periodos de tiempo previos. Al respecto, se aprecia una mayor concentración en Brasil y Chile, seguida de México y Colombia. En el promedio regional el 1% más rico tiene 42% de la riqueza y el 10% superior tienen 71.2% de la riqueza total. Con estos resultados América Latina se ubica a un nivel intermedio respecto a la concentración de la riqueza por encima de Europa, Asia Pacífico y ligeramente por arriba de América del Norte. Sin embargo, América Latina tiene una menor concentración en el percentil más rico que India, África y China.11 

			La información proporcionada por Knight Frank comprende sólo 10 economías, 3 rangos y 1 año similar al de Credit Suisse (véase cuadro 6). No obstante, se observan tendencias comunes. En primer lugar, el número personas con un patrimonio neto mayor a US$100 millones se eleva significativamente entre 2005 y 2016 al pasar de 588 a 1 006 personas. En segundo lugar, este fenómeno también se presenta entre los que tienen US$30 millones y 100 millones y en menor medida entre las personas que poseen un patrimonio neto entre US$10 millones y 30 millones. En tercer lugar, el número de personas con un patrimonio neto mayor a US$1 millón pero menor a 10 millones aumentó respecto del año base 2005. Sin embargo, en Brasil, Colombia, México y Venezuela se redujeron los valores totales de los patrimonios netos entre 2015 y 2016. 

			En el cuadro 7 se presenta la participación de los millonarios respecto del total de la población de las respectivas economías para 2016 (en porcentajes). La primera columna relativa a los que tienen un patrimonio neto mayor a US$1 millón incorpora a los dos tramos superiores que se presentan en el cuadro. Se tienen coincidencias entre las dos fuentes de información, pero también algunas diferencias. En todo caso Chile es el que tiene el mayor porcentaje de millonarios en todas las categorías respecto del total de la población, le siguen Perú, Brasil, Argentina y Colombia de acuerdo a la data de Credit Suisse. Sin embargo, cuando se utiliza la información de Knight Frank la lista la encabeza México, seguido por Chile, Argentina y Brasil. Por otra parte, las mayores diferencias en las fuentes estadísticas Credit Suisse y Knight Frank se producen en el caso de Perú. En el caso de los que tienen patrimonios netos entre US$1 y 100 millones la lista liderada por Chile seguido por Brasil y México. De igual forma, el mayor porcentaje de la población que tiene más de US$100 millones se ubica en Chile, seguido de Perú y Brasil con Credit Suisse. Igualmente, en el caso de Knight Frank, Chile se ubica primero, seguido por México y Brasil. 




			Cuadro 5. Riqueza del decil y percentil más rico en economías y regiones predeterminadas 2015-2016 (%)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Economía

						
							
							2015

						
							
							

						
							
							2016

						
					

					
							
							

						
							
							10%

						
							
							5%

						
							
							1%

						
							
							

						
							
							10%

						
							
							5%

						
							
							1%

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							75.4

						
							
							66.1

						
							
							48.0

						
							
							

						
							
							74.2

						
							
							65.2

						
							
							47.9

						
					

					
							
							Chile

						
							
							70.3

						
							
							61.1

						
							
							43.2

						
							
							

						
							
							71.4

						
							
							61.8

						
							
							43.5

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							66.8

						
							
							54.8

						
							
							34.0

						
							
							

						
							
							63.9

						
							
							52.3

						
							
							32.6

						
					

					
							
							México

						
							
							66.0

						
							
							55.2

						
							
							36.0

						
							
							

						
							
							67.1

						
							
							56.8

						
							
							38.2

						
					

					
							
							Región

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
							
							

						
					

					
							
							África

						
							
							78.6

						
							
							68.4

						
							
							47.2

						
							
							

						
							
							82.6

						
							
							72.8

						
							
							51.3

						
					

					
							
							Asia Pacífico

						
							
							84.7

						
							
							70.8

						
							
							41.2

						
							
							

						
							
							86.3

						
							
							71.1

						
							
							40.4

						
					

					
							
							China

						
							
							65.7

						
							
							56.4

						
							
							39.4

						
							
							

						
							
							73.2

						
							
							63.2

						
							
							43.8

						
					

					
							
							Europa

						
							
							70.0

						
							
							55.8

						
							
							32.2

						
							
							

						
							
							71.1

						
							
							56.7

						
							
							32.7

						
					

					
							
							India

						
							
							76.3

						
							
							68.6

						
							
							53.0

						
							
							

						
							
							80.7

						
							
							73.4

						
							
							58.4

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							72.0

						
							
							61.8

						
							
							42.7

						
							
							

						
							
							71.2

						
							
							61.0

						
							
							42.0

						
					

					
							
							América del Norte

						
							
							74.3

						
							
							61.8

						
							
							36.7

						
							
							

						
							
							76.0

						
							
							64.8

						
							
							41.0

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2015 y 2016).

			

			Cuadro 6. Distribución de la riqueza en principales economías latinoamericanas 

			2005, 2015 y 2016 (número de personas)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Entre US$1-10 millones

						
							
							

						
							
							Entre US$10-30 millones

						
							
							

						
							
							Entre US$30-100 millones

						
					

					
							
							

						
							
							2005

						
							
							2015

						
							
							2016

						
							
							

						
							
							2005

						
							
							2015

						
							
							2016

						
							
							

						
							
							2005

						
							
							2015

						
							
							2016

						
					

				
				
					
							
							Argentina

						
							
							 21 200

						
							
							 33 500

						
							
							 36 900

						
							
							

						
							
							 920

						
							
							 1 450

						
							
							 1 540

						
							
							

						
							
							 310

						
							
							 500

						
							
							 550

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							 101 500

						
							
							 180 000

						
							
							 154 800

						
							
							

						
							
							 5 280

						
							
							 5 200

						
							
							 4 470

						
							
							

						
							
							 2 004

						
							
							 2 400

						
							
							 2 060

						
					

					
							
							Chile

						
							
							 9 100

						
							
							 21 200

						
							
							 22 500

						
							
							

						
							
							 490

						
							
							 1 100

						
							
							 1 170

						
							
							

						
							
							 177

						
							
							 320

						
							
							 340

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							 25 000

						
							
							 28 200

						
							
							 29 600

						
							
							

						
							
							 940

						
							
							 1 300

						
							
							 1 370

						
							
							

						
							
							 287

						
							
							 450

						
							
							 470

						
					

					
							
							México

						
							
							 128 800

						
							
							 170 000

						
							
							 173 400

						
							
							

						
							
							 5 160

						
							
							 4 800

						
							
							 4 900

						
							
							

						
							
							 1 729

						
							
							 1 900

						
							
							 1 940

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							 1 300

						
							
							 3 500

						
							
							 3 700

						
							
							

						
							
							 50

						
							
							 150

						
							
							 160

						
							
							

						
							
							 20

						
							
							 60

						
							
							 60

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							 700

						
							
							 2 100

						
							
							 2 200

						
							
							

						
							
							 30

						
							
							 90

						
							
							 90

						
							
							

						
							
							 10

						
							
							 30

						
							
							 30

						
					

					
							
							Perú

						
							
							 6 100

						
							
							 16 500

						
							
							 17 500

						
							
							

						
							
							 310

						
							
							 830

						
							
							 880

						
							
							

						
							
							 110

						
							
							 280

						
							
							 300

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							 1 600

						
							
							 4 600

						
							
							 4 800

						
							
							

						
							
							 70

						
							
							 200

						
							
							 210

						
							
							

						
							
							 25

						
							
							 70

						
							
							 70

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							 1 700

						
							
							 10 500

						
							
							 6 700

						
							
							

						
							
							 70

						
							
							 410

						
							
							 260

						
							
							

						
							
							 26

						
							
							 130

						
							
							 80

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							 297 000

						
							
							 470 100

						
							
							 452 100

						
							
							

						
							
							 13 320

						
							
							 15 530

						
							
							 15 050

						
							
							

						
							
							 4 698

						
							
							 6 140

						
							
							 5 900

						
					

				
			

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							País

						
							
							Entre US$100-1 000 millones

						
							
							

						
							
							Más de US$1 000 millones

						
					

					
							
							

						
							
							2005

						
							
							2015

						
							
							2016

						
							
							

						
							
							2005

						
							
							2015

						
							
							2016

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							35

						
							
							56

						
							
							62

						
							
							

						
							
							3

						
							
							5

						
							
							6

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							243

						
							
							479

						
							
							407

						
							
							

						
							
							22

						
							
							40

						
							
							34

						
					

					
							
							Chile

						
							
							21

						
							
							48

						
							
							51

						
							
							

						
							
							3

						
							
							8

						
							
							6

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							31

						
							
							50

						
							
							53

						
							
							

						
							
							2

						
							
							3

						
							
							3

						
					

					
							
							México

						
							
							191

						
							
							279

						
							
							285

						
							
							

						
							
							12

						
							
							18

						
							
							18

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							2

						
							
							6

						
							
							6

						
							
							

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							1

						
							
							4

						
							
							4

						
							
							

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
					

					
							
							Perú

						
							
							13

						
							
							35

						
							
							37

						
							
							

						
							
							2

						
							
							5

						
							
							5

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							3

						
							
							8

						
							
							8

						
							
							

						
							
							0

						
							
							0

						
							
							0

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							3

						
							
							30

						
							
							19

						
							
							

						
							
							1

						
							
							3

						
							
							2

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							543

						
							
							995

						
							
							932

						
							
							

						
							
							45

						
							
							82

						
							
							74

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Knight Frank (2014-2017).

			

			Cuadro 7. Participación de los ricos en el total de la población 2016 (%)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Economías

						
							
							Más de US$1 millón

						
							
							

						
							
							US$1-100 millones

						
							
							

						
							
							Más de US$100 millones

						
					

					
							
							

						
							
							Credit Suisse

						
							
							Knight Frank

						
							
							

						
							
							Credit Suisse

						
							
							Knight Frank

						
							
							

						
							
							Credit Suisse

						
							
							Knight Frank

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							0.06

						
							
							0.08

						
							
							

						
							
							0.06

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000189

						
							
							0.000141

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							0.08

						
							
							0.07

						
							
							

						
							
							0.08

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000350

						
							
							0.000196

						
					

					
							
							Chile

						
							
							0.29

						
							
							0.13

						
							
							

						
							
							0.29

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.001150

						
							
							0.000285

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							0.07

						
							
							0.06

						
							
							

						
							
							0.07

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000117

						
							
							0.000109

						
					

					
							
							México

						
							
							0.08

						
							
							0.14

						
							
							

						
							
							0.08

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000209

						
							
							0.000223

						
					

					
							
							Perú

						
							
							0.12

						
							
							0.06

						
							
							

						
							
							0.12

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000491

						
							
							0.000116

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							0.09

						
							
							0.09

						
							
							

						
							
							0.09

						
							
							n.d

						
							
							

						
							
							0.000313

						
							
							0.000187

						
					

				
			

			

			Notas: n.d.: no disponible.

			Fuente: elaboración propia con base en Knight Frank (2017), Credit Suisse (2016) y Banco Mundial (2018b).

			


En el cuadro 8 se presenta la concentración de la riqueza de las principales economías de América Latina. Se muestra el coeficiente Gini calculado por Credit Suisse para cada economía en particular, mientras que el regional se recalcula de acuerdo a un promedio ponderado del PIB de paridad de poder adquisitivo para el periodo 2010-2016 en US$ constantes con base 2011 reportados por el Banco Mundial. En el caso de Venezuela los años 2015 y 2016 se ajustaron por la caída en el producto real de 2015 y 2016 del Fondo Monetario Internacional (FMI).

			

			Cuadro 8. Concentración de riqueza en principales economías de América Latina 2010-2016 (Gini)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 País

						
							
							2010

						
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
							
							2014

						
							
							2015

						
							
							2016

						
					

					
							
							Argentina

						
							
							0.747

						
							
							0.768

						
							
							0.782

						
							
							0.796

						
							
							0.809

						
							
							0.818

						
							
							0.787

						
					

					
							
							Bolivia

						
							
							0.773

						
							
							0.756

						
							
							0.745

						
							
							0.744

						
							
							0.745

						
							
							0.713

						
							
							0.779

						
					

					
							
							Brasil

						
							
							0.796

						
							
							0.795

						
							
							0.812

						
							
							0.821

						
							
							0.823

						
							
							0.830

						
							
							0.829

						
					

					
							
							Chile

						
							
							0.647

						
							
							0.782

						
							
							0.774

						
							
							0.814

						
							
							0.789

						
							
							0.795

						
							
							0.805

						
					

					
							
							Colombia

						
							
							0.795

						
							
							0.792

						
							
							0.788

						
							
							0.797

						
							
							0.768

						
							
							0.769

						
							
							0.762

						
					

					
							
							Costa Rica

						
							
							0.767

						
							
							0.721

						
							
							0.723

						
							
							0.722

						
							
							0.767

						
							
							0.814

						
							
							0.734

						
					

					
							
							Ecuador

						
							
							0.768

						
							
							0.744

						
							
							0.715

						
							
							0.714

						
							
							0.752

						
							
							0.738

						
							
							0.756

						
					

					
							
							El Salvador

						
							
							0.733

						
							
							0.710

						
							
							0.711

						
							
							0.710

						
							
							0.726

						
							
							0.707

						
							
							0.726

						
					

					
							
							México

						
							
							0.780

						
							
							0.774

						
							
							0.780

						
							
							0.780

						
							
							0.759

						
							
							0.759

						
							
							0.779

						
					

					
							
							Nicaragua

						
							
							0.752

						
							
							0.735

						
							
							0.730

						
							
							0.730

						
							
							0.714

						
							
							0.672

						
							
							0.767

						
					

					
							
							Panamá

						
							
							0.795

						
							
							0.743

						
							
							0.727

						
							
							0.727

						
							
							0.783

						
							
							0.802

						
							
							0.766

						
					

					
							
							Paraguay

						
							
							0.756

						
							
							0.738

						
							
							0.728

						
							
							0.728

						
							
							0.756

						
							
							0.729

						
							
							0.774

						
					

					
							
							Perú

						
							
							0.752

						
							
							0.725

						
							
							0.774

						
							
							0.708

						
							
							0.817

						
							
							0.803

						
							
							0.807

						
					

					
							
							Uruguay

						
							
							0.810

						
							
							0.710

						
							
							0.698

						
							
							0.698

						
							
							0.777

						
							
							0.825

						
							
							0.699

						
					

					
							
							Venezuela

						
							
							0.720

						
							
							0.806

						
							
							0.796

						
							
							0.825

						
							
							0.818

						
							
							0.818

						
							
							0.837

						
					

					
							
							América Latina 

						
							
							0.772

						
							
							0.780

						
							
							0.789

						
							
							0.795

						
							
							0.795

						
							
							0.798

						
							
							0.799

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2011-2016), Banco Mundial (2018a) y FMI (2018).

			

			En todos los casos, los coeficientes Gini son elevados reflejando una elevada concentración. Las economías de mayores niveles de concentración de la riqueza a 2016 son Venezuela, Brasil, Perú y Chile; mientras que las de menor nivel de concentración son Uruguay, El Salvador, Costa Rica, Ecuador, Colombia, Panamá y Nicaragua. A un nivel intermedio se ubican Argentina, Bolivia, México y Paraguay. Se observan tendencias crecientes claras en las series de Brasil y Chile. Existe una tendencia creciente pero fluctuante en Argentina, Perú y Venezuela. En el resto de las economías como Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Uruguay se observan mayor variabilidad. En el promedio ponderado de las diferentes economías de la región se observa una tendencia ascendente clara desde un valor de 0.77 en 2010 hasta casi 0.8 en 2016. En lo que va del segundo quinquenio del siglo XXI la concentración de la riqueza muestra una tendencia creciente.

			

			5. Comparaciones interregionales

			

			Es útil contrastar la información de los niveles de concentración de América Latina respecto de las otras regiones y el promedio mundial. Para tal efecto se empleó la información regional procesada por Credit Suisse y el promedio mundial obtenido de acuerdo a la ponderación de cada una de las regiones en el PIB de paridad de poder adquisitivo en US$ de 2011 en el mundo. En el cuadro 9 se presentan las regiones analizadas tomando en consideración América Latina y el Caribe del Credit Suisse que incluye a las naciones que no son hispano hablantes y del Caribe. Asimismo, se muestran los resultados de América Latina incluyendo las 15 economías consideradas. De igual forma que en el cuadro 5 hay que destacar que todos los niveles de concentración son elevados.

			En 2010 los niveles más elevados de concentración se encontraban en la región Asia Pacífico seguido por África. Mientras que China y América Latina se ubicaban entre las regiones con menores niveles de concentración que el resto de las regiones. Para 2016 los mayores niveles de concentración del mundo se localizaban en la región Asia Pacífico seguidos por África, India, América del Norte y Europa. Los más bajos se observaban en América Latina y China. En general casi todas las regiones tienen niveles de concentración crecientes destacando América Latina, Asia Pacífico, China, Europa e India, seguidos por África y América del Norte. El promedio mundial del coeficiente Gini del mundo tiene también una tendencia a la alza al pasar de casi 0.8 en 2010 a 0.86 en 2016. La riqueza tiene a concentrarse más en pocas manos al igual que la tendencia en la concentración de los ingresos (Piketty, 2019).

			

			Cuadro 9. Concentración de riqueza en principales regiones del mundo 2010-2016 (Gini)

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 Regiones

						
							
							2010

						
							
							2011

						
							
							2012

						
							
							2013

						
							
							2014

						
							
							2015

						
							
							2016

						
					

					
							
							África

						
							
							0.849

						
							
							0.872

						
							
							0.865

						
							
							0.846

						
							
							0.856

						
							
							0.856

						
							
							0.887

						
					

					
							
							América del Norte

						
							
							0.799

						
							
							0.816

						
							
							0.842

						
							
							0.841

						
							
							0.837

						
							
							0.842

						
							
							0.852

						
					

					
							
							América Latina y Caribe

						
							
							0.785

						
							
							0.793

						
							
							0.797

						
							
							0.806

						
							
							0.809

						
							
							0.809

						
							
							0.813

						
					

					
							
							América Latina

						
							
							0.772

						
							
							0.780

						
							
							0.789

						
							
							0.795

						
							
							0.795

						
							
							0.798

						
							
							0.799

						
					

					
							
							Asia Pacífico

						
							
							0.869

						
							
							0.881

						
							
							0.889

						
							
							0.887

						
							
							0.895

						
							
							0.892

						
							
							0.904

						
					

					
							
							China

						
							
							0.690

						
							
							0.697

						
							
							0.689

						
							
							0.695

						
							
							0.719

						
							
							0.733

						
							
							0.819

						
					

					
							
							Europa

						
							
							0.799

						
							
							0.829

						
							
							0.831

						
							
							0.830

						
							
							0.827

						
							
							0.834

						
							
							0.849

						
					

					
							
							India

						
							
							0.778

						
							
							0.804

						
							
							0.813

						
							
							0.813

						
							
							0.814

						
							
							0.831

						
							
							0.876

						
					

					
							
							Mundo

						
							
							0.799

						
							
							0.816

						
							
							0.822

						
							
							0.821

						
							
							0.825

						
							
							0.830

						
							
							0.857

						
					

				
			

			

			Fuente: elaboración propia con base en Credit Suisse (2010-2016), Banco Mundial (2018a) y FMI (2018).

			

			6. Conclusiones

			

			El estudio de los niveles de riqueza y su concentración es complejo ante la inexistencia de información oficial sobre el tema de la mayor parte de las economías de América Latina. Es pues urgente que desde la academia y la sociedad civil se presione a los respectivos gobiernos para que elaboren y transparenten la información sobre la materia. Por el momento, la alternativa se encuentra en el uso de fuentes independientes, pero con el problema de que cada una de ellas tiene una metodología particular, mostrando resultados diferenciados entre sí. Las estimaciones de la riqueza productiva del Banco Mundial se realizan a partir de los valores contables agregados de la formación bruta de capital. Estos resultados divergen de los criterios de valorización de acuerdo a mercado de las fuentes independientes y, por tanto, sujetos a numerosas variables económicas, financieras, sociales y políticas. 

			A pesar de las diferencias entre las fuentes de información y las limitadas series estadísticas se extraen tendencias comunes. En la segunda década del siglo XXI la concentración de la riqueza tiene una tendencia creciente; lo que va en la misma línea de lo señalado en diversos estudios internacionales sobre dicha problemática, especialmente en lo relativo a la concentración de los ingresos. Sin embargo, la evidencia disponible no permite evaluar lo ocurrido en la región antes y durante la edad de oro del capitalismo.

			Los superricos han incrementado su número e importancia tanto a nivel global como regional en América Latina. Se tiene una clara tendencia ascendente con relación a sus respectivos PIB en lo que va del siglo XXI. Tienen mayor presencia absoluta en Brasil, pero relativamente respecto a la población es mayor en Chile. Asimismo, las personas que tienen riquezas superiores a US$50 millones, para el conjunto de economías de la región, se han incrementado significativamente; mientras que los que tienen entre US$5 y 50 millones mantienen una situación estacionaria y el número de millonarios entre US$1 y 5 millones se redujo por las caídas de Argentina, Brasil, Colombia y México. Con la información de Knight Frank el número de las personas en América Latina que tienen entre US$1 y 10 millones se redujo entre 2005 y 2016. Sólo Chile y Perú muestran aumentos en esta categoría de pequeños millonarios. 

			El 1% de la población más rica de América Latina mantiene 42% de la riqueza con una mayor participación que en las regiones europeas, Asia Pacífico y ligeramente superior a América del Norte. Por otra parte, el número de las personas que tienen un patrimonio neto menor a US$10 000 se incrementó significativamente; mientras que se redujo el relativo a los que tienen entre US$10 000 y 1 millón por lo que se vislumbra una caída en los patrimonios de los estratos medios y medios-altos entre 2012 y 2016 con algunas excepciones. 

			Los coeficientes Gini de concentración de la riqueza de toda América Latina tienen una tendencia creciente entre 2010-2016. Al interior de la región Brasil, Argentina, Chile, Perú y Venezuela tienen la misma trayectoria ascendente. En 2016 Venezuela, Brasil, Perú y Chile fueron las economías con los mayores niveles de concentración. El coeficiente Gini del mundo también presenta una tendencia creciente. Con la información obtenida de Credit Suisse, América Latina tiene una concentración de la riqueza muy alta y creciente, pero inferior al resto de regiones del mundo.

			El hecho de que América Latina no sea la región con los mayores niveles de concentración de la riqueza del mundo, no significa un gran consuelo, ya que los coeficientes Gini son extremadamente elevados, mismos que condicionarían una distribución factorial y funcional del ingreso a favor de las ganancias y una elevada concentración en la distribución personal del ingreso. A diferencia de las economías más desarrolladas, en la región de América Latina el rol redistributivo de la política fiscal es menor. Los impuestos a las herencias son entre inexistentes, muy pequeños o recientes. Por esta razón las posibilidades de que la distribución personal del ingreso sea más equitativa son reducidas.
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			NOTAS

			
				
					1	Trueba y Remuzgo (2016) realizan un recuento de autores que explican la desigualdad en América Latina; mientras que Alvaredo y Gasparini (2015) presentan una síntesis de la información sobre distribución del ingreso para las economías en desarrollo. 

				

				
					2	En Alarco (2018) se evalúan los efectos redistributivos, sobre la demanda y el crecimiento económico de los procesos de fusiones y adquisiciones en América Latina.

				

				
					3	Alarco et al. (2019) evalúan la información oficial sobre la desigualdad elaborada a partir de las encuestas de ingreso gasto de los hogares, presentan diversos estudios críticos y corrigen resultados para Perú.

				

				
					4	Las fuentes de información independientes sobre la riqueza son relativamente recientes (a excepción de Forbes), razón por la cual los periodos de análisis de este artículo son cortos.

				

				
					5	En Argentina, Colombia, Chile y Uruguay existe información consolidada sobre los ingresos e impuestos de las personas más ricas a partir de las declaraciones fiscales (Jiménez, 2015).

				

				
					6	No se considera aquí la valorización del capital natural, tierras agrícolas, capital humano y activos externos netos. Así como tampoco se contemplan bienes de consumo duradero y propiedades de uso personal.

				

				
					7	En el caso que no se disponga de encuestas de los hogares que incluyan reportes sobre activos y deudas se realizan estimaciones de regresión empleando variables correlacionadas de diferentes economías. En última instancia se utilizan promedios de las economías de los mismos niveles de ingreso ubicadas en esa región. Otra dificultad es que algunos países tienen observaciones directas sobre la riqueza financiera, pero requieren que se calcule el valor de la riqueza no financiera. En el caso que no tuvieran actualizada esta información se ajusta con los índices de precios y cotizaciones de los mercados de valores específicos, índices de precios al consumidor o bien otros componentes del Producto Interno Bruto (PIB).

				

				
					8	Se trata de una función de distribución continua.

				

				
					9	New World Wealth es un grupo de investigación con sede en Johannesburgo, Sudáfrica, especializado en encuestas, informes de países y estadísticas de riqueza. Su investigación abarca 90 países y 150 ciudades en todo el mundo <http://www.newworldwealth.com/>

				

				
					10	En la nomenclatura norteamericana cuentan con un patrimonio neto de más de US$1 000 millones.

				

				
					11	No se presentó la información del promedio mundial de Credit Suisse debido a que se observan inconsistencias en los porcentajes agregados de la riqueza de 10 y 5% más rico en ambos años.
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			Resumen. Se presenta el desarrollo de un análisis comparativo del impacto de los sistemas electorales mayoritarios y de representación proporcional en una política de impuestos que busca reducir la contaminación. Los resultados obtenidos son los siguientes: en un sistema electoral mayoritario, la regulación ambiental es extrema con impuestos muy bajos o altos en comparación a la política socialmente óptima; en un sistema de representación proporcional, la política ambiental es moderada (el impuesto se encuentra en una posición intermedia con relación en los impuestos implementados en un sistema mayoritario); y la política ambiental en sistemas de representación proporcional se aproxima más a la política socialmente óptima. Instituciones electorales explican estos resultados a través del número de partidos efectivos y la negociación legislativa en el Congreso.

			Palabras clave: contaminación; impuestos; política ambiental; regulación; modelo teórico; sistema electoral; democracia.

			Clasificación JEL: D72; E62; H23; Q56; Q58.

			

			Electoral Systems and their Influence on Environmental Policy Design

			Abstract. This article undertakes a comparative analysis of the respective effects of majority and proportional representation electoral systems on tax policies designed to reduce pollution. The following findings were obtained: in a majority electoral system, environmental regulation is extreme with very low or high taxes compared to a socially optimal policy; in a proportional representation system, environmental policy is moderate (taxes are moderate compared to taxes implemented in a majority system); and environmental policy in proportional representation systems more closely resembles a socially optimal policy. Electoral institutions account for these findings, which are due to the number of effective parties and legislative negotiation in Congress.

			Key Words: pollution; taxes; environmental policy; regulation; theoretical model; electoral system; democracy.




		

		
			1. Introducción

			

			Existe una abundante literatura que muestra que la política de redistribución del gobierno, la provisión de bienes públicos, y la regulación económica son, en parte, determinadas por aspectos políticos tales como la competencia electoral, la negociación legislativa entre el Poder Ejecutivo y el Congreso, las preferencias sobre la política económica de los partidos, la participación electoral de los votantes y, en general, por la ingeniería electoral de una democracia (véase Mueller, 2003). El caso de la regulación ambiental que busca establecer reglas de operación a los agentes económicos sobre las externalidades negativas causadas por la contaminación ambiental no es la excepción.

			A pesar del creciente interés en el área de la nueva economía política para analizar el esfuerzo del gobierno en regular las actividades económicas asociadas a externalidades negativas como la contaminación, se conoce muy poco sobre el papel del sistema electoral para determinar el nivel de regulación ambiental del gobierno. No obstante, el tema es importante, ya que a nivel internacional existe una importante heterogeneidad en el diseño e implementación de la política ambiental. Mientras que hay países que están dispuestos a subscribirse a protocolos internacionales que buscan regular la contaminación, existen otros que han rechazado adoptar sus recomendaciones. La evidencia conduce a la siguiente pregunta de interés: ¿qué explica que ciertos países busquen aminorar los efectos negativos de la contaminación, mientras que otros adoptan regulaciones ambientales más flexibles?

			El análisis económico tradicional –que considera que el gobierno es controlado por un planeador social benevolente– sugiere que la disposición de cada país de establecer una regulación ambiental se relaciona con un análisis costo-beneficio que incorpora la distribución de los beneficios y costos marginales sociales de las actividades que contaminan. Sin embargo, este análisis tradicional no incorpora que, en la práctica, los gobiernos podrían no tener incentivos a utilizar las curvas de beneficios y costos marginales sociales para guiar el diseño de la regulación ambiental. Este podría ser el caso, si las curvas de los beneficios y costos marginales electorales que afectan el diseño de la política económica del gobierno no coinciden con las curvas de beneficio y costo marginal de la sociedad.

			Debido a que la conformación de un gobierno requiere que un partido gane una elección, es importante destacar que los partidos integrantes del gobierno tienen incentivos a adoptar aquellas políticas económicas que maximizan el número de votos que un partido puede recibir en una elección. Si bien es cierto, los incentivos electorales no son los únicos determinantes del diseño de la política económica de un gobierno en una democracia, también habría que reconocer que la evidencia muestra que la competencia electoral sí es un determinante importante de la política económica (véase Mueller, 2003).

			En este trabajo se reconoce que los incentivos electorales para la formación de un gobierno podrían ser fundamentales para explicar el diseño de la política económica de un gobierno democráticamente electo. Por ello, se buscó estudiar cómo ciertas instituciones del sistema electoral de una democracia pueden ejercer influencia para determinar una política de regulación ambiental flexible (que tolere altos niveles de contaminación) o una regulación ambiental restrictiva (que sólo tolere niveles bajos de contaminación).

			En este contexto, es importante reconocer que las instituciones del sistema electoral de una democracia están vinculadas a las políticas ambientales adoptadas en ella, ya que estas instituciones determinan el número de partidos que compiten en una elección, así como el nivel de representación de cada uno en el Congreso. Debido a que la política ambiental requiere la aprobación mayoritaria simple o calificada, entonces el tipo de sistema electoral adoptado –ya sea un sistema electoral mayoritario, de representación proporcional, o mixto–, creará incentivos (o barreras) para que el partido (o los partidos) en el gobierno adopten una política de regulación ambiental flexible o una regulación ambiental restrictiva.

			En el presente trabajo se plantea la siguiente pregunta: ¿cómo afecta la adopción de un sistema electoral al diseño de la regulación ambiental?, es decir, ¿un sistema electoral mayoritario produce el mismo tipo de regulación ambiental que un sistema electoral de representación proporcional? En la investigación se desarrolla un análisis teórico comparado sobre el tipo de regulación ambiental que surge en una democracia con un sistema electoral mayoritario o de representación proporcional. Así, se desarrolló un modelo teórico de competencia electoral en el que el gobierno selecciona un impuesto que busca reducir la contaminación. 

			En la economía en estudio, los partidos tienen preferencias por los instrumentos de política pública. En este contexto se estudia el diseño de impuestos que buscan contener la contaminación para dos casos de interés: 1) la economía tiene un sistema electoral mayoritario, y 2) la economía tiene un sistema electoral de representación proporcional. Estos diferentes sistemas electorales implican que en sistemas electorales mayoritarios existan un menor número de partidos efectivos (véase Liphart, 1994), lo que tiene implicaciones en el número de partidos que cuentan con representación en el Congreso y en la negociación legislativa que determina la política pública. 

			El análisis aquí presentado produce varios resultados que son de interés. Primero, en una economía con un sistema electoral mayoritario la política de regulación ambiental es polarizante. Es decir, se implementan impuestos ambientales significativamente mayores o menores al socialmente óptimo dependiendo de la identidad del partido gobernante. En este equilibrio, las políticas de los partidos no convergen (a diferencia de lo que propone el modelo del votante mediano, véase Downs, 1957) lo que logra explicar lo estilizado en economías modernas: los partidos de izquierda y de derecha implementan políticas públicas diferentes. 

			Segundo, en una economía con un sistema electoral de representación proporcional, la política de equilibrio de regulación ambiental es moderada, es decir, no es una política con un nivel significativamente alto ni bajo de impuestos que buscan reducir la contaminación como ocurriría en el equilibrio de una economía con un sistema electoral mayoritario. Tercero, es más probable que la política pública diseñada en un sistema electoral de representación proporcional se acerque más a la política de regulación ambiental considerada como socialmente deseable. 

			El artículo se presenta de la siguiente manera: la sección dos contiene una breve revisión de la literatura existente. La sección tres introduce el modelo teórico y muestra la distribución de preferencias por política ambiental de la economía y también se caracteriza la política ambiental socialmente óptima. La sección cuatro contiene el modelo de diseño de política ambiental para una economía con un sistema electoral mayoritario. La sección cinco estudia el caso de un sistema electoral de representación proporcional. La sección seis contiene una discusión de los resultados. Finalmente se presentan las conclusiones en la sección siete.

			

			2. Revisión de la literatura

			

			Los evidentes problemas relacionados a los efectos negativos de la contaminación han producido un renovado interés por estudiar la relación entre la competencia política y el diseño e implementación de la política ambiental. Para el caso de Estados Unidos, la evidencia sugiere que las políticas ambientales son determinadas por el esfuerzo de cabildeo de grupos de interés (véanse List y Sturm, 2006); mientras que el grado de democracia tiene un efecto positivo en la calidad del aire, los sistemas presidenciales tienen un efecto negativo (Bernauer y Koubi, 2009).

			Los hechos estilizados también sugieren que no sólo las elecciones son importantes determinantes del diseño de política pública sino también la ingeniería del sistema electoral. En particular, la evidencia muestra que el gasto público es mayor en economías con sistemas electorales de representación proporcional que en sistemas mayoritarios (véanse Persson y Tabellini, 2003), y la provisión de bienes públicos en sistemas mayoritarios y de representación proporcional no convergen (véanse Lizzeri y Persico, 2001). En particular, para el caso de bienes públicos locales la evidencia sugiere que las instituciones de los sistemas electorales, en particular, los procesos de nominación de candidatos y la centralización de los partidos, afectan la eficiencia del gasto público local en salud y educación (Hankla et al., 2019). 

			Investigaciones recientes muestran que las políticas ambientales son más restrictivas en sistemas electorales proporcionales que en sistemas mayoritarios (véanse Fredriksson y Millimet, 2004), y que otro importante determinante en el diseño y eficacia de la regulación ambiental podría ser la estructura de gobierno, es decir, si en la economía existe centralización o descentralización fiscal (véanse Fredriksson et al., 2010). El trabajo de Fredriksson y Millimet (2004) es un análisis empírico que muestra que políticas ambientales son más restrictivas en sistemas electorales proporcionales que en sistemas mayoritarios.

			A pesar de las contribuciones de los trabajos antes señalados, algunas de las características de los sistemas electorales (en particular, el número de partidos efectivos y la negociación política en el Congreso) que podrían ser relevantes para el diseño de la política ambiental, no han sido estudiadas adecuadamente. Esa es precisamente la contribución de este trabajo, ya que se analiza el efecto de estas dos instituciones políticas en el diseño de la política ambiental (entendida como los impuestos que buscan reducir el impacto negativo de la contaminación en la sociedad). Además, contribuye al plantear proposiciones teóricas que pueden ser verificadas de manera empírica. 

			Este trabajo se distingue de la literatura conocida al utilizar una concepción distinta de la competencia electoral. Mientras que la mayoría de la literatura utiliza el modelo de Downs (1957) que asume que los partidos diseñan plataformas económicas sólo para ganar la elección, aquí se utiliza un modelo de competencia electoral a la Wittman (1973) para explicar el diseño de la política pública. Así, se producen predicciones teóricas distintas a las que produce el modelo del votante mediano o modelo de Downs. De tal forma que una contribución del presente trabajo es plantear proposiciones teóricas que pueden ser verificadas empíricamente.

			

			3. Preferencias de las familias y la política ambiental socialmente óptima

			

			Se asume una economía constituida por h = 1,2 ... H familias. Las familias en esta economía consumen un solo bien xh que causa una externalidad negativa en el resto de los miembros de la sociedad. Para simplificar el problema de asignación de recursos para la familia h asumimos que la familia h decide el nivel óptimo de xh para maximizar el siguiente problema de asignación de recursos a:1
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			Donde [image: Ponce_Eqn001_1.tif] representa la estructura de preferencias de la familia tipo h donde xh es el consumo privado del bien x y [image: Ponce_Eqn001_2.tif] es una constante. El consumo del bien xh causa una externalidad negativa a todas las familias en la economía, ya que este bien causa contaminación (considere aquellos bienes cuyo consumo induce un efecto residual en la contaminación ambiental). Sin embargo, la familia tipo h sólo considera cómo el consumo de este bien afecta su propio bienestar sin tomar en cuenta la externalidad negativa que su consumo causa en el resto de las familias de la sociedad. El efecto personal de la contaminación del bien xh en la familia tipo h está dado por [image: Ponce_Eqn001_3.tif]. 

			Para simplificar el análisis, se considera que en esta economía existe una oferta perfectamente elástica del bien xh al precio px. En este caso, la posición de la curva de demanda agregada de la economía determina el nivel de equilibrio de consumo en una economía de mercado. Para ver esto, la proposición 1 muestra la demanda óptima del bien xh para la familia tipo h y el nivel agregado del consumo de este bien.

			

			Proposición 1. El nivel de consumo de mercado de la familia tipo h por el bien [image: Ponce_Eqn001_4.tif] está dado por:2
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			Lo que implica un nivel de equilibrio agregado de mercado para el bien que contamina dado por:
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			La proposición 1 muestra que las familias seleccionan el nivel de consumo en una economía de mercado determinado por [image: Ponce_Eqn003_1.tif] lo que implica que las familias toman en cuenta el precio de producción del bien px y el impacto de la contaminación en la producción del bien xh en su propio bienestar [image: Ponce_Eqn003_2.tif] (incrementos en el precio del bien y en el costo personal de la familia de la contaminación asociada al bien xh reducen la demanda del bien [image: Ponce_Eqn003_4.tif] para esta familia). El consumo agregado de este bien en la economía está dado [image: Ponce_Eqn003_5.tif] por lo que a nivel agregado la demanda de este bien depende del precio del bien y de la distribución del costo por contaminación que cada una de las familias percibe. Las asignaciones [image: Ponce_Eqn003_4.tif] y [image: Ponce_Eqn003_7.tif], sin embargo, no son Pareto eficiente porque las familias, y el mecanismo de precios del mercado fallan en tomar en cuenta cómo su consumo impacta en el bienestar del resto de las familias en la economía. Es decir, en la decisión de las familias no toman en cuenta el costo marginal social de consumir [image: Ponce_Eqn003_4.tif] por lo que el equilibrio de mercado del bien es superior al nivel Pareto eficiente de este bien.

			

			

			La asignación Pareto eficiente de la economía

			

			En esta sección se caracteriza la asignación Pareto eficiente del bien [image: Ponce_Eqn003_8.tif]. Para desarrollar el presente análisis se considera una economía controlada por un planeador social benevolente que selecciona el nivel óptimo de consumo para cada una de las familias, y consecuentemente el nivel socialmente óptimo del consumo. La asignación del bien xh para cada una de las familias busca maximizar una función de bienestar social utilitariana simétrica Ψ. Es decir, el problema de asignación de recursos del planeador social benevolente es:
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			A continuación, la proposición 2 caracteriza la asignación Pareto eficiente del bien privado de esta economía.

			

			Proposición 2. El nivel de consumo Pareto eficiente para la familia tipo h es [image: Ponce_Eqn004_1.tif] que satisface:
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			Lo que implica el nivel de equilibrio agregado Pareto eficiente del bien X* es:
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			Donde [image: Ponce_Eqn006_1.tif] es el costo promedio de la contaminación del bien privado, el cual está dado por:
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			La demostración aparece en el Apéndice.

			

			La proposición 2 muestra el nivel Pareto eficiente del consumo del bien privado para las familias tipo h y determinado por [image: Ponce_Eqn007_1.tif] lo que implica que los determinantes del consumo socialmente óptimo de la familia tipo h es el precio de producción del bien px, el impacto de la contaminación en la producción del bien xh en su propio bienestar [image: Ponce_Eqn007_2.tif] y el impacto de la contaminación o la externalidad negativa del consumo del bien x en la sociedad. La suma del costo personal de la contaminación para la familia h y de la externalidad negativa en la sociedad por su consumo es [image: Ponce_Eqn007_3.tif]. A nivel agregado, el nivel de consumo Pareto eficiente es denotado por X* y representado en la ecuación (6) de la proposición 2. Así, el nivel socialmente óptimo del consumo agregado X* depende negativamente del precio y del efecto de la contaminación negativa en la sociedad. 

			La gráfica 1 muestra las diferencias entre el nivel de consumo en una economía de mercado [image: Ponce_Eqn003_4.tif] en relación a una economía con una provisión Pareto eficiente [image: Ponce_Eqn007_6.tif] para el consumo de la familia h.

			

			

			Gráfica 1. Consumo de mercado y consumo Pareto eficiente de las familias

			[image: 1791.png]

			

			

			Fuente: elaboración propia.

			

			

			En la proposición 3 se analiza el tipo de política económica que podría implementar la asignación socialmente óptima de la contaminación. En particular, la proposición 3, muestra que un impuesto Piguviano dado por [image: Ponce_Eqn007_7.tif] puede inducir una asignación Pareto eficiente en una economía de mercado, ya que el impuesto induce a los consumidores a reconocer el costo marginal social de consumir un bien que contamina.

			

			Proposición 3. El nivel de impuestos que induce la asignación Pareto eficiente en una economía de mercado es:
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			Considere ahora el problema de la familia h determinado por:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn009.tif]
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			Lo que implica que el nivel de consumo de mercado para la familia tipo h dado por [image: Ponce_Eqn009_1.tif] tal que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0010.tif]
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			Lo que implica un nivel de equilibrio de mercado dado por:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0011.tif]
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			De tal forma que una economía de mercado con un impuesto Piguviano [image: Ponce_Eqn0011_1.tif] implica que este equilibrio es Pareto eficiente, ya que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0012.tif]
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			La demostración aparece en el Apéndice.

			

			La proposición 3 muestra un resultado bien conocido en la literatura: el gobierno puede intervenir en una economía de mercado al establecer un impuesto Piguviano (que en la economía está dado por [image: Ponce_Eqn0012_1.tif]) el cual induce a las familias a reconocer, a través del mecanismo de precios de mercado, los costos sociales de consumir un bien privado que contamina. Por ello, el consumo de las familias en una economía con intervención del gobierno que establece un impuesto Piguviano induce una asignación Pareto eficiente.

			

			4. Diseño de política pública y el nivel de contaminación en un sistema electoral mayoritario 

			

			A continuación se estudiará el diseño de política ambiental cuando los partidos tienen preferencias sobre política pública (véase Wittman, 1973). En este caso, los partidos no necesariamente diseñan políticas públicas para ganar la elección (véase Downs, 1957) sino buscan ganar la elección porque su interés es maximizar las ganancias asociadas al diseño de política económica, es decir, los partidos buscan diseñar política pública para beneficiar a sus seguidores. La distinción principal entre el modelo de Downs y el modelo de Wittman es que, en el primer modelo los partidos diseñan política económica para maximizar la probabilidad del partido de ganar la elección, mientras que en el modelo de Wittman, los partidos seleccionan políticas económicas que maximizan las preferencias de una coalición de individuos al interior del partido (por lo general los individuos que lo controlan).

			Aquí se utiliza el modelo de Wittman para proponer un modelo que permita hacer predicciones sobre el diseño de la política ambiental en las democracias modernas. En particular, este trabajo plantea un modelo de competencia electoral que permite entender el diseño de política ambiental en economías con diferentes sistemas electorales. Se busca pues estudiar el diseño de política ambiental en economías con un sistema electoral mayoritario y un sistema electoral de representación proporcional. Estos sistemas electorales cubren la gran mayoría de democracias modernas. Es importante enfatizar que los sistemas electorales representan las instituciones que regulan las elecciones, la creación de partidos y el grado de representación de los partidos en el Congreso. Así, los sistemas electorales crean incentivos en la creación y sostenimiento del número efectivo de partidos en la democracia y en la competencia electoral y legislativa que determina el diseño de política pública (véase Liphart, 1994). 

			En el caso de estudio, los partidos proponen plataformas políticas en el tema ambiental, los votantes observan las políticas planteadas por los diferentes partidos y votan por el que propone la política económica que más se acerca a sus propias preferencias sobre la política económica que los votantes desean que se implemente. Después de la elección, el partido ganador toma todo (el control del Ejecutivo y del Legislativo) e implementa la política económica que maximiza los intereses o preferencias del partido. En la economía en estudio existen dos partidos denominados por L y R y sus plataformas políticas están caracterizadas por una regulación ambiental determinada por los impuestos [image: Ponce_Eqn0012_2.tif] y [image: Ponce_Eqn0012_3.tif] que buscan disminuir la contaminación ambiental. 

			En un extremo, alguno (o ambos) partidos podrían proponer implementar un impuesto igual a cero lo que implicaría una política ambiental por completo flexible donde la economía de mercado opera sin intervención del Estado, y en el otro extremo, alguno (o ambos) partidos podrían proponer una regulación ambiental con el máximo impuesto permisible en la economía induciendo también un nivel socialmente subóptimo del nivel de contaminación. En este último caso, el costo en la asignación de recursos para la sociedad es una reducción masiva de bienes privados que contaminan. 

			Así, en esta economía, el diseño de política ambiental se estudia a través de un juego dinámico de información perfecta donde el equilibrio político involucra las siguientes etapas:

			

			Primera Etapa: los partidos seleccionan una plataforma política en materia ambiental [image: Ponce_Eqn0012_2.tif] y [image: Ponce_Eqn0012_3.tif].

			

			Segunda Etapa: los individuos observan las políticas de ambos partidos y su voto es secuencialmente racional, es decir, los votantes votan, no en función de las plataformas de los partidos sino en función del tipo de políticas que cada uno implementaría una vez que el partido que resulte ganador en las elecciones forme el gobierno. El cálculo de bienestar de un votante tipo [image: Ponce_Eqn0012_4.tif] está determinado por [image: Ponce_Eqn0012_5.tif]cuya función está dada por [image: Ponce_Eqn0012_6.tif], donde [image: Ponce_Eqn0012_7.tif] y [image: Ponce_Eqn0012_8.tif] [image: Ponce_Eqn0012_8.tif] Si [image: Ponce_Eqn0012_8_2.tif] el votante tipo [image: Ponce_Eqn0012_9.tif] vota por el partido L y si [image: Ponce_Eqn0012_10.tif], el individuo vota por el partido R.

			

			Tercera Etapa: el partido que es electo implementa la política que maximiza las preferencias del individuo representativo al interior del partido.

			Las preferencias de los partidos [image: Ponce_Eqn0012_11.tif] están dadas por [image: Ponce_Eqn0012_11.tif] donde xz es un bien consumido por el individuo representativo del partido Z y [image: Ponce_Eqn0012_12.tif] es una constante. El efecto de la contaminación del bien xz en la familia que controla el partido Z está dado por [image: Ponce_Eqn0012_13.tif]. La política ambiental está caracterizada por un impuesto [image: Ponce_Eqn0012_15.tif]. Así, el problema de diseño de política ambiental es establecer el nivel del impuesto [image: Ponce_Eqn0012_15.tif] que maximiza las preferencias del partido dadas por: 

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0013.tif]
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			Para esta economía, el equilibrio político-económico se caracteriza por el equilibrio perfecto de Nash del subjuego como se muestra en la definición 1. Sin pérdida de la generalidad del análisis se asume [image: Ponce_Eqn0013_1.tif] donde [image: Ponce_Eqn0013_2.tif]. Es decir, el costo de la contaminación es mayor para la familia representada por el partido L que el costo promedio de la economía y que su correspondiente costo ambiental para la familia representada por el partido R.

			En lo que sigue, la definición 1 caracteriza el equilibrio de Nash perfecto del subjuego (para una caracterización del juego en forma extensiva véase gráfica A.1 del Apéndice).

			

			Definición 1. El equilibrio electoral para una economía con un sistema electoral mayoritario con partidos con preferencias sobre política ambiental está caracterizado de la siguiente manera:

			

			En la primera etapa del juego, los partidos proponen [image: Ponce_Eqn0013_3.tif] tal que

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0014_ok.tif]
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			En la segunda etapa, el votante tipo [image: Ponce_Eqn0012_4.tif] vota por el partido L si

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0015.tif]

							Si [image: Ponce_Eqn0015_1.tif], el individuo vota por el partido R
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			En el tercer escenario, el partido electo implementa [image: Ponce_Eqn0013_3.tif] tal que 

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0016.tif]

						
							
							(16)

						
					

				
			

			

			

			A partir de la definición 1, es fácil observar que la heterogeneidad de las preferencias de los partidos L y R necesariamente implica que en el último escenario del juego las políticas ambientales de los partidos divergen, es decir, [image: Ponce_Eqn0016_1.tif]. 

			A continuación, en la proposición 4, se caracteriza el nivel de política ambiental óptima de los partidos [image: Ponce_Eqn0016_2.tif]. La solución que se plantea en la proposición 4 representa las estrategias débilmente dominantes de los partidos [image: Ponce_Eqn0016_2.tif] en la tercera etapa del juego político de la economía.

			

			Proposición 4. El nivel de consumo de mercado ideal de la familia representativa del partido Z está determinada por xz tal que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0017.tif]
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			Por lo que el nivel de la política ambiental deseada por el partido Z es:

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0018.tif]
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			Lo que implica un nivel de equilibrio de mercado dado por:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0019.tif]
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			La proposición 4 dice que los partidos tienen incentivos electorales a internalizar los efectos negativos de la contaminación sólo en los individuos representados por el partido. Es decir, los partidos en este equilibrio no tienen incentivos a reconocer cómo la contaminación afecta a los individuos que no son representados por el partido. Por ello, el nivel del impuesto Piguviano es [image: Ponce_Eqn0019_1.tif]. Correspondiente a este tipo de politica pública, el nivel de consumo de equilibrio en esta economía está dado por [image: Ponce_Eqn0019_2.tif]. 

			Un resultado interesante de este equilibrio, que es mostrado por la proposición 5, es que el esfuerzo del gobierno de regulación o control de la contaminación depende del efecto negativo de la contaminación en los individuos que el partido representa. Dado que en nuestra economía [image: Ponce_Eqn0019_3.tif], entonces pueden existir equilibrios con un alto compromiso del gobierno por controlar la contaminación que corresponde a un valor elevado de [image: Ponce_Eqn0019_4.tif]. A la vez, pueden existir equilibrios con un bajo compromiso del gobierno por controlar la contaminación que corresponde a un valor bajo de [image: Ponce_Eqn0019_5.tif]. Este resultado se explica debido a la heterogeneidad de preferencias de las familias que integran los partidos determina la heterogeneidad de las políticas ambientales que son consideradas ideales por los partidos. 

			

			Proposición 5. La heterogeneidad de las preferencias de las familias representativas al interior del partido determina la política ambiental a ser implementada por cada partido, tal que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0020.tif]
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							[image: Ponce_Eqn0021.tif]
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			De tal forma que [image: Ponce_Eqn0021_1.tif] implica

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0022.tif]

						
							
							(22)

						
					

				
			

			

			

			A continuación, la proposición 6 muestra que si el partido R gana el control del gobierno (al tomar todo y controlar el Poder Ejecutivo y Legislativo) el nivel de contaminación agregada en la economía será superior al socialmente deseable y la proposición 7 muestra que si el partido L gana la elección el nivel de contaminación agregada en la economía será inferior al socialmente deseable.

			

			Proposición 6. Si una mayoría vota por el partido de derecha entonces [image: Ponce_Eqn0022_1.tif] implican que en una economía con un sistema electoral mayoritario puede producir demasiada contaminación, ya que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0023.tif]
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			Demostración

			

			Por las condiciones de equilibrio caracterizadas en las proposiciones 2 y 4 se satisface que [image: Ponce_Eqn0023_1.tif] mientras que [image: Ponce_Eqn0023_2.tif] donde [image: Ponce_Eqn0023_3.tif]. Por lo tanto [image: Ponce_Eqn0023_4.tif] implica [image: Ponce_Eqn0023_5.tif].

			

			Proposición 7. Si una mayoría vota por el partido de izquierda entonces [image: Ponce_Eqn0023_6.tif] implican que en una economía con un sistema electoral mayoritario puede producir un nivel de contaminación inferior a la contaminación socialmente deseable.

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0024.tif]
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			Demostración

			

			Este resultado sigue trivialmente a partir de la proposición 6.

			Las proposiciones 6 y 7 muestran condiciones en las que en una economía con un sistema electoral mayoritario el gobierno puede implementar una política ambiental que acepta o tolera un alto nivel de contaminación y también identifica condiciones en las que el gobierno establece una sobre regulación ambiental que conduce a un nivel de contaminación menor al socialmente deseable [image: Ponce_Eqn0024_1.tif], la cual es una asignación Pareto eficiente de la economía. La razón por la que un gobierno podría no desear combatir la contaminación es que el partido en el gobierno puede estar representado por individuos con un mayor beneficio neto del consumo del bien que contamina (es decir, el gobierno podría estar controlado por un partido a su vez controlado por individuos con un nivel muy bajo del parámetro [image: Ponce_Eqn0024_2.tif]) y, por lo tanto, un gobierno controlado por este tipo de coalición de votantes seleccionará una política ambiental que conduce a una alta contaminación.

			En contraparte, un gobierno podría desear reducir significativamente la contaminación si está representado por individuos que se ven perjudicados de una forma significativa por el consumo del bien que contamina (es el caso en el que el gobierno está controlado por individuos con un nivel alto del parámetro [image: Ponce_Eqn0024_3.tif]) y, por lo tanto, un gobierno controlado por este tipo de coalición de votantes seleccionará una política ambiental restrictiva que conduzca a una baja contaminación (véase gráfica 2).

			Es importante comentar que, en un sistema electoral mayoritario, el votante mediano es el votante decisivo para otorgar mayorías relativas a alguno de los partidos. Por ello, el proceso electoral, a través del votante mediano, determina cuál de los partidos gana la elección con al menos una mayoría de los votos y controla el diseño de la política ambiental.

			

			

			Gráfica 2. Política ambiental en un sistema electoral mayoritario

			[image: 2959.png]

			Fuente: elaboración propia.





			5. Regulación ambiental en un sistema de representación proporcional 

			

			A continuación se presenta el desarrollo de un modelo con una economía con un sistema electoral de representación proporcional. Una característica distintiva de estos sistemas electorales es que promueven la existencia de más de dos partidos (debido a que las condiciones de registro de partido son más flexibles en los sistemas electorales de representación proporcional que en los sistemas electorales mayoritarios). Por lo tanto, la consideración de un sistema electoral de representación proporcional implica la competencia electoral entre más de dos partidos, a diferencia del sistema mayoritario donde los partidos efectivos pueden llegar a ser dos (véase Liphart, 1994).

			Otra diferencia importante asociada con la competencia electoral con partidos múltiples es que, en sistemas de representación proporcional, es menos probable que un solo partido controle el Poder Legislativo. Es pues, poco probable que el partido con una pluralidad relativa de los votos en la elección del Poder Ejecutivo tenga, además, una mayoría absoluta en el Congreso para establecer políticas públicas. En contraste, en el caso de un sistema electoral mayoritario, es más probable que el partido que gana las elecciones también pueda tener una mayoría absoluta en el Congreso. Sin embargo, en el caso de una economía con un sistema electoral proporcional (debido a que el voto se distribuye entre más partidos), es probable que un partido tenga que negociar con el resto de los partidos en el Congreso el diseño e implementación de política pública. 

			El análisis de esta sección incorpora estas dos diferencias de los sistemas electorales mayoritarios y proporcionales: primero, el número de partidos efectivos es mayor en sistemas proporcionales y, por ello, en el modelo empleado se considera la competencia electoral de dos partidos en un sistema electoral mayoritario y de tres partidos en un sistema de representación proporcional y, segundo, que en un sistema de representación proporcional, el Poder Ejecutivo tiene que negociar con el Poder Legislativo el diseño e implementación de política pública. Por ello, se incorpora explícitamente un juego con un proceso electoral al que le sigue un juego de negociación legislativa en el Congreso.3

			

			Para considerar el caso de la competencia electoral entre multi partidos, se planteó un modelo dinámico de información perfecta de cuatro etapas. En la primera los partidos proponen sus plataformas de política ambiental. En la segunda, los votantes observan las plataformas de los partidos y votan por la opción que más se acerque a la política ambiental ideal del votante. En la tercera, la elección toma lugar y los partidos reciben una proporción de asientos en el Poder Legislativo equivalente a la proporción de votos recibidos en la elección. En la cuarta etapa, la negociación legislativa toma lugar. El proceso de diseño de política es el siguiente: si un partido tiene al menos una mayoría simple en el Congreso, entonces el partido propone la política ambiental que maximiza las preferencias del partido. Si ningún partido tiene una mayoría de los asientos en el Congreso, entonces cada uno de los partidos hace una propuesta de política ambiental. Todas las propuestas se comparan en el Congreso y la propuesta que recibe una mayoría de los votos es implementada en el Congreso.4 Debido a que las políticas públicas satisfacen el requerimiento de preferencias de un solo pico (en la literatura se conoce como single peaked preferences), entonces la política ideal del votante mediano es la ganadora de la ronda de comparaciones entre las diferentes opciones de política pública (para una demostración de este resultado véase Bowen, 1943).

			En esta economía, se asume que existen tres partidos definidos por [image: Ponce_Eqn0024_4.tif] donde el partido L es un partido que lo denominaremos de izquierda y el partido R que se denominará como un partido de derecha y M es el partido de centro. 

			El gobierno interviene en esta economía y el partido Z propone un impuesto Piguviano [image: Ponce_Eqn0024_5.tif] como un mecanismo para internalizar los costos causados por la contaminación. Las preferencias del partido son definidas a partir de las preferencias de individuos que controlan el partido (como se definió en la sección anterior). Así, el problema de asignación de recursos de una familia representativa del partido Z es el siguiente:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0025.tif]
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			Como se muestra en la definición 2, para esta economía, el equilibrio político-económico se caracteriza por el equilibrio perfecto de Nash del subjuego.

			Sin pérdida general del análisis se asume [image: Ponce_Eqn0025_1.tif] (para una caracterización del juego en forma extensiva, véase gráfica A.2 del Apéndice).

			

			Definición 2. El equilibrio electoral para una economía con un sistema electoral proporcional con partidos [image: Ponce_Eqn0024_4.tif] con preferencias sobre la política ambiental está caracterizado de la siguiente manera: 

			

			En la primera etapa del juego, los partidos proponen [image: Ponce_Eqn0025_3.tif] tal que 

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0026.tif]
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			En la segunda etapa del juego, el votante tipo [image: Ponce_Eqn0026_1.tif] vota

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							Por el partido L si [image: Ponce_Eqn0027.tif]
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							y [image: Ponce_Eqn0028.tif]
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							Por el partido M si [image: Ponce_Eqn0029.tif]
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							y [image: Ponce_Eqn0030.tif]
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							Por el partido R si [image: Ponce_Eqn031.tif]
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							y [image: Ponce_Eqn032.tif]
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			En la tercera etapa del juego, cada uno de los partidos recibe una proporción [image: Ponce_Eqn032_1.tif] de los asientos del Congreso tal que 

			[image: Ponce_Eqn032_2.tif]

			

			En la cuarta etapa del juego:

			 Si [image: Ponce_Eqn032_3.tif] entonces el partido Z tiene una mayoría en el Congreso por lo que ese partido implementa [image: Ponce_Eqn032_4.tif] tal que 

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn033.tif]
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			De lo contrario, si [image: Ponce_Eqn033_1.tif] entonces ningún partido tiene una mayoría por lo que se comparan las tres alternativas de política ambiental [image: Ponce_Eqn033_2.tif] y se implementa la política que tiene la mayoría en el Congreso.

			

			A continuación, en la proposición 8, se caracteriza el nivel de política ambiental óptima de los partidos [image: Ponce_Eqn0024_4.tif]. La solución que se plantea en la proposición 8 representa las estrategias débilmente dominantes de los partidos [image: Ponce_Eqn0024_4.tif] en la cuarta etapa del juego.

			

			Proposición 8. El nivel de consumo de mercado ideal de la familia representativa del partido Z está determinado por [image: Ponce_Eqn033_4.tif]tal que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn034.tif]
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			Por lo que el nivel de la política ambiental deseada por el partido Z es:

			

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn035.tif]
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			Lo que implica un nivel de equilibrio de mercado dado por:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn036.tif]
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			De una forma similar al equilibrio económico-político de la sección anterior, la proposición 8 dice que los partidos tienen incentivos electorales a internalizar los efectos negativos de la contaminación sólo en los individuos representados por el partido. Es decir, los partidos no tienen incentivos a reconocer cómo la contaminación afecta a los individuos que no forman parte del partido. Por ello, el nivel del impuesto Piguviano es [image: Ponce_Eqn036_1.tif]. Correspondiente a este tipo de política pública, el nivel de consumo agregado de equilibrio en esta economía está dado por [image: Ponce_Eqn036_2.tif].

			Un resultado interesante de este equilibrio es que el esfuerzo del gobierno por regular la contaminación depende del efecto de ésta en los individuos que el partido representa. Por ello, para esta economía pueden existir equilibrios con un alto compromiso del gobierno por regular la contaminación que corresponde a un valor elevado de [image: Ponce_Eqn036_3.tif]. A la vez, pueden existir equilibrios con un bajo compromiso del gobierno por regular la contaminación que corresponde a un valor bajo de [image: Ponce_Eqn036_4.tif]. El nivel intermedio de regulación ambiental, en relación a los dos extremos antes planteados, está dado por un impuesto determinado por [image: Ponce_Eqn036_5.tif]. Este resultado, en particular, se caracteriza en la proposición 9 que muestra que la heterogeneidad de preferencias de las familias que integran los partidos determina la heterogeneidad de las políticas ambientales que son consideradas ideales por los partidos.

			

			Proposición 9. La heterogeneidad de las preferencias de las familias representativas al interior del partido determinada política ambiental a ser implementada por cada partido tal que

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn037.tif]
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							[image: Ponce_Eqn038.tif]
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							[image: Ponce_Eqn039.tif]
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			De tal forma que [image: Ponce_Eqn039_1.tif] implica

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn040.tif]
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			Con más de dos partidos, el juego político por el voto de la población cambia significativamente. Si alguno de los partidos tiene al menos una mayoría de los votos en la elección, entonces esa política se implementa en el Congreso. Si ninguno de los partidos tiene una mayoría en el Congreso, entonces de las posibles políticas a votar en la negociación legislativa, es decir, [image: Ponce_Eqn040_1.tif], la política [image: Ponce_Eqn041_3.tif] es la que recibe una mayoría de votos en un proceso de negociación legislativa. Para ver esto, note que las preferencias de los partidos satisfacen la propiedad de un solo pico (en la literatura esto se conoce como singled peaked preferences). Así, si ninguno de los partidos tiene una mayoría, entonces la política del partido M es la política mediana de las tres alternativas y, por lo tanto, recibe la mayoría de los votos en la negociación legislativa. Este resultado se caracteriza formalmente en la proposición 10.

			

			Proposición 10. Si [image: Ponce_Eqn040_3.tif] para algún partido z, entonces este partido tiene una mayoría en el Congreso por lo que ese partido implementa [image: Ponce_Eqn040_4.tif] tal que 

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn041.tif]
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			 De lo contrario, si [image: Ponce_Eqn041_1.tif] entonces ningún partido z tiene una mayoría por lo que se comparan las tres alternativas de política ambiental [image: Ponce_Eqn041_2.tif] y la política mediana del proceso legislativo es [image: Ponce_Eqn041_3.tif].

			La principal implicación de la proposición 10 es que, en ausencia de que algún partido obtenga la mayoría absoluta en la elección, entonces la política ambiental que se espera se implemente en una economía con un sistema electoral de representación proporcional es [image: Ponce_Eqn041_3.tif] y que es considerada una política ambiental mediana o política ambiental moderada a partir de las alternativas existentes. En contraparte, en una economía con un sistema electoral mayoritario las políticas que podrían implementarse son consideradas polarizantes o extremas, es decir, las políticas en el equilibrio podrían ser [image: Ponce_Eqn041_5.tif] o [image: Ponce_Eqn041_5.tif]. 

			Por lo tanto, en una economía con un sistema electoral mayoritario el gobierno puede implementar una política ambiental que acepta o tolera un alto nivel de contaminación, [image: Ponce_Eqn041_6.tif] o también identifica condiciones en las que el gobierno establece una sobre regulación ambiental que conduce a un nivel de contaminación menor al socialmente deseable [image: Ponce_Eqn041_7.tif], es decir, [image: Ponce_Eqn041_8.tif]. En cambio, la negociación legislativa de los sistemas electorales de representación proporcional induce la política del votante mediano del Congreso que en este caso es la política de regulación moderada de las tres alternativas en nuestra economía, es decir, la política a implementarse es [image: Ponce_Eqn041_9.tif].

			

			6. Discusión de los resultados

			

			A continuación se presenta un resumen de los resultados del presente trabajo. El análisis teórico produce varios resultados de interés. Primero, en una economía con un sistema electoral mayoritario la política de regulación ambiental es probable que sea polarizante. Es decir, los impuestos que buscan aminorar los efectos negativos de la contaminación serán diferentes a los impuestos socialmente óptimos. Esto es así, ya que las instituciones políticas de un sistema electoral mayoritario inducen a un equilibrio en el que los partidos implementan políticas de control ambiental significativamente mayores o menores al socialmente óptimo dependiendo de la identidad del partido gobernante. Es decir, en este equilibrio, las políticas de los partidos no convergen (a diferencia de lo que propone el modelo del votante mediano en un sistema electoral mayoritario, véase Downs, 1957) lo que logra explicar los hechos estilizados de economías modernas donde los partidos de izquierda y de derecha implementan políticas públicas diferenciadas. 

			En particular, el modelo predice que si el partido de izquierda representa a votantes que (relativamente hablando) tienen un costo más elevado por la contaminación que los votantes representados por un partido de derecha, entonces, la regulación ambiental propuesta por partidos de derecha será más flexible (tolerará más la contaminación) que la correspondiente política propuesta por un partido de izquierda. Sin embargo, en ninguno de los casos, la política ambiental es socialmente óptima a menos que el partido que gane las elecciones represente al votante promedio del electorado.5

			Segundo, en una economía con un sistema electoral de representación proporcional, la política de equilibrio de regulación ambiental es moderada, es decir, no es una política con un nivel significativamente alto ni bajo de impuestos que buscan regular el nivel de contaminación como ocurriría en el equilibrio de una economía con un sistema electoral mayoritario. Esto hace más probable que este tipo de políticas adoptadas en una economía con un sistema electoral de representación proporcional, se acerquen más a la política ambiental socialmente deseable. 

			Esta diferencia importante en el tipo de políticas que se implementarían en las economías con sistemas electorales de representación proporcional y mayoritario se debe a dos razones: i) en un sistema de representación proporcional, las cuotas de registro de partidos son inferiores a las que existen en un sistema mayoritario lo que induce a que existan más partidos efectivos en un sistema de representación proporcional que en el mayoritario (véase a Liphart, 1994). Mientras que, ii) la existencia de más partidos efectivos en un sistema de representación proporcional hace menos probable que un partido tenga el control de los poderes Ejecutivo y Legislativo (aunque esto es posible y de hecho ocurre ocasionalmente en la realidad) y, por lo tanto, el partido en el poder diseñe políticas públicas sin la necesidad de negociar con otros partidos. Es decir, en una economía con un sistema electoral de representación proporcional la competencia electoral en el Poder Legislativo tiende a forzar a los partidos a negociar una política ambiental más moderada, mientras que en un sistema electoral mayoritario es más probable que un solo partido tenga el control de los poderes Ejecutivo y Legislativo, en cuyo caso, ese partido en el poder no es forzado a negociar la política ambiental con otros partidos. 

			En el caso de un sistema electoral mayoritario, la política ambiental refleja los intereses sobre la política pública de una coalición minoritaria lo cual se traduce en políticas públicas polarizantes (que reflejan los intereses extremos de los votantes en el electorado), mientras que un sistema de representación proporcional, la negociación legislativa ayuda a mejorar la representación de los intereses de por lo menos una mayoría, lo que induce a la implementación de políticas públicas moderadas.

			

			 7. Conclusiones

			

			En el presente análisis se abordó el impacto de las instituciones de los sistemas electorales en el diseño de la política pública, en particular, en el diseño de una política ambiental. Las instituciones del sistema electoral de una democracia podrían estar vinculadas a las políticas ambientales adoptadas en una democracia, ya que estas instituciones determinan el número de partidos que compiten en una elección, así como el nivel de representación de cada uno de los partidos en el Congreso. En este artículo, se desarrolló un modelo de competencia electoral que explica el diseño de impuestos que buscan aminorar los efectos negativos de la contaminación para dos casos de interés: 1) la economía tiene un sistema electoral mayoritario, y 2) la economía tiene un sistema electoral de representación proporcional. 

			La evidencia empírica muestra que en sistemas electorales mayoritarios existen un menor número de partidos efectivos, lo que tiene implicaciones en la negociación legislativa de los partidos que tienen representación en el Congreso por lo que el control de un solo partido del Congreso es más probable en un sistema electoral mayoritario (en el caso en que un partido gana todo y obtiene el control del Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, dándole amplias posibilidades de diseñar las políticas económicas que desee). En contraparte, en un sistema de representación proporcional existen más partidos efectivos y es más probable que la política pública en el Congreso sea de consenso entre los diferentes partidos.

			También se obtuvieron varios resultados teóricos de interés. Primero, en una economía con un sistema electoral mayoritario, la política de regulación ambiental es altamente probable que sea polarizante. Es decir, se implementan impuestos ambientales significativamente mayores o menores al socialmente óptimo dependiendo de la identidad del partido gobernante. En este equilibrio las políticas de los partidos no convergen, lo que explica el hecho estilizado que partidos de izquierda y de derecha implementan políticas públicas diferenciadas. Segundo, en una economía con un sistema electoral de representación proporcional, la política de equilibrio de regulación ambiental es moderada (no es una política con un nivel significativamente alto ni bajo de impuestos como ocurriría en el equilibrio de una economía con un sistema electoral mayoritario). Tercero, el análisis predice que las políticas de un sistema electoral de representación proporcional se acercan más a la política de regulación ambiental socialmente deseable.
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			Apéndice

			

			Proposición 2. El nivel de consumo Pareto eficiente para la familia tipo h es [image: Ponce_Eqn0A1_0.tif] que satisface:
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			Lo que implica el nivel de equilibrio agregado Pareto eficiente del bien [image: Ponce_Eqn0A1_2.tif] es:
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			Donde [image: Ponce_Eqn0A2_1.tif] es el costo personal promedio de la contaminación del bien privado, el cual está dado por:

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0A3.tif]
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			Demostración

			

			El problema del diseñador de política económica es:
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			Las condiciones de primer orden están dadas por:
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			De tal forma que:
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			Lo que implica el nivel de equilibrio agregado Pareto eficiente del bien [image: Ponce_Eqn0A1_2.tif] es:
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			Proposición 3. El nivel de impuestos que induce la asignación Pareto eficiente en una economía de mercado es:
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			Considere ahora el problema de La familia h determinado por

			

			
				
					
					
				
				
					
							
							[image: Ponce_Eqn0A9.tif]
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			Lo que implica que el nivel de consumo de mercado para la familia tipo h dado por [image: Ponce_Eqn0A9_1.tif] tal que
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			Lo que implica un nivel de equilibrio de mercado dado por:
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			De tal forma que una economía de mercado con un impuesto Piguviano [image: Ponce_Eqn0A11_1.tif] implica que este equilibrio es Pareto Eficiente ya que
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			Demostración

			

			Considere ahora el problema de La familia h determinado por
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			Lo que implica que el nivel de consumo de mercado para la familia tipo h por [image: Ponce_Eqn0A13_1.tif] tal que
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			Lo que implica un nivel de equilibrio de mercado dado por:
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			Donde [image: Ponce_Eqn0A2_1.tif] es el costo personal promedio de la contaminación del bien privado, el cual está dado por [image: Ponce_Eqn0A15_2.tif].

			

			Gráfica A1. El equilibrio electoral para una economía con un sistema electoral mayoritario
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			Fuente: elaboración propia.





			

			Gráfica A2. El equilibrio electoral para una economía con un sistema electoral proporcional
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			Fuente: elaboración propia.


			

			NOTAS

			
				
					1	En la literatura es común utilizar funciones indirectas como la que se muestra en la ecuación (1) (véase Besley y Coate, 2003, entre otros). 

				

				
					2	La ecuación (2) se obtiene fácilmente al resolver el problema de asignación de recursos de la familia caracterizado en la ecuación (1).

				

				
					3	En la sección anterior, y siguiendo la literatura, se asume que, en una economía con un sistema electoral mayoritario, el partido que gana la elección “toma todo”. Este supuesto significa que el partido que gana la elección conforma el Poder Ejecutivo y tiene una mayoría absoluta en el Congreso.

				

				
					4	La comparación de las alternativas de política pública se hace a través de rondas de votos donde la alternativa uno se compara contra la alternativa dos, la ganadora de estas opciones se compara con la tercera alternativa, etcétera. Hasta que todas las posibles opciones han sido votadas.

				

				
					5	Es bien conocido en la literatura que los partidos diseñan políticas ambientales que maximizan el bienestar del votante promedio entonces estas políticas también maximizan el bienestar de la sociedad.
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			Resumen. El artículo explora el desarrollo rural en la región norpatagónica andina de la provincia de Río Negro, Argentina. Analiza un área ambiental adecuada para un desarrollo rural extensivo que no termina de integrarse como área productiva. Vincula las dificultades del presente a contradicciones estructurales de su incorporación regional a las administraciones nacional y provincial. Indaga los términos significativos que marcaron las políticas territoriales observando el modo en que las mismas consideraron a los habitantes de la región y sus actividades. Expone cómo los límites a las dinámicas de integración se sostienen en modelos de crecimiento que, desde las nociones de progreso, desarrollo e innovación, han omitido reconocimientos a los actores productivos locales.
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			Development Challenges in the Province of Río Negro, Argentina

			Abstract. This article examines rural development in the North Andean region of Río Negro province, Argentina. The authors analyze an environmental area suitable for extensive rural development that is not fully integrated as a productive area. Additionally, this article associates present difficulties with structural contradictions inherent in its regional incorporation to the national and provincial administrations. It then investigates the significant terms that characterized territorial policies, while illuminating how these terms viewed the inhabitants of the region and their activities. Finally, the article goes on to expose how the limits to the dynamics of integration are sustained by growth models that, based on notions of progress, development, and innovation, have overlooked local productive actors.	

			Key Words: rural development; progress; technical innovation; northern Andean region; territorial integration; economic policy.




		

		
			1. Introducción




			El presente artículo cuestiona el desarrollo rural en la región andina argentina de la provincia de Río Negro y se ubica en los estudios sobre el desarrollo rural que se han propuesto, tanto desde términos económicos y multicausales (Garcés, 2019), como desde otros que reparan la forma en que tales perspectivas se transforman en políticas de intervención (Lattuada et al., 2015). En este caso en particular, se busca incorporar un carácter geográfico e histórico en la pregunta por el desarrollo (Delgadillo, 2009), evidenciando la necesidad de considerar la forma en que se integran las regiones, ya que se toma como caso un área marginal (Serje, 2005), con marcas que evidencian esta condición en las políticas de desarrollo local (Herrera y Herrera, 2014; Núñez, 2016). 

			La literatura existente reconoce una integración desigual del territorio patagónico que contiene a la provincia de Río Negro. Expone permanencias de dinámicas de colonialismo interno tanto en la Patagonia argentina como en la chilena (Navarro, 2011; Núñez et al., 2017; Klubock, 2014). El caso de estudio agrega a ello el hecho de que se trata de una región aledaña a la frontera con Chile (Bessera, 2008).

			De tal forma que se explorarán dinámicas productivas en una región afectada por las desigualdades territoriales, que se evidencian en restricciones al acceso a derechos, a servicios básicos; así como también a limitantes en términos productivos, de infraestructura y de comunicación (Herrera y Herrera, 2014). 

			Se buscó abordar ciertos aspectos caracterizados como particularidades que responden a dinamismos de integración territorial más amplios, tanto en espacio como en tiempo, y que impactan en el reconocimiento de la producción local y los actores dedicados a la misma. 

			Dentro del mapa rionegrino, se analizan condicionantes y características de una región escasamente integrada al orden provincial, la zona andina (véase figura 1) a través de las políticas económicas delineadas para sus dos localidades más emblemáticas: San Carlos de Bariloche, localizada a orillas del lago Nahuel Huapi, y El Bolsón ubicada a 130 kilómetros al sur.

			Para exponer los desafíos del desarrollo presente, en una primera parte se recorrerán los escritos que problematizan la producción regional actual y la integración económica del espacio en la actualidad. Sumado a ello un análisis de formularios censales agropecuarios diseñados por el Estado nacional. En una segunda parte, se interpelará el proceso actual a partir de debates contemporáneos surgidos de actores locales reunidos para reflexionar sobre este punto.1 En una tercera parte, se presenta el desarrollo local analizado históricamente, en busca de explorar los sentidos de tres términos emblemáticos de documentos gubernamentales: “progreso”, “desarrollo” e “innovación”. Cerrando el escrito con una reflexión sobre la relevancia de considerar estas variables en los estudios económicos posteriores. 




[image: figura 1 nuñez]


			

			2. Los Andes rionegrinos

			

			La provincia de Río Negro, en Argentina, corresponde al área norpatagónica, región que posee una alta diversidad biogeográfica. Los Andes, en particular, son una región de montaña con grandes paisajes de bosques y lagos, que históricamente se destinaron a actividades ganaderas y agrícolas (Méndez y Muñoz, 2013).

			Una de las características de este espacio es la incidencia del turismo como actividad emblemática que, en Bariloche, a partir de la década de los treinta desplazó la actividad agrocomercial de principios del siglo XX, con procesos similares a los que en la actualidad se registran en la localidad de El Bolsón (Cobelo, 2017). Así, Bariloche remite a la temprana incorporación de un área natural protegida que alojó dinámicas diferentes del resto del territorio rionegrino y del país (Oglietti y Colino, 2011), y tensiona la posibilidad misma de concebir la producción rural como parte significativa de las iniciativas locales. Mientras que la especificidad de El Bolsón focaliza la pregunta por la producción rural, ligada sobre todo al lúpulo y la fruta fina.

			La norpatagonia se integra tardíamente al concierto nacional, pero cuando lo hace, se menciona el destino natural de toda la región para actividades agrícolas, aún sin haber relevado el espacio (Núñez y Lema, 2018). A pesar de reconocerse un importante comercio transcordillerano de la producción andina y de la estepa norpatagónica (Méndez y Muñoz, 2013), la región no se toma como área significativa del desarrollo agrícola nacional.

			Una de las producciones más significativas de la zona, la de fruta fina, da elementos para reconocer la carga paradojal de la actual producción en la región. La producción de fruta fina se instala como identidad en la región en la que incluso se festeja la “Fiesta de la Fruta Fina”. Los registros regionales ubican los inicios de la actividad productiva en la década de los sesenta, cuando se plantea su comercialización (Méndes, 2010). Lo anterior contrasta con el reconocimiento, dentro de las mismas fuentes, que indican antecedentes en la década de los cuarenta sobre la generalización de su uso doméstico. Se puede decir que, en los estudios académicos actuales, la visibilidad de la actividad depende de su posibilidad de comercialización en mercados formales. 

			La observación sobre la actividad económica reconoce la salida al mercado como ítem excluyente para dar cuenta de una actividad que se reconoce anclada en dinamismos familiares e informales, al punto que, los estudios sobre el desarrollo y la organización territorial regional en la zona andina elaboran temporalidades ligadas a salidas a mercados, omitiendo elementos y redes de producción familiar (Méndes, 2010; Danklmaier et al., 2013; Valtriani, 2008). 

			Como ejemplo de esta tensión cabe analizar el informe de Danklmaier et al. (2013), que avanza en un análisis FODA (Fortalezas, Oportunidades, Debilidades, Amenazas) a partir de reuniones con los principales actores productivos de la región. Los autores observan la producción de fruta fina que se describe como una de las más emblemáticas de la zona. Mencionan que la calidad de la producción local es superlativa respecto del resto del país, que su comercialización se da desde una valoración al producto que tiene que ver con la identidad local, pero a pesar de todo esto, señalan que “la producción ‘casera’ de procesados mueve un volumen importante de producto en el mercado informal. No existen actualmente registros estadísticos de este sector” (Danklmaier et al., 2013, p. 34), haciendo referencia a que tampoco existe un conocimiento de la producción denominada de “autoconsumo”, a pesar de la amplia red de intercambio entre productos domésticos, como parte de la traza de informalidad, reconocida como parte de la trama de resiliencia en un marco de inestabilidad que se presenta como característica de la zona (Cobelo, 2017; Danklmaier et al., 2013).

			Los estudios explicitan la invisibilidad que resulta impuesta por tomar la comercialización formal como medida de la existencia. Este aspecto se reitera en la producción hortícola, que se describe como especialmente relevante y usual a escala doméstica (Danklmaier et al., 2013), pero casi ausente en términos comerciales, o en la silvicultura, donde se indica que “[…] existe una silvicultura con un enfoque social, a partir de la participación de la comunidad, con una visión sistémica del bosque y las plantaciones, en cuanto a la toma de decisiones sobre la gestión de sus recursos naturales, con la integración de la familia como núcleo de la empresa y con un fuerte componente de género. Estas experiencias son muy locales y no se han articulado a nivel territorial” (Valtriani, 2008, p. 278), y también en la silvestría, como la recolección de hongos o de frutos de especies nativas, como el sauco, de enorme importancia en la economía doméstica y asociada a algunos de los productos más valorados de la región. 

			La paradójica sobredimensión del mercado como fuente de respuestas frente a las contradicciones de la economía local se repite en la pregunta por producciones con más de 70 años en la región. Las mismas existen sólo si salen al mercado, más allá de su historia o relevancia social. 

			Pero estas paradojas de las miradas locales se suman a otras originadas en una escala más amplia. Una de las características productivas de esta región es que su producción tiene un reconocimiento menor que el de otras regiones. Esto puede observarse a través del modo en que se construyen los indicadores del Censo Nacional Agropecuario (CNA). Cabe señalar que el censo es una de las principales tecnologías de ordenamiento del Estado (Otero, 1999). En este caso, los censos nacionales agropecuarios refieren a la principal base productiva del país. Una característica que se reitera en estos censos, como base del conocimiento productivo, es la omisión sistemática de aquello que no sale al mercado (Michel et al., 2020), lo que lleva a un problema general. Las unidades productivas de agricultura familiar, en la Patagonia, son muy numerosas. En la zona que se estudia, casi el total de la población se localiza en una dimensión de pequeña escala, lo que muestra que la dinámica familiar y de autoconsumo es especialmente dinámica. Conti y Núñez (2012) reconocen que el autoconsumo en la zona de El Bolsón no sólo refiere a lo que se come en la unidad productiva, sino a un amplio ejercicio de intercambios informales que, esporádicamente, se transforman en venta comercial, estableciendo modos no monetarios relacionados al destino de la producción que no por ello dejan de ser relevantes. Sin embargo, el CNA no toma datos al respecto y los productores reunidos, cuando debaten el tema, tampoco lo consideran en tanto no existan indicadores oficiales que permitan esta caracterización.

			Como consecuencia, el financiamiento se dirige a los sectores más relevados (productores más capitalizados con producciones orientadas a la exportación), que se ubican fuera de la región de estudio. En la provincia de Río Negro las especies sobre las que se preguntan más a detalle son las frutas de pepa, como la manzana y la pera, que se cultivan en Alto Valle y Valle Medio (véase figura1). Mientras que para aquellos donde se toman menos datos, como son las que se cultivan en la región andina, la medida de la ignorancia parecería ser el fundamento de la falta de financiamiento. Así, la omisión del reconocimiento no es sólo una paradoja que desacredita los pilares identitarios locales, es una traba al acceso de financiamiento y a la posibilidad de gestión. 

			La fruta fina, por ejemplo, se releva en dos variables. Los censos contemplan 84 variables para caracterizar la producción de manzana y 52 variables para caracterizar la producción de pera. La cantidad de información releva-da para la manzana y la pera tiene, como contracara, el desinterés por conocer factores que podrían ser significativos en producciones que no son de exportación. Otro ejemplo es el de las hortalizas, que sólo se relevan por superficie de producción y no por kilos producidos, lo cual la muestra como complementaria.

			De los censos parecería desprenderse que el potencial del cambio se vincu-la a una estructura donde el mercado exterior parecería ser la referencia ineludible de la producción rural, con centros comerciales que además se establecen por fuera de la zona andina. 

			Esto lleva a desafíos que tienen que ver con las variables con que se mide el desarrollo. En tanto la actividad siga siendo la de exportación, los cambios de innovación tecnológica van a seguir buscando vías de acceso a un mercado que desconoce el enorme potencial productivo basado en tramas locales, a pesar de que la promesa del desarrollo es la mejor calidad de vida de la población en general. 

			Existe un foco que todavía no termina de tomar la economía regional. El intercambio solidario ha sido la respuesta central frente a fenómenos como explosiones volcánicas, incendios domésticos, nevadas, inundaciones, incluso frente a la hiperinflación (Lacoste, 2003), en toda la región. El trueque se profundizó durante las crisis (Colino et al., 2016). Un ejemplo es 2002, cuando el CNA se enfrenta a las consecuencias regionales de la crisis económica nacional de 2001. Ese año no se tomaron datos de la región porque nadie vendía con moneda oficial. Entonces, ¿no hubo producción? De hecho sí, pues se dieron amplios intercambios, apoyados muchas veces en nueces devenidas en moneda social de las zonas rurales, que resultaron dinamizadores de la producción local y que dieron las condiciones para la permanencia.2 Queda, entonces, abierta la cuestión de si la opacidad reconocida en el censo se repite o se modifica en las formas de medición de las actividades en la región, así como en la intervención técnica que se planifican para la actividad. 

			


			3. La intervención técnica en prácticas invisibles

			

			El modo de medir y reconocer deviene en prácticas de intervención técnica. Río Negro, como provincia, se adhirió tempranamente a los programas de desarrollo nacional, tomando la innovación como horizonte (Lattuada et al., 2015), pero existen dinámicas de pervivencia de desigualdad que parecen trascender las propuestas de cambio. Los programas repiten, como los censos, la sobreestimación de lo comercial, y por ello, las herramientas de promoción tecnológica están mediadas por ese objetivo.

			Los agentes de extensión reconocen la existencia de un conocimiento local con características holísticas, con dinámicas vinculares y afectivas, centrales pero invisibles.3 El objetivo del mercado se descubre como disruptor en lugar de articulador o promotor, pues la mejora en la comercialización no implica mejor integración laboral, o siquiera integración a secas. 

			Los técnicos “descubren” la sobreestimación del mercado en la idea de “mejora” y de “competitividad” que se plantea en los planes de desarrollo (PROSAP, 2011), desde los cuales deben diseñar su intervención orientada a una mejor inserción al mercado. Pero algo más, descubren que esa sobreestimación se apoya en un modelo ideal y ajeno de producción, uno de los participantes del curso sobre “Epistemología y Metodología de la Investigación Científica” señaló que sin conocer si lo que se hace en este sistema realmente necesita una mejora o es lo mejor que existe para ese contexto. 4 El modelo no demanda el estudio de lo local, sino que se plantea como el deber-ser para lo local. Ejemplo de ello son las mejoras genéticas propuestas sin tener en cuenta el ambiente productivo, o los manejos del sistema que en ocasiones resultan poco prácticos e ineficientes por el uso de insumos, que el productor no sabe utilizar o le cuesta conseguir, como el uso de alimentos no convencionales o mecanismos para ampliar la base forrajera.

			Los especialistas consultados dentro de los encuentros tomados como referencia, plantearon que los saberes locales son apartados, generando una cadena de producción aceitada para responder a un mercado temporal o permanente que muchas veces genera daños en quienes lo toman y desplazamiento en quienes lo dejan.5 En la cadena de producción se puede ver que, desde el sector primario hacia adelante, participan un conjunto de profesionales, tanto del sector privado como del sector público, que buscan atender no sólo las necesidades, pues buscan asegurar la calidad agroalimentaria de la población. Se apelan a intervenciones diseñadas desde la genética de animales, la sanidad, el manejo predial y la promoción de actividades intensivas, donde la innovación es la matriz de abordaje. 

			En un encuentro específico para reflexionar sobre la producción ovina, R.,6 uno de los participantes, mencionaba que, quienes estaban en el campo veían en productores y cabañeros un conocimiento profundo, pero este “ver” dependía de la sensibilidad del técnico, en un contexto que R. consideraba tensionado por la necesidad de una innovación permanente que parecía chocar con las poblaciones locales.7 Los técnicos enfrentan así la paradoja de estar atravesados por un discurso de cambio refractario a las prácticas locales, y por una demanda que les exige incorporarlas. En El Bolsón, otros especialistas reu-nidos para revisar la producción de fruta fina8 reconocieron que no existe un consenso técnico sobre la existencia o el potencial productivo de la frambuesa, producción tomada como central en la región desde la década de los sesenta.

			Los cursos y encuentros resaltaron que el cambio es un horizonte cercano, la necesidad de mejora en la puesta en valor, o de un acceso a la comercialización no es sólo un objetivo del Estado, sino también de buena parte de los productores y pobladores. Bajo este contexto, la relevancia que localmente se da a la producción invisible (la del autoconsumo, el trueque, etcétera) choca con el ocultamiento que resulta de reducir la visibilidad a la capacidad de monetarizar lo que se considere productivo.

			Así pues se puede pensar que la fuerza social se descubre estrictamente en momentos de emergencia, cuando es importante “eso” que acerca el vecino, amigo o familiar, y cuando el paisaje, antes que el desacuerdo referido, permite explicar la solidaridad. Pero esto tan relevante se pierde cuando la territorialidad de la región se inscribe en un programa de gobierno, donde “eso” común no forma parte de la política o de la planificación. Pero hay un elemento más. En el habitar la zona andina de Río Negro se desconoce la relevancia de la pertenencia provincial de forma sistemática (Núñez, 2016). Es como si la principal estructura administrativa que contiene a las localidades no tuviera peso, un aspecto que de hecho diferencia a Río Negro de otras provincias y que profundiza el marco de invisibilidad citado.

			

			4. Progreso, desarrollo e innovación en la región andina patagónica

			

			Las nociones de “progreso”, “desarrollo” e “innovación” se cruzan, sin embargo, son diferentes. Todas han sido referencia en los diseños e implementación de políticas económicas a lo largo del tiempo y de hecho, son términos que permiten un recorrido histórico. Temporalmente, la idea de “progreso” se presenta en los escritos sobre la región desde finales del siglo XIX hasta mediados del siglo XX. A partir de allí la noción de desarrollo comienza a regir como referencia hasta la década de los noventa, cuando la innovación emerge. La forma en que estos conceptos construyen sentidos territoriales y de ruralidad vincula las particularidades de la región a dinámicas globales base de las políticas de desarrollo.

			

			Progreso

			

			La norpatagonia argentina, desde su incorporación al Estado Nacional a partir del avance militar de finales del siglo XIX, fue descripta atendiendo al carácter autoevidente del progreso. Esta noción implicaba la presunción de un avance a una mejora estructural como destino ineludible (Navarro, 2004 y 2007). Núñez y Lema (2018) plantean que el progreso presumía que la condición del mismo, en la Patagonia, estaba dada por la destrucción de lo existente. Destacan una paradoja: las condiciones ambientales eran evidencia de un progreso ineludible, al tiempo que debían removerse personas, plantas y animales para su logro. Navarro (2011) señala que el desierto fue la referencia con que se caracterizó a la Patagonia desde las primeras menciones dentro de las esferas gubernamentales argentinas. Pero que antes que una caracterización ambiental, fue un programa de gobierno el que marcó la incorporación del territorio. Así, la falta de cultura fue el argumento del derecho de destrucción.

			En este escenario, los sujetos del progreso-cambio no eran locales, sino que se remitían a capitales exteriores, que se suponían mejores para planificar por su vinculación al comercio internacional. En el proceso de conquista, la reflexión que inauguró el estudio científico que lo acompañó, señala que la exterminación de la población era condición necesaria para atraer a “la mas asustadiza de las asustadizas cosas del mundo, el capital destinado á vivificar las empresas de ganadería y agricultura…” (Ebelot, 1881, p. XI). De tal forma que el capital de inversión resultaba ser la naturaleza que debía preservarse y consolidarse en la región antes que cualquier otro elemento.

			Coronato (2010) caracteriza al “modelo de ovinización” configurado a fines del siglo XIX para la Patagonia, y describe la introducción de enormes majadas de ovejas merino en las estepas, para propiciar la exportación de lana, dando lugar a una concentración de la propiedad de la tierra en grandes estancias. 

			Esta estructura económica inicial de la Patagonia contiene un carácter geopolítico fundamental, pues esta dinámica económica se constituyó vinculada al comercio trasatlántico con Gran Bretaña. Pero también en clave binacional, en tanto se asoció al modelo organizativo territorial del sur de Chile, también ligado a capitales foráneos, aunque mayormente germanos. 

			El crecimiento económico de la Patagonia andina argentina fue posible a partir de la articulación social y comercial con el dinamismo que estaba tomando el sur de Chile. Esta articulación ha sido explorada desde alianzas económico-familiares que unificaron en una misma zona económica a las áreas chilenas y argentinas colindantes propias de la cordillera (Méndez y Muñoz, 2013). Pero algo más, la vinculación se apoyó en una integración ambientalmente diversa, pues vinculó este dinamismo cordillerano con las producciones características de las áreas de estepa. Así se dio una articulación entre producciones ovinas clásicamente esteparias (Coronato, 2010), con madereras y agroganaderas, propias de la cordillera en estudio (Méndes, 2010; Méndez y Muñoz, 2013). 

			Todo este proceso tiene, a pesar de su magnitud, un carácter marginal. En los debates existentes sobre el modelo latifundista en el proceso por el cual la Patagonia se está integrando (Hora, 2019), la región no aparece a pesar de contener casi 60% del territorio argentino. Lo rural, en Argentina, se modeliza desde la estructura agroexportadora pampeana, en torno a la cual sí se debate, pero con una fuerza tal que eclipsa la particularidad del resto (Núñez y Michel, 2019). Así que, no sólo se trata de dar cuenta de una producción regional, sino de observar los ocultamientos que hablan de un modelo de nación en donde se inscribe lo rural. 

			La región en general se integra al país como área agrícola, sin mayores planificaciones, pero propiciando la introducción de cultivos y ganado a partir de la apertura en 1902 de las fronteras comerciales con Chile y facilitando que la producción se comercialice hacia el oeste (Méndez y Muñoz, 2013). La primera planificación fue llevada a cabo por el geólogo estadounidense Bailey Willis (1914), en la que proponía construir un Parque Nacional y una ciudad industrial en la zona de Bariloche, y lograr influencia en toda la zona andina. Este plan se abandonó ante la negativa del gobierno nacional por continuar con inversiones regionales, en parte por el resquemor de la relevancia que podría llegar a conseguir este espacio (Navarro, 2007). Sin embargo, la fuerza autoevidente del progreso como parte del paisaje queda explícita en la carta de despedida de Bailey Willis (1917) a su colaborador en el sur, Emilio Frey, cuando se le avisa del cierre de su proyecto: “Parece por el momento que nos detienen y nos obligan a parar en el trabajo para fomentar el progreso de las poblaciones sobre el lago…” comienza su carta. “Poco importa un presidente mientras que existan los recursos y las bellezas de la naturaleza, más atrayentes que jamás antes para las poblaciones cansadas de la guerra. ‘Continuaremos sin desanimarnos’, es lo que contesté al Sr. Dr. Ruiz Moreno y es el sentimiento sincero mío”.9

			Continuar, desde su punto de vista, era dejar que la fuerza del paisaje demostrara la razón, que el progreso patagónico se impusiera desde el ambiente. Puede pensarse que algo de este orden impacta en la política pública al ver la constitución de áreas naturales en el país. En 1903 se reconoce la primera donación para la edificación de un Parque Nacional, al estilo americano, en la región. En el plan de Willis de 1914 se consideraba central la preservación de los bosques para el correcto desempeño de la cuenca, y que propiciara el establecimiento de la infraestructura de riego, base de la explotación hidroeléctrica propuesta por él. Un aspecto interesante es que este cuidado no implicaba preservar especies, sino que sugería cambiar las plantas nativas por exóticas de crecimiento más rápido que dieran lugar a bosques más jóvenes (Willis, 1914, pp. 11-12). Willis repite la paradoja del progreso autoevidente, en una materialidad necesitada de remover lo nativo, aun apelando a la idea de crear un Parque Nacional. 

			En 1922 se crea el primer Parque Nacional, denominado Parque Nacional del Sud, ubicado alrededor del lago Nahuel Huapi, en lo que hasta entonces era la Colonia Agrícola Ganadera del Nahuel Huapi, hoy Bariloche. Esta iniciativa ligó el cierre de la frontera comercial con Chile a la conservación de bosques. Esta política se profundizó desde 1934, con la sanción de la Ley de Parques Nacionales, y la efectiva creación de los Parques Nacionales Nahuel Huapi e Iguazú, este último en el norte del país. 

			La región andina rionegrina, en los documentos estatales, parece reducirse a su paisaje en una retórica donde la importancia de la Patagonia radicaba en un valor estratégico que no necesariamente consideraba el crecimiento regional. Según Exequiel Bustillo, primer director de Parques Nacionales: “para mantener despierto y alerta el espíritu argentino, para eso y nada más que para eso, Dios ha colocado entre los peligros de la frontera las grandes bellezas de nuestra tierra” (Bustillo, 1946, p. 26). Una región que resultara educativa para la sociedad argentina en estos términos, atentaba contra el intercambio comercial local, basado en el modelo agrícola trasandino original (Méndez y Muñoz, 2013). El progreso, como urbanización o industrialización, se resolvió en escenarios alejados. Los Parques Nacionales y sus regiones aledañas se plantearon como márgenes que no tenían sentido sin ese centro y la actividad agrícola se planteó contradictoria a ese progreso nacionalista. 

			Cabe mencionar que el establecimiento de fronteras no fue una política argentina global, pues al norte de la cordillera patagónica no sólo no se establecieron superficies significativas de Parques Nacionales, sino que en la década de los treinta se promovieron los mayores intercambios comerciales por los pasos cordilleranos ubicados en la provincia de Mendoza (Lacoste, 2005), en la región cuyana del centro-oeste del país. Las montañas patagónicas quedaron como espacio de esparcimiento de sociedades urbanas que crecían en las metrópolis (Diegues, 2000; Fortunato, 2005), autoreferenciadas en un paisaje entendido como sublime y vacío.

			Se tiene en esto otra paradoja geográfica, pues las montañas de la Patagonia son mucho más bajas que las de la zona cuyana, y los valles transversales tienen alturas inferiores que los hacen comparables a muchas rutas nacionales. Sin embargo, son estas montañas bajas las que se presentan como murallas infranqueables, mientras que los altos pasos del centro y norte de la cordillera de los Andes se ven como naturales para el comercio.

			La década del treinta cambia la noción de progreso en la región andina y de estepa, la referencia se desliza desde las ovejas y los bosques hasta esa urbanidad lejana y tuteladora que se instala definitivamente como “lo natural”. El progreso se definió desde el exterior, y el bien de Argentina se asoció a un cambio industrial y económico que se resolvía en escenarios no patagónicos. La sobre valoración del orden urbano estuvo apoyado en el imaginario de la naturaleza pura en las fronteras, como modo de justificar dinámicas que parecían antagónicas, pero que desde esta perspectiva resultaron funcionales al ordenamiento nacional en general (Serje, 2005). En Patagonia, el progreso apeló a la idea de falla autóctona. 




			Desarrollo

			

			El desarrollo, como objetivo de las políticas públicas, se instala a través del Estado planificador establecido por las presidencias de Juan Domingo Perón en el escenario argentino desde la década de los cuarenta (Berrotarán, 2003), y llega a la Patagonia en un contexto particular. En las décadas de los cuarenta y cincuenta la ganadería ovina fue perdiendo preeminencia, estableciéndose la fruticultura en el alto valle (véase figura 1) como base de la matriz económica norpatagónica (Bandieri y Blanco, 1998), en conjunto con la explotación petrolera que ya comenzaba a planificarse, aunque se afianzó en décadas posteriores (Favaro, 2001). Bajo el contexto del peronismo, con el objetivo de la industrialización, se demandaba la generación de energía. En este escenario, el plan de aprovechamiento hidroeléctrico (planteado como posibilidad desde el citado trabajo de Bailey Willis) se presentó en articulación con la estructura frutícola en desarrollo (Azcoitia y Núñez, 2013). 

			El caso de la construcción andina fue diferente, pues consolidó como centro al Parque Nacional Nahuel Huapi, reiterando el turismo como actividad central. Sin embargo, se sumó una paradoja. En el lago Nahuel Huapi, en la isla Huemul, se realizó un experimento nuclear, mismo que resultó un fracaso, pero que dio cuenta de la superposición de dos sentidos antagónicos generados desde el propio Estado: la repetición de un paisaje impoluto con la incorporación de una iniciativa con altos riesgos de contaminación (Mariscotti, 2005), que resultó ser la mayor inversión en la zona durante el periodo (Bessera, 2008). 

			En El Bolsón, durante las décadas cuarenta y cincuenta, se asentaron las condiciones que dieron lugar a una sistemática explotación maderera, frutícola y lupulera, que se desarrollará con claridad en la década de los sesenta (Méndes, 2010). En este proceso, la histórica vinculación de El Bolsón con la región de estepa se fue debilitando, planteándose un reconocimiento general llevado adelante desde la perspectiva con la cual se recorría la región de Bariloche.

			De esta forma, los años cincuenta abren un nuevo proceso en la Patagonia por dos aspectos: por una parte, se reconocen los derechos políticos a partir de 1955, cuando se firma la provincialización de los territorios continentales del sur,10y por otra, el plan de diseño hidroeléctrico y explotación petrolera se dio en el marco de las políticas reconocidas como desarrollistas (Rougier, 2016), desde las cuales se postularon intervenciones estatales con el objetivo de lograr el crecimiento económico regional, incorporando el término “desarrollo” como referencia ineludible de la política económica.

			El desarrollo llega a la Patagonia con otra particularidad. La provincia, como ámbito administrativo, aparecía como respuesta a una larga demanda por derechos políticos. Río Negro, específicamente, se presenta desde los términos de su primer gobernador Edgardo Castello, al inicio investida de equidad. El primer gobernador asegura que su planificación provincial propiciaba un “desarrollo armonioso” que respondía a inequidades históricas que tenían a la línea sur como la principal víctima (García, 1960). Como estrategia se llevó adelante una inversión desigual que se pretendía reponiendo equidad, pero ello en lugar de generar equilibrios, profundizó diferencias regionales existentes. El resultado de su implementación en el tiempo fue el abandono de zonas rurales en las áreas de mayor vulnerabilidad (López, 2016; Herrera y Herrera, 2014), y la omisión de políticas específicas para la zona andina (Núñez, 2016). 

			Puntualmente, respecto al área de estudio, se observa una inversión económica prácticamente inexistente. Las producciones en la zona de El Bolsón se mencionan como potenciales, pero con una preponderancia menor respecto de otras regiones. Básicamente, durante décadas no se establecieron fondos para el desarrollo de cultivos o para mejorar la conectividad comercial, pues el paisaje de la zona de Bariloche se consideró tan imponente que se postuló que el área no necesitaba fondos, ya que resultaba atractiva para una inversión privada (Fantini, 1961). El paisaje es argumento, en la planificación provincial, para justificar la no inversión estatal en la vasta área de estudio. 

			El modo en que se instalaron las dos actividades principales de la región  –turismo en Bariloche y agropecuario en El Bolsón– exponen una construcción provincial desigual, donde la idea misma del desarrollo se apoyó en desconocer las particularidades locales. A modo de ejemplo, la paradoja del turismo. Esta actividad llegó a Bariloche de la mano de una muy importante estructura nacional, la de los Parques Nacionales en la década de los treinta, que impactó en el ordenamiento de toda la región. Pero aunque desde la década de los cincuenta se implantó el turismo desde una escala nacional, y desde la escala provincial durante la década de los sesenta, no fue considerada actividad económica y, por tanto, adoleció de marcos de financiamiento y organización equiparables a otras actividades que generaban ingresos similares (Núñez, 2018). 

			Así, el centro económico de la región descansó sobre una actividad que, en términos de integración provincial, no fue considerada como productiva. Junto al eclipsamiento económico del turismo, la región perdió relevancia. Lo que ayuda a entender porqué entre los objetivos del gobierno provincial no estaba la articulación con la zona andina. Su actividad agrícola, también vista como casi inexistente, no contiene la misma valoración que las de otros espacios. Lo rural se promocionó en la zona irrigada del Alto Valle y Valle Medio, donde ya existía y que se tornó en el corazón de los procesos de exportación. 

			Se puede pensar que desde estos reconocimientos desiguales, la producción agropecuaria, vinculada a la localidad de El Bolsón, es doblemente oculta. Por un lado, por su negación en el marco del modelo de turismo, y por el otro, porque las actividades productivas tienen, en la provincia de Río Negro, un reconocimiento regional, y las actividades frutícolas fueron reconocidas como relevantes sólo en el Alto Valle y Valle Medio, y las hortícolas en el Valle Inferior. 

			En este periodo, además, es cuando en el marco del desarrollo nacional se crea el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), agencia del desarrollo agropecuario de escala nacional instalado en diferentes puntos del país. Uno de ellos se ubica en Bariloche en 1965, pero con una limitada articulación con la región aledaña. López (2016) señala que la localización en Bariloche tuvo como objetivo exclusivo la mejora ovina, que era una producción geográficamente alejada de este centro. La explicación de esta ubicación, para el autor, tiene que ver con la conformación de una red tecnocientífica nacional que, desde la década de los cincuenta toma a Bariloche como uno de sus puntos estratégicos. Así el INTA local se adhiere a una red tecnocientífica al tiempo que ignora la producción local. Ello no es menor si se recuerda que en la localidad de El Bolsón, durante esos años, se inició la producción comercial de fruta fina y se dio inicio a la explotación maderera a gran escala, así como a la producción de lúpulo financiada por la firma Quilmes (Méndes, 2010). 

			Todos estos procesos, de diverso origen y escala económica, impactaron en la dinámica de organización local, aunque su reconocimiento desde la escala provincial fue escaso y no tuvieron atención del INTA Bariloche hasta pasada la década de los setenta. Desde lo provincial, en la zona andina, el turismo se consideraba resuelto sólo por el paisaje (Núñez, 2018); el lúpulo generó un interés menor y la explotación maderera, así como la fruta fina casi no reciben atención en términos de política pública. La intervención estatal de nivel provincial, reflejada en las políticas de la época, repite la integración desigual como destino justificado en el paisaje. Localmente no hay productores relevantes. Los actores sociales, ajenos a las iniciativas del progreso, quedaron subalternizados en las políticas del desarrollo.

			

			Innovación

			

			En esta trayectoria, en los últimos 20 años, se comenzó a plantear la noción de innovación, asociada a cambios tecnológicos y de planificación con base en conceptos como ciudades inteligentes (Mitchell, 2007), plataforma territorial (Corrales et al., 2005; PROCISUR, 2013), e incluso nuevas modalidades estructurales del capitalismos que están modificando las condiciones de periferia (Sztulwark, 2019). Lo cual lleva a preguntar por sentidos que cambian y permanecen respecto de los previos, es decir, los ecos de las nociones de progreso y desarrollo citadas.

			Lattuada et al. (2015, p. 94), como síntesis de los objetivos de los programas de desarrollo rural en la última década, mencionan algunos que dialogan con el desarrollo en la región: i) la conformación de asociaciones formales de microproductores, que posibilitaron el fortalecimiento de unidades productivas, y mejorando la competitividad; ii) la innovación tecnológica en la producción, en la gestión y en la administración; iii) el mejoramiento de los canales de comercialización y de acceso a los mercados; iv) el acceso a información competitiva para la toma de decisiones, articulando su participación con clusters y organizaciones sectoriales. 

			En Patagonia estos objetivos se proyectaron en las poblaciones consideradas más vulnerables, con especial énfasis en jóvenes y mujeres, y de hecho se evaluaron como exitosos (Lattuada et al., 2015). Sin embargo, en la zona de estudio, la estructura de desigualdad regional y sectorial prácticamente no se ha modificado. Más bien se registra un desconocimiento sistemático hacia la producción vinculada a la agricultura familiar y a la producción doméstica, un aspecto reiterado en los estudios de la zona (Danklmaier et al., 2013; Cobelo, 2017; Valtriani, 2008), o a la producción de pequeña y micro escala en todos los sectores (Colino et al., 2016), que es la que contiene al principal número de habitantes.

			Es interesante porque hay algo del orden del progreso que permanece. La principal trama de la producción es invisible, pues responde a la escala doméstica, que en muchos casos ni siquiera es reconocida en la categoría de productor, en tanto no destina su producción al mercado sino a la compleja trama de intercambios y solidaridades que se inscriben en la opaca categoría de “autoconsumo”, con todas las problemáticas de reconocimiento ya vistas.

			La primacía de la exportación, que aún se mantiene en los criterios de reconocimiento y en los indicadores de medición productiva, parece ser heredera de la primigenia visión de progreso, con la carga de destino que ello acarrea. El problema es que la innovación sigue tomando como ideal a los sectores dedicados al comercio exportador o de gran escala. Sin embargo, la trama desconocida de las producciones domésticas muchas veces ajenas a las dinámicas mercantiles, emerge como central en casos de emergencias, tanto socioambientales como económicas.

			Así, desde la noción de innovación se podría pensar que no se han modificado los agentes del cambio. Los estereotipos reconocidos en el progreso se han replicado en la propuesta de innovación, sin ser nombrados. Esto impacta en la integración. Lo interesante de la actualidad, es que lejos de reconocer procesos globales, la innovación se apoya en estratégicas que se presentan como locales, casi como opciones individuales frente al camino aún abierto del desarrollo y el progreso, sin siquiera dialogar con las nuevas estructuras económicas mundiales. Los dinamismos globales, presentes en los periodos mencionados, se desdibujan, no por ser inexistentes sino por la ilusión del desacuerdo local como resultado de meras personas y no de historias políticas y económicas, que han estructurado las tensiones de la región y que operan como permanentes aún en el escenario de la innovación.

			Con todo esto, la falta de datos sistemáticos sobre producciones fami-liares, regresan a la pregunta por las paradojas. La respuesta parecería estar en el reconocimiento de la agricultura familiar en todos sus diálogos escalares, una escala sobre la cual se ha escrito mucho pero que, aún en estudios actuales, se reconoce como ignorado en un área como la andina rionegrina, donde casi la totalidad de productores pertenece a dicha categoría.

			

			5. Conclusiones

			

			Se puede sostener que las miradas sobre la producción e intervención actuales, ligadas a conceptos como innovación o diseño de territorios inteligentes, permiten reiterar la ilusión de un desarrollo rural sin sujeto, en tanto el reconocimiento de lo innovador se basa en lógicas, o bien empresariales, o bien científicas (Albornoz, 2009), opuestas a las valoraciones que se suponen estructurantes de la agricultura familiar. 

			Las paradojas se definen a partir de que la medida de la pertenencia es el mercado. La inversión, la comercialización y la ganancia siguen siendo la medida central y exclusiva desde la cual se continúan estableciendo las mediciones de lo que existe.

			A la luz de los resultados y solapamientos de distintas lógicas históricas, rastreables en la actualidad en la región andina de la provincia de Río Negro, se aprecia una articulación de la construcción de una región patagónica más amplia, así como con políticas globales. En más de 100 años se encuentra que el paisaje, como referencia del destino natural, se repite, naturalizando como actor del cambio a un tipo de productor particular, ligado a un comercio que, idealmente, excede el intercambio interno. A partir de las nociones de progreso y de desarrollo se evidencia una operación persistente, que refiere a la asignación de una carga peyorativa a las condiciones locales, como estrategia para justificar tanto los éxitos como los fracasos de las políticas delineadas. 

			El rastreo realizado aquí da cuenta de las huellas del progreso que persisten desde algunas lógicas provinciales de planificación. Aquellas ideas, que fueron parte del progreso, comandadas desde la escala nacional, hoy aparecen amalgamadas a la lógica provincial como en la ausencia de planificación provincial del desarrollo andino. La herencia de Río Negro como provincia que “desatiende la región andina”,11 implica acuerdos con actores locales, pero sobre todo con una aceptación de esa desintegración como resultado de la geografía antes que de la política. 

			En este espacio andino la fuerte impronta nacional de Parques Nacionales operó como justificante de distancia. Desde aquí se actualiza la idea prístina de la naturaleza, que remite al orden nacional establecido a principios de siglo como si fuese resultado del propio paisaje. En los territorios de integración tardía, y sobre todo en aquellos investidos del imaginario de “naturaleza intocada” (Diegues, 2000), el deslizamiento de la política al paisaje permite justificar la integración desigual. 

			La noción de innovación atraviesa los programas de desarrollo de los últimos 20 años y Río Negro es una de las provincias que más intentó adherirse a la implementación de dichos programas e ideas. Sin embargo, la estructura de desigualdad no se ha modificado en tanto las herramientas de toma de datos siguen omitiendo referencias centrales a los actores de las escalas domésticas. 

			La innovación sigue reclamando como sujeto del cambio al actor económico delineado en el imaginario del progreso. En esta lógica la tensión entre lo local o autóctono sigue emergiendo, ya no en una clave explícitamente racista, pero sí siendo ignorado deliberadamente. Lo local queda fuera de los elementos del cambio, en una lógica que puede pensarse replicada en la consideración de la escala de la producción familiar.

			Si se considerara una administración más amplia, la escala nacional, las herramientas de visualización del Estado no permiten salir de la valoración exclusiva a lo monetarizado. La herramienta censal podría ser un apoyo en tanto deje de ser una traba, los indicadores de producción y eficiencia de los distintos programas de promoción regional sumarían fuerza a la promoción local. El conocimiento de dinamismos propios sumaría a este camino. Lo doméstico, el autoconsumo, el intercambio, el mercado local, e incluso la visualización de la enorme movilidad regional, reconocidas en forma parcial, aparecen como una posible base de sistematización para pensar la innovación de forma real innovadora. 
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NOTAS

			
				
					1	En los cursos “Epistemología y Metodología de la Investigación Científica”, INTA Bariloche, en 2018, con extensionistas de norpatagonia y “Modelos de desarrollo y ruralidad en norpatagonia”, UNRN-El Bolsón, en 2018, con investigadores de temáticas rurales de la zona, se suma el encuentro de creación del “Observatorio de Políticas Públicas” en El Bolsón en 2018, que reunió más de 50 productores(as) rurales, investigadores, autoridades políticas y docentes en torno al desafío del ordenamiento local.

				

				
					2	Cita tomada del curso “Modelos de desarrollo y ruralidad en norpatagonia”.

				

				
					3	Cita tomada del curso “Epistemología y Metodología de la Investigación Científica”.

				

				
					4	Cita tomada en curso de posgrado “Epistemología y Metodología de la Investigación Científica”.

				

				
					5	Idem.

				

				
					6	Las referencias tomadas de los cursos son menciones no literales. No acordamos compartir la literalidad de las menciones con cada autor/a, por ello sólo compartimos las referencias parciales que, como docentes, fuimos tomando en la serie de encuentros citados en el punto 3. Para preservar el anonimato, en caso de necesitarlo, referimos a cada persona con una letra, R. puntualmente es un/a extensionista de INTA, trabajando con rumiantes menores en la zona de estudio.

				

				
					7	Cita tomada en curso de posgrado “Epistemología y Metodología de la Investigación Científica”.

				

				
					8	Tomado de la instancia de creación del “Observatorio de Políticas Públicas”.

				

				
					9	Bailey Willis llegó a Argentina en 1910 enviado por el Museo Nacional de los Estados Unidos para revisar los datos sobre la antigüedad del hombre en el Plata. Una vez instalado, fue contratado como Jefe de la Comisión de Estudios Hidrológicos de la Dirección General de Ferrocarriles, creada en 1911 para planificar el desarrollo de la norpatagonia. Esta comisión se cierra en 1915. Su carta de despedida, fechada en 1917, se encuentra en el Archivo Frey. Museo de la Patagonia de Bariloche. “Colección Frey”.

				

				
					10	Los Territorios Nacionales fueron espacios incorporados tardíamente al Estado y tutelados desde el gobierno central. Esta figura se aplicó en las actuales provincias de Misiones, Chaco, Formosa, La Pampa, Neuquén, Río Negro, Chubut, Santa Cruz, Tierra del Fuego y un espacio denominado “Territorio de los Andes” entre las provincias de Salta y Jujuy. En 1955 se provincializan Neuquén, Río Negro, Chubut y Santa Cruz. También se provincializa Formosa. Chaco, La Pampa y Misiones habían sido provincializados previamente. El territorio de los Andes se había dividido entre Salta y Jujuy. Tierra del Fuego fue Territorio Nacional hasta 1992.

				

				
					11	Mención repetida en entrevistas que abordan múltiples problemáticas (Núñez, 2016; Colino et al., 2016; Herrera y Herrera, 2014; López, 2016).
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			Abstract. Amartya Sen’s capability approach redefined development in terms of people and their quality of life. Since development suggests the idea of positive change, it highlights what is worth changing, the desirable outcome and the desirable way to achieve it. This influential framework has succeeded in engaging different disciplines in constructive debate. There is a growing, and dispersed, literature adding and critiquing it. Hence, providing a current conceptual account of the approach, on its own terms, to assess its contribution to the project it undertakes, address its alleged shortcomings, and point to avenues to further the debate seems warranted. This is particularly timely given its 30 years of influence over public policy, as evidenced by the United Nations’ Human Development Reports.
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			Humanizando el desarrollo: un balance del enfoque de capacidades de Amartya Sen

			Resumen. El enfoque de las capacidades de Amartya Sen redifinió el desarrollo en términos de la gente y su calidad de vida. Ya que sugiere la idea de un cambio positivo, dicho enfoque subraya lo que vale la pena cambiar y la deseabilidad tanto del resultado como la forma de lograrlo. También ha sido exitoso en involucrar diferentes disciplinas en un debate constructivo. Asimismo, hay una creciente y dispersa literatura aportando y criticándolo. Por lo tanto, proveer de un marco conceptual del enfoque en sus propios términos para evaluar su contribución al proyecto que pretende, abordar sus deficiencias y señalar rutas de posible discusión, parece sensato. Esto es particularmente adecuado dados los 30 años que ha influenciado la política pública, como lo evidencia los Reportes de Desarrollo Humano de las Naciones Unidas.

			Palabras clave: desarrollo humano; calidad de vida; funcionamiento; capacidad; bienestar; agencia y conversión; economía del bienestar.

			Clasificación JEL: I31; I38; O15.

			

		

		
			1. Introduction

			

			Development is not solely a descriptive concept but a normative one. It denotes change, but not any change. It conveys the idea of progress, advancement and betterment (Alkire and Deneulin, 2010). As such, it denotes “good change” (Chambers, 2004). Therefore, development ideas matter because they point out what matters. That is, they suggest what that change means, what ought to be changed and even how this change is to take place. 

			This means that there is no consensus on the meaning of the term. “Development” has had several definitions and been given various treatments, which have been related to human well-being, to a lesser or greater degree (Sen, 1988). However, different approaches and frameworks entail different foci about what matters but also different and important assumptions. If the latter do not obtain, the approach could be suspect. This realization becomes all the more relevant because studying “development” usually goes beyond an intellectual exercise, it seeks to have practical consequences. That is, to a great extent, development is about applied instrumental research (Mehta et al., 2006), which means that it affects (and seeks to do so) people’s lives. After all, policy inspired by different approaches can well hit the target but miss the point.1

			There are many fundamentally different ways of seeing the quality of living, and quite a few of them have some immediate plausibility. You could be well off, without being well. You could be well, without being able to lead the life you wanted. You could have got the life you wanted, without being happy. You could be happy, without having much freedom. You could have a good deal of freedom, without achieving much. We can go on (Sen, 1988, p. 1, emphasis in the original).

			The capability approach, henceforth the CA, has become the most influential framework providing a notion of development. The offspring of Amartya Sen, it is a people-centered approach that focuses on human beings and their quality of life. At its heart lie two questions: “what are the lives that people are free to lead?” and “what lives have they chosen to lead?” By posing these questions, and in answering them, it has fundamentally challenged previously dominant approaches to development. 

			This approach has proven influential within scholars and policy makers alike. There is a growing literature in a wide array of disciplines, mostly empirically oriented although conceptual as well, seeking to add to Sen’s seminal work. The CA’s contributions notwithstanding, it has also been subject to criticism. Whether in favor or against, much of the literature, has tended to evaluate it from a predetermined perspective. Providing a current conceptual account of the CA on its own terms so as to assess its contribution to the project it undertakes, address the alleged shortcomings and point to avenues to further the debate seems warranted. This is particularly so given its three decades influencing policy making the world over, as evidenced by the Human Development Reports issued by the United Nations Program for Development. 

			Consequently, in order to elaborate on the CA’s contributions to the study of development and development policy, this article is structured in three sections, besides the introduction. In the first section, the CA is presented on its own terms, highlighting Sen’s work and more recent contributions. On the basis of the previous discussion, the third section discusses the current conceptual scope and limitations of the approach, suggesting warranted avenues for future research. The final section concludes. 

			

			2. Human development

			

			The CA constitutes a conceptual framework to define development. As such, rather than being an explanatory theory suggesting how development can be achieved, it suggests a descriptive and normative account of how development can and should be understood. This section endeavors to present that account in its own terms, following Sen’s work as well as what are arguably the most relevant additions to it from various disciplines.  

			The CA places humans, and their lives, at the center of development. It argues that people are the ends of development and that the latter ought to be assessed in terms of people’s quality of life (Sen, 1999). Differing from measures of opulence, which focus on the means instead of on the ends of development, for the CA, income (or wealth) per capita is only instrumentally important; that is, it is only valuable to the extent it enables the achievement of intrinsically valuable aspects of life. These aspects and the things that can affect their attainment are conveyed in the approach’s main concepts, namely functionings, capability, well-being, agency and conversion factors.

			Evaluation space: functionings and capabilities

			The spaces where assessments of development should be performed are functionings and capabilities. Functionings are achieved “beings” and “doings” that people value and have reason to value (Sen, 1999). They are types of lives deemed valuable after reflection (Sen, 1993). An individual’s achievements, therefore, can be regarded as the vector of their functionings (Sen, 1992). In this sense, they are constitutive to an individual’s being (Sen, 1990) and living can be regarded as consisting of interrelated beings and doings (Sen, 1992).The valued functionings may vary from elementary ones, such as being adequately nourished and being free from avoidable disease, to very complex activities or personal states, such as being able to take part in the life of the community and having self respect (Sen, 1999, p. 75).

			Functionings, therefore, are personal and multidimensional. They are personal in that they reflect people’s values and their idea of the good. Moreover, being types of life of people, they can be regarded as characteristics of people. This is a fundamental difference from other approaches such resource-based ones as these focus on the features of resources or commodities, not on people (Sen, 1988). Functionings are multidimensional because the incommensura-­bility of human experience is recognized by their focus on a wide array of reflected upon valuable doings and beings, rejecting thereby the use of only one metric, as in conventional economistic approaches.

			Capability can be regarded as the vector of the potential functionings that an individual can achieve (Sen, 1999). It denotes, someone’s capability to function (Sen, 1992). It comprises all the possible functionings from which an individual can choose (e.g. having the choice: to be a mother, to pursue certain career regardless of gender, to earn the same wage for the same work regardless of any other factor, to elect and be elected, should these options be deemed valuable after reflection). Thus, it denotes the freedom one has to lead different valuable reflected upon lives (Sen, 1993). A valuable life is composed by both a person’s doings and beings as well as the freedom to undertake them (Crocker and Robeyns, 2010). According to Sen (1999), development should be ideally considered in the space of capabilities. Therefore, he redefines development as freedom.

			In this sense, Sen (1997) not only focuses on outcomes but on how they are reached. One can imagine two people, who value the same kind of live and enjoy the achievement of the same levels of doings and beings, but if these were imposed on one while the other had other options to choose from, it is clear that the latter enjoys a better quality of life. In this sense, focusing on outcomes only may be insufficient. This is what Sen (1997) calls “culmination outcomes”, in contrast to “comprehensive outcomes”, which take into consideration how those final outcomes came about, i.e. the process leading to them. 

			The capability approach focuses on people and their quality of life. It regards the improvement in people’s lives as an expansion of their freedom. Therefore, from this perspective, development is about enlarging people’s choices in all dimensions of life (Haq, 2004). Indeed, Mahbub ul Haq (2004, p. 31), one of the most relevant contributors to the approach, perhaps put it best:2 

			The human development paradigm covers all aspects of development –whether economic growth or international trade; budget deficits or fiscal policy; savings, investment or technology; basic social services or safety nets for the poor. No aspect of the development model falls outside its scope, but point of references remains the widening of people’s choices and the enrichment of their lives. All aspects of life –economic, political or cultural– are viewed from that perspective. Economic growth therefore becomes only a subset of the human development paradigm. 

			Capability also underlines the CA’s focus on human beings. It highlights human plurality in recognizing that there may be many doings and beings that are valuable after reflection, and many lives that can be legitimately led. As such, it recognizes the importance of command over resources or material opulence, but emphasizes that its value is instrumental, to the extent it enables people to reach intrinsically valuable objectives. Therefore, whether one assesses states of a person or a country, what matters is not the presence or extent of opulence but how that opulence is used (Sen, 1999). Moreover, capability is also a personal factor, since capabilities are bundles of functionings, which are constitutive of an individual’s being. Additionally, it acknowledges that being able to choose from meaningful kinds of life is part of well-being. Similarly, as in the case of functionings, it stresses the multidimensional nature of human experience as well. 

			In this sense, although related to functionings, capability does not denote achievements but the freedom to achieve. “Freedom can be distinguished both from the means that sustain it and from the achievements that it sustains” (Sen, 1992, p. 86, emphasis in the original). Furthermore, even though they are distinct, freedoms are not independent from one another. Expansion in some may contribute to the expansion of others. Hence, freedom is the primary end and the principal means of development, also referred to as the constitutive and instrumental role of freedom in development, respectively (Sen, 1999). 

			Importantly, Sen (1988) emphasizes the difference between negative and positive freedoms, privileging the latter. Negative freedoms can be useful regarded as “being free from” (as in the libertarian tradition). That is, the focus is on the absence of constraints to the exercise of that freedom. In this sense, the attention is placed on the correctness of the process underlying and go-verning social behavior. An example can be the freedom to earn the same wage for the same job in the labor market regardless of sex, ethnicity, age or any other factor. As important as this is, if the interest is in the actual quality of life achieved by people, then such approach does not suffice. It is necessary to consider the positive freedom of being able to choose, i.e. “being free to”. This focuses on the opportunity to achieve and, as such, is a relevant functioning in its own right (Sen, 1988). Thus, this aspect of freedom, paying attention to meaningful exercises of choice, can be included in the evaluation of functionings by “refined functionigs”, which are functionings that take into consi-deration the availability of options (Sen, 1988). Consequently, both process and opportunity are aspects of freedom that need to be taken into account in development assessments (Sen, 1999). Nonetheless, the capability perspective is better equipped to account for the latter (Sen, 2005).

			

			Motivation: agency and well-being

			

			Regarding, well-being and agency, they can be considered as the categories approximating motivation. Well-being refers to an individual’s quality of being (Sen, 1999). That is, it refers exclusively to her personal “wellness” (Sen, 1992) or welfare (Sen, 1993). This category denotes solely an individual’s own states (e.g. being well nourished, being employed, enjoying leisure time, having self-esteem). 

			Agency, in turn, refers to what a person does or can do in order to pursue any of her goals and objectives, not just those that advance her own wellness. It is an evaluation of “what a person can do in line with his or her conception of the good” (Sen, 1985, p. 206). Hence, agency encompasses self-interest or self-regarding motivation (well-being) as well as other-regarding motivation (Crocker and Robeyns, 2010) (e.g. volunteering at a hospital, donating blood or organs, philanthropic activities). 

			Furthermore, agency denotes the extent to which people can control, influence and change the features of their environment in the pursuit of their goals. In this sense, agency itself has proven to be valuable. If functionings and capabilities were the only aspects of value, it would be irrelevant to assess how they come about and who decided over them. 

			From a public policy perspective, therefore, the stress is on regarding people as agents of change with the ability to shape their lives, to scrutinize their preferences and choices, to learn. That is, the CA rejects seen people merely as passive recipients of policy (Sen, 1999). 

			Importantly, there may be tension between agency and well-being goals. Whenever the pursuit of other-regarding objectives curtails self-regarding ones, there is a tradeoff. Following the examples above, donating bone narrow or a kidney to someone presumably entails a reduction in the donor’s well-being while increasing their agency. 

			Additionally, functionings and capabilities can be manifested both in terms of agency and also in terms of well-being (see table 1). The relationship between functionings and well-being is perhaps intuitive since a person’s welfare is dependent on their achievements, or the nature of their being. Whether basic functionings such as being literate or advanced ones like being self-confident, what a person does and is must be intrinsically important for the wellness of that person’s being (Sen, 1992). When it comes to well-being capabilities, the relationship can be established in a twofold manner. 

			First, there is well-being freedom. This is the implication of capabilities being the set of all reasoned and valuable functionings. Since functionings are constitutive to a person’s well-being and capability is the vector of meaningful functionings, then capability is a person’s freedom to have well-being3 (Sen, 1992). 

			Second, achieved well-being can be regarded as dependent on the capabi-lity to function. This highlights the importance of choosing as intrinsically important for people’s lives when there are real opportunities enabling reflective choice. The point is that, when assessing states, how a life style has occurred is itself relevant, not only that it has occurred. After all, a valuable achievement (say, being married) is likely to be more valuable if it is the product of reasoned choice (when the people involved have had meaningful options or suitors to choose from) than otherwise (as in the case of arranged marriages). Hence, well-being achievements are not independent of the process leading to them, as some capabilities may contribute directly to well-being (Sen, 1992). 

			Concerning the expression of functionings and capabilities in terms of agency, the relationships are expectedly similar. Apropos agency functionings, they are all the achievements that a person has reason to value (whether or not they are related to well-being). Being a superset of well-being, agency is also constitutive to a person’s being. The goals a person seeks are the manifestations of their identity (Sen, 2007). This is so for self-regarding objectives as well as for other-regarding ones. Since the previous paragraph discussed the former, this one shall focus on the latter for analytic purposes, without redu-cing “agency” solely to altruistic motivations. In this, sense, non-self-interested achievements (e.g. men demonstrating in favor of the legalization of abortion, locals fighting for the rights of immigrants, going on a hunger strike for political prisoners, skipping one day of school every week to protest climate change) also constitute the nature of a person’s being and, thus, they should enter the evaluation of a person’s life. 

			Importantly, as can be gathered from the above, for the CA, agency (and well-being) functionings are about achievements, i.e. fulfilling objectives 
and values. This means successfully bringing about a desired goal. As Sen (1992, p. 56) has put it: 

			


			A person’s agency achievement refers to the realization of goals and values she has reasons to pursue, whether or not they are connected with her own well-being. A person as an agent need not be guided only by her own well-being, and agency achievement refers to the person’s success in the pursuit of the totality of her considered goals and objectives.

			

			As in the case above, the relationship between agency and capabilities also points to the intrinsic value of choice. Agency freedom is about the real opportunity an individual has to obtain or reach the achievements they have reason to value and seek to realize. The relationship between the evaluative space (capability and functionings) and motivation (agency and well-being) is illustrated in table 1.




			Table 1. Combination of agency and well-being with functionings and capability 
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			Source: created by the author based on Crocker and Robeyns (2010).

			

			Although distinguishable, agency and well-being are interdependent (Sen, 1992). On the one hand, well-being or the pursuit of self-regarding aims can be one of the goals that an individual qua agent values and has reason to value. On the other hand, other-regarding achievements can contribute to the agent’s well-being. By the same token, the lack of achievement in other-regarding aims can be detrimental to well-being. 

			Finally, regarding agency and freedom, until 1992, Sen rejected a common association of freedom with direct control on agency-related grounds. “Freedom as control” was opposed due to its exclusive focus on people ha-ving the levers or power for the capabilities they enjoy, arguing that “[m]any freedoms take the form of our ability to get what we value and want, without the levers of control being directly operated by us” (Sen, 1992, p. 64). Accordingly, a differentiation was made between “realized agency success” and “instrumental agency success”. The latter was concerned with those outcomes brought about by the agent themselves and, as such, conveyed the idea of freedom as control. The former, in turn, was broader and encompassed all outcomes, whether the agent was determinant in achieving them or not (Sen, 1992). Thereafter, however, that rejection and differentiation seems to have been dropped. 

			

			Intervening elements: conversion factors

			

			Translating resources into functionings and capabilities, whether related to well-being or agency, is not direct. This process is mediated by conversion factors, which encompass internal as well as external characteristics that can influence the extent to which capabilities can be enjoyed and functionings obtained (see figure 1). Sen (1999) distinguishes the following conversion factors: i) personal heterogeneities; ii) environmental diversities; iii) variations in social climate; iv) differences in relational perspectives; v) distribution within the family.4 

			The previous discussion leads to diversity or the CA’s recognition of human diversity, which occurs in at least two ways: the possible ends and the possible means to those ends. Sen (1992) has referred to the former as inter-end variation and to the latter as inter-individual variation. On the one hand, to the extent people have different meaningful and reasoned doings and beings, whether achieved or achievable, there is diversity in terms of the ends they pursue. This is increased by the CA’s attention to agency. That is, the exercise of freedom to lead the lives people have reason to value entails that there is virtually an infinite number of legitimate lives people can lead. 




Figure 1. Illustration of the CA’s movement from means to ends
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Fuente: created by the author based on Sen (1999) and (Crocker and Robeyns, 2010).





			On the other, even in the case of similar ends, different people in different contexts may require different quantities or qualities of resources to achieve them. In the case of a given end, the attention to specific personal as well as environmental and social characteristics highlights the fact that with similar resources, there can be considerable number of pathways to that end. This appears to be a tacit assumption in development policy since it often entails a standard intervention affecting certain individuals or groups in society and expecting them to meet a minimum score on an indicator considered desira­-ble, despite their plurality.

			These variations are deeply interrelated. The actual freedom that an individual may have to pursue their valued ends depends on two factors: i) the ends that they have; and, ii) the power they have to convert resources or means into the achievement of those ends (Sen, 1992), which are their personal features (gender, class status, age, ethnicity, etc.) in the context in which they live (the country’s capital, a religious family, a patriarchic society, etc.). 

			Again, for policy purposes, even in the case of a given end, although the challenge posed by inter-end variation is attenuated, the challenge posed by inter-individual variation remains. This goes against the rhetoric or belief conventionally assumed in welfare economic theory, that everyone is essentially similar, having the same maximal potentials (Sen, 1992) or, in other words, that “all men (humans) are created equal”. For the CA, consequently, human diversity is a fundamental aspect of well-being. As such, it cannot be simplified and it ought to be factored in the analysis of development (policy).

			

			3. The CA in practice: scope and limitations

			

			Sen’s CA has gained much currency among academics and practitioners. Scholarly, it has been able to speak across disciplines, engaging a prolific debate. Furthermore, its adoption by the UN and the increasingly relevant Human Development Reports and Human Development Index (in any of its versions) speaks volumes of its influence for development practice. Nevertheless, because of its very nature, it has been subject to criticisms coming from different disciplines and addressing conceptual as well as empirical issues. Each aspect warrants independent discussion. Thus, this section is concerned with the former and presents the arguably main conceptual critiques raised by the literature, most of which have empirical import. Three themes are explored: selection and valuation, practical compromises and under-theorization. 

			

			Selection and valuation

			

			In practice, and specially for policy and program analysis, it is necessary to define the ends of interest. Whether functionings or capability, the question as to what is of value demands an answer for practical purposes. This means that empirically selecting what are the important functionings and capabilities is unavoidable. As such, once it is accepted that the relevant space for evaluation is related to functionings and capabilities, given the multidimensionality embraced by both, the next is a discussion about which dimensions relevant to the quality of life are to be privileged.5 This entails real choice and process of evaluation from which there is no escape (Sen, 1992).

			Not all functionings and capabilities are important, let alone equally rele-vant, just by virtue of being such. There are some that are of little interest while there are other rather significant, which are referred to as substantive freedoms (Sen, 1999). The CA’s focus on functionings and capabilities does not mean that all types of achievements and freedoms are equally valuable, neither does it mean that all such objects have some value for a person, regardless of their effect on that person’s life. The discrimination exercise to distinguish meaningful functionings and capabilities from negligible or trivial ones turns around the underlying concerns and values (Sen, 1992). Even in the case of the important ones, they would have to be weighted vis-a-vis each other. 

			According to the CA, these differences can be accounted for, to a certain extent. Sen (1999) suggests that weights can be attached to different freedoms, providing thereby a partial ranking or ordering that can prove useful. This is because freedom is inherently contested. The CA’s goal, however, is not to provide a complete ordering of all states, as suggesting some ideal state to be reached, but to put in the locus of attention on those social aspects warran-ting improvement on which agreement can be found. Certainly, this leaves possible overall rankings as an issue of contention. Nevertheless, Sen (1999) argues that this does not undermine the approach. What would be damaging is neglecting relevant concerns because of omission of freedoms of those involved.

			Because of the lack of selection and the absence of a definitive list the CA has been regarded as incomplete. The relevant literature recognizes the difficulties of this endeavor, however, there have been attempts to provide such list. One of the main contributors in this regard, and perhaps the best illustration, has been Nussbaum (2006), who proposes ten capabilities that ought to be included in the constitutions of all countries (and thus hers is referred to as “the capabilities [plural] approach”), namely: i) Life; ii) Bodily Health; iii) Bodily Integrity; iv) Senses, Imagination, and Thought; v) Emotions; vi) Practical Reason; vii) Affiliation; viii) Other Species; ix) Play; and, x) Control over One’s Environment.

			Nussbaum’s contribution shares much with Sen’s approach since it is consequentialist, ethically individualist and multidimensional. The evaluative space is the quality of life people value and the aspects that have intrinsic importance. The focus is on the freedom and achievements of individuals. This decalogue encompasses a wide array of dimensions of human experience. However, Sen has not endorsed this list, or any list for that matter. The reason lies in the fact that Sen’s CA rejects any general-purpose approach to the assessment of social states (Sen, 2004). 

			Sen’s CA acknowledges the importance of selecting relevant dimensions and precisely because of this he has refused to endorse a particular final all-purpose list. As mentioned above, this approach privileges human diversity and free agency. This entails that selecting the relevant dimensions on which functionings and capability (or lack thereof) are to be assessed is a matter of public debate (Sen, 1999 and 2004). In fact, when it comes to attaching weights to different functionings and capabilities for social evaluation, the CA suggests such judgmental exercise has to be the result of a reasoned consensus or agreement based on open public deliberation and critical scrutiny. This is a social choice problem that demands a democratic process.

			This suggestion applies to the three situations highlighting the CA’s plura-lism. First, as mentioned above, there are some functionings and capabilities that are more important than others, which requires weighting. Second, the importance of substantive freedom (the capability set) vis-a-vis actual achievement (the functioning vector) is also a matter of judgment, which requires weighting as well. Third, there is the relevance that processes and rules (process freedoms) can have vis-a-vis capabilities (opportunity or substantive freedoms). To recall, in all these cases, the matter at hand is human heterogeneity. In this sense, the capability perspective is not only “inescapably plura-list” (Sen, 1999, p. 76) but necessarily democratic.

			Hence, from this perspective, no “complete ordering” of meaningful ends can be suggested. Indeed, well-being is an admittedly broad and partly opaque concept and trying to provide a ranking without room for ambiguity and incompleteness goes against the nature of these concepts and runs the risk of overprecision (Sen, 1992). Thus, depending on the exercise, different orderings in the prioritization of dimensions may apply and this is a call that only those affected by the evaluation can make. Any given list, comprising the doings and beings that people value and have reason to value (which are constitutive of their beings), ought to reflect those people’s conception of the good and ought to be the product of those people’s exercise of agency. Therefore, the shape that a list should take is a matter best left for the public sphere (Sen, 2004). In this sense, what has been criticized as underspecification is in fact taking free agency seriously.




			Practical compromises

			

			The capability perspective advances a richer evaluative space and, by so doing, enlarges the informational base. This has implications for empirical applications. Capabilities themselves may present the greatest challenge, although not the only one. Nevertheless, this is attenuated, to an extent, by the ambitions and expectations of empirical exercises, which are adjusted to practical considerations. From fully-fletched applications to limited ones, the CA seems to be amenable to different strategies.

			Conventional assessments of the options available within economics, whether achievements, substantive freedoms or both, place their real value on the best use that can be made of them, which coincides with the use that is actually made (under the assumption of a rational agent6). This is the intuition behind revealed preference approximations. Since choice is the only observable event, and an agent able of making optimal choices is assumed, the actual selection represents the best selection and, therefore, all alternatives can be evaluated in terms of the latter. In this sense, the use value of the opportunity lies solely on the value of one element, the chosen one, which is the best one. Consequently, following this tradition, focusing on the chosen functioning vector is the equivalent to focusing on the capability set. This approach was briefly mentioned above in terms of “refined functionings”. An alternative, also mentioned above, is focusing on achieved functionings but also include choosing as one valuable functioning. 

			The value of a capability set, however, does not necessarily have to coincide with the value of the best or chosen element. From a capability perspective, the presence of valuable non-taken up options can also be of importance. In other words, simply having opportunities is itself valuable. This means mo-ving beyond outcomes and paying attention to the process through which they are brought about and recognizing that it is important in and of itself. Hence, the relevance of choosing itself as a valuable functioning is highlighted. Accounting for these opportunities and others substantive freedoms, however, can prove rather challenging.  

			To recall, for evaluative purposes then the CA focuses either on realized functionings (i.e. the valued things a person is actually able to do or be or their lifestyles) or the capability set (i.e. the alternative combinations of doings and beings that are feasible for someone to achieve or their real opportunities). Some exercises admit evaluation on both. Sen (1999) distinguishes two levels of importance: the foundational and the practical one. At the foundational one, as has been argued throughout this paper, the capability perspective has proven its merits in contrast to the alternatives. This does not necessarily apply to the practical level. At this level, focusing exclusively on capabilities may not be warranted. Some capabilities may defy measurement more than others and attempts to capture them within a metric is likely to obscure them instead of illuminating them.

			In light of the challenge posed by the evaluation of capabilities, Sen (1999) has recognized the strong need for pragmatism for use of available data for the purposes of empirical exercises, whether practical evaluation or policy analysis. In this sense, practical compromises are admitted in evaluative exercises, observing the pragmatic nature of practical reason. Thus, three alternative practical approaches to operationalize the capability perspective have been suggested, to wit, the direct, the supplementary and the indirect approach.  

			The direct approach is a fully-fletched way to include the concern with capabilities into the assessment of states. As such, it studies and compares directly vectors of functionings and capabilities. It has three variants: i) total comparison; ii) partial ranking; and, iii) distinguished capability comparison. Total comparison involves the ranking or ordering of all vectors compared with each other in terms of poverty (or inequality or any other subject matter of interest). This is the most ambitious variant and, as such, judged to be the much too ambitious. Partial ranking, in turn, offers a less demanding alternative since it employs only a limited amount of functionings and capabilities to be used in interpersonal comparison. This raises the question of valuation and selection of the relevant vectors, which was addressed above. Finally, distinguished capability comparison refers to the selection of a specific capability of interest and the attention given exclusively to it. Longevity, employment, mobility, are some illustrations. 

			The supplementary approach	advances a more conventional option for the assessment of states. It accepts the use of the income space for interperso-nal comparisons but not exclusively. It supplements them by capability considerations, expanding thereby the informational base. This can be performed by focusing either on direct comparisons of functionings or on non-income instrumental variables that are expected to be related to capabilities. Some 
illustrations can be the presence of discrimination in voting rights, the access to basic services, etc. This means, using the distinguished capability comparison variant, described above, supplementarily. 

			The indirect approach can be located somewhere in between the direct and the supplementary approaches. This alternative also follows the conventional focus on income variables but adjusts them by dint of non-income information that influences the determination of capabilities. In this sense, household income can be adjusted downward by the presence of disabilities or upward by the presence of a good bill of health. As such, this approach can be regarded as capability based equivalence scale. The advantages of this approach notwithstanding, it is not easier than the direct approach. Significant challenges such as the conversion rates that apply, the risk of confusing 
the unit of measurement as the with the cause of outcomes and the importance of recognizing the non-linear effect that income can have on people’s quality of life ought to be adequately addressed (Sen, 1999). 

			Hence, this freedom-based perspective shows considerable catholicity and is not an all-or-nothing approach. The exact shape that the exercise may take depends both on the context and on the information available. Sen (1999, pp. 85 and 86) asserts: “The foundational proposition of the importance of capabilities can go with various strategies of actual evaluation involving practical compromises”, and then continues “It is this combination of foundational analysis and pragmatic use that gives the capability approach its extensive reach”.

			

			Under-theorization

			

			It has been argued that the CA suffers from being theoretically underspecified. Robeyns (2008, p. 94) has been emphatic: 

			

			The underspecified character of the capability approach requires that, before the capability approach can be applied for specific normative analyses, it has to be supplemented with additional theories. These theories include ontological theories about certain aspects of social and individual lives, and explanatory theories giving accounts of why states and processes are the way they are and how we should understand them. These supplementary theories also include normative accounts of the three conversion factors in the capability approach, and a normative theory of choice and personal responsibility.

			Indeed, the capability approach is not a theory in the conventional sense of being able to provide explanation for social phenomena, let alone predictions. It does not explain poverty and neither does it explain development. Such theories would be helpful, however, they are arguably dependent on an adequate elaboration on the ontological and epistemological implications of the CA. The expectation that an explanatory theory can complement the CA, in the positivist sense, may be misplaced if the CA is found not to allow for such complementarity. Indeed, this might be case when capabilities and agency are studied, because of the counterfactual nature of the former (Comim, 2008) and the subjective nature of the latter (Alkire, 2007). 

			Additionally, further exploration of the evaluative space has proven useful. Indeed, the relevant literature has recently highlighted the relationship among achievements and deprivations. While functionings that contribute to the attainment of others are referred to as fertile functionings, deprivations that can worsen the likelihood of attainments are corrosive disadvantages (Wolff and De-Shalit, 2013). Whether capabilities or unfreedoms, functionings or deprivations, the implications for public policy are significant.

			The CA’s agency has also received some attention of late. Given that it resonates with the capability of political participation (in fact the latter could be an instance of the former), it has been argued that agency’s value can be established in the same terms (Alkire, 2009). Hence, agency is regarded as being value in a threefold manner: i) intrinsically, ii) instrumentally; and, iii) constructively. Intrinsically, we have reason to value agency for its own sake, as a desirable end in and of itself. Agency enables people to be in control of their lives and destiny. Absent agency freedom, for instance, people with a certain quality of life could be “living as well-fed, well-clothed, and well-entertained vassals” (Drèze and Sen, 2002, p. 288). Hence, “[…] free agency itself a constitutive part of development” (Sen, 1999, p. 4). Instrumentally, agency is valuable due to the reflected upon positive ends that it can genera-te. It can contribute to the achievement of functionings and the enjoyment of capabilities. It is people’s agency that allows people pull themselves by the bootstraps. Also, as in the case of capabilities, agency is not only an end but also an important means towards similar ends. Free agency “[…] contribu-tes to the strengthening of free agencies of other kinds” (Sen, 1999, p. 4). 
Constructively, agency allows people to reflect upon, select and mold their values. Reasoning, therefore, is inherent to agency7 (Garcés, 2019a). Because of this, agency enables critical thinking and analytical (self) evaluation, for example in the case of weighting capabilities and other values (Sen, 1999; Crocker and Robeyns, 2010), as in the selection of relevant functionings or capabilities, a problem for which there is no escape (Sen, 1992). 

			Similarly, recent contributions to the CA have also addressed conversion factors. These can be constraints as Sen (1999) has argued. But recently their role as enablements for agency and the enjoyment of capabilities or the achievement of functionings has also been persuasively been pointed out (Hvinden and Halvorsen, 2018). To a certain extent, this may also entail the heuristic apprehension of perceptions and subjectivities since different conversion factors may mean different things to different people. 

			Likewise, the important issue of the nature of the entities of interest (ontology) has not been given due attention. This seems to be particularly the case of the significant issue of the agent-structure dynamic. These are related issues and are related to the philosophy of science. Little, if anything, has been said about the CA and its implications for the latter or vice versa. What has been said has dealt mostly with ontology. Interestingly, however, within the CA’s camp, instead of exploring what the its ontology is, the discussion has been mainly been to show what it is not. In this sense, it has been convincingly argued that the CA does not spouse an individualist ontology (and methodo-logical individualism in general) (Robeyns, 2008 and 2017). This has been an important contribution, as it has shed light on a misconception regarding the CA’s focus on individuals as the ultimate ethical unit of analysis. 

			There have been incipient efforts to address the ontological question. Martins (2007 and 2009), for example, based on a critical realist analysis, suggests that the CA advances a social ontology. This proposal is certainly provocative as provides an alternative to positivism. It, however, still needs to be thoroughly elaborated in order assess its advantages and disadvantages. Particularly proble-matic are the ontological commitment that critical realism makes, that the CA does not. Another alternative is pragmatism, which has been very loosely associated to the CA (Zimmermann, 2006), although nothing has been said about this at the level of the philosophy of science, despite it showing promise (Garcés, 2019b). Hence, much more work is necessary in order to provide an account that accommodates the capability approach’s proposal. Since the CA has indeed challenged the convention in economics and development, such efforts may require challenging those of the philosophy of science as well. Taking on that enterprise is important intrinsically and instrumentally. On the one hand, in and of itself it is relevant to clarify the underpinnings of the approach. On the other hand, that clarification can guide better empirical exercises. 

			

			4. Conclusions

			

			Development is a value-laden notion. It not only suggests the idea of change but of positive change. Theories, approaches and ideas about development matter because they point to what matters. At their most basic, they point to that which is worth changing and indicate the direction of change. That being so, these notions entail not solely abstract undertakings and intellectual endeavors but intentional attempts to influence people and induce that change. This is evident in the translation of development research to practice by way of development policy. The relevance of discussing development, thus, can hardly be overstated as people’s lives are at stake.

			The CA focuses on people and those aspects of life that make it worthwhile. Development’s purpose is the enlargement of people’s freedoms and encompasses every dimension of an individual’s life (Haq, 1995). The evalua-tive space are functionings and capabilities. While the former denotes the achieved doings and beings that one values and has reason to value, which are constitutive to a person’s being, the latter refers to the possible combinations of functionings. They establish the move beyond economic variables and single figures (and dimensions) and into multidimensionality. Hence, public policy ought to seek to enlarge people’s substantive freedoms and achievements. To reiterate, these are not only the ends of policy but some of its more important means. 

			The motivational aspects of the CA are well-being and agency. Whereas well-being indicates self-interest, agency encompasses the totality of one’s motivations, self-regarding as well as other-regarding. As such, agency underlines human diversity as people can have multiple goals that they value and have reason to value. Thus, both functionings and capabilities can be evidenced in either motivational aspect. Further, although these aspects are interdependent, they are also distinct and move in the same and in opposite directions. 

			Finally, the translation from resources or entitlements into functionings and capabilities is far from direct. It is mediated by “conversion factors”, which further highlight human diversity. These are personal as well as contextual (social and environmental) attributes that intervene in that translation. Di-fferent people in different contexts may require different quantities or quali-ties of resources to achieve similar outcomes. Therefore, whether freedoms and achievements are to be assessed in terms of agency or well-being, public policies and administrations would do well to factor in human plurality into their designs and evaluation. Their effectiveness and legitimacy can thereby be enhanced, benefitting all stakeholders.

			Its advantages notwithstanding, it has also been subjected to criticisms. In conceptual terms, the focus of this article, arguably the most significant ones can be grouped in three themes: selection and valuation; practical compromises; and, under-theorization. Regarding the selection of freedom or achievements, Sen has been emphatic in pointing out that the expectation of a definitive list is antithetical to the approach’s notion of agency. Accordingly, the CA stresses that the lists depend on the purposes of the exercise and of the people involved. It is people, as agents in charge of their destinies, who must decide on their priorities. 

			Concerning how amenable the CA is for empirical exercises, Sen has recognized that the approach places a tall order on information. Therefore, it has admitted that certain exercises may require practical compromises and, for example, focus on functionings, the observed state, since capabilities entail counterfactual that might be overly taxing to capture.

			Apropos its theoretical shortcomings, while explanatory theories seem outside its scope, the CA has still to address some normative and ontological issues. The research agenda has traditionally shown an empirical orientation in detriment to these themes. The recent and certainly rewarding efforts dedicated to multidimensional poverty indicators is but one example of this. 

			Each of these three areas constitute promising avenues for further research: exploring the mechanisms for selecting and agreeing upon the relevant dimensions, incorporating alternative tools in policy analysts’ toolbox for empirical applications of the CA (e.g. Garcés, 2019c and 2020); exploring the implications of its notion of agency; and fleshing out the philosophical (metaphysical) commitments made by the CA can contribute to better conduct development research and practice.
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					1	Apropos, Alkire (2010, p. 191) states: “The policies, practices, analyses, and measures that guide development institutions can be scrutinized to uncover which truly aim at human freedoms, and how true their aim might be. Much of Sen’s development writings engage or draw on investigations of this form. By such inspection, the oversights of development theories might be uncovered and corrected. Such work is terribly salient, for lives are at stake. In development, Sen observes, ‘a misconceived theory can kill’”. 

				

				
					2	Although Haq talks about the human development approach, the contribution is pertinent since “[...] there is no consensus as to a conceptually clear distinction between human development and the capability approach, nor is it obvious that such a distinction is useful or required” (Alkire, 2010, p. 22, emphasis in the original). 

				

				
					3	As Sen (1992) points out, well-being capability can be assessed as desirable for instrumental as well as intrinsic reasons. Instrumentally, as argued in this section, it reflects the real opportunities people have to achieve well-being. In this sense, it shows the hand that people have been dealt. Intrinsically, it is worth highlighting the value that freedom has in and of itself. “A good society is also a society of freedom” (Sen, 1992, p. 41).

				

				
					4	Interestingly, the latter seems to have lost prominence in Sen’s later work (e.g. Sen, 2005 and 2009).

				

				
					5	A related issue, particularly important for empirical exercises is that of the interrelations among dimensions. This is a relevant topic which would deserve an independent piece. Due to the conceptual nature of this discussion and the limits on its extension, therefore, it cannot be done justice here. For a discussion see Wagle (2005 and 2008).

				

				
					6	Different characteristics have been attributed to the rational actor in economics. For this argument Sen (1999, p. 76) refers to two common assumptions: maximizing behavior and the absence of uncertainty.

				

				
					7	Consequently, contrasting with the dominant rational agent, the CA’s agent has been recently described as a reasoning agent (Garcés, 2019a).
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			Sin embargo, en el listado de referencias bibliográficas al final del trabajo, deberán de aparecer los apellidos y abreviaturas correspondientes a todos los autores de la obra. 

			

			
					4)	De haber dos o más obras de un mismo autor en el listado de referencias bibliográficas y que coincidan en el mismo año de edición, cada una se diferenciará usando las letras a, b, c, etcétera, por ejemplo:

			

			(Giraldo, 2016a)

			

			
					5)	En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año, con las siglas p. o pp., según corresponda, por ejemplo:

			

			(Giraldo, 2016, pp. 48-49) 

			

			
					6)	En caso de usar fuentes secundarias con énfasis en el autor deberá de aparecer de la siguiente manera: 

			

			Rosales (2001, como se cita en López y Hurtado, 2015)

			

			
					7)	Si es una fuente secundaria con énfasis como se citó en la página deberá de aparecer de la siguiente manera: 

			

			(Rosales, 2001, como se cita en López y Hurtado, 2015, p. 21)

			

			Décimo. Todos los artículos incluirán una lista de referencias bibliográficas al final del trabajo ordenada alfabética y cronológicamente (de la publicación más antigua a la más reciente), cuidando de no omitir ninguna de las referencias usadas en el trabajo.  

			1) Libros

			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con las usadas en el texto, c) entre paréntesis el año de publicación, d) título de la obra en itálicas, e) editorial. En caso de que la obra sea un clásico o cuente con varias ediciones, se recomienda que el año de la primera publicación aparezca al final de la referencia.

			

			Rosales, I., López, A. y Morales, M. J. (eds.) (2014). Conceptos básicos de Biología. Editorial Plaza Porrúa. 

			

			Shakespeare, W. (2004). Hamlet (J. M. Valverde, ed. y trad.). Planeta. (Original publicado en 1969).

			

			2) Capítulos de libros

			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto, c) entre paréntesis el año de publicación, d) título del capítulo o entrada, e) continuando con la palabra “En” y precedido de la abreviatura del nombre del autor e inmediato su apellido, f) de tener responsabilidad como editor, coordinador, etcétera, se pondrá la abreviatura correspondiente entre paréntesis, g) título del libro en itálicas, h) páginas consultadas entre paréntesis, i) nombre de la editorial. 

			

			García, L. y Álvarez, S. (2014). De campesinidades, resistencias y tensiones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj. En B. Marañón (coord.). Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina (p. 34). UNAM-IIEc. 




			3) Artículo en revista

			
			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto, c) entre paréntesis el año de publicación, d) título del artículo, e) título de la revista en itálicas, f) volumen y número en itálicas. 

			

			Rodríguez, V. (2015). Límites de la estabilidad cambiaria en México. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 46(181). 

			

			4) Artículos con DOI (Digital Object Identifier)

			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto, c) entre paréntesis el año de publicación, d) título del artículo, e) título de la revista en itálicas, f) volumen y número en itálicas, g) doi asignado.

			

			Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI. Problemas del  Desarrollo. Revista Latinoamericana  de Economía, 47(186). http://dx.doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2016.186.55886 

			

			5) Artículos sin DOI

			

			Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana  de Economía, 47(186). https://www.probdes.iiec.unam.mx/index.php/pde/article/view/55886

			

			Nota: en el caso de las referencias electrónicas, se sugiere que de no tener certeza de que sea consultable o permanente no se incluya en la lista de referencias consultadas. 

			

			6) Informe de agencia gubernamental y organización

			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o nombre completo de la institución, b) abreviatura del nombre del autor o en su caso las siglas o acrónimos de la institución que deben coincidir con el texto, c) entre paréntesis el año de publicación, d) título del informe, e) entre paréntesis serie (de tenerla), f) oficina de gobierno u organización que emite el informe, g) sitio web para consulta.

			

			Concha, T., Ramírez, J.C. y Acosta, O. (2017). Tribulación en Colombia: reformas, evasión y equidad. Notas de Estudio. (Serie Estudios y Perspectivas 35). Oficina de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe en Bogotá. http://bit.ly/34oLur0




			Nota: en caso de que el documento no cuente con el nombre del autor o autores, se incluirá el nombre completo de la organización en el sitio del autor. 

			

			7) Referencias legales

			

			Se usará un sistema básico de referencia, así se iniciará con a) el nombre completo del órgano u organismo emisor, b) fecha de la emisión entre paréntesis (año, día y mes), c) título o nombre completo de la ley o norma en itálicas, d) fuente de la publicación donde se aloja, e) sitio web para consulta.

			

			Congreso de los Estados Unidos de Colombia (1873, 26 de mayo). Ley 84 de 1873. Código Civil de los Estados Unidos de Colombia. Diario Oficial no. 2867. http://bit.ly/2Ny4HA0

			

			8) Recursos electrónicos

			

			En el caso de los recursos tomados de la web se deberán citar según su formato. Habrá de considerarse que la fecha de consulta sólo se agregará en caso de que el contenido no tenga fecha de publicación o de actualización. 

			

			8a) Para libros

			

			Del Valle, M. C. (2016). América Latina: su arquitectura financiera. http://www.iiec.unam.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9 rica-latina-su-arquitectura-finanicera

			

			8b) Para trabajos de grado o tesis

			

			Se iniciará con a) el apellido del autor o los autores, b) nombre abreviado del autor o los autores, c) año de la publicación entre paréntesis, d) título de la tesis en itálicas, e) tipo de grado y nombre de la institución que la otorga entre corchetes, f) repositorio o base de datos en la que se aloja.

			

			Espinosa, G. (2018). La inflación y el crecimiento económico en México. Consideración del umbral inflacionario y simultaneidad, 1993-2017 [Tesis de maestría, Colegio de la Frontera Norte]. https://www.colef.mx/posgrado/wp-content/uploads/2018/10/TESIS-Espinosa-Tapia-Gilberto.pdf 

			

			8c) Para artículo de prensa en línea

			

			Herrera, E. (2019, 28 de octubre). La economía no va mal, pero el agro sí. Razón Pública. https://bit.ly/2WxhuXv

			

			8d) Para páginas de internet

			

			Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012). Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV Trimestre. http://www.inegi.org.mx

			

			Undécimo. El cumplimiento a las presentes políticas editoriales será indispensable desde el momento del envío del texto original. Las colaboraciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo previo a su publicación y estarán sujetas a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni la revista incurrirá en responsabilidad alguna.

			

			Duodécimo. El Comité Editorial de Problemas del Desarrollo. Revista Lati-noamericana de Economía se reserva el derecho a modificar el título de los artículos para su publicación.

			

			Nota: cualquier situación no prevista en las presentes normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial.




			

			

			Editorial Policy


			

			Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, a Latin American Journal of Economics, provides an academic forum for analyzing the theory of development in the current context. Since the publication of the first issue in October-December, 1969, the aim of the journal has been to discuss economic development issues from a rigorous multidisciplinary and interdisciplinary perspective. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía is a journal that is critical of orthodox approaches and highlights the theory of development from a Latin American perspective. 

			

			The journal has the following objectives:

			

			1) To publish articles that reflect the relevance of paradigms which explain the causes of development and under-development, particularly in Latin America, and with this in mind, to promote the discussion and dissemination of all theoretical approaches and schools of economic thought, based on analysis that is conceptually and methodologically rigorous.

			2) To participate in national and international debate on economic theory through topics relevant to the study of development issues.

			

			I. General Points

			

			First.Problemas del Desarrollo, RevistaLatinoamericana de Economía, is a scientific journal, the leading publication for the Institute of Economic Research (IIEc) at the National Autonomous University of Mexico (UNAM). It comprises an autonomous publishing circle, an Editorial Committee and an advisory panel.

			

			Second. The journal comprises the following sections:

			

			1) Articles. Relating to the theory of development within the realms of economic theory, political economy, applied economics and economic politics.

			2) Annual Index. Consists of a list of titles published throughout the year and appears in the last issue of each year. 

			3) Editorial Policy for submitting originals. Guidelines for authors to follow in the texts. Permanent features of the publication. 

			4) Information. Occasional during the year.

			5) Editorial. Text directed towards the community on the part of the Journal Editor and appearing occasionally.

			

			Third. Articles submitted to Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía should not have been previously published and should be the product of research related to development issues. Articles published shall be submitted, without exception, to anonymous arbitration by renowned specialists in the subject.

			

			Fourth. The result of the arbitration process may result in one of three outcomes: 

			

			1) Positive,

			2) Conditional upon modification, or 

			3) Negative.

			

			An article shall be published only after it has received at least two positive appraisals. 

			

			Fifth.Contributions are accepted both in Spanish and English. 

			

			Sixth.Articles should be submitted via the journal webpage <http://revistas.unam.mx/index.php/pde/index>, through the “Para autores” tab, by selecting the “Envíos” option. Any issues or queries should be addressed to the journal email: revprode@unam.mx.

			Articles submitted may not be simultaneously submitted to any other national or international publication, in printed or electronic format. 

			Once an article is accepted and prior to publication, the author must sign a letter transferring the rights of the work. 

			Before proceeding to arbitration, the article shall be reviewed by the Editorial Committee to determine its quality and suitability for publication. The author shall be informed of the outcome in no more than 20 calendar days. 

			

			II. Specific Guidelines

			

			First. Upon submittal, the article must adhere to the following requirements: be presented in Microsoft Word format, on letter-sized paper, with standard margins, double spaced, justified and without additional spaces before and after paragraphs. The following fonts are suggested: 11 point Calibri, 11 point Arial, 10 point Lucida Sans Unicode, 12 point Times New Roman, 11 point Georgia or 10 point Computer Modern (normal).

			The article should not include information that enables the affiliated insti-tution or author to be identified, including citations to previous works in the first person. 

			

			Second. Articles should not exceed 8 300 words including the abstract, tables, figures, footnotes and bibliography. 

			

			Third. The article should include an abstract of no more than 120 words in the paper’s original language, five relevant key words derived from the main body of the text (omitting names of countries or institutions) and at least three JEL classifications. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía shall translate the abstract into English or Spanish.

			

			Fourth. Where a mathematical structure is used in articles, the abstract should make explicit the economic issue the article is addressing, and the mathematical model used for this purpose. The assumptions and conclusions of the analysis should be expressed in both written and mathematical form. 

			

			Fifth. Figures and tables should relate to the content of the text and values be reflected in the text. Graphics must be numbered in the order in which they appear in the text and an indication should be given as to where they appear in the text. Graphics should be inserted into the text including the following: corresponding number and title in bold. Graphic foot notes: explanatory notes should be written in a 10 point font and include a credit or source, for example: author’s own or corresponding source. Abbreviations used should be clarified in a footnote beneath the figure or table. 

			Graphics should be self-explanatory, without the need to refer to the text for comprehension. They should be presented in grayscale, at a resolution of 300 DPI, and in any of the following formats: .jpg, .tiff, or .eps. Graphics should be submitted in a separate file in the appropriate digital format. Where mathematical formulae are used, they should be presented in an editable format (not image).




			Sixth. Footnotes should be inserted directly into the text and should not be more than a couple of lines long, rather than paragraphs of text, unless absolutely necessary, so that they appear on the relevant page. 

			

			Seventh. Where textual citations are included, they should appear in the following way: 

			

			1) Large citations: maximum length of 200 words, should appear after a 0.5 inches indent in an independent paragraph, not in italics.

			2) Short citations: of less than 40 words should appear in quotation marks inserted into a paragraph of text. A paragraph should not start with a short quote, rather the quote should be put in context.

			

			Eighth. When a citation is used from a corporate author (institution, organization, etc.) the name should appear in full the first time it is used, followed by the acronym: 

			(Secretaría de Educación Pública [SEP], 2018, p. 38)

			

			From the second mention, the name should appear as follows: 

			(SEP, 2018, p. 38)

			

			Ninth. Bibliographic citations should be presented in the text in parentheses and a clear, complete reference provided in the bibliography at the end of the work. 

			

			
					1)	Citations in the text should be presented in the following way: the surname of the author in parentheses and the year of publication, for example:

			

			(Blancas, 2015)

			

			
					2)	Where more than two authors are cited in the text, the authors should be listed in the following way: the surname of author one and author two in parentheses, then the year of publication, corresponding to the final reference, for example:

	


			

			(Giraldo and Fernández, 2016)




			
					3)	Where more than two authors are cited, the abbreviation et al. should be used after the first author’s surname, from the first mention in the text; for example:

			

			 (Giraldo et al., 2016)

			
					

					However, the final reference should include the complete surnames and abbreviations of all the authors

			

			

			
					4)       	If two or more works are cited in the bibliography by the same author and these were edited in the same year, each should be differentiated with the letters a, b, c etc., for example:

			

			(Giraldo, 2016a)

			

			
					5)	 Where a direct quote is included, the page numbers should be indicated after the year followed by the abbreviation pp. For example:

			

			(Giraldo, 2016, pp. 48-49)

			

			
					6)	Where secondary sources are used with the focus being on the author, the citation should appear as follows: 

			

			Rosales (2001, as cited in López and Hurtado, 2015)

			

			
					7)	Where secondary sources are used with emphasis on the page number, the citation should appear in the following way: 

			

			(Rosales, 2001, as cited in López and Hurtado, 2015, p. 21)

			

			Tenth. All articles should include a bibliography of references at the end of the work, ordered alphabetically and chronologically (from oldest to newest publication), taking care not to omit any other references used in the paper. 

			

			1) Books

			

			Books should be listed as follows: (a) surname of the author or complete name of the institution; (b) initials of first name of author or acronym/initialism of institution which should correspond to the initials used in the text; (c) the year of publication in parentheses; (d) the title of the work in italics; (e) publisher. If the publication is a classic or has several editions, we recommend the year of the first publication is referenced at the end.

			

			Rosales, I., López, A. and Morales, M.J. (2014). Conceptos básicos de Biología. Editorial Plaza Porrúa. 

			

			Shakespeare, W. (2004). Hamlet (J. M. Valverde, ed. and trad.). Planeta. (Original publication 1969).

			

			2) Book chapters

			

			Book chapters should be listed as follows: (a) author/s of the chapter by surname or complete name of the institution; (b) initials of first names or acronym/initialism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) chapter or entry title; (e) followed by the word “In” followed by the author’s abbreviated name and surname; (f) whether responsible as editor, coordinator, etc., with corresponding abbreviation in parentheses; (g) title of the book in italics; (h) pages consulted in parentheses; (i) name of editorial, for example:

			

			García, L. and Álvarez, S. (2014). De campesinidades, resistencias y tensiones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj. In B. Marañón Pimentel (coord.), Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina (p. 34). UNAM-IIEc.

			

			3) Journal articles

			

			Journal articles should be listed as follows: (a) author/s surname or full name of the institution; (b) initials of author’s first name or acronym/initialism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) article title; (e) name of the journal in italics; (f) volume and number in italics.

			

			Rodríguez, V. (2015). Límites de la estabilidad cambiaria en Mexico. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, 46(181).

			

			4) Articles with DOI (Digital Object Identifier)

			

			Articles with doi should begin with (a) the author’s surname or complete name of the institution; (b) initials of author’s first name or acronym/initia-lism of institution corresponding to initials used in text; (c) year of publication in parentheses; (d) title of the article; (e) journal name in italics; (f) number and volume in italics; (g) DOI.

			

			Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana  de Economía, 47(186). http://dx.doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2016.186.55886

			

			5) Articles without DOI

			

			Álvarez, A. M. (2016). Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI. Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana  de Economía, 47(186). Recovered from: https://www.probdes.iiec.unam.mx/index.php/pde/article/view/55886

			

			Note: Electronic references, where the source may not be permanent or readily consulted, should not be included in the list of references consulted. 

			

			6) Report from a government agency or organization

			

			Reports should begin with (a) the author’s surname or full name of the insti-tution; (b) initials of author’s first name or acronym/initialism of ins-titution corresponding to initials used in text; (c) year of the publication in parentheses; (d) report title; (e) series in parentheses, where applicable; (f) government office or organization that issued the report; (g) web page consulted.

			

			Concha, T., Ramírez, J.C. and Acosta, O. (2017). Tribulación en Colombia: reformas, evasión y equidad. Working Paper. (Estudios y Perspectivas Series 35). Oficina de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe en Bogotá. http://bit.ly/34oLur0

			

			Note: where the author/s of a document are not known, the full name of the institution should be included in place of the author name. 

			

			7) Legal references

			

			A basic system of reference should be used, beginning with (a) the complete name of the organization or issuing authority; (b) date of issue in parentheses (year, day and month); (c) title or complete name of the law or regulation in italics; (d) date of publication where filed; (e) website to consult. 

			

			Congreso de los Estados Unidos de Colombia (1873, May 26). Ley 84 de 1873. Código Civil de los Estados Unidos de Colombia. Official Journal no. 2867. http://bit.ly/2Ny4HA0

			

			8) Online resources

			

			Resources taken from the internet should be cited according to their format. The date the article is consulted should only be included if the content has no publication date or date of update. 

			

			8a) Online books

			

			Del Valle, M. C. (2016). América Latina: su arquitectura financiera. http://www.iiec.unam.mx/publicaciones/libros_electronicos/am%C3%A9 rica-latina-su-arquitectura-finanicera

			

			8b) Research or theses 

			

			These should be presented in the following way: (a) author or authors by surname; (b) abbreviated name of author or authors, (c) the year of publication in parentheses; (d) thesis title in italics; (e) Undergraduate, Masters or Doctoral thesis and name of the institution in parentheses; (f) source or database.

			

			Espinosa, G. (2018). La inflación y el crecimiento económico en México. Consideración del umbral inflacionario y simultaneidad, 1993-2017 [Masters Thesis, Colegio de la Frontera Norte]. https://www.colef.mx/posgrado/wp-content/uploads/2018/10/TESIS-Espinosa-Tapia-Gilberto.pdf 

			

			8c) Online press articles

			

			Herrera, E. (October 28, 2019). La economía no va mal, pero el agro sí. Razón Pública. https://bit.ly/2WxhuXv

			

			8d) Webpages

			

			Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012). Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV Trimestre. http://www.inegi.org.mx

			

			Eleventh. These guidelines must be complied with from the point the original text is submitted. Accepted articles will be edited and proofread. Publication is subject to availability of space in each journal issue. Under no circumstances will originals be returned to the author, nor does the journal accept responsibility for them.

			

			Twelfth. The Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía Editorial Committee reserves the right to change the titles of articles for publication. 

			

			Note: Any matter not covered by these publication guidelines will be resolved by the Editorial Committee.
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Figura 1. Mapa de Rio Negro con el detalle de sus regiones
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